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PODER MUNICIPAL 



POR H. DE PAN8EY. 



Ha tiempo que fué anunciada la publicación de esta importante obra. 
Ella, ademas de comprender la historia del poder concejil, la naturaleza 
de sus funciones y el mejor sistema que se puede segí^ para la organiza- 
ción de aquel poder, establece el deslinde entre lo administratiyo y comu- 
nal y pone al alcanzo de todo ciudadano las yenti^as que proporciona el 
que los intereses de la comunidad sean bien administrados por los funcio- 
narios locales independientemente de cualquier otro poder del Estado ; 
contribuyendo asi á formar las costumbres ó sean los hábitos morales é 
intelectuales del pueblo para resistir á cualquiera linaje de opresión. — La 
práctica de las instituciones concejiles, según el juicio del ilustre Tocque- 
YÜle, es una de las tres causas principales á que debe Norte-América el 
mantenimiento de la república democrática. 

Aparte de esto, la resefia histórica de los municipios, tanto en él Gobier- 
no colonial como desde que se independizó Venezuela y la comparación que 
hace el traductor en las notas de aquellos tratados con nuestra lejislacion 
Tiente en este ramo esencialmente popular, reclama el interés de cada ye- 
nezolano porque se estudien y jeneralizen nociones creadoras de la liber- 
tad concejil. — ^En esta reside la fortaleza de los pueblos libres. 

''Las instituciones concilles, dice el mismo recomendable TooqueTÍUe, 
son, respecto de la libertad, lo que las -escuelaB de primeras letras respecto 
de la ciencia: la ponen ellas al alcanzo del pueblo, le dan á probar su uso 
apazible y le habitúan á servirse de sus reglas.'' 

Dedicase la obra á los venezolanos en jeneral, y en particular á los cur- 
santes de Derecho en las Universidades y á la clase industrial del país. 

Los Editores esperan de U. se suscriba por lo menos con un ejraiplar, cu- 
yo costo será para los suscríptores á razón de catorce reales un tomo á la 
rústica; y le suplican se sirva contestarles Afirmativa ó negativamente, á 
fin de adquirir el dato que necesitan para realizar la publicación. Tendrán 
él silencio de U. como una prueba de que nos favorece con su suscripción. 



LOS BDITO&BS. 



Caracas, Noviembre é de'1850. 






PRÓLOGO 



BE M. I. PAN8ET, IH8KST8 EN U 8BUIIDA EBICNN. 



Motivos qüb hán obligado ál autor a publicar esta obra. 



Aunque las municipalidades ocupan el último grado de la jerarquía de 
los poderes, sin embargo, tal es la naturaleza de las funciones que les son 
propias, que pocos objetos hai mas dignos de la atención del lejislador 7 
de las meditaciones del hombre de Estado. 

£1 Poder Municipal está en contacto inmediato con todos los ciudada- 
nos, presente en todas partes, obra continuadamente y sobre todos. Siendo 
siempre el mejor y las mas yezes el solo conocido de las clases inferiores 
de la sociedad, estas no fijan la atención sino en él, y es por 61 que juzgan 
de los otros poderes. Por esto, ellas aman, bendicen al Gtobiemo si la ad- 
ministración municipal, constantemente tutelar, no se muestra sino bajo 
formas dulces y paternales. 

Los individuos mas oscuros tienen como los otros ciudadanos, intereses 
y deiSeiios. Al conferírselos, la lei debe asegurarles su goze, y poner á su 
alcanze los medios de conservarlos y defenderlos. Esto es lo que ella ha- 
ce estableciendo en cada municipio un cuerpo municipal* En la intención 
de la lei, los oficiales municipales son pues los consejeros y protectores 
forzosos de todos los que por razón de su aislamiento y su indijenda estén 
en la impotencia de procurárselos ; y esta honrosa misión coloca á las mu- 
nicipalidades en las clases de las garantías sociales. 

Es también bajo la ejida del Poder Municipal, que la lei coloca los inte- 
reses jenerales de los comunes, tales como la seguridad, la tranquilidad de 
los habitantes, la administración y conservación del patrimonio común. 

Es igualmente á la vijilancia y autoridad de los cuerpos municipales 
que la lei confía todo lo que concierne á la salubridad del aire, paz de la 
ciudad, decencia en los templos, orden en las reuniones, policía en ios lu- 
gares públicos, dirección de los establecimientos de beneficencia, réjimen 
de las cárceles, superintendencia en los espectáculos, provisión de los mer- 
cados, fidelidad en los pesos y medidas, buena y mala cualidad de los me- 
dicamentos y comestibles espuestos en venta. 

En fin, los funcionarios municipales, están encargados de prevenir y ha- 
cer cesar los incendios, las inundaciones las episootias (males eontajiosos 
en los animales), todas las calamidades en jeneral, y particularmente la 
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§1, 

BASES FILOSÓFICAS E HISTÓRICAS DEL DERECHO MUNICIPAL. 

y I viBNixo el hombre en el estado de sociedad, obedece á las le* 
yes de la naturaleaia. Dolado de la &eiikad de ao^r, cr«a en tomo 
de 8( la faBulia^ cuyas retacioAeft sobreyiYen á las necesidades pa« 
sajeras que nacen de au arganmcion léBÍca» Ser intelijente, proctt* 
ra en sus relaciones co» sus semejantes, apropiarse los conocimien^ 
tos que otros baa adquirido, para reunir ea seguida conocimienioa 
nuevos. Atraido por un deseo irresistible de su bienestar, él no se 
contenta para la satisfaocion de sus oecesídAdeS) eoft productos que 
la naturaleza le brinda, sioo que reúne sus esfuerzos á los de los 
demás hombres para a»meiitar la &ierza productiva, y apoderan^ 
doas de la materia por el trabajo, la asocia en cierto modo á su per-* 
sona. Dando asi Dios al hombre necesidades morales, intelectuat 
les y físicas, le concedió el derecho de satisfacerlas d^tro de loa 
límites de la razón ; y por esto misma ha impuesto á cada uno la 
obliQpion de respetar en los otrod los derechos que quiere se res* 
peten en él. Mas al lado del principio dé la equidad moral, se eth 
ouentra en el hombre un principio de corrupción que le conduee 
coa frecuencia á convertirse en un ser egoista, sacriñcando suaso" 
mejantes á la satis&coion de sus pasiones. Aquí, pues, la necesidedl 
de asociación sa hace sentir, y los hofnbres se unen para caloear 
bajo la protección de todos los intereses de cada una. 

Tales son las bases naturales de toda sociedad desde la hordí^ 
salvaje que recorre los bo3ques del Nueva Mundo, hasta la naciom 
mas preciada de civilización y de sabio mecanismo en su gobierna, 
Entr^ estos dos puntos estremos se encuentran un sin número de 
fipUcaciones diversas del mismo principio. Estas aplácaciones na 
soc^ siempie la obra de una razón ilustrada, las consecuencias de ua 
sistema medátada. Aquí, coma en. todas lias eosas, las reglas no soa 
sino el resuUado de la esperiencia. Las sociedades nacientes siguea 
imUAti;7l^i9/^t(e los l^es que no ha fesoido tie^apad^, estudiar jni de 
cofu>cer. Entre eUas, la forma de gobierna es mui sencilla, el dere- 
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sitivo adtuál no se encuentra deslindado de tai manera del derecho 
positÍTo antiguo, que se pueda siempre preseiñdhr del último pdra 
la solución de las cuestiones que se presentan en la práclica, AU 
ganas veces nos vemos obligados á tomar por base de tina decisiotr, 
leyes que parece no teiier hoi sino un interés puramente histórico. 
ContieaBy pueS, dirijir una mirada sobre los principios que han ref- 
jido el derecho municipal en tas diferentes épocas de nuestra histo- 
ria, para mejor comprender los que deben rejirle al presente. 

Poco se sabe de la organización política de los pueblos que se 
sucedieron en el territorio de la Francia hasta la conquista roma- 
na. Los Galos que la ocupaban en esta época se subdividieron en 
un considerable número de colonias sometidas á diversas institu- 
ciones. Parece que estas colonias habían pasado sucesivamente por 
las diferentes formas de gobiernos teocráticos, aristocráticos y de- 
mocráticos cuando los romanos emprendieron someterlos á su do- 
minación (*). Después de diez afios de una lucha encarnizada, 
durante la cual Julio César^ según refiere Plutarco, mató un mi- 
llón de hombres, hizo otros tantos prisioneros, tomó mas de ocho- 
cientas ciudades y sometió trescientos pueblos ; los Qalos fueron 
agregados al Imperio romano cincuenta años antes de la era mo- 
derna, y sometidos á la influencia de las instituciones políticas y 
civiles, d,e las costumbres y de la literatura del pueblo Rei. 

La conquista política é intelectual siguió de cerca á la conquista 
material ; el pais repartido hasta entonces en colonias distintas, se 
refundió en la unidad del Imperio. Bajo las jurisdicciones de los 
gobernadores de las provincias, se establecieron ciudades (munici- 
pios) que se administraban por sí mismas sin dejar por esto de es- 
tar sometidas al poder central. La lei de las doce tablas, los ple- 
biscitos, los senado-consultos, el derecho pretoriano, los edictos de 
los emperadores, arreglaron el estado de las personas, la naturale- 
za de los bienes, los medios de adquirirlos y trasmitirlos. Las cos- 
tumbres cambiaron al paso que las instituciones ; la vida privada 
se dulcificó con las invenciones de un lujo desconocido hasUi en- 
tonces, y se embelleció con las producciones de las bellas artes. 
Tal fué la potencia de esta revolución, que todavía se observan mo- 
numentos de ella por todas partes. Hoi mismo en una gran parte 
de la Francia no se pueden cavar los cimientos de una casa sin en- 
contrar alguna piezi^ de moneda con efijies imperiales ; los nuevos 
caminos, qqe reclaman las necesidades de la industria, siguen á ca- 
da paso la dirección de alguna via romana, largo tiempo olvidada, 
y en la cual admiran todavía loa hombres del arte la soL'dez y lo 

(*) Véase la historia de los Galos de Amadeo Hiverty, tomo 2, cap. t . 
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Mr^Vklo iki ia empresa. Saoede lo miaino respecto de las cosas 
intelectoaies; ana todavía, basta profundíaar w tanto paia eneon^ 
trar casi sobre la superficie restos preciosos de aquella aMígoa oi- 
yiUsaoioi>. £1 derecho romano es á nuestro derecho actual, lo que 
la lengua latina á la francesa, uno de sos elementos jeneradores; y 
bien qne tanto en el uno como en el otro esté combinado este ele- 
mento con otros diversos, es él el que debemos estudiar al princi- 
pio cuando se trata de penetrar el jenio de las instituciones 6 del 
idioma. 

Después de una resistencia de cuatro siglos, el Imperio de Occi- 
dente atacado por do quiera, corria á su ruina ; al principio de! 
quinto (407 á 409) ios borgoñeses y visogodos se establecieron 
en una parte de la Galia ; bien pronto fueron seguidos de otras co- 
lonias, que ocurrieron desde el centro de sus bosques para repartirse 
la rica presa qne se les abandonaba casi sin defensa. Aquí, por 
medio de tratados, allí por. la fnersa de las armas, los distintos gru- 
pos jermánicos dispusieron del territorio, formaron en él estableci- 
mientos é inmediatamente vinieron á ssr k» verdaderos seffores 
del pais. De esta suerte, se encontraron por todas partes en contac- 
to, en las costumbres, la civilisacion con la barbarie ; en el dere- 
cho, la lei romana con la ripuaria; !a visogoda, la bor^oñese, la 
sálica, &.*, &>.*; en las instituciones políticas, el espíritu de unidad 
de la administración romana con el espíritu fraccionario resultante 
de la organización en pequeñas tribus, ó bien hordas guerreras de 
colonias Francas. Dos sociedades tan diversas, amalgamadas por 
la violencia, se desorganizaron mutuamente, y su^ elementos pues- 
tos en fermentación, produjeron un verdadero caos. En vano Cario 
Magno, ensayando resucitar el Imperio, se esforzó por someter á 
la unidad política y administrativa todo el pais que se estiende dea- 
de el Ebro hasta el Elba ; su obra se oponia directamente al esta- 
do moral y á las necesidades de una sociedad, que habia vuelto á 
la barbarie, y compuesta de pueblos entre los cuales, oríjen, idio- 
mas y leyes diferentes, ffabian colocado barreras, hasta entonces in- 
superables. Bajo los sucesores de Cario Magno, la unidad facticia 
desapareció ; se vio renacer el sistema de fracción y de individua- 
lidad. Las gobernadores de provincia, los condes y los otros gran- 
des fbneionarios, creados por Cario Magno, se apropiaron el po- 
der de que eran depositarios, hicieron hereditarias sus digBÍdades, 
y aumentaron así el número de peqoefios tiranos, coya coalisioo 
complementada hacia el décimo siglo, constituyó la organiaacion 
feudal, forma poderosa de una socie&d naciente, primer paso ha- 
cia la civilización moderna. 



Sea que la feadalidad haya atdo el Yeeohádo de ana conquista 6 
la coaseeuencia natural de las necesidades del momento (*), te ha- 
de necesario admitirla como un hecho qué ha tenido sobre nuestras 
instkuciones una influencia que no ha podido hacer desaparecer 
del todo la revolución ée 1789. Ella se encuentra todavía en el 
fondo de muchos usos ; ella esptica niuchas cÉUSás y resuelve infr 
nítas cuestiones sociales y políticas; es t!la la que caneó Indirecta- 
mente las concesiones de las Cartas de los comuneSj primer signo 
de tratados eblebi^os entre el pueblo y M poder. 

La soiñedád féUdai reposaba sobre dos principios: k diMribUcibn 
de la eobei^nla entre tkn níhnero considerable de sefiores sobera- 
iMls, y la Mbordinacidn jerárquica de vaéeiilos para con skis sello- 
res ; pues este ultimo principio no obraba de un modo eficaz smo 
en las clases inferiores. El ákimo vasallo estaba mas sometido á 
su señor que lo que su iseftor al Duque ó Conde de quien él de* 
pettdia, y mucho mas que lo que este lo estaba al Soberano 6 kei. 
Allá donde se enceihtmba mas fuerza, había mas independencia é 
ia»ttbonKna»ion. La comecuencia de tal organización debia ser tk 
auseneia completa de toda garantía para los débiles, cuyos bienes y 
personas estaban siá cesar espuestos á la violencia y avaricia de 
mil tiranuelos, continuamente en guerra los unos con los otros, y 
fliempve dispuestos áusólar las campifiás que no les pertenebian, á 
cometer egmcciones 6 pillar los transeúntes. Sn medio de tal socie- 
dad, cada uno sentía la necesidad de colocarsíe bafo tu protfeceidfe 
de uéa fuerza exístebté, 6 mejor todavía, de reunirise para reisistiír 
á la opresioDi En el campo, el hombre aislado ño <enia otro re- 
eurso qué guarecerse con l$u femilia en rededdr de las torres del 
castillo feudal, y de elejir un amo que tenia lefteresen protegerle, 
coiÉno uña pairte de su dominio. Empero, en las ciudades se halla- 
ba uáa población aglomerada, una civilización mas a van t Ada, in- 
dustiria y riquezas ; todos los elemente», en fin, de la potestad. Al 
punto que los oprimidos conocieron su fuerza, la emplearon en sa- 
cudir el yugo, y desde entonces comenzó ese gran movimiento que 
se llama la emancipación de los comunes. 

Los historiadores que han pretendido hacer de la historia una es- 
pecie de ciencia exacta, reduciéndola á teoremas como un tmtado 
de Geometría^ han atribuido la emancipación de los comunes á 
. Luis el Qordo, dando así una data precisa y un oríjen enteramen- 
te local ú instituciones qUe no hablan sido jamas anonadadas del 
todo, principalmente en las partes de la Francia, en que la civili- 
ce) Véase la Revista de Lejislacion donde se halla desenvoeitáesta úl- 
tima opinión por Mr. Trofloug, tit. 1» páj. 4M, 
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;cacíon romana (*) echara profunda» railes. Un hombre» cuya |iér- 
dida reciente deplora el mundo culto, Mr. Rayouoaid, ha demoetra' 
do (t) con la mayor evidencia, que la organización de loa munici- 
pios romanos habia subsistido aun bajo el réjimen feudal, salvo al- 
gunas modificaciones, que rara vez deja de producir el tiempo eb 
epta suerte de instituciones. Los mismos historiadores representan 
el establecimiento de los comunes como el resultado de un plan con- 
cabido por la autoridad real, y sabiamente combinado, para aniqui- 
lar el poder feudal. Parece, según elloe, que estas institociooes acor- 
dadas por el Rei, se establecian con mocha £icilidad. Sio%mbargo, 
casi por todas partes el primer impulso se debió al pueblo, y mui 
frecuentemente las resistencias que se le opusieron ocasionaron la- 
nchas sangrientas. 

Era una cosa mui grave el establecimiento de un nuHiicipio: ae 
traducía allí de un lado el sentimiento de la opresioii, la revelacioB 
de los derechos naturales indignamente menospreciadoa; del otro, 
un temor del poder, mezclado de cierto mpdo por los aobemioa 
hasta entonóse absolutoa, y la justa aprensión de que un populacho 
grosero ae aprovechase de la lucha con los sefiores^ para enU^gat- 
se á todos los eacesos. Unas vezas se reunían ka notables para fr 
jar entre sí las baaea del contrato polflico que creían útil eatablo- 
cer¿ otros formaban para el aostenimiento da ana derechos maoosh 
federación en la cual se ligaban loa anea á los olroa por m jura- 
OMnto (caa/nraéají^ dicen las antiguas crénicaa). Ellaa estipulaban 
la aeguridad de sos personas, la inviolabilidad da sus propiedades^ 
la ocultad de votar por sí oiismos loa impuestos y eaaplearles en 
las neces ida des pMicas; ellos quorian aar juzgadoa y administra- 
dos por fiuaciooarios de sn deccion, conforaae á las coatambies k- 
cales, y poder rechazar k violencia con ksnmaa. Estos derechaa 
no ks proclamaban ea kcciones revo h oe as - Ikmaban por el eos- 
trario^ ksnelaUes^ákseckBiásticos y al missao aeiior lendal á 
dalibenur con ellos y abanar Im €mwnnñémd. Ellos no ks redaaaa- 
ban oonso cosas imprescriptibles de que kvioknck no hdbria po- 
dido deqiojarlos^ sino que propoiuaB aa lescafea y ofincian al aefiot 
por piecio da su adhesión 

á reservada vichar mas tarda 
es tan comajioso para ks pnebks' oosao el cjeaipk de k 
libertad; al miwn e l o que se estahk c j ero n kapiimf low mnniripins, 
aeviéporiodas partes á ks habitases da ks ciwkdeB^ icnniíae en 



1*^ Se sibe <9ae Lñs el Ghk&o ao 

i.^A riif r¿iw ii tecckn de la Frasca acmaL yesase las can» sobce la 

•,V HiscñaMI^seclH: aMaicipaL 
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aaambleas tumultuosas, redamar por sí mismos fraDquicias comu- 
nales y conquistarlas por la fuerza cuando el gobierno n6 accedía á 
tma deseos. En algunas ciudades los señorea cedieron al movimien^ 
to jeneral de emancipación, y aceptaron de buena fé la Constitu- 
ción comunal; y aun kubo algunos que se adelantaron á los deseos 
del pueblo. Así, por ejemplo, Baudry, Obispo y Conde de Noyon, 
convocó en 1098 á una asamblea jeneral los caballeros comercian- 
tes é industriales, y les presentó una Carta que constituia á todos 
los ciudadanos en asociación- perpetua bajo la dirección de majis- 
trados que se denominaban jurados y que contenia las garantías 
que para entonces se creyeron necesarias. Todas las personas pre- 
sentes á la asamblea, prestaron juramento de observar la Carta, que 
recibió mas después la aprobación de Luis el Grordo. Igual acon- 
tecimiento tuvo lugar en Amiens en Ul?) cuando el obispo Greof- 
froy concurrió voluntariamente con los ciudadanos á ]a erección 
de una comunidad. £n esta ocasión se suscitó entre Ips comunes y 
el Conde de Amiens, una lucha de dos años, que no terminó sino 
por la intervención de Luis el Gordo, cuya protección invocaron 
los ciudadanos. Otros señores no mostraron el ipismo conocimien- 
to de las necesidades de la época, ni el mismo respeto á su palabra, 

Graudry, Obispo y Conde de Laon, prelado simoniaco y cargado 
de crímenes, después de haber jurado la Carta comunal, la destru- 
yó por medio de la violencia. Esta falta de fé dio lugar á un let 
vantamiento del pueblo, por consecuencia del cual Gaudry fué ase? 
ainado, y una parte de la ciudad entregada al pillaje, é incendia- 

da n 

La forma de la emancipación, que participó al principio de lo 
irregular y tumultuoso con que se acometió la empresa, se regula- 
rizó andando el tiempo. Los Reyes, cuya protección se invocaba 
frecuentemente por los ciudadanos de los comunes, comprendieron 
las ventajas que podían reportar de estas nuevas instituciones, dtri- 
jiéndolas contra el poder ezhorbitante de ios señores feudales; ellos 
intervinieron para dar á las Cartas una sanción que los ponía al 
abrigo de las invasiones. Por lo que vernos^ las Cartas comunales 
consentidas al principio por el señor inmecUato y confirmadas en 
seguida por el Rei, que ordinariamente, ademas de la suma de pla- 
ta que recibía por el hecho mismo de la confirmación, estipulaba 
rentas anuales y el servicio militar. No áiltan tampoco ejemplos 
de confirmaciones reales dadais á los comunes establecidos por gran- 
des vasallos en las ciudades sobre las cuales* ejercían los derechos 

(*) Cartas 15, 16, 17 y 19 de Mr. Tbierry, sobre la historia de Francia. 
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ét sobertnía. Así, de un impulso cuya tausa les era descottooMa, 
. para entender sti poderío disminuyeron «1 de stís rirátee de tiil nm- 
ñera, que en el siglo Xtlt, Béaunanmr erijia eif principio, **qm 
en el reino de Francia á ningfuno le era permitido establecer co* 
tnunidad sino al Rei 6 con $m consenttmieAto (^). 
Hemoetra^Mlo deheehós', t^upémonosakora de la» inStítficidneA 

I II. 

kESÚMEN DE LAS ÍNsf ÍTtCIONES MUNICIPALES DES^E LA CON- 
QUISTA DE LOS ROMANOS HASTA NUESTROS DÍAS. 

Ved aquí, según )os fragmentos incompletos que nos quedan, 
cuál era el sistema de) Derecho mun¡ci]püi rotriano. 

Las ciudades municipales romanas eran gobernadas por un cUér*- 
po llamado Curia, y sus miembros tenían él título de Curiales 6 
t)'écuriones. 

La Curia estaba ¿on^puesta de los que él haciilniento (íistinguia 
cótnó hijos de SDecurioii y de lós que se incorpora W pot votación 
de la Caria. 

Pfeirá ser nombrado Decurión, era necéésiVio podéér ^éttttfocho 
yb¿liclas de tierra y tener !á edad de f^íMitlncó aftoi^. La áómina- 
ción sehaéiia p6rtnayoría absoluta; fardos leréehis jmtVes dH M 
tñieiAb^os (ít lá tjnria debían 'estar presentes para que fuese Válida. 
El acta dé elección se sometía á la tatificacióh del P¥éfecio, 

Las atribuciones de la Curia se reducían á deliberar sobre Idb 
iáteteses comunes de la ciudad, sobre la. administi'acibn de V» bie- 
nes municipaies, sobre las ventas y las ticuisacoielnes que pudieran 
pi^esentarse; <á decreta las enajenadioneá coeado *lás jüsgiíban don- 
venientes, designar be terrenos necesarios para los moonmentcd 
ptftlieos^ establecer las ferias y ulereados, nombrar ias dipiílacttittei 
qi^é debián aoérears^ al Eraipemdor^ó les ajentes del. poder, 6 bésn^ 
Ittistir á las asambleas de proriocia, y á ^lejir .|bara ias diTeraáa ;Gaf - 
giia municipalea y numerosos ampíeosle kt'wimímstrfttiob. 
: Lds principales finheioDarios mutiácipalea «lejidoe 'pcMr la Curia 
mi laireanioa deiaa Calendas de Marzo y que ño podiansoteaeo- 
lidos eino de éu aeno, eran : 

L« Loa áecemvirosqae por su kitoero yeus atribudiones setlae- 
Bsejaban á los antiguos Cóñaulea de la BepüUiea: «e consideraban 
como los ptiiaeroainc^ástradoa de la ciudad, al biübibo tiempo que 

(*) Ord. de los Reyes de Francia, preí. del tomo XI, pájs. 28 y 29} eos- 
itfmDlt» dé Bl9a«v<ihi8, oap. 5, p. SMSL 
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^asrepreaentaotes; eilos ejercitaban sus. acciotles^, estifHíhbany se 
obligaban ea su nombre: ellos duraban oidinariamente ua afia en 
9a destino^ 

2,^ hoa principales^ que formaban el Concejo ejecutivo de la cía- 
dad, estaban encargados de la repartición y percepción de los im- 
puestos ; presidian la administración comunal, recolectaban las pro- 
visiones, tenian la inspección de los caminos, murallas, baños pfú- 
blícos, teatros, &.« 

3.<* Los curadores de la ciudad, que bajo la jurisdicción de los 
principales, eran encargados con especialidad de algunos ramos de 
la administración, tales como el abasto pábLieo, la conseryacion del 
patrimonio comunal, la supervijilancia en los caminos, &.* * 

Se elejia un majistrado de fuera de la Curia por la unirersalidad 
de ciudadanos, á quien se encomendaba la protección de los intere- 
ses de estos: se llamaba el defensor de la ciudad. Él debia mantener 
la paz y tranquilidad en los campos, reclamar los esclavos préfiu- 
gos, perseguir y arrestar á los salteadores é individuos sospecha- 
dos de crímenes, entregarlos al Prefecto de la provincia ó juzgar- 
los él mismo cuando se trataba de delitos poco importantes. Cono- 
cía también de las causas pecuniarias en ciertos límites. Debia de- 
fender á los ciudadanos centra los abusos del poder de los majistn^ 
dos, y sobre todo contra las exacciones y concusiones. Las listas de 
imposición se bacian á su ^presencia, y. hacia trasmitir, antes del 
vencimiento del pago, á cada contribuyente el aviso de su capita* 
cion. Él inspeccionaba los pesos y medidas de los recaudadores del 
impuesto. 

^' Al lado de los majístrados municipales y de las écdenes de la 
Curia, dice Mr. Raynooard, se elevalMt el poder rival de ios ajen- 
tes del Gobierno. Loe prefectps tnvieron atribuciones especiales^ 
que respecto de lot raajistradoa municipalea, se limitaban á una sur 
IwrintendeBcia . jui^ral^ á presidir algana que otra vez las asam» 
bleas electorales, y á la aprobación de ciertos candidatos -que ei«r 
jíait Una lei nos entera de que en otro tiemfb las ciudades nom» 
braban sus prefectos (*). Mas después, se les tituló Condes, y Ca^o 
Mag«o llamó á estos Condes, Prefectos. Pero ni los Condes ai los 
Prefectos, durante la época de la dominación romana, se mésela* 
ban en la administración de la ciudad. Jamas asistieron á los aetoa 
municipales, los cuales eran de la sola competencia de los majistra- 
dos elejidos por la Curia ó por la universalidad délos habitantes (f)." ' 

(*) Laon Novel. Constitución 47, quod alias. 

(t) Raynopardi Hist» del derecho monicip., iom, 1, cap. 19. 



No üák soiaNienie tasuibleciiio ei réftOMa mwMffipai «a la 

Alcd<íbo«iÍ, daiBfttúk: in» (MBpMHM y por m ayr tkaippáiaé»- 
minacion romana: se le encaeotra también en las pro«ianu«- 
mmkm al Nwte ciel Loiie. Aai ios docttHBiMM hisiómas {MriMbaa 
q«e Bsysux, Rvreux, Reoneá. Troyes, Meutx* Sant lilnmtin^ Pm- 
ÚBy Or leaos, hun i^ozodo Ue las iibertadea inimtrifMieaL Lo h usmo 
socedesda probablenieote ea lu:» demás ciudades iafwfianta que 
existían entóiiCLs; y lo que cüiiúnua e^ia cuniLtum tía la reiftrkfi 
que existe eofcre e&tas ioatituciontís y las «loese praeaxmaui mas 
istér por las Curtas tU los camtLRús {"*), 

A pesar d» la estratoa vanedud de deiauea iiue ratm es las Cai^ 
tas (ie4o6 coBUmea^ se p»fld«o, iio obsiaiiu*; ¿eñaiar los piiutoopiálh 
cipaitts que se aoum en. lodos, e lodicar dü una inauenL jeBaral las 
dui^reiitffs partes de c^uo :» couipuiien. A ia ouieza naOL ia íámuiíL 
dul acta de coaíuderacAos (wr ía cual ios uacutaaiiia inmn TfOitrifna 
raMfliBinpntft y opoiieise al tum lutente huíUlt .o. luoaos cosa auMi 
da t»llos V n la pasfa ilt^ aicaoaia. jiUÍiá. Lm^u£S£i*i. '^ Jt^fmmtnuU 
quocL.. cuUer ait^ri s^cuununt üpuíiuanm sitan tt/nzuiaéititr ctqmtd 
nullutemus patieiur .juüU tUi^uLS .u,,c^í^z¿.juu¿ iZufkrmiviéi caHim- 
tum fíLCuit (t). iursuoo t{ue....>ieaacurffyrainmuuiaiiii Mii sagwiia 
fuerza de cuda ouut. y quo Ue um^fiua caamsrjL ¿a :kftitt¿rÍB.quB inip 
guuo do eUo:5 &e lus quitasa oii^u a sa íes xinpunura «loauñfaücioA^" 
£1 juMunenio se preátaiía ^lor loaus lus ctudaoiaosque se lanaiahM 
oliiifgacioaw ich;íp<í1cu& Tamúkn :ie uaoa.pof iosseñuccs. icgjBaó 
eolesittiUcoay que promtíiaii ofisec fsr y ni i —r loft pÓTÜsiiaB da 
los ciudadanos. Venia en seguida i a. redacción de las coalHBbns 
locales reiaA^vaa ai deracÉiái civii y ai oraHonL áa saiie qne scou- 
aieuencia de la mésela de divefsaa uui:xiHHBtisaiÉ>lec]!ilas4aK.iaft iaia^ 
li«a y do la di?isioii iWi Lar ritoriu qna Ina sa cesuilaáo. 
jofon una raaititMii do usos ptsBlHunetLefiía 
uóiaar o de eaios usos se aoMeaio uaiano. mas pos la. 
pteoacUé al réjimcn teoilai fiaia írjiilasiniT_ \m\ uusí» 
nO'üetradkioDSfi, eüiiholkflftdtt inaigmiiiá n moMialnDdbym 
SMitid pof esto la nociwiibiii de losuMUasia por tíscrit» 
gjpffiiaariHi loa cowi— nt Es a síék época que sí 
radaonott de úosmabicB qua^ a uuaa caá ei DenfifaB 
or^jao á luiiinn iqt»4ac¿Ba actuui y^ 





(♦> AkjDooani. ffist. átá «lereete naaMcti».. lum. U im^^ % 10. i3, lA^ 

i 5. 16. 1 7. — Véase ei ensayo oe Mr. Gmzuí / Lvoul UeiMeuiunicipaii ro- 
maaa. cifado porGoizor. 

(t) Véase ''onoo 3o(a: .e 'a carta ae Coaipieaia. v>rt!. .te \o» Hmresde 
P aB<*i>. tnm. 11. !xii. *¿4I. CUrra .te Ciespr en Vaio»« cuan. II. p^ ^Of. 

({) Onieaaoza ae ios Reyes de Fi&acxs^ i^t^L :um. I ! . pa)::. ST y 3& 
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* El éstütíleciíniento de una léjislacion especial para caía coinllni- 
dad, eiijfá la creación de una jurisdicción independíente, tas Car- 
tas determinaban el número, las atribuciones y las formas de fá 
eTeccion de los diferentes majistrados municipales, "se les denomi- 
naba mis comunmente Maires (jefes), Echevín (*),(juezes) y Jures 
(jurados) en las ciudades de la Francia Septentrional, y Sindics (sín- 
dicos) y C<?»5t¿/s (cónsules) en iá párfémerídionaf. Los derechos in- 
herentes al primer título no eran de la misma estension Aun- 

que fíiera frecuente en las Cartas de los comunes dejar á los habí; 
tantes el derecho de elejir los funcionarios municipales, éste dere- 
cho no íes era concedido ilimitadamente. Así en los comunes de 
Rouen'y de Faíaise ios cien, pares de la ciudad tenian soíaraenlp 
el derecho de presentar tres notables al Rei, quien se reservaba el'd- 
j\v entre éstos, el quedebia ser Maire (Mayor) de la ciudad (t)" A 
pesar de esia estrema variedad se observa, que en jeñeral Iá autorí-, 
dad rnúnícipal, se componía en los comunes como en loS munici- 
pios romanos de cuerpos deliberantes y de majistrados encargados 
déf Poder Ejecutivo y del Judicial. 1Por manera, que la comunidad^ 
fAui poco independíente de hecho del poder real ó señorial con su 
léjislacion, sú jurisdicción, su milicia cívica, sus minos fortificados, 
realizaba en pequeño la idea que nos formarnos de una líepüblicá. 

Lo que hizo dar á la erección de los comunes el título de eman- 
cipacion, fué la. libertad de una infinidad de cargas y exacciones de 
toda naturaleza y la suprtsion de derechos abusivos, supresión que 
se calificó inexactamente de vrívUejio, pues que ella no era otra co- 
sa que el restablecimiento del derecho natural. Así /en las cartas 
comunales acordadas á los, habitantes de JVIontolieu en 1312. '^£1 
Rei declara á los ciudadanos exentos de todos dones gratuitos,^ prés- 
tamos forzados, servicios de hombres y de bestias, sino en el caso 
de necesidad de un subsidio jeneral: les deja la libertad de mudar de 
domicilio, de disponer de sus bienes entre vivos ó por testamentg, de 
casar sus hijos, ó c^e hacerlos entrar en el orden eclesiástico (|).^' 

Las cartas de costumbres acordadas én 1201 á los habitantes .áa 
Angely pof Felipe Augusto, los autorizan a casar á su voluntad 
sus hijas, solteras ó viudas, y sus hijos varones, á tener la tutela de 
sus hijos y á testar coino sea de su grado. Los privilejios honorí- 
ficos de los comunes, eran, entre otros, tener iin hospicio^ anunciar 
las asambleas por el sonido de una campana colocada en una tor- 

(♦) El nombre de Échevin viene del latino scabimns, que no era i^mpo- 
C^ sino una traducción de la palabra franca ikopai^^ juez. Thierry, Car- 
tas sobre la historia de Francia. , . , 

(!•) Ord. de los Reyes de Francia, pref. tom. 11, pájS' 37 y 38. . 

(t) Oíd. de los Reyes de Francia. Fref. tom. 11, páj. 40. 
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* 

re que se nombraba, y aun se nombra, el Terror (beífroi), lenef 
Un sello para signftr las deliberaciones, y algunas vezes aun escu- 
dos de armas. 

Algunas restricciones se pusieron á los privilejios de las comu- 
tiidades, que estaban en el ínteres de los poderes existentes; el ülti-' 
mo artículo de las Cartas termina ordinariamente con estas pala- 
bras : " Salvo nuestro derecho, el de los obispos, del clero, de los 
seiSores, de los nobles, &.* " Pero á estas restricciones jenerales se 
afiadian algunas te^es nnas mas especiales y positivas ; así se prohi- 
bió á la comunidad de Bray recibir hombres de la guardia del Réi 
y de sus dominio»; si alguno de ellos era admitido se le forzaba á 
salir : estas cláusulas se estendian á los hombres délas Abadías 
tleales y á los de las otras comunidades. Ningún censuatario de 
las iglesias y de los notables de la ciudad era recibido en la comu- 
hidad de Laon sin el permiso del señor. Ordinariamente este per- 
tníso se presumía cuaiido el señor no hacía reclamo en el espacio 
do un año y un día (*). 

Hemos visto ya que la emancipación no era regularmente gra- 
tuita ; no obstante, ademas de la suma de plata que se pagaba una 
Vez, el Reí ó el señor, y algunas vezes ambos á dos, estipulaban 
tina pensión anual equivalente á las contribuciones de diversas na- 
turalezas, cuya percepción se renunciaba en la misma Carta. £n 
fin, las comunidades se comprometían con el Reí á prestarle servi- 
cio militar; y 'Jíarece, según la Carta dada por Felipe Augusto á 
la comunidad de Crespy, en Valois, que esta obligación era jene- 
tal (t). Sin embargo, el modo de la ejecución variaba mucho; la 
comunidad de San Gtuentin, estaba obligada ál servicio de la hueste 
y de la caballería cuantas vezes agradaba al Reí ; la de Tournay 
debia suministrar trescientos hombres de á pié bien armados cuan- 
tas vezes el Reí hiciese salir á la guerra las comunidades. Ademas 
del servicio militar que debían al Reí, los habitantes de la comuni- 
dad, estaban obligados á la custodia de la ciudad, á la conservación 
y reparos de los caminos, puentes y calles (:{:). La milicia de la co* 
'"^unidad estaba por lo regular bajo el mando del Jefe(Maire) ó de 
los oficíales nombrados por el Reí, 

A par de las instituciones comunales propiamente dichas, se en- 
contraban instituciones de una naturaleza diferente, y que se las ha 
confundido continuamente don aquellas. Muchas ciudades habían 

(♦) Ord. de los Reyes de Francia, pref tomo 11, páj. 40. 

(t) Art. á de la costumbre de Crespy. Ul ipsi twbis rlebeat exeícitus et eqiii' 
toHones sicnl alia' cammunm nostufí. Ord. de los Reyes de Francia, tomo 1.1 , 
páj. 305. 

(J) Ord. de los Reyes de Prancia,pref loiirto II, ' páj. 44 y 45. 
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conservado alguñJís fcó^tumbres, 'gozaban de algunas franquicias, 
qoe parecían derivadas del derecho, municipal romano. Estas cos^ 
tumbites y estas franquicias fueron consagradas también por Caftai 
emanadas de los Reyes 6 de los sefíores; los últimos, ya por 8i| 
bondad, ya por razones políticas, concedieron á ptras ciudades Ae^ 
rechos análogos, ó aun mas, cYearon ciudades nuevas á las que sd 
esforzaban en atraer habitantes prometiéndoles privilejios é inmu- 
nidades. Estas Cartas tenian estrecha relación con las Cartas comu- 
nales propiamente dichas : mas libertaban á los habitantes de tódaf 
htó serTÍdumbres feudales ; los ponían al abrigo de todas las exac? 
dones peétiniariás, les garantían I09 derechos de testar, de qasar 
stts-' hijas dotlcellas ó viudas como quisiesen, estatuian sobre las tran^ 
tecciohes de la vida civil, sobre é\ castigo de Iqs crímenes y delí, 
tos; formaban, en una' palabra, un verdadero código administrati^ 
vo, rivil y crimina). Más las ciudades que gozaban de estas prero* 
gfativas, no eran Comunes en el sentido riguroso de la acepción j su 
Carta más bien parecía una concesión (octroi) del poder, que no el 
resultado de una convención hecha entre el pueblo y el soberano ^ 
ellas eran administradas y la justicia se ejercía en nombre del Re{ 
6 del Señor, por majistrados que aquellos nombraban ó revocaban 
á su grado. Se les llamaba ciudades de prevoste (prévoté). 

El conjunto de Jos derechos acordados por una Carta á los babi« 
tantes de una ciudad, llevaba el nombre de derechos de ciudadanía 
(.Bourgeojsie), y se llamaban ciudadanos los que la gozaban. Estas 
espresiones que se derivan del iiombre dado en otro tiempo á las 
ciudades cercadas de muros, eran jen ericas y ^e aplicaban tanto 4 
las ciudades de comunes eomo á las ciudades de prevoste.. Así tO' 
dos los comunes tenían derecho de ciudadanía ; pero no todos loa 
habitantes de una comunidad suponían un municipio en el sentido 
riguroso de la palabra. £1 derecho de ciudadanía np pertenecía 4 
lodos los habitantes de una ciudad ó de un territorio índistints^mea- 
te; los siervos, los crimínales, los enemigos del Reí, los leprososy 
en algunas ciudades bs bastardos, estaban privados de él. Era cía*' 
d^dano por derecho de nacimiento, quien nacía de padres que la 
fuesen ; se podía llegar á serijo en ciertos casos, llenando ciertas 
condiciones quo se prescribían por las Cartas. Entre las obligacio* 
ncs impuestas á los que adquirían la ciudadiinía, se encontraba la 
de residir en la ciudad, y casi jenera I mente la de construir allí una 
casa que respondiese del cumplimiento de las o^tas pbligacionea 
contraidas por el nuevo miembro de la asociación. Sin embargo, 
había una clase de ciudadanos que no eran obligados á la residen- 
cia, al menos de habitación, y que se denominaban por esjta paus^ 
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j» *<. •^.•5i..iiiuiii.. 5'j r::' '" :o: Z-j h^ la: cosa JesaraaLH. fiB- 

taf T^j 1^ ijt «mnmia^ esc: -STriiTiria! -ncr £ «tai>éKÍintciltD 
O» <«' iiin5íitceít»«s cttBsuKrreE 5ii 1~V Jr trniannEn zfc íííDff 
*e p'OuiuK- e eouerimientc u-. íof uHintof rmninaíK jjis íibqkw 

■iiíiitíiaí' ü' 4«N etí^ot^^í iTrtmi?rDai€E ^c:i»ji ck rianaturaüzarte "^ . 

iu. eoiitune* pt**tírívíj wv^ rauerr áf mTiiFiaiFK nm tnriie'HH)- 
th'rtí» <• ♦*i^K,*.e^r ¿j tmiüat de' unn^rTca iBoMrf íry^ r e aüa m üff 
itiniCíUi-.i-i' ife^»*-*^ "•'Q' este nirírr ifPTcsuter erar c" tfemiir. nn? 
ei^i-ví-iK"^ «o* li»fv^^ oura' ei *?' remitir- át nnE Tmtrrnikií aiablnta. 
f+í**tiírtaíi«r i: <♦•:«!«> tnirum nacioira y i; ursannacun] amsiilir- 

^* t>f . u* í4í. H^rví' «i- írancE. "ure: rte umr. 11 



cüiwiBMhtftteitde ta componoioá hetérafítea del' réítib; hmí ve£i 
fMirdr fuiiidipíot iio^^nMí réconotíiées por todas; estaban domiiMi- • 
d^ fftr 'ios! jMcáios^ lot derecho» Aataydes-á e«da:hoiÉbre iio'WMit 
darfoft áft%ODM 9Íoo eoma usa oonoeáso dd poder, yi Ia9lna•^TWi 
ziá'«8|fi.ícMi4|efkMt B^jeitaba rovttiáia 4q la* sufidíentaa |fiá'att^ar| 
En I^Tíddikt) Francia! «atabn eaiaanÍB ywi'ana. ^ if giin wwiototytiai»' 
raáliraj Ber áo ^aáem 06c«t«ti« k riecsieaíiad'dairefomilhi'; los to^- 
iiM4Éj«ilíaft to aplkateBial ealaáio^ del* derecho' publico, proclama^ 
bofe 4m pac^iioa y peüaii ^e ^am tmústtgmiiwF^t una leffalii' 
ciaÉ''pé3kt8;. |iiaa»UMéc«lés.d«n9adbatlei'e«pírftO''#e lé«aMáé, tf^* 
ofuyaaiÉriMi 6 deicÉitaf^ één^fediaroii' delante lo6 deer^<!^d de \ú 
Júmvt^eñmHciam^i (*), ^sta AsMab)ea; qiio se' babi?t ^ócírgado dé> 
foimaa.eleitarpftieMiéstro derecho ^bltoo, áegfunlos prirtcif^6» 
largo . táeoD pe^ denimuicidos,: procedió de una m«in(EW'degtvi^fcfi y 
piÉr rriéidc declarioion dé dbreelRñ. Eliá érijiéí c«k principio la ■ 
ignáUM-de kis pecsotiav Mite la iei^ ia unidad lejisfatí^, judicial, 
aimÍDÍstnitTVff y territofial. Bila se ocopó dedistingiiir tosdM^eií-- 
ter< ¡Miares iiaoiáles, de veeobocar- mta attibúoioiiés/de fijar sim )f-' 

i;Bl Bodér hepdeUmfiíjá ejereíA» ba)o \% saécíbn teat por tma 
Asamblea compuesta de representantes elejid^S^ por el pti^blo.' li i- 
Jlodiif u&^cfii«9?a fué' donfiacjo al'R«li asiétíéO'de mriolstros respen- 
sbAiIs» (|>i La amtóiftiiad judicial qoe Uaioí la aniif uá monarquíli ha* 
bift^partiGipado^8ial9p■e^yft 'directa ya! indirecta niente dé! PódéfLe^ 
jidativoi, qusdo encerrada drnitro. de los limites* dé la aplicación* tlé 
Isietciviliy orknínaK Se le proh^Hó rigvraaanf ente intervenir eti 
dsdal^Jft administración, ramo del gdiieriio esencialniyente resera 
vaVo al R6i, y que no poede ser confiado sin peligro á ajéikea sy- 
bacdioaABS y responsables. I^ fin, la autoridad militar qnedé so^ 
laefida en su acción á la autoridad civil y jttdiciaL 

! .La Francia fué dividida 'en d^artamentús^ distfiiés^ nantnhes y 
mMMuifin. AUddieflni da cada departamento se colocó una 'ad^ 
minisitacien^tote^tma compuesta de treinta y seis 'personas, y al 
fflBBle de cada distrito una Asamblea de la misma mitoratezacovn-^ 
poesía de* doce persóaas;- Los miembros de estas Asdmbieas eraiy 
nombrados por los electoses; se renovaban por mitad de dos en dos 
añds. Gadbi adrainistraciofi colectiva se dividía en dos secciones; 
laiuiia encargada de la^ deh'beracion, y que se reunía una ves por 

(♦) Véase el decreto de 1 1 de Agosío de 1789. 

(t) Véase la declaración de los derechos al frente de la Constitución de 
3 y 14 de Setiembre de 1791 . 

:(t) Coastit. de 3 de Setiembre de 17!W, (ít. 3, art. $, 4; cap? 4/ a«. 1, 2, 
3,4 
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alio,' teoÍB el titulo de Cornejo; la otra eiieargad«d€ k'wliiiNiMim* 
cioa activa era permanente y se llamaba Directorio, Se nombraba' 
par cuatro ftftoe un Précnraáor jenetal Hndico para oadadeptfrta»* 
mentof y.itn Procurador síndico para cada distrito, al miamo tíefti*- 
po que Jos miembroa de la Asamblea adiniíiistNrtifa^ por loa iiii9^ 
moa tlectoMa.: Gfltoafunoioqarío» estaban -eiieargados de la pitoaa^i 
ciieidn de todos los riégoejos y bebías aMP<»doa sobre loda3'lat^llMlHl 
tedias puestas en deliberación (*). balei^dalS 4e Maraade 1^91 
did al fiei etiderec^ de attukr^ke aelas deibafidnkiistflicíoms de^i 
departameiitó contrarias á las leyes y á las éídsaes que les habÉna 
sido dirijidas ; el de suspender á los adoúnistradores de saa Iíimío* 
nqa <:aso de itina desobediencia penmafe y éi cotn^metfaa por mÉ\ 
actas la seguridad y tranquilidad páblicat. Las adtBÍnistraóiDBeade^ 
departamento tuvieron igual defecbo relativamente á las aefeaa y 4 
los miembros de las administraoioaes d^l distrito, codoUigadonide: 
dar cuenta al Rei, quien podia levantar ó oon£niiar h siispettaHNi«' 
£U Rei podía así miaño pronunciar difectamente la- suspensioii de^ 
los miembros de las administraciones del dástríto y la anulacien de: 
sus actas ; mas instruyendo de ello al Poder Lejislativo, que .gooa'* 
ba del defecko de levantar ó confirmar la suspensión y de disolver 
latidmin¿stracion(t). . ... 

. La organización municipal babia precedido ^n a%aQoadiaafl 
U organización depastameatal, oo» la cuai presentaba k más grah'^ 
de analojía. En cada comunidad había un owsrp» múmci'pal elee* 
iit>Or compuesto : de un- sefior (Moire) y de Sos ó ¡de ínuchos/otroa 
iféiembros según la pablaeíoo (el máximum, era de veinte). Los luh 
iíibleA nombrados por loe mismos electores y >en número doble al 
de lo» miembros del Concejo Municipal, componiaii el CúMceyoIñ- 
floral á^ la comunidad. £1 cuerpo mutícipialeD los comuées^doa* 
de contaba mas de tres miembros, se subdLvidia de tal suerte, que: 
una teraera parte de sus miembros formdbá una Coria encargada 
de la ejeouciob de sus acuerdos; el Concejo municipal eonipaesto 
de las otras dos tercenas partes se reunía una vez por mes para em* 
núnar las cuentas de la odmi^on, y Tendida la oueata, fMiTa delfte- 
rar con el otro tercio de la administración activa, rsobre todos ios 
negocios ordinarios del coman. No se convocaba al Concho jene* 
ral sino para los negocios importantes determinados por la lei. Un. 
procurador de la comunidad jiyudadode un sustituto, en las cinda«i 

des cuya poblticion escedia de 100.000 almas, entrambos elejidos 

■ .. . • ^ 

(*) Lei de 22 de Diciembre de 1789, seco. 2. . 

(t) Lei d& 15 de Marzo 1791, art..33, y sig, Gonst. de 3 de Setiembre 
1791 , tít. 3, cap. 4, arts. 5, 6, 7, 8. 



pof tw «ioetof^s, eÉítalÁB éMígaéíóé áéifSsíaáéT Poé%Íetená y áclí« 

'■ Bitai hi éníimgmié en k» cuerpos tiitnltcipéles kü fnneíonéá pro» 
piat al í^dér muhiinpaiáe lat depetididatevde la adniiúistracioo jé- 
Mral del EatiKlo que se de!eg;ába á las nfuaicipalidadés : por todo 
k> que eodeemia á las ultimas, ella suborékio tos cuerpos munici- 
páiee á ktt adtmiiktnickMteade departamento y de Aistrito; en cuan- 
to 4 las dtMM^ ek^M q^M'lÉft kMi hWWi O ñ ék éei Cuerpo municipal 
fm i im aiiabaJae per la déi> Bí•ectatiaalíi^f>élMtflrtn«Hto «■ tbJbs 
l#a^<aaoa^€Píimw la nnpatlaí o» da kana^óinoé iiaecMMst^rftefi^' 
«Nina del CM^í^janM^^ (t);t 
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PAPEL QUE DESEMPEÑA EL PODER MUNICIPAL EH EL ESTA^ 

ACTUAL DEL DERECHO PÚBLICO. 

Despviesdateslfteqsoaieiott H^aida da hechos ^é' «tíMe¡oÍMt 9¿ 
hfce precisa éáriyit una lÉicada sAfa la*|)aaadoi paih nprovaehair 
U» l6c^^MAe8 ie la hialoria 7 Mmeé^f bk^ipÍTÍÉi de^iá *lqiiKiiítoÉ^ 
actu^^j TÍeoda tta <kH>de vkaey adtedai ?*; JfacigfdcaaoaqíieteUlii 
de un b^raa gotM^rpo debd sttr aaegunur. á'iodaa loraáociadte!^ tí^ 
bie cieiseiaio de tosdeíachoa; antacoaí^ lea ateáü»iotqii«Ba<Ojp#^ 
oaP:al g^^aetüa esloajdei^sehéa' varían aegan el tieaipo y^ealii^ms' 
dttb^ vaciar al misifio paso h fwrma ée gobierno destínadaáiúpaí^ 
rarlos; es neceaario^ puatvi^^^'^^^^^^ ^i^^M^la hÍ8lorí»d»ia^ 
instituciones, ^ft ÍA^uien^ cuáles eran loa priaicipi<)a^>y i» ft aei i d^6a 
que. dominaban cada época,, paradistiiiguirjlo %u^ pmsde aer>MSb 
ment^ apjiicadQ al estado a^tuaLdeiaspciaflad^da b^^qe erü la coa^ 
secuencia, de, un estado de com q^ fi^je^a;'TaHi)M#»'dabQHkaa 
esforzarnos por conocer tas causis da ruiwi f^ enlaa ia^títucÁOnaií 
traíala en su seno, á £ad^ prea^ryar de fJ^.l»» nii^vaa» ! 

ho c^e conopemfs del Derecho páblioo MMnaao nos j^iPesanUí J^ 
ciudades municipales como ^oiras tantea ^Qci^des, dís^atafi^ admn 
nistrándas^ ^llas misma/s bajo la aiitorJdi|44el podef: img»mA, pM 
medio de majístrados sacados de.su propio Sf^no pQir.e)^cÍMaj:fi^ 
ro ellas carecían de garantías contra el poder, quii^ seaiivioi do 
sus instituciones como de un instruu^ento de^fiscaiía. De, aquí, aquat 
Ija lejislacion tiráaioa que trasformo las cargas públicas ea aiiiia 
tantas servidumbres; entregó á los a^ii^aibros do la Curíit 00B.Ma 

(*) Leí de 14 de Diciembre de 1789, art. 1 al 54. 

(t) Leí de 14 de Diciembre de 1789, atls. 49, 50, 55, M. 
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g9«. D^aqoí, ayelk leJTffÜmrína 

los £V^ ;ricoes. q jehiáací ^ fít^^Dím Jiab:>r<fft Aein 

si fuese para eBcian» (g^e ¿c: aboísa «K^sfuift:» «« ía 

senore^ J>e aqaí, cd íípl i& ciLn 

das de la Germasia se 

tn la Urania feodal. !&m 
habiaB constítoido k» oooiaBcs: en ivar la 
qae dk» condombaai Tirifadc»; forqo^metbvfi^' 
en k Bcceádad de luchar skac^rt^ 4f boci aoBri ^^ricB ét hos- 
tilidad contra ■■ poier anmuzaoif. 

Las insdtiicioQcs cosisciies cov^ffvidtsB rsoáaír» lod^ el dere- 
cho piblioo j priTsdo de aqoelia na^'V o*- ta prirtsarina qp^ Tiria 
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W^|Ml,qi»flíMMkÍB latantigHa^.ii^stitiipioB^ nOiern ma> que e^nae^ 
ciWDein&d^.pnncipios olvidados en loadelapte; garantías que no 
teojan. f^bjafco^.privilejios <|Ue se habían. coiD8er<vado; por un. xi}i^^ 
espíritu de localidad ; era un iBnigjna sin nombre, ; un verdadera 
fvios judicial, .y. adminísUetivo sobre el cual trazabaí el espíritu: de 
ai^filisaiiípn.qve salió de alií en 1789) una organización raeionaL 

La Aaam^left'conatiiuyiente ha sentado las bases de on vasto i\t^ 
kan^, que abraiMndo todaa ias nntigtoas libertades les ha Qadd laé» 
gavastíasu^'^ÉHUt no tañían ;:te]la: ha< b«cho derecho da todos i¿» 
fiwno.eM'Maaiqíié m» prívile^. La Oártadefraoqiiioiasiio.perteH 
MMisato á-uHtt ciüdaid, Ávum' eotnunidad, ekio á la Francia «frta« 
!«« De' aqm j- la «upreinoii de ' todas las ' lejislacione» ¡especíaks, t&* 
ka en dtnMrianpd, y quf-no tendrían ningan obj«t(>^boi:dwi ; y e«t 
•Um fauidel osj^írku de loeaHdad. que debe* cedev^ pava i& ^vefiidafv^ 
Mltar)^iintei^janeral La-aiitoridad ea una enFranda »sicom*é> 
Iá>laii^lMÍóiiv -Ningiiiia pftiÁe del tenitotio ptiede enistraersa á' liü 
aplicación! de ia leí, qué m el día es h esprasioñ de> k voluntad jcm 

oii' Lbs^d^reeiHNB son loe injsiaoe por donde quiera, las csfgras 
en todas partes iguales. '" ' 

"' Mas sin embargo de reconocer y proclamar los Terdaderos prih^ 
eipibs, k Asamblea constituyente no hizo de ellos al punto una Sa^ 
na apli*eacio&; los hombres que la componían preocupados de fá^ 
ioeáfS'domiéahtés en aquelk época acordaron mucho á la democran 
cfíá y noi lo bastante' á íá^autoridad real. Liis administraciones co^ 
keti^^s» dé M iéi dé 22 de Drciembrej 1 789, perfectamente orgárft-i 
iadés-'para la deUbéraciún, ño lo eran para la acción ; es necesaria' 
eíi efeé«o, para- formar un buen administrador, estudios prélimina-! 
pe», ittucha práctica de los negocios y el conocimiento de los hom*^ 
brea. Estas raras cualidíides no podian encontrarse habitualmenfe* 
entre los -miembros de Ioé Dirtetórios^ y el poco tiempo que estu- 
tieron dedicados á sus funciones, no les permitía adquirirlas. Una 
itdminiétracioñ colectiva debe estíír siempre trabada por "la diferett-' 
cik d^ opiniones quie existe entre sus miembros ; se discute cnarklo' 
sería conveniente obrar. A las renovaciones pjeriddiciis'de las per^ 
sones prescritas por la leí, debían sustituir sistemas mas conformes 
di esj>írittf de unidad y de uniformidad necesaria para obtener b«ie^ 
nos resultados. En íin, las Asambleas son mucho ménos^óciles á' 
las 6rdenes superiores que los individuos; ellas se dejan arrastrar- 
fácilmente del espíritu de cuerpo á una resistencia evidentement^^^ 
perjudicial al objeto de la administración. En vano pata evitar es-' 
tos inconvenientes, se crearon procuradores jeneralcs y procurador 
res síndicos; estos majistrados cuya autoridad se limitaba á reque- 
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rir, Hü tenían k saírciehte ^ccibn; por otra parte, eHbs eiM tamM^ 
nombnadot por tos electores, y solamente por «in tiempo limftAé^,' 
de modo que no hacían masque aftadir una complicación mayer 
á las ruedas de la administración, sin remediar el mal. 

La Asamblea constituyente, fijando loa principios, cumplió stt 
Hiisfon ; tocaba á las Asambleas que debían sucedería, hacer h§ 
aplicaciones minuciosas, correjír las ^kaa que la esperieiiciano 
dejaría de seftalar. No deheooos buscar progresos en aquella época; 
4e (ritto r^uerdo, durante la cual una AjBamblea,.a«ineiidaá'laiHM 
dura y mas vefgooaosa de las eáclt^vitudea, la.dali«mor, hack. 
santir en eJ pais el tenor qoeiadomÍMblL £i aaceso.dol maltiafai 
el reiBédioj Alé en el ejercicio de Ift demaigojia mes deseDÍreiiadi^ 
qme ae cectopvendió la necesidad de fortificar el poder^y es á la Co»* 
?encibR nacional, libre de .yugo y desembara^da de loabonibrtí» 
d¡e la JVktntflJIa, á qitieQ se debió el estabLeícimiento dentro de cada 
administfacícm. colectiva, de m ájente del Peder Ejecutíro que. él 
laicamente tedia el derecho de sombrar y de revocar (*). 

Sucede á la« naciones lo mismo que á los hombres; dkl nQ-aa»* 
ben resistir al arranque de las pasiones; no es siao di^spues da lar- 
gas deagracias que comprendía por ultimo el peligro 4e l/^^ ^fi^ 
absolutas, y después de haber sido arrojadas de la .demagojia 4 la 
tiraaía, es que ellas eni&ayaa . combinar >en justas proporoiooea al 
poder CQO la libertad. £1 gobierno del Directorio, |i|odado pos la 
Cp^ostítucioo del 5 frimario, afio 3.<^, acabó de disgustar á la.maycfl?., 
parte de los gobernantes, y no hubo sino una transición al si/»tema 
deapóticQ.del Imperio. £1 Gobierno *In^perial afianzado ^pbra el; 
principio absoluto de la unidad,. organizó la administración ás^ 
iq^^n. No solo los funcionarios activos estaban á la elección delr 
GpbiernOy sino también ios mismos que componían los Concejos 
colocados en torno de los administrador^ para contener sus. gastos, 
giMsijErrloa con sus pareceres, hacerles cono^^r las necesidades de la 
IxH:alida4) recibieron igualmente su misioa del poder; por manera 
que I9S intereses del departamento y de la comunidad carecjaa de 
órganois verd^derps y. aydi^tps a] bien del pais. 

No parece fácil ahora determinar 0I fin y las bases del derecbo. 
mjui](icip^I actual Estando. ;garaatidos por Js^ Carta- constitucional 
Ips derechoa naturales y políticos, no iicnen ya por objfito las insti-, 
tuciones municipales ni conquistarlos ni conservarloa.. Todo lo que 
tiende al derecho ^civil y al criminal como ha sido arrieglado por 
lasiey'es cuya aplicación es jeneral, e^ así mismo estmño al dere^ 
cho criminal. Siendo los poderes hoi dia distintos y separados, los 

('*) Constit. delSfiáiaario, año Z% art. 101. 
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tüajistrados muDicipales ao, deben acumular la. autorklad juclicial y 
Ja adounietEatiya. Como Ja unidad es una de las necesidades' li^ 
i^uestra época. y una de laja bases de nuestra Constitucifi^, su poder 
no debe encontrar ninguna resistencia en ningún punto del territoria 

La comunidad debe ser considerada hoi bajo dos puntos de vist», 
ó con relación á la aditiinistracion jeneral del Reino, ó en sí mis- 
ma y como formando una sociedad que puede tener intereses que le 
sean propios. En el primer caso, la comunidad no es sino una cir- 
cunscripción administrativa ; y las auto)ridades colocadas á su cabe- 
sa son ajentes de la administración jeneral en contacto con los ad- 
ministradores encargados de hacer la aplicación inmediata de las 
leyes del derecho público, sea que se trate del goze de los derechos 
6 del cumplimiento de las obligaciones políticas, de la ejecución de 
las leyes de policía ó de utilidad jeneral. Son ellos, pues, unos ór- 
ganos de información, que trasmiten á la autoridad superior todas 
las obserracionesi que se necesiten para preparar las = leyes y ks 
grandes medidas de interés jeneral ; bajo este respecto los i^enteb 
municipal^ están esencialmente subordinados á lasantorídades «a- 
priores, de las. cuales, no son sino stxs órganeSi En el segurido.cá- 
.60, la; comunidad forma uaa sociedad: qtíe tiene suss intereses pedo- 
Mares; pero estos intereses, mucho menos eatensos. que en oteo 
tiempo, se limitan con relación al derecho páblieo, á: algunos pun- 
tos de policía local, que por su naturaleza no es posible ,arregla|r de 
una manera uniforme para todo el Reino. La autoridad mqni&ipal 
puede obrar para el arreglo de esto$ diversos puntos denti>o de cier- 
tos límites prescritos por las leyes. Ella tiene tafnbiea el derecho 
de tomar, sin ser eseitada por la autoridad superior, ,re8oluQÍoiies 
obligatorias á los simples ciudadanos: aquí ea^dondp lequed^io 
mas importante de sus antiguas atribuciones. Mas como seria facti- 
ble que traspasase los límites legales, y como por otra parte, todas 
las i^edida^, bien que puedaví variar para cada comunidad,, deb^n 
sin embargo hallarse 'en armonía con, los principios de derecho pu- 
blico y con la administración jeneral;. los acuerdos déla autoridad 
municipal, han de estar sometidos al exánien y reforma {le la. auto- 
ridad superior. 

Lo que constituye principalmente hoi dia la individualidad del 
municipio es 4a admioistrac^oa económica de:sus bienes. .La comu- 
nidad j en efecto, tiene bienes y cargas; ella forma á ¡^ ojos.d^ la 
ki una persona moral, susceptible de 1^^ mayor part^ de los ^tps 
deja vida. civil; ella puede adquirir ó eni^enar, compar^o^ w^ 
la justicia demandando q defendiéndose; pero aun todavía aquello 
debe goza^. de una libertad completa^ porque la buena admini^a- 
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ción dedu patrimonio es ano de los eí^mehtos de la prosfjerítfadfd" 
tíeraf ; si fie deja á los (fomanes el derecho de disponer tfe sas bie*- 
ttí» como bkn les pareciere, sucedería frecuehteménle que hariari 
gastos inútifes, empresas ruinosas. Vendría un momento en que nó 
podrian soportar las cargas locales que les fuesen impuestas, ni 
concurrir con su continjenteá la ejecución de aquellas medidas que 
participan á la vez del interés jeneral y del comunal. Influyendo 
la administración de los comunes en gran manera sobre el bienes- 
tar jeneral, ha de ser dirijida por consiguiente con espíritu de sabi- 
duría y de unidad, que no se encontraría siempre' en las adlfiinfá- 
tcációnes .espuestas á ia ipñuencia de mezquinas pasiones dé'toca- 
üáad, según uh plan jeneral, que no podria^er fprmadíDde' volunta- 
des-individuales ni de un espíritu de uniformidad imposible-de obte- 
ner de administradores ten^porales, que se suceden con rapidez «n 
^t poderr -Ms, pues, con razón qtie se asimilan los comunes á los 
in^nores én el sentido que todos k>s actos que pueden ioftUff en- su 
^tana no pueden ejecutarse sino coa la autorización de la üdWnnili- 
tracioii superior, que colocada en una esfera mas eleyada, á^pí^sn- 
dida de todo espíritu de partido y de amor propio, adornada de mftl- 
chas kizes, esclarecida ademas por la esperiencio) nsune to'da^ las 
condiciones requeridas para dar una baena dirección á la admmU- 
tracion de los patrimonios comunales. 

LA esperiencia ha señalado los obstáculos qué se opórieni á la ée- 
leHdad y unidad de acción administrativa en las Asambleas com- 
puestas de muchas personas animadas frecuentemente de diversas 
ideas. Sé hace necesario distinguir la deliberación de la acción. 
Deliberar es propio de muchos; obrar es el hecho de uno solo, 
t'al principio ha tenido su aplicación en todos los grados de la je- 
rarquía administrativa. En la comunidad el cuerpo municipal de- 
4il[^ira; el jefe ejecuta. Y como seria tan contrario á los intereses 
del pais que sus representantes fuesen nombrados por el gobierno, 
cuanto á los intfereiáes bien entendidas del poder, el qub él' majístVa- 
■dó qué debe ejecutar sus órdenes estuviese compietameí^tef Mbre de 
su de^pendencía; los miembros del Concejó Municipal son el fraío 
de la elección, y el jefe, es elejido de su seno por la autoridad db la 
cual va á láer órgano. 

Principio» son estos que en el estado actual de la socieddd'hds 
parece deber servir de base á una buena lejislaeioh comunal; rtítís 
fl¿[uellos niismos que los admiten no están de acuerdo sobre sn apfi- 
•cacion; esta diverjencia de opiniones nace del antagonismo dé los 
dtoa elementos que nuestra Constitución procura amalgamar. El es- 
píritu de individualidad quu ha dudo oríjen á los comunes, y há si- 
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do consagrado por una larga posesión, está en luclia habitual con 
el sistema de unidad del poder sobre el cual reposa nuestro nuevo 
derecho publico; de aquí, las dificultades continuas sobre los dere- 
chos del uno y los efectos del otro, y según sea ia preocupación por 
el ínteres comunal ó el jeneral, la solución es diferente. Todo el 
mundo reconoce bien, que la policía jeneral conñada al Reí la ejer- 
ce este por sus ministros responsables; pero ¿ hasta dónde se estien- 
de la policía jeneral? dónde comienza la policía municipal? Es di- 
fícil trazar la línea de demarcación. Se concibe mui bien que ios 
comunes no pueden ser abandonados á ellos mismos; mas cuál de- 
be ser la latitud en la administración de sus bienes propios? El in- 
tervalo entre una libertad absoluta y una centralización escesiva es 
grande. En qué punto se pondrá el límite? Cuestiones todas deli- 
cadas y para cuya solución se hace indispensable desconfiar de las 
teorías casi siempre engañosas, cuando no están ilustradas con el 
conocimiento de los hechos. A la leí positiva incumbe arreglar es- 
tos detalles, tomando en consideración el estado de la sociedad á la 
cual se aplica, y seguir los progresos de la civilizacionj cstendien- 
do con ellos el círculo de las atribuciones municipales; no obstan- 
te la estension de estas deberá siempre detenerse ante el principio 
de la unidad administrativa; querer ir mas allá, querer crear co- 
munidades independientes, querer emancipar los comunes, como se 
dice equivocadamente, recordándose una espresion de la edad me- 
dia á la que ninguna aplicación puede darse hoi dia, seria retro- 
gradar hacia tiempos aciagos y abandonar una de las mas impor- 
tantes conquistas de la Asamblea nacional (*). 



0. ^i/. ^oucaii. 



(*) Teogamos presente que no se trata en esta obra sino del poder mu- 
Dícipal ; lo que concieme á su naturaleza, administración y réjimen de las 

{propiedades comuDales, forma un tratado aparte que tiene por título «De 
os bienes comunales y de la policía rural y silvestre." 
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OA]PZTUZiO Z. 

CL COIFICIO SOCIAL REPOSA SOBRE LAS MUH IC»ALl»A0S|t. 

Inferior á los poderes Lejislatiyo, Ejeeutivo y Judicáal, 
existe un cuarto poder, que siendo á la ves público y pri- 
vado, reúne la autpridad del majistrado á la de padre d«fa- 
nuña; es el Poder Municipal. 

Aunque en grado inferior á los otros tres, este poder e« 
sin embargo el mas antiguo de todos. En efecto, él es el' 
jNrimero que se bace sentir ; no bai una oomarca que al insr 
tante mismo de constituirse, deje de haber reconocido la 
necesidad de una administración interior y policía local. 
Tanto aqudla como esta exijian acción y yijilancia, y i los 
benbres reputados por mas sabios, les fué encomendado tal 
encargo. Estos reguladores elejidos al principio entre aque- 
llos cuya edad garantía sabiduría, han. sido conocidos ba- 
jo la denominación de ancianos (gerontes), ediles, decemvi- 
ros, cónsules, pretores de la ciudad, jefes {mMtet) y dé Ainr 
cionarios municipales. 

3 
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Es sobre este cimiento que los lejisladores de las imcío^ 
nes han levantado el edificio social. Edificio que fué eleva- 
do hasta su altura, cuando muchas comarcas reunidas para 
formar un cuerpo de nación, exijieron una municipalidad je- 
neraj snpéiio)' 'á'^l^s munjcípalidudes pai ticuhtres, Á H etotl 
se dió él nombra de Q-ohlerno, * 

La reunión de estas pequeñas poblaciones en una sola, 
Iks colocó en una posición enteramente nueva. Cada una de 
ellas existió á la vez como familia particular y como frac- 
ción de una fsupilií^ mas consider^-ble ; y. bajo, este doble 
respecto fte'smb^rdiiuiroá á* dos espeeiea de re^as bien dis- 
tintas, la lei municipal y la lei política. 

El réjimen municipal habia salido como por propio impul- 
so de las costumbres, de los hábitos, y sobre todo de las ne- 
cesidades de los habitantes. 

La organización jeneral exijia muchas mas combinacio- 
nes. Era necesario formar wfx todo yegular de elementos di- 
versos y algunas vezes en pugna : preciso era arreglar las 
relaciones de las diferentes municipalidades entre sí y sus 
oodiexi^oñei^ <!éD'lai autoridad superior; en una palabra, era¿ 
indispensable constituir un gobierno, darle una forma y je- 
fes ; y el grande arte de organizar las sociedades estaba 
aún en los primeros afios de la infancia. Sin embargo^ fué 
resuelto el problema y de una manera mui sencilla. 

Los jefes, es decir, los funcionarios municipales de las di- 
versas tribus, se reunieron en un Gocieejo nacional. Allí, ca- 
da cual espuso el sistema establecido en su comunidad, y el 
réjÍBei> ]iiUBÍoip«l mas jeneralmente adoptado, vino á ser >el 
tipo del nuevo gobierno. 

/Afll^ oaando /^n» la mayor parte de loa mutiifiipiofi, la ad- 
mimstraeioQ eijitarba concentrada en la mano de imo solo, el 
goibiernOiiuó moiftirquieo. I^ ^emocoracia prevalecáéi^ cuan^ 
do en la jeneralidad de las comarcaste el podSev seen^ontra'^. 
b^dtseminado ^o^tre todos los individiios que lo ^^iÁ»m cío- 
lMtivaífteIlt6^y eoL asambleas jenerales. El réjimen. agríete* 
Gs&átsá ae^ttQstíÉuy'ó en los países en que el mayoir númi»re 
vifia^Bcoofilidie.á Cósuee^os compuesi^B de los haÚjNknlies npuM. 
negables. 

De esta suerte «e foresaron laa ^es especies de^gobiemo^ 
áLiesi coalea dan los. publicisAaa de< eoneuno la .^m^Ñféimé^í^fk- 
dajgakiemofl simplea -y^ al mépoft asS lo oonoebimos «n lee paí<* 
seacieode la: fueoter no impuso la lei. 

De laei^aetítect deeakaa nooioneft se despreskáe la coi^cr^ 
cuendhác^ que^ dr réjíaiien BUioáci^all no ha si^Q ocganisadQ 
por los publicistas, ni impuesto á los hombree ooiaQ to^bur 
las instituciones de la edad media, por la ignorancia arma- 
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da; sino que eate árbol aotiguo ee una prodnoeion del sue- 
lo que cubre con BVt ramaje, como que espontáneasieRte 6 
impulsados por el deseo de su eoBserracion, fué que los hom^ 
bres se reumeron bajo su sombra tutelí^. 

Se ve también que el Poder Municipal establecido por to^ 
das partes j por el interés de todos, es la obra de aquellos 
milanos á quienes rije ; j que por consiguiente rehusar ub^ 
lo que'ordíena, seria perjudicarse á si mismo, como haeer 
lo qtie prescribe, es obedecer á su propia voluntad. 

Oasi no se puede dudar, que á esta institución, á esta es^ 
pecie de organización es á que debemos los grandes^ ejem*' 
pk)s de virtud, de valor y patriotismo que los pueblos »nti« ' 
guos nos ban dejado. Preciosa herencia, magnlftca sucenoni 
que las naeionQS modernas parecen haber re)mdiado, pero^ 
cuyo precio empiea^i & sentir! 

No entra en el plan de esta obra esponer, cómo despue* 
de un lapso de tiempo mas 6 menos largo, han dejenerádo 
las monarquías en aespotismo, las aristeeiraeías en oligar- > 
quías, las democracias en turbulentas oclocra^ias. * 

Diré solamente que los gobiernos simples, todos bueñi^' 
en si mismos, tienen un correlativo vicioso ei^ el que caen ' 
necesariamente por el desenvolvimiento sensible pei^o inevi-^' 
table de los jérmenes de alteración inherentes i su natura*^ 
le^a. 

Es de este modo, que las monarquías mejor constituidas^' 
acaban por dejenerar en despotismo. 

Nada mas sencillo que la organización de un gobierno 
dec^dtioo. Un h<Mnbre quiere y los otros obedecen. No bai 
peeler muiüicipal, porque no existe en el Estado sinounpo^' 
der único. Si en los municipios, creen los hombre^ ser feos* 
cionarios municipales, ellos se equivocan; no son me»' qui- 
los ajentes pasivos de la voluntad de su se£k>r. 

Pero en nuestra época actual, el despotismo á pát que 
las tempestades, no es mas que una oalamidad pasajera, iia 
opinión lo vence, lo mata, y al caer, deja su pla^a ¿, un go- 
bierno regular. . 

Entices comienaa para la nación una nueva era, y sus 
destinos dependen de aquel que se propone^ trabajan en la 
grande obra de su rejeneraeion. 

Si él es digno de tan alta misión, antes de fijarse sobre 
la elección de un nuevo gobierno, investigará la causa que 
ha arruinado el antiguo ; si la encuentra en la falta de ar- 
monía con las luzes del siglo, y reconoce después de haber 
consultado la opinión, que el gobierno representativo es el 
mas conforme al estado actual de la civilización, lo adopta- 
rá francamente con todas sus consecuencias. 
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Ko se le escapará ninguna de estas cuando obre de bue* 
na fé. La mas lijera reflexión le hará conocer que el princi- 
pio vital del gobierno representativo es, que en todos los in- 
tereses, ya de los municipios, ya de los departamentos, que- 
den representados los de la nación misma. 

Supongamos pues una organización eñ la cual los intere* 
ses jenerales fuesen los solos representados, en la que la ad- 
ministración secundaria estuviese confiada esclusivamente á 
los ajentes del poder, á hombres casi del todo separados tan-, 
to de los individuos como do los negocios de los municipios ; 
no es evidente que en semejante estado de cosas, en lugar 
e un gobierno representativo que se creería tener, no se 
poseeria en realidad sino un conjunto caprichoso de instituí 
ciones disparatadas, un sistema incoherente, que oomo to»^ 
dos los edificios elevados en falso, ninguna especie de soli-> 
dez tendria? 

Por el contrario, con elecciones periódioas para los fun-. 
oionaríos municipales y para los Concejos jenerales del de* 
partamento, todos los derechos quedan garantidos, todos 
los ciudadanos son sus defensores, y en la ^poca de las reu- 
niones eleccionarias de diputados, puesto que los notables 
dé cada cantón habrán recorrido sucesivamente los grados 
de la jerarquía administrativa, nombrarán electores que 
den seguridades, y los elejidos tendrán los conocimientos 
necesarios. Todos ellos poseerán, lo que vale mas que co- 
nojcimientos, una viva adhesión á la Constitución de su pais, 
JSUos la amarán porque la conocen, 

Pero si el gobierno que no puede verlo todo, quisiere ha* 
c^lo todo ; si profesare altamente el principio de que los 
negocios públicos no pueden desempeñarse útilmente sino 
por hombres de su elección ; los ciudadanos desheredados de 
su confianza, le rehusarian la suya, las vanidades se escita- 
rian, y nadie se apegarla á un orden de cosas en el cual 
ninguna participación tuviera. 

En tal ^estado de cosas, jamas existiría espíritu público, 
porque no habría tampoco espíritu de familia ; lo que seria 
todavía mas deplorable, se establecería una lucha continua 
entre las libertades garantidas por el pacto fundamental y 
el réjimen administrativo. Cuál seria la consecuencia de es*? 
ta pugna? La duda sola hace retroceder de espanto. 
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OA^XTUZíO' XX* 

tro BASTA CONSTITUIR EL QOBIBRNO; ES Á LA PAR N.ECB$ARtO 
ORGANIZAR LA SOCIEDAD, DE. ESTA ORGANIZACIÓN DEPENDE 
LA BUENA 6 MALA COMPOSICIÓN DE LOS CUERPOS MUNICI- 
PALES. 

Cuantas vezes se reúnan los hombres en sociedad, al ins- 
tante y por el solo esfuerzo de las^ cosas, se eleva én. medio 
de ellos una potencia reguladora. Se llama monarquía si se 
concentra en una sola manó, j los ministros á quienes el 
monarca la delega en ejercicio, forman el gobierno. 

Fuera del gobierno está la nación, la cual «s también una 
potencia, pues que ella encierra en si todas las fuerzas ma- 
teriales de la sociedad. 

Así, pues, hai en C9da Estado dos poderes distintos ; el 
uno mas moral que material, perp que recibe una gran fuer- 
za de su concentración, constituye el poder político ; el otro, 
que se compone de fuerzas materiales diseminadas en todas 
las partes de la sociedad, forma el poder social, 6 Id que es 
lo mismo, la democracia. 

Aunque una de estas dos fuerzas está esencialmente su- 
bordinada á la otra, sin embargo, tarde 6 temprano su cho- 
que inevitable encorvaría á la nación bajo el yugo deldes- 
potismo, 6 la precipitaria en los abismos de la anarquía, si 
no hubiese un medio de impedir su contacto inmediato. 

Este medio existe, es bien conocido ; consiste j^n colocar 
entre el gobierno y la nación, un tercer poder que no sien- 
do monarquía ni democracia, contiene tanto dé uno como 
de otro y se opone igualmente á las empresas de la corona 
y á los escesos de la democracia» 

En Francia, este poder intermediario nacido con la fett- 
daiidad de la cuna de \ú. monarquía, se había establecido 
por sí mismo sin el concurso de la autoridad pública, y por 
la sola fuerza de las instituciones feudales. ' 

Bajo el réjimen de estas instituciones, los hombres y las 
tierras se dividian en dos clases* En la primera, se coloca- 
ban las tierras decoradas con los atributos de la feudálidad 
y los hombres que las poseian, á quienes se daba la calificación 
de señores de feudos ; la segunda clase se componia de tierras 
no feudales, que por esta razón ^e denominaban plebeyas. 

La lei de los feudos suponia que en su oríjen estas tier- 
ras habian pertenecido á los señores que tuvieron la jenero- 
eidad de despojarse de ellas en favor de los causantes de los 
poseedores actuales, reservándose ciertos servicios 'mas tí 
menos onerosos, en signo de superioridad. • • • 
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A esta superioridad se orejeaba la que da el derecho de 
la justicia, derecho que adherioo orijinariamente á todos los 
lextáo^y coníeria á sus poseedores kt part^ mas eminente del 
poder púbiíco ; úo manera que los hombres de cada Befiorío 
tímn á la t«z los vasalloB y los sometidos á la jurisdicción 
del señor, y aún en algún modo, sus subditos, pues que en 
muchas circunstancias, podia imponerles tributos y obligar- 
los 4 tO0iar las armas y á marchar bajo su bandera. 

Al ponto que los feudos se convirtieron en hereditarios, 
de amovibles que oran en su orijen, las familias que se en- 
coxUraron investidas, distinguidas pc^ tantas y tan altas 
prerogativasi formaron en el Estado una ciato privilejiadia 
quie Ae tituló la dase noble, 6 el drden de la nobleza. 

ItBk Francia hubiera tenido desde entonces un gobierno re- 
gular, si los señores de feudos hubiesen comprendido que 
colocados entre la corema y la nación debian ser alternati- 
vamente el freno y el ajpoye del uno y de la otra. Pero esta 
bella concepción no la alciuizaron sus espíritus, y durante 
«iglos enteroí^, el poder feudal hostil háoia el príncipe oomo 
, hacia el pueblo, fué para todos un instrumento de opresión 
y un objeto de temor. 

En £n, la autoridad prevaleció. Dos hombres qw po- 
seían eoiinentemente la ciencia del poder, Luis XI y el Car- 
denal Hichelieu, rescataron & la corona todas cuantas pre- 
roea4;ivas le habia hecho perder la usurpación, y forzaron á 
todos los señores feudales á doblar su cervia humillados an- 
te ei cetro de los Reyes. 

£1 poder feudal restringido así á sus antiguos limites, 
conservaba sin embargo bastantes fuerzas para servir efi- 
cazmente í, la corona ; pues causando todavía estas fueraas 
aleund sombra, fueron anuladas completamente por una po- 
lítica eatridia y tímida. Esta primera falta fué seguida de 
4Mnr«s des iguabnente capitales. La monarquía estaba limi- 
tada aón por los Estados jenerales; se les dejó caer en de- 
suso. Quedaban los Parlamentos ; como no tenían sino una 
^fuerza moral^ se burlaron de ellos. 

De esta forma desaparecieron sucesivamente todos los 
: ott^rpos jnt^raftediarios. Sobre sus restos se elevó el poder 
.Abselato: la autoridad r^l no conocia límites, pero se en- 
oent2iai>a sm apoyo. 

Entre tSAto» los sintcpias de una revolución próxima se 
palpaban por los hombres mfénes reflexiiros. Las persbnas 
/%tt0 se preolmiAban les vengadores de la rasen ultrigada, 
evooabsA ¿ su tribu&al todos los dogmas relijiosos y politi- 
coB, Estas antiguas barreras ante las cuak^ los espíritus 
habian retrocedido hi^eía tfiáito tiewjpo., por todas partes se 



hftUnbaa c(mTulsi»* La iieo6ididletd^d>« asi i ii«ev0<6rdftiiáef -co- 
sas, ld.Braba inoé^a&teme^teén ia nariá&n^ y todo atuuneiaba 
%vtÁ los el^me&tos goctales &o tardarma ;en desquiciarse «y 
confundirse. Por doquiera descollaban notabUidádes n«é- 
TdK, hombt^ esl^aí^ardinartos «altáis derlas Alagi&alb <a^diil:as ; 
el progreso dd «eomemo y los p»^jios ^ las krtes^'espal- 
cian sobre las ckises induettiales una btiükmtes ^tecweciéa 
^asta etktótkQé^', y el torear 4r«len éél Estado, <Í][u«í la jwar- . 
qüiii social colocaba e& ^ado^&tfimo á los btrosth», ifegaR- 
do á ser su superior en riquezas, y al menos su igual .en >hi- 
ses, se indignaba de su posición. 

Éstos jérm^es de división estallaron en fin. La iiebleÉa 
d^apaü'ec^, y á su caida sucedió la del trono. 

Despees de ¿aber sido sacijdida la nación en nn-largo'pb- 
fíodo por las convulsiiimfes de la anarquía, isecrey^ reposar 
feliz y en calma bajo un gobierno militar. 

SI li^in«i(o dia de la restauración briltó por áltimo ea la 
fran<»a. SI Bd accede á nuestros voftos; v «I priliier ueo 
que él hace de su autoridad es el de asignarse nmit^i SI iiem- 
po habla roto los «ntiguos. Por otra parte, «D^jtriegiiadds de 
la ignorancia y barbatie de la eidad media, no ^e eai^ontí^a- 
ban ya en armonía con el estado de la;cÍTÍliza<fíon aotuAl. 
fira indispensable á la Francia una Cobstitmcibn iioeraJ' £1 
augusto atitor de la Carta, nos ha dado iá que formada de 
tres gobiernos simples, el monárquico, el arístoeriti«o yel 
demoorátioo, reúne las ventajas pecmliares á cada únoMde 
•ellos: Constatación* adtnirable qae<losptobláÍ6ástSB.niiran< co- 
mo }a mas sublime de las ei^ftbina0io]iÁs,'C0mo^l áhimtft^€6- 
faerzo del entendimiento' humano; Sn éste bello drden'- de 
<30Sas, dos Cámaras ejercen el Poder LejislatiTO! «tonjuntlEi- 
mente con el Bei. La aristocracia setcoqeentrfa. enlapi;Bne< 
ra. Con escepcion de esto, todo es dcBÉoo'acia^' porque twlo 
•está bajo el ni^el de la igaeíldad iboassthumbnad^ y ieJ^ad^mo- ' 
cracia es representada por la segunda Gámarieu' y -'■ 

P^o por mas jlerfecta que sea ésta or^násácíoiL del Po- 
der Lejislatiyo; :ao está aún: cohólilidá lá grabde obra déla 
^ejeneracloQ polítíca; rdsta qtie Fédieai* la^Oarta dé idstítti- 
oiones, 4ue tomadas de su propia «lataraléffa, n^ .hagah'oon 
ella sino un todo homoj^eo, asegurando su e^ecudi«Ei yga- 
ra^tiendo su estabiUdad. ^ * r- ^ ■ .: 

Cuáles deben ser estas institucioáes?. ^ ' «-. 

Aquí se presenta el |n-bfalema social más d3£kil4}A& 
de resolver: en efecto, de nádamenos se* tratadme, de irega- 
larisar el moviiiiiento, la direcciañ y ú empiéo ae h^fiierza 
ofesisiya de la demo^aciii: de ectaiuerila ^roy a ácmn* nin- 
guna cosa puede detener; %[ue ibasibien «fatkiénta cm^^ 
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sisteneia; que realiza todo lo que emprende ; que comprimi- 
da en un punto no tarda en hacer la esplosion en otro ; y 
qtte nada puede destruir pcKrque ella reside en el corazón de 
la sociedad. 

El gobierno se alucinaria si sé lisonjease comprimir esta 
fiíersa «con los solos niédios que le son propios. ¿ Pero dón- 
de enccmlpará lote que le falta? Los encontrará en el seno 
mismo de Ta democracia, si llega á organizaría de manera 
me las superioridades qué encierra, se constituyan sus auxi- 
haresi 

Estas superioridades son de dos suertes, las unas anexas 
i las personas, eonsisten en las distinciones hereditarias, y 
forman las clases priviléjiadas ; las otras que conciernen á 
las cosás^ y que por esta razón vienen á se!r sucesivamente 
repartidas entre todos los individuos, representan los inte- 
reses jenerales de la sociedad. 

Según ^a confiada la custodia de estos intereses á uña ú 
otra de aquellas superioridades, la sociedad quedará bien 6 
mal constituida. 

La sociedad será mal constituida si la primera de aque- 
llas dos entidades se eleva sola en su superficie ; si ella es- 
tuviese sola encargada de representar la nación, ya en la 
Cámara de Diputados, ya en los Concejos jenerales del de- 
partamento 6 bien en los cuerpos municipales. Efectiva- 
mente, las distincipnes hereditarias, por mías que fuesen no- 
minales, constituyen, como acabo de decirlo, una clase pri- 
vilegiada, y toda clase privilejiada, formando en alguna ma- 
nera una nación dentro de la nación misma, es con demasiada 
frecuencia un objeto de inquietud y de zelo para las otras. 
Por otra parte, como ella tiene intereses que le son peculia- 
res, cabria la sospecha fundada de que á ellos sacrificaria 
los intereses jenerales< 

Sustituyanse las cosas á las personas y todo cambia. Ca- 
da uno se coloca sombre los diferentes grsüdos de la escala so- 
éial, según la imfNortancia de sus propiedades, ya territoria- 
les, ya muebles <$ industriales : todas las distinciones Se cdn- 
funden en la cualidad de propietarioi Lá sociedad consti- 
tuida así, presenta un todo homojéneo^ cuyos puntos promi- 
nentes fdrman una especie de aristocracia democrática; jé- 
hero de superioridad que tiene, sobré él privilejio, la inmen- 
sa ventaja de no humillar á nadie, porque estando adherida 
á las propiedades^ y por' consiguiente movible como ellasy 
no hai persona que no pueda alcanzarla^ 

Esta clasificación divitie la parte democrática de la na- 
ción en dos grandes masas. La primera se compone de to- 
das las notabilidades que hai fuera de la Cámara de los Pa- 
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res. La segunda comprende á los artesanos, lo$ proletarios, 
en una palabra, á todos aquellos que por la estrema medio- 
cridad de sus propiedades, deben al trabajo de sus maños 
la mayor parte de su subsistencia. 

Todos los elementos conservadores de las sociedades, se 
reúnen en la primera de estas divisiones. 

La segunda, que ocupa los grados inferiores áe la escala 
social de que ya hemos hablado, está pof el contrario en un 
constante estado de hostilidad con el gobierno. Ella le ame- 
naza con su ignorancia que la entrega al empirismo de to- 
dos los charlatanes, á las seducciones de todo^ los faccio- 
sos ; con la audazia que le dan sus fuerzas materiales ; con 
la. iiTÍtacion que le causa la desnudez que. esperimenta ; en 
fin, con la opinión que se forma de que una revolución, cua- 
lesquiera que sean la» causas, y sus consecuencias, puede 
hacer su condición mejor y jamas peor. 

Esta fradeion de la sociedad se haÜa habitualmente en 
calma aun cuando sufra, porque se encuentra esparcida, sin 
jefe, sin punto de apoyo ; pero si una mano audaz levanta 
en su seno el estandarte de la rebelión, ¿quién puede res- 
ponder (|ue una muchedumbre descarriada no ^e deje sedu- 
cir por la esperanza d.e un mejor porvenir ? Y entonces, ¿ á 
cuántos peligros no quedará espuesta el orden social? la 
imajinacion se asombra. Es necesario, pues, prevenir estos 
peligros ; yo no conozco para ellos sino dos medios. 

\eo el primero en una buena organización de munidipá- 
lidades, y no es difícil esta organización* . > 

Como un todo no es regular sino en tanto que las partes 
ue lo componen están en una perfecta armonia entre si ; 
e la misma manera^ un gobierno na se halla bien organiza- 
do, sino cuando los poderes que concurren á su acción, son 
análogos á bu naturaleza y derivan de su mismo principio* 
• Ademas, en los gobiernos á la vez monárquicos, aristo- 
cráticos y democráticos, el principio ea, que los intereses 
particulares y los jenerales deben estar igualmente repre- 
sentados. En esta forma de gobierno cada comunidad tiene, 
pues, el derecho de gozar de representación como la Qacion 
mismai 

En cuanto á la formación de_ todos estos cuerpos repre- 
Isentativos, como reconocen un mismo oríjen y tienden á ^n 
mismo fin, es evidente la ne<^esidad de darles una misma (or- 
ganización, y por consiguiente el modo de elejir los funcio- 
narios municipales en cada comunidad debe ser semejante 
al de los diputados, que en la cámara democrática repre- 
sentan la nación entera. 

¿Y qué estatuye en éste respecto nuestra Carta constitu- 
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cional? Se ré en día que suboídina los dereeffeos de tos ciu- 
dadanos á la cuota de sus impuestos directos ; que en con- 
secuencia, divide la propiedad en tres clases, grande, media- 
na y pequeña ; que pone á esta última fueira del sistema elec- 
toral ; que á la segunda no da sino el derecho de elejir ; fi- 
nalmente, que la primera confiere la doble prerogativa de 
elejir y de ser elejido. 

fen todas las comunidades existen también grandes y pe- 
queños propietarios, é indiriduos que no lo son. Las reglas 
establecidas por la Carta para la formación de la Cámara 
de Diputados se aplican, pues, naturalmente á la elección 
de los funcionarios municipales. 

Así no hai que hacer lei para la composición de la Muni- 
cipalidad. Ella se encuentra en nuestra Carta constitucio- 
nal ; y para su complemento y su aplicación, no es necesario 
sino agregar : 1°, los habitantes comprendidos en el rol de 
las imposiciones directas concurren solo á la elección de los 
funcionarios municipales ; 2^, son únicamente elejibles los 
contribuyentes que forman parte de la mitad mas gravada 
de la comunidad (*). 

Apliqúese este modo de elección á los Ooncejos jenerales 
de departamento y de cantones, y todos los poderes emana- 
dos de la misma fuente, apoyados sobre la misma basa y por 
consiguiente en el mas perfecto acuerdo, formarán un . con- 
junto indestructible (f). 

En las comunidades esta medida tendrá por resultado ne- 
cesario no conferir el ejercicio del Poder Municipal sino á 
los habitantes mas notables, á los propietarios y á los Capi- 
talistas, que consagrados á la agricultura 6 al comercio, »e 
hallen poseídos á la vez del mayor interés en el sosten del 
tfpdén público, y de la míayor influencia sobre los que lo tur- 
ban fi?ecuentemettte. Es tan difícil inspii*ftr un verdadero 
horror por los des<írdcaies qtte atacan las propiedades, á los 
. hombres que no poseyendo nada, no tienen nada que perder, 
que para detener 6 prevenir los escesos, á los cuales puede 
entregarse la multitud, la razón siempre és ineficaz, y la au- 
toridad de las leyes continuamente insuficiente. Pero poí fe- 
lizidad, estos hombres que nada tienen que perder, tienen 
sin embargo alguna cosa que c<mservar. Es el trabajo que 
provee á su subsistencia. Todos esperimentan la necesidad 
de él, y sea cual fuere el sentimiento que los estravíe, esta 

(*) La lei de 21 de Marzo de 1831 sobre la organización municipal, no 
lia adoptado enteraniente este sistema. Véase la adioion al cap. ^? — (F.) 

(t) Los Concejos jenerales del departamento y los Concejos jensrales del 
cantón, han venido á ser también el resultado de las elecciones. Véanse las 
leyes del 22 y 25 de Junio, 1833.— (F.) i 
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necesidad habla mas imperíoMuiieiite, y sa T02 ee haoe to- 
davía oir cuando la de la raeon y de las leyes está sufocada. 

De esta tDanera^ la mejor garantía para que la paz de una 
comunidad no sea turbada, estriba en un ouerpo muni<áp0.1 
compuesto de propietarios, de capitalistas, de jefes de taller 
6 artesanos mas notables, pues que son ellos los que por el 
trabajo que acostumbran distribuir, alimentan diariamente 
la clase obrera. 

Sin embargo, es preciso convenir que el ascendiente del 
propietario que procura el trabajo, sobre el padre de familia 
que tiene necesidad de él, no es en el fondo sino una supe- 
rioridad precaria, que perdería toda su influencia si se pre- 
sentasen ajitadores bastante poderosos para dar á la multi- 
tud con la esperanza del pillaje, un salario igual al que po- 
dría obtener trabajando. 

Pero entóneos queda todavía un medio de salud ; es el se- 
gundo de los dos que ya hemos anunciado ; vedle aquí. 

En el punto en que suponemos el desorden, la violencia ha 
roto todos los lazos sociales ; las leyes están sin autoridad ; 
los antiguos prestijios, los antiguos hábitos de subordinación, 
han perdido toda su influencia, y la fuerza solo puede triun- 
far de la fuerza. 

La multitud tiene por ella la ventaja del número y una 
fuxdazia dega que le sirve de valentía. No necesitará ya »«&, 
si los grandes y la dase media de la nación se enconUusen 
desgraciadamente divididos. 

Cuando un gobierno constitucional se eleva 8obi»e lasriii- 
nas de una vieja monarquía, luchan aún por krgo tiempo 
contra la igualdad política las preocupaciones, los recaudos 
y sobretodo, el justo orgullo de los nombres historióos. ' 

Esto está en la naturaleza de las cosas, y si es un mal, no 
toca sino al tiempo hacer justicia, pero cualesquiera que sean 
los recuerdos, los pesares, las esperanzas ; la antigua aristo- 
cracia debe sentir que hai crisis posibles, en las cuales, redu- 
cida á BuB propias faerzajs, no podría oponer sino un disgus- 
to impotente. 

Mas estas crisis populares, estos grandes movinúentos no 
amenaaan znáios las eminencias de la democracia, 6 si se 
quiere, la nueva aristocracia ; y sus fueraas son también in- 
feriores á las de la midtitud. 

■ Las notabilidades anticuas y las notabilidades nuevas, se 
harían una ilusión, si se hsonjeasen poder separadamente y 
por sí propias, triunfar de la demagojia : pero reúnanse és- 
tas primeías ciases do la aociedad ; penétrense del mismío es- 
píritu todos aquellos «pie teniendo propieAadeaquo dirf^iidér, 
se hallen en la misma necesidad de >ooaaerrárse ; saorifíquen- 
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fie á la salud común sus recuerdos, sus preteúsiones, sus ze- 
los, prestándose constan tem^ite socorros mutuos; y sus 
fuerzas así coligadas comprimirán fácilmente los turbulentos 
y los facciosos por mucha que sea su audazia y su número.- 
Es así ijue las municipalidades compuestas de los hombres 
mas influentes en cada comunidad, prevendrian las discor- 
dias que turbarian su tranquilidad, y que las notabilidades de 
todas las clases- reunidas por un mismo interés como por un 
mismo espíritu, reprimirán los atentados que la sabiduría de 
los funcionarios municipales no haya podido prevenir y que 
amenazarian la seguridad del Estado y la estabilidad del 
trono. 
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CüPiTiriiO xxz. 

bs LA NATURALEZA DEL PODER MüNtGIPAt V DÉ LAS FUNCIO- 
NAS QUE LE SON PECULIARES. 

Los ciudadanos considerados con respecto á las relaciones 
locales que nacen de su reunión en un mismo punto, tal co- 
mo una ciudad, una villa^ un pueblo, forman comunidades. 

Al instante que se establece esta agregación, nacen dos 
especies de intereses ; el uno personal y particular, el otro 
jeneral y común* 

El primero se concentra en los derechos propios de cada 
individuo; el segundo se compone de todos los que perte- 
necen á la jeneralidad de los habitantes considerados como 
cuerpo moral y político. Estos últimos abrazan todas las pro- 
piedades comunes. 

Oada individuo como arbitro supremo de sus negocios do- 
mésticos, los dirijo como bien le parece. No puede suceder 
lo mismo respecto á las propiedades comunes, cuales son, los 
derechos que es necesario defender, los pactos cuyo uso de- 
be arreglarse, los bosques cuya conservación exije una con* 
tinua supervijilancia, las propiedades que deben cultivarse 
6 darse en arrendamiento. 

Si todos los habitantes fueran llamados al manejo de es^ 
tos diferentes objetos; si tantas voluntades obrasen simul- 
t&Bieaaiente y con poderes iguales, nada se harían todo sal- 
dría mal. 

Los miembros de e^tas asociaciones eraji pues conduci- 
dos por el impulso natural de las cosas, á reunir en una so- 
la voluntad todas la£( voluntades iiudividualei3 ; á confiar á 



PODEÍR MUNICIPAL. 18 

los que creían mas dignos entre ellos, el derecho esclusivo 
de concurrir á la administración del patrimonio común ; en 
una palabra, á elejir mg-ndatarios que obrasen en su nom^ 
bre y se encargasen, sobre todo, de sus intereses. 

Aquí no debia parar la solicitud de los miembros de es^ 
tas nuevas asociaíciones. Si les importaba á tpdo^ que fuer 
sen administrados provechosamente los. negocios comunes, 
cada uno de ellos no estaba. menos interesado en que con 
sabia pr^vi^ion, se quitase del recintp de las habitaciones 
todo lo que pudiese comprometer la seguridad de los ciuda? 
danos, turbar su trafliquilidad, corromper la salubridad dej, 
aire, é impedir la circiüacion de personas y cpsas en las car 
He» y en las plazaá públicas^ 

El mandato qué confiere á un corto número la.adminiss 
tr»cion de los negocios comunales, debe pues imponerles tam- 
bién la obligación de hacer gozar á los habitantes, de la^ 
ventajas de tina buena policía, 6 lo que es lo mismo, de man-r 
tener en el interior de las habitaciones, la seguridad^ la traur 
(jxjiUd^d, la limpieza y la salubridad. 

Pero en vano los cuerpos mtinicipales tpmarian las medi- 
das de policía mas sabias; infructuosamente los hombres de 
bien, los hombrea jipciosos con&iderarian como un deber 
conformarse con ellas, si espíritus inquietos y turbulentos , 
(y en todas partes los hai) pudiesen impunemente rehusar ^ 
someterse á las mismas reglas, ¿ 

Era pues necesario igualmente, que estos reglamentos 
fuesen revestidos de un;^ autoridad que, semejante á la de 
las leyes, tuviese la eñcazia de obligar á todos los h{)*bitan- 
tes de la comunidad y ^e servir ,de regls^.^iips tribunales 
mismos : en suma, era indispensable una pena *para cada iur 
fracción, y que esta pena la aplicasen precisamente los juezes. 

Existe esto. Se ha esperimentado que componiéndose la 
gl*Q,n familia? ^ familias particulares» importaba á la socie- 
dad entera qi^e una buena policía hicipse reinar el ¿rden y 
la paz en cada una de ellas. En consecuencia, intervinienr 
do la lei, si se puede decir así,, en la elección de los cuerpos 
municipales, sanciona de antemano las medidas de <5rden y 
de seguridad que eUos tomen, y les garante el concurso y . 
apoyo de los tribunales, cuantas vez^s obren ein e} círoulp 
de las atribuciones de la policía municipal. 

Es á, estos . mandatarios de los comunes que s^ da la.4!^T 
n^óinacion de funcionarios municipales. 
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DE LA Formación de las municipalidades y del numero de 

sus FUNCIONARIOS. 

SsTA en IftB atribuciones del gobierno indicar la ¿poca en 

?iie deben rennirse los electores y el lugar de bu reunión» 
^ro á la lei toca arredar las condiciones anexas al dere*- 
cho de eleiir 6 de ser tejido ; y es ella también que deter* 
mina el numero de individuos de que debe componerse ca* 
da municipalidad. Cuál debe ser este número ? Con rela- 
ción á esto las opiniones varían. Ved aquí la mia. 

Todo individuo que ejerce funciones públicas 6 que es 
miembro de una corporación, tiene tres intereses diferen^ 
tes, y por consigui^ite tres voluntades distintas. Como hom- 
bre, quiere lo que le es personalmente ventilóse; como ftm- 
cionario, quiere para el cuerpo, de que es miembro, distin» 
cienes y sobre todo poder ; como ciudadano anhela el bien 
jeneral. A semejanza de todas aquellas potencias que pier- 
den en fuerza lo que ganan en sup^ficie, la enerjfa de ca- 
da !;ma de estas tres voluntades, está en razón inversa de 
la estension que abraza. En el ciudadano, dirijida hacia el 
bien de todos, ella es jeneralmente débil; mas concentrada 
en el foncionario, tiene mas intensidad; en el hombre llega 
ya á su último grado. 

Este estado de cosas es quizá el mas grande obstáculo á 
la perfección de las sociedades ; pero naciendo de la natu- 
raleza misma del hombre, no es dado á la sabiduría humana 
sobreponerse. Sin embargo, oponiendo pasionee á pasiones, 
intereses á intereses, se puede, si no paralizar, al méiioB mo- 
dificar tanto el égoismo que se prefiere á todo, como el es- 
píritu de cuerpo que no ve nada fuera del cíi^púlo donde vi- 
ve reconcentrado. 

Así pues, mientras mas numerosas sean las asambleas 
delibarantes, mayor resistencia encontrarán los intereses 
individuales, y por consiguiente, menor influencia tench^án 
e) egoísmo y el espíritu de cuerpo en sus deliberaciones. 

En efecto, cuantas vezes se forma una reunión de socios 
para deHberar sobre les negocios comunes, hai pocos que 
no Beven á ella el deseo de hacer adoptar la opinión me«i 
conforme á sus miras personales. Pero encontrando cada 
unc^ e^ las {n*e<»ei9i^énes de los otros un <5biee al suceso de 
las suyas propias, se neutraUten los intereses indivi^uak» 
y el bien común llega al fin á prevalecer. 

Mas si la reunión es incompleta; si el número de los pre- 
sentes es con mucho inferior at de los miembros que compo- 
pen la asociación, no encontrando los intereses particulares 
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muoha resiatencia, pueden fácilmente conciliarse^ coligarse 

?r formar una mayoría, que sin freno como 6Ín re^a, 8^ hviT^ 
ara de una minoría impotente j sacrificará el interés jene* 
ral á sus eonyeniencias j aún á sus caprichos, 

¡ A cuántos peligros no quedaría espu^sta la cosa páblí- 
ca, si su dirección se confiara no á muchos individuos, sino 
& un funcionario que deliberase él solo, y él salo hiciese eje- 
cutar sus deliberaciones ! Si él no reuniese aun espíriti» 
ilustrado el mas vivo deseo de hacer el bien, seducido por 
el encanto del poder, olvidaría bien pronto que era ciudar' 
daño, y quedaría entdínces al desoubierto el tíiombre coa suft 
preoeupaciones, sus pasiones y sus vioios. 

Por tanto, de todas las maneras de orga^s^ar laiS munici- 
palidadea, la mas viciosa, digamea mej^, la mas desastrosa, 
seria confiar á un solo hombre la rejeneia de los interese» 
comunales, y el derecho de arreglar la policía interior'^á 
los comunes. Al contrario, llamad á todos loa habitaiitea á 
deUberav, y obtendréis la mayor probal^lidad posii^k áo 

Íué el }Á/m. jeneral será el resultado de su deliiieíraciogBti 
las las reunionea numerosfts dan continuamente lugar ¿, 
grandes desórdenes {*). A eete inconveniente se ha provis- 
to con maa concepción de loa tiempea modeimogí, qoe conaifr* 
te en obligar á los habitantes de los: eo»9iunes y aun á las 
¿aciones mismas, á abstenerse de la dilre^ícdon de su» poror 

Sios negocios y confiarla á mandatarios 6 representantes. 
!sta medida impuesta á los grandes pueblos por la fuerza 
de las cosas, no es aplicable por necesidad á los comunes, 
ni aun á los comunes populosos. Pero una vez establecido 
el principio, no resta que examinar sino la cuestión de cuál 
sea en cada ciudad, villa 6 pueblo, el número de los man- 
datarios, dio que es la mi^mo, de los miembroi^. mu^ici-^ 
pales. 

Acabamos de decir que al paso que las asambleas delibe- 
rante» son mas numeroaas, es mas. probable que el ipteros 
públiiQo prevalezca; pero h^w>B añadido que la^ fi^rai^deis^ 
reuniones dan frecuentemente lugar á grandjes desordenes^t 
Ta) ea pues el. problema que se pi^e^ntapor resolver^; com.-^ 
poner la^ municipalidaded de manera que, el bien» poroco^w,^. 
nal te^a una garantía en el número de I09. funcÍQa:^arío9y. 
sin que se comprometan el orden y la sabiduría d^ las: deU>. 
becaeianesc 

(*) Roma, oon una constitución faorte, Boma, hecha para dar al mimd» 
h^z«09 y ley^Sy no laa teni% Tojdoe 1^ cwJMftfiog enuí llaiBMo04 Mí- 
bfirax aia eobre loe mas gvanciw i ^t^tf t ma a, y. liMCJMUNPitiAeas eran: alomad- 
▼crea tan namevosae, que una piurto-4el ipneÑ» iwAerba cMU) loe.teehDiidft* 
las casts. — (H. P.) 
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Si se me escitase á mostrar mi parecer, yo fijaría el mí- 
nimum en luieve y el máximum en ciento, y compondría los 
cuerpos municipales de números intermediarios, según la 
importancia, la población y el espíritu de las comunidades 
que se tratase de organizar (*). 

Mas, accidentes imprevistos, acontecimientos fortuitos, es- 
pírítus turbulentos y facciosos, pueden turbar la tranquili- 
dad, la seguridad y aún la existencia misma de una comu- 
nidad ; y la naturaleza del mal podrá ser tjal que solo reme- 
dios prontos podrán detener sus progresos. No obstante, 
aimqae la municipalidad no fuese compuesta sino de nueve 
miembros, se necesitaría tiempo para reunirlos y tiempo pa- 
ra deliberar. Si en esta crisis, la acción del Poder Municipal 
está sometida á las formas ordinarias, acontecerá de conti- 
nuo, que cuando se tome al fin la deliberación, el momento 
de "obrar eficazmente habrá desaparecido. 
• El Jefe dé la municipalidad en los comunes, como el Po- 
der Ejecutivo en los gobiernos, debe pues estar autorizado 
para tomar por si solo, las medidas de urjeneia que las cir- 
cunstancias imprevistas hagan absolutamente necesarías. 

Ved aquí una facultad arbitraria, ó que por lo menos, pue- 
de conducir á arbitrariedad, y así debe, ser necesaríamente ; 
pjues que la lei no puede prever todo lo que la Administra» 
don está encargada de prevenir. — (Nota 1* del tkadügtor.) 
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LA ELECCIÓN DE LOS FUNCIONARIOS MUNICIPALES PERTENECE 
Á J^S HABITANTES DE LAS COMUNIDADES. 

El Poder Municipal no es una creación de la lei ; existe 
por él solo impulso de las cosas ; existe, porque no puede 
dejar de ser así; existe, porque es imposible que los habi- 
tantes de un lugar determinado, que consienten en sacrifi- 
car parte de sus recursos y facultades para crearse derechos 
é intereses coiíiunes, sean tan imprevisivos que no constitu- 
yan algunos guardianes de este depósito ; que no encarguen 
á algunos de entre ellos, de velar por su conservación y de 
emplear los medios para conseguirlo. 

(*) Por la niieya lei el mínimum ha sido fijado en diez, y el máximum 
en treinta y seis. Véase en los capítulos 5? y 16? cuál es la prganiKaeion 
aetual de los Ckmccgos aranicipales, segton la lei de 21 de Marzo de 1881. 

F. 
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Pero si esto es asi, si el Poder municipal es de la esen- 
cia de todas las corporaciones de habitantes; es forzoso con- 
fesar que las leyes, impotentes cuando obran contra la na- 
turaleza de las cosas, no pueden ni suprimir los cuerpos mu* 
nicipales, ni privar á los comunes del derecho de elejirlos* 

Sin embargo, cuantas ocasiones un Gobierno inquieto y 
zeloso, avoque á sí el Poder municipal y lo ejerza adminis- 
trando á los comunes por funcionarios de su elección, amo- 
vibles & su voluntad ; cualquiera que sea la denominación 
que dé á sus comisarios, no habrá funcionarios municipales. 

Esta es una verdad, que no debemos confundir. Omaado 
no hai funcionarios municipales, es porque los habitantes no 
existen ya en cuerpo de comunidad. 

Sostenemos que desde el momento que se priva á los ha- 
bitantes del derecho de elejir sos funcionarios municq>ale8, 
dejan de existir en corporación. Ent<5n6e8, estraños «stos 
habitantes á los negocios de sus comunidades, y sin lazos 
que los unan entre si, no son mas que grupos de hombres. 
Existirán ciudades, villas y pueblos ; pero no habrá ya ciu- 
dades propiamente tales. 

Las ciudades son de dos maneras ; soberanas 6 dfipen- 
dientesu 

Las ciudades soberanas son aquellas que se dan leyes y 
no las reciben de niaguno. Semejantes á las ciudades libres 
de Alemania, son otras tantas repúblicas. 

Para formarse una justa idea de una ciudad dependiente, 
es necesario considerarla bajo dos respectos; como un todo 
6 como constituyendo la parte de un todo ; 6 en otros tér- 
minos, como una familia, una corporación particular; y co- 
mo uno de los elementos de la gran familia de la corpora- 
ción jeneraL 

Bajo este último punto de vista, la ciudad, como todos los 
particulares, está sujeta al soberano, y como ellos sometida 
á las -leyes del Estado. 

Pero bajo la autoridad de este mismo soberano y con la 
sola condición 4e obedecer á las leyes jenerales, se eleva en 
cada comunidad un poder conservador de todos los intere- 
ses comunes. 

Es por este motivo que se da la denominación de cité á la 
parte de la ciudad de Londres qu£ tiene un réjimen propio 
j que nombra su jefe y aldermanes (oficiales municipales). 

Asi, muchas ciudades, villas y pueblos que se han reuni- 
do bajo una administración común y que nombran colecti- 
vamente sus oficiales municipales, no forman sino una sola 
ciudad. 

4 
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De mulera que p«ed& existk la ciudad, después que se 
ha destruido el caserío» Por ejemplo, cuando para escapar 
del yugo de un enemigo superior en ñierza, los hombres que 
vivían bajo el rójimeu municipal, queman sus habitaciones^ 
no existe ya la forma de ciudad, pero esta subsiste en don^ 
de qni^a que aquellos fujitivos juzguen á propósito fijar su 
residencia. 

Se estas definiciones resulta, que imperando una Gonsti- 
tocion libre, todas las reuniones de habitantes deben formar 
otras t»»ta» ciudades ; que por consiguiente deben tener to- 
da» la eleccáotí de sus- administradores, y que k) contrario 
no puede toterarse- sino bajo un Príncipe absoluto. 

Que un déspota hambriento de mando se apodere de la 
administración de todos los comunes, y preludie por este ac- 
to de.violevicia, la usurpaci<m de sus propiedades, no hai que 
estrenarlo, porque está de acuerdo con el principio de esta 
elase de gobiernos, que es el de la fuerza. Pero que suceda 
le mismo bajo uíi réjimen constitucional, es una idea que re- 
peten iguahiíente el espíritu de toda Constitución y la natu- 
raleza del Poder Municipal. 

Tal es sin embargo nuestro réjimen actual. 

Todos los franceses son ciudadanos, y no hai en Francia 
m una sola ciudad. 

Todos los franceses electores 6 hábiles para serlo, pueden 
dar á quien bien les parezca el derecho eminente de parti- 
cipar del* ejercieio de la soberanía, y les está prohibido con- 
eurrir á la elección de sus propios aj entes, de aquellos que 
deben administrar los bienes y defender los derechos que 
eoFrespooden mancomunalmente á cada uno de ellos. 

Tai es la confianza de la lei en los electores que ella re- 
cibe ciegamente de sus manos los que deben rejir la gran fa- 
milia, y á estos mismos electores no se les juzga capaties de 
nombrar sus funcionarios municipales. 

En fin, el representante de la Nación que desde la tribu- 
na rejia los destinos de la Francia, entrado una vez en su 
comunidad, no conserva ni aún el derecho de quejarse del 
jefe que el Prefecto del departamento ha juzgado á propósi- 
to imponerle : es necesario que obtenga la autorización de 
aquellos mismos ministros cuyos actos censuraba poco antes 
coa tanta independencia como enerjía. — (Nota 2* del TRAn.) 
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La juata censura que M. H. de Pansey hace á la lerj?sla- 
cion imperial, conservada por el Gobierno de la restaura- 
ción, no puede aplicarse al réjimen actual, que está binsAdo 
sobre los principios desenvueltos en la primera parte deieste 
capítulo. Según la lei de 21 de Marzo de 1831, los Conce- 
jos mumolpales son compuestos de miembiros elejido& por 
seis años y renovados por mitad cada tres a&«s ; el número 
de loa concejlales varia se^un la importancia de la ocuniini-^ 
dad^ conforme á la graduación eatablcKsida por el articula df 
de la lei, el mínimum es de diez y el máximiun de treinta j 
seis. El número se aumenta todavía, cuando hai mas de treii 
adjuntos á la Jefetura; ae nombra etitóncea un coiicejal mas 
por cada adjunto aue esceda de Ioa tres* (Lei de 21 i||^'Mar^ 
zo de 1«31, art. 9-) m .. 

Los electores municipales, se dividen ^i dos clases^. La 
primera comprende los mas sahirecargados por ei rol é»lá 
contribución directa de la comunidad^ en mía |»H)pQireiiHi 
que varía relativamente al censo de la pcblaoioii, y que torta 
indicada en el articulo 11, número 1? La. ségunida elase se 
compone de ciudadanos que gozan del deorecho eleoional gmf 
consecuencia de su capacidad intelectual^ la que hace prob» 
sumir ciertos títulos é ciertas funeíoiMM. (Idem^ art. 11^ 'nú- 
mero 2°) 

Todos los electores son dejibles, salva la . diferencia de 
edad ; veintiún años bastan para gozar del derecho electON 
ral, y veinticinco se necesitan para concejal, eacepktándofut 
también las incompatibilidades que resulten y& del patvn- 
tesco 6 afinidad, ya de las funciones de Prefecto^ Sub^pve- 
fecto, Secretario jeneral, ministro de divereos cultos en ejeor* 
cicio en la comunidad, del contador de recaudaciones comu»' 
nales y del ájente asalariado por la comunidad. (ídem, art.- 
II, 17, 18, 20 ; véanse asi mismo los art. 12 y 16). Y^se 
la adición del capítulo 16 para loe detalles. 
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DE Q,VÉ MANERA DSBE CONCURRIR EL REÍ AL NOMBRAMIENTO 
DE LOS JEFES DE COMUNIDADES, ESTANDO INVESTIDOS ORDI- 
NARIAMENTE DE ALOUNAS FUNCIONES DE LA ADMINISTRA- 
CIÓN PUBLICA. 

Al hablar en el capitulo precedente de la elección de los 
funcionarios municipales, no hemos considerado el Poder 
municipal sino ejerciendo funciones que le son propias. Va- 
mos á verle combinarse con atribuciones administrativas j 
judiciales, y de esta amalgama saldrá una importante modi- 
ficación de las reglas que acabamos de establecer. 

Tal es la naturaleza del Poder municipal que nada le sir- 
ve tej^stáculo para que aquellos que lo ejercen sean en- 
cargk^s de funciones estrañas á las que le son pe($aliare8. 
Es libre-al gobierno delegarles algunos ramos de la adminis- 
traeion jeneral. De la misma manera, la lei puede autori- 
sarlos para que desempeñen algunos de los actos que perte- 
necen á la autoridad judicial. Asi es que en nuestra orga- 
nización actual, los jefes municipales son funcionarios de 
poUcia judicial y del estado civil, y la administración les 
confia la vijilancia sobre el cobro de los impuestos y la eje- 
cución de las medidas concernientes á la inscripción para 
la milicia. 

Bajo estos tres puntos de vista, los jefes son á la vez los 
mancbrtarios de su comunidad, los ajentes de la lei y los de- 
legados del gobierno. 

Mas la reunión de estas funciones diversas no puede efec- 
tuarse, ya por la sola voluntad del gobierno, ya por el he- 
cho solo de las comunidades, sin poner en oposición dos 
principios á los cuales es á la vez imposible, ni aún leve- 
mente atacar. 

Y de 4M)ntado, el buen sentido dice, que el jefe municipal 
no puede ser elejido sino por los habitantes ; y esto, por un 
motivo que alcanzan los entendimientos mas comunes ; por- 
que el mandatario y el mandante son dos correlativos nece- 
sarios y repugna á las nociones mas sencillas que aquel que 
no ha recibido ningún mandato de una comunidad, estipule 
en su nombre y se llame su ájente y mandatario. Por otra 

Earte, la Carta constitucional .dispone, que el Reisolo nom- 
re todos los empleados de la administración pública. 
De esta suerte, la prerogativa real traspasaria sus limi- 
tes constitucionales, si atribuyese las funciones municipales 
á aquellos á quienes juzga á propósito encargar de alguna 
parte de la administración jeneral. Del mismo modo y con 
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mayoría de razón, los habitantes de una comunidad ^stán 
en la impotencia de conferir á aquel que hubiesen elejido 
por su jefe el ejercicio del mas insignificante ramo de aque- 
lla misma administración. _ 

Sin embargo, no se puede disimular que cotí especialidad 
en las actuales circunstancias, presenta algunas ventajas la 
acumulación de funciones administrativas y municipales. 
Debemos creer en efecto que viendo al hombre de su elec- 
ción honrado con la confianza del gobierno, los habitantes 
tienen mas miramiento por su persona y mas sumisión á las 
órdenes que les intime, bien como jefe municipal, bien co- 
mo ájente de la administración pública. 

El interés público, el interés particular de los comunes, 
se reúnen pues para provocar una especie de trai^saccion 
entre los dos principios, de los cuales, el uno previá|ftL9ue 
todos los funcionarios municipales y aún el mismo jefoTtean 
elejidos por los habitantes ; y el otro, que ningún ramo de 
la administración jeneral pueda ser ejercido sin una delega- 
ción especial del Rei. 

Esta transacción no tiene nada de imposible y puede efec- 
tuarse también de tres maneras. 

El gobierno presenta tres sujetos para llenar las funcio- 
nes de jrffe y los habitantes elijén. 

Confiérasele á la comunidad el derecho de presentar, y el 
de elejir, al gobierno (*). 

Todos los habitantes que gozan de los derechos civiles, 
reunidos legalmente'en asamblea electoral nombren sus fun- 
cionarios municipales. El gobierno con vista de la lista de 
ellos señale aquel en quien juzga á propósito depositar »« 
confianza ; y el individuo así designado quede de derecho 
investido del doble carácter dte Comisario del Rei y de jefe 
municipal. 

De estos tres modos creo preferible el último. Encierria 
mas dignidad que el primero ; presenta mas latitud á la 
elección del gobierno que el segundo ; en fin, es el último 
estado, el estado actual, no verdaderamente como existe en 
el hecho, sino tal como se halla de derecho. 

Efectivamente, el Senado consulto del 16 thermidor, año 
10, que coAfiere al jefe del gobierno el derecho de nombra*' 
el presidente municipal y sus adjuntos, le impone la obüga-' 

cion de elejirlos de entre los cuerpos municipales (f). 

■•••'.. 

{*) Un edicto de Mayo de 1765 habla adoptado este modo. Según los 
términos de este edicto, los notables de las comunidades reunidos par^ la 
elección de su jefe, debían presentar tres sujetos al Rei á fin de que esco- 
jiese.--(H. P.) 

(t) ved aquí los términos del Senado consulto de 16 thermidor, año lOÍ." 
s=Art. 10. En las ciudades de 5.000 almas la asamblea de cantón presen-* 
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For io demás, estos tres modos concilian igualmente los 
dos principios qae poco ha recordamos ; j cualquiera que 
sea el que se adopte^ será una verdad decir, que el admi* 
nistrador es elejido por el gobierno, j que el jefe municipal 
obtiene el poder por elección de sus ccmciudadanos. 

En fin, si dewnes de la elección el gobierno no juzgase 
digno de su connanza á ninguno de los elejidos, el mal no 
quedaxia sin remedio ^ él podría delegar las funciones admi- 
nistrativas en aquel de los habitantes á quien hubiera eleji- 
do por jefe (miúre). Es por esto, que antes de la revolución 
se obs^vaÍ>an &ol algunas comunidades un síndico muníci- 
p^, j un sindico militar q\ie estaba encargado del alojamien- 
to de los militaores j de la ejecución de ms medidas relati- 
vas á la formación de la milicia. — (Nota 3* del traductor), 

# 
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Las le^s municipales de 1831 y de 1837 presentan sobre 
^ta Hkotwia un conjunto de reglas cuyo resumen va á con- 
tinuación. 

£1 eaarpo ratmieipal se compone del jefe, de sus acemi- 
tes, y de los miembros municipales^ El námero de los ad- 
juntos es proporcionado á la p<H>la(áon, y en ciertas circuns- 
tancias, á las dificultades de oomunicadon que existen en- 
tre las diferentes partes de la comujikkd y la oabezera del 

Los jefes municipales y sus adjuntos son nombrados p<M! 
el B^ em. las comunidades que tienen tres mil y mas habitan- 
tee, lo mismo que en las de las cabeseras de ca&ton, y pcnr el 
Prefecto en nombre del Bbí en las otras'; no pueden elejirse 
mo de entre, los miembros del C<mcejo municipal que ten^ 
gan veinticinco 9&ob ciQnpJidos^ domiciliados reahn^ite en 
la comiiiii4ad. y qne no presentan ninguna ineoom^atibilidad. 
La leí adopta aquí, oomo se ve^ el sistema de la presenta^ 
ci<m por la comunidad y del nombramiento por la autoridad. 
(Véase para conocer los casos de inc(»iipatibilid|yd) al art, 6- 
de la leí de 21 de Marzo de 1831). Los jefes (maires) y ad- 

ta dos ciudaduios por cada una de las plazas del Concejo mumcipal.= Art. 

12. Los Concejos municipales se renueTan cada 10 años por mifad.^\xt. 

13. H primer Cónsul élü« los jefes y adjuntos, del seno de los Concejos. 
mimicipales; doran por cinco aSos y pueden ser reelejidos. — (H. 1t-) 
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juntos son nombrtbdQS por tres años ; .pero aUos puedan ser 
^ispendidoB de bu destino por el Prefecto y removido» por 
una ordenan^aKlel Reí. 

Las funciones de los jefes, adjuntos j demás miembros 
del Conejo municipal son esenoiaJanente gratuitas, y no son 
taooipoeo suseeptibles de indenidaÍ2ocio& m de mngumes giyes. 



— <& — 

% 
DE LA RESIDENCIA DE LOS FUNCIONARIOS MUNICIPALES 

Este capítulo tendrá por objeto la residencia de Mto fun- 
cionarios municipales. Pero ¿ puede haber dos opinionál so- 
bre la necesidad de esta residencia ? No, sin duda ; y si yo 
me ocupo de ella es porque el uso de dar á las comunidades 
jefes que sean estranjeros, ha prevalecido do tal maft^ra en 
estos últimos tiempos, que es imposible no señalar este abuso. 

Las funciones municipales por lo misaiao que ifeB|)^ii^ á 
los que la ^j^rcen obligaciones diatías, exijen iie(ee9aria- 
mente una residencia habitual en la eosaudkiad. Bl j^e^ so» 
hre todo, debe tefner allí Bu dotoiqrlio. Eiic«rgadó;de'jiwn* 
tenefr la policía y de conservar todos los interesfes ooninwái- 
les, fenciftrgado por consiguiente de verle y stipervdjilario /to- 
do, su presencia -es necesaTia sin interru|)cion9 ^\wñ' q%i» Á 
eada mstante jpuede ser turbada la tram^üiUdad ^éfaUto*,. ji 
la 49€|guridad de los habitaiiteí^ comprometida {*). c 

Así pensaba Domat. Después de haber knÚado dé las 
plaa^S de jefes (maires), de n^dones, él. agrega: Se ias lia* 
ma am-gm mtmicip€de$^ porgue no pufiden 9er ^ercidasiJsír 
no par los habitantes del lugUr (f). ■■ \ .» 

Sobre lo esjpuésto, tenemos unalei mui sol^B^nor^^'l* bé-r 
letbre ordenanelb de 1629 cuyo ^^rtículo 22:.«ia»dac.^^Qu]é 
9, las elecciones de pa^eVoste^ die miercaderes, jefes» mumíc^a? 
„ les (maires), rejidores, capitulares, jurados, c^s^úieSvpfOt 
„ curadores^ ¡síndicos, piares bívicos (pair bottrgeok)^) eoUse- 
„ jeros, prefectos de ciudad (guibrtenÍ!^s), y otras owrgftadé 
,, ciudades, serán hechas de lia. manera aeostmnb^aidl^ isi^ 

intrigas ni tíbonopelios, eii »perso£kas laiS; Bofiid própiaa y o¿^ 



y? 



•^ » 



(*) El abuso señalado poí M. H. de Pansey^o existe ya hpi dia. El 
hsti. 4? de la lei dé 21 de Marzo de 1881 dice en términos espresos hablan- 
do délos jefes y bus adju¿"feoB: "BIMs deben tener íiu dortiéilio real én k 

(t) Tratado del derepho público, lib. 1% tít. 26, s^c. U~^(H. I?,) ^.f .. 
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,) pazes para ejercer tales empleos para el bien de nuestro 
,, servicio, reposo y seguridad de dichas ciudades ; en las 
,, Olíales tendrán yue residir^ sin que por ninguna causa, 
„ cualquiera que sea, se puedan renunciar dichas cargas/' 
Quizá no es inútil hacer notar, que esta ordenanza que 
reconoce tan solemnemente que la elección de los funciona- 
rios municipales pertenece á los habitantes y que todos de- 
ben ser domiciliados en la comunidad, ha sido dada bajo la 
influencia de un ministro que no era nada intelijente en la 
ciencia del poder, y á quien nadie acusó jamas de haber sa- 
crificado los derechos de la corona. — (Nota 4^ del tbaduc- 
tok). 
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El pueblo no debe conferir á sus funcionarios municipaleí» 
sino funciones temporales ; de otra suerte se daria él mismo 
señores. Por otra parte, es conveniente que haya un dia de 

Í*ustioia distribuida por él. Este dia es el de las elecciones, 
intónoes, libre en su elección, recompensa al bu^io, al sa- 
bio administrador, mostrándole un nuevo testimonio de su 
oonfianfa ; él castiga, volviendo á sepultar en la vida priva- 
da al hombre neglijente y débil que ha administrado mal e) 
patrimonio comunal,* y á aquel, que orgulloso, arrogante y 
cruel ha trasformado los poderes que no habia recibido si- 
no para protejer, en instrumentos de venganza y opresión. 
Asi se administra justicia y el orden público no se turba. 
Es, pueS) una felisidad que el pueblo tenga este medio de 
exhalar sus i^entimientos. En efecto, de todos aquellos á 
loa eualea podría recurrir en los momentos de exasperación, 
eete es me<mte9tab)emente el mas dulce y que trae ménoa 
inconvwimitea. 

Por tanto, vemos que entre los romanos las funciones pú- 
bKcaa Mo «loi conferidas sino por un tiempo muí limitado. 
Sucedía lo mismo en las ciudades municipales de los galos. 
fin FrmMÍa> todo el tiempo que las municipalidades han si- 
do dcctivaa» es decir, hasta 169¿. época en la cual se hicie- 
ron los empleos de jefes municipales venales y heretiitarios, 
la duración de las funciones municipales se limitaba á dos 
ailoB y cnando mas á tres« Y aun todavía boi« los jefes, sss 
Ijnntos y los oficiales mimicipales no son nombrados por 



\ 
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los prefectos, sino por el espacio de cinco años. — (Nota 5^ 

BEL traductor). 



ADZCZOSr. 

Al presente los jefes y adjuntos son nombrados por tres 
afios y los concejeros municipales por seis. — (Leí de 21 de 
Marzo de 1831, artículos 4^ ¡/ Í7). 



DE LA DESTITUCIÓN D£ LOS FUNCIONARIOS MUNICIPALIS. 

Las plazas en las municipalidades no son ni comision^^ 
ni empleos ; son cargas. 

. Las comisiones son revocables á libre voluntad; las car- 
gas confieren funciones temporales. Los empleos son vita^ 
licios; los titulares no pueden perderlos á menos que sean 
juzgados previamente por prevaricación. 

Las cargas y las comisiones tienen un punto de semejanza 
y es el de que ni unas ni otras son vitalicias: ellas difieren, 
en que las comisiones sé prolongan hasta su revocación y 
las cargas se estingueñ de pleno derecho en una época de- 
terminada. 

Los empleos y las cargas tienen también algunos Qaracté7 
res comunes y otros que los distinguen. La diferencia con- 
siste en que la duración de las cargas es determinada irre- 
vocablemente por la lei, y que la naturaleza sola hiriend^ 
de muerte á los empleados, puede quitarles el ejercicio de 
sus funciones. Su semejanza, en que salvo el caso.de delito^ 
la lei se compromete igualmente á mantenerlos en sus fun- 
ciones, los unos durante el curso de su vida, los otros den- 
tro de un tiempo determinado. Tales son los juezes de los 
tribunales de comercio elejidos por los negociantes, como los 
oficiales municipales deben serlo por los habitantes de los 
comunes. 

Sucede, pues, con los funcionarios municipales lo mlsmio 
que con los juezes. La lei les garante, á la par, la duración 
de sus fanciones ; y como no es posible que los actos del Po- 
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der Ejecutivo prevalescan sobre las leyes, es necesario asen* 
tar por principio que como los juezes, los funcionarios mu- 
nicipales no pueden ser destituidos sino por prevaricación^ 
cancíision j malversación convencidos judicialmente. 

Sin embargo, es indispensable reconocer que la regla, asi 
aplicada en toda su ostensión, podria tener desagradables 
consecuencias. La administración tieae una marcha tan rá- 
pida y se presta de tal manera á lo arbitrario, que los jefes 
de comunidades podrian multiplicar las vejaciones del modo 
mas escandaloso, si para detener su curso, el gobierno se 
viese reducido á recurrir á las formas lentas y solemnes de 
los tribunales. Necesario es un remedio mas pronto, peto 
este remedio no estriba forzosamente en una destitución : la 
suspensión basta; y aun formalidades precisas deben ates- 
tiguar la necesidad. De otra -suerte, no seria otra cosa que 
sustituir lo arbitrario á lo arbitrario, lo cual seria sanar un 
mal subrogando otro. 

La justicia que es un deber tanto para los que mandan 
como para los que obedecen ; los miramientos que los go- 
biernos deben á lo que los ciudadanos tienen de mas queri- 
do, su reputación ; y sobre todo la lei que garante la dura- 
ción de las funciones municipales, durante un espacio de 
tiempo determinado : todo se reúne para exijir que cuantas 
vezés se trate de la suspensión de un funcionario municipal 
debe comunicársele los hechos que se le imputan ; que ten- 
ga un plazo suficiente para dar su respuesta ; que aquellos 
hechos que él niega sean acreditados por una pesquisa ad- 
líiinistrativa, á la verdad, pero al menos en contradictorio 
juicio con él; á fin que la sentencia que lo suspenda de sus 
funciones, compruebe que se han llenado estas formalidades 
y contenga los motivos de su suspensión. 
. Estas medidas parecen mui sabias. No obstante, si recor- 
damos lo que hemos visto, quizá las encontraremos insuficien- 
tes. Interroguemos nuestros recuerdos. 

. La Constitución de 1791 daba al Rei la facultad de desti- 
tuir los jefes de comunidades; pero estos teñian el derecho 
de ápelíw de su destitución á la Asamblea Nacional, quien 
poáia anularla ú ordenar su ejecución. Esto era colocar la 
administración en el cuerpo lejislativo. Los redactores de 
la 'Constitución de l'ÍOS tuvieron el buen sentido de. juzgai:' 
lo así. EQos abolieron este derecho de apelación. Sin em- 
bai-go, no queriendo dejar á los funcionarios municipales 
sin garantía, exijieron que las sentencias de destitución se 
fundasen. Precaución que fué mirada jeneralmente coino 
suficiente ; pero el Directorio ejecutivo engañó la previsión 
del liéjislador. Él imajinó fórmulas de destitución, do tal ma- 
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ñera vagas, -que padisiA pronunciair»e iiidigtintameDte /Contim 
ciiLak][iLÍerfan<uonaríoiniLnici{xal; j tan bien aeomodadas á 
todas las circunstancias, que los partidos que H9e apoderaron 
sucesivamente del poder, las usaron con el mismo suceso. 

Necesario es, pues, á los funcionarios municipales una 
garantía más. Esta giu*antía creo verla en una lei que au^ 
torizase á los que el gobierno haya suspendido de sus jPiUL* 
Clones, á entrar en ejercicio de ellas, si en un tiempo deter- 
minado no se les ha sometido á juicio. 

Por lo didio, se deduce bien que no hablo sino de las fun- 
ciones municipales. Respecto á las que los jefes qjercen co- 
mo delegados de la administración pública, ninguna duda 
queda, que pueden ser despojados de ellas sin formialidadeB 
previas. Entonces no serán ya los ajentes del gobi^no, pe- 
ro permanecerán al m4nos como ajentes die sus comm^ida»- 
des,— (ÍÍOTA 6^ DEL traductor). 



— «o» — 



1 ■ • 
Este punto imp<wtante esíá arreglado por el art^ S* ,p&*; 

rafo 3? de la lei de 21 de Marzo de 1831 : " Ellos (los jefes 

y adjuntos) pueden ser suspendidos por una sentencia deí 

Prefecto ; pero no son destituidos sino por una ordenanza 

del Rei." . 

La lei no prescribe tampoco la instrucción previa de que 
habla M. Henrion de Panséy, pajina 26. La administra- 
ción superior tiene la libertad de emplear los medios que 
juzgue convenientes para ilustrarse ; asi la comunicación al 
jefe municipal de los hechos que se le imputan, puede tener 
lugar pero no es obligatoria. Por otra parte, la sentencia 6 
la ordenanza de suspensión no es motivada. Láá disposi- 
ciones de la lei se justifican por la importancia de las fun- 
ciones dependientes de la administración jeneral que están 
conferidas al jefe; la acoion a^dministrativa podria ^i; en- 
torpecida, si el poáer no tuviese derecho de suspeñáer y do: 
destituir al jefe (maíre) al instante misino én qu^ rehusase 
la cooperación que debe á la admínistraciofn. . 1 ; r 

M. H. de Pansey quiere, es verdad, que se haga una, dis- 
tinción entre las funciones puramente municipales y las. que' 
no lo son : las primeras no podrían ser quitadas sin úni 
información previa; las segundas serian esencialmente r^- 
yocables coino lo son todas las funciones administrativas. 
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tapeto»; m3asi,^':Sfín üasraHin* 'fv* in t^tizzjhi-TT'Wfb:»!!! yfegr.^n- 



níiúpad ie^f^r^ásk A*T *«^aí aírTÍ":i*:<:L*í* aíi?ift5»«iaj«: t si se 

l¡M<mi la earga «fc í: ^isar la« foicí-'.-aí^ q-iiíatias al ¿efe t de 
bu euales no ymsai ínTest: i<<>§ «b]i*> <ie o^a lüaEtera traostom. 
Tales eoTiiáderacíoiie* taa d-eterniinadj al legislador á de- 
Jar el derecho de 5ii5¡>eii¿¿oa y destimcion á discreción de 
la. asU/rídad, la eoal tiene un grande interés en no abosar, y 
fohre todo e» responsable de sus actois. Con evidencia, no 
será ñno en círcnnstanciaa mni grares qne nsará de este de- 
recho^ porque el artículo 15 de la lei de 18 de Julio de 1837, 
le eimeeAe los medios de atender á la neglijeneia 6 la mala 
mteneíoii pa^uyeras. El artículo dice, que ""-en el rii*o en 
^pu el jelfe rehiLm^e ^fue^e negJijente en ejeentar enalquie- 
radeVm aeton que le non pre^criton jyor la leu el Prefecto de»- 
fue$ <fo haberle rej¡uerido^ -podrá cumplirlo de oficio 6 por 
medio de un delegado enpecialJ" 



OAPITUZiOX. 

íí%íé 0OMETI1IIEKTO Á JUICIO DE LOB FUNCIONARIOS MUNICIPA- 
LES POR DELITOS COMETIDOS POR ELLOS EN EL EJERCICIO DE 

ñV FUMCIONES. 

f 

Al leerse en el capítulo 6* que las atribuciones de los je- 
fes (maires) se componen de funciones judiciales, adminis- 
trativas y municipales, nace la pregunta, si para someterlos 
á los trííunales por razón de los delitos que pueden cometer 
en el ojorcício de estas diversas funciones, es igualmente ne- 
eeíiaría la autorización del Consejo de Estado. Me propon- 
go responder á esta pregunta; y en primer lugar, "supongo 
un jefo obrando en su cualidad de funcionario del estado ci- 
vil 6 do la policía judiciíil. 



PODER MimiCIPAL; 29 

El código civil después de haber trazado al funcionario 
municipal las reglas que debe seguir en la redacción de ac- 
tas del estado civil, dice; art. 60 : " Toda contravención 6» 
los artículos precedentes, de parte de los funcionarios ánteg 
nombrados, será juzgada por el tribunal de primera 'instan- 
cia y castigada con una multa que no podrá esceder de 100 
francos.'* 

El artículo 53 agrega: " El procurador del Rei en tribu- 
nales de primera instancia será obligado á verificar el esta- 
do de los rejistros cuando se haga el depósito de ellos en el 
archivo : instruirá un procer verbal sumario acerca de la 
dicha verificación, denunciará las contravenciones 6 delitos 
cometidos por los funcionarios del estado civil^ y^exijirá 
contra eUos la imposición de las multas.*' 

Estos funcionarios del estado civil, son, en todas las . co- 
munidades, el jefe y sus adjuntos; y se ve que ellos pueden 
ser sometidos á juicio en los tribunales, juzgados y castiga- 
dos por contravenciones 6 delitos cometidos por ellos en su 
cualidad de foncionarios del estado civil, sin la autorización 
del gobierno. En efecto, la lei se contrae directamente á 
los procuradores del Rei y á los juezes, y manda imperati- 
vamente á los unos, acusarlos; á los otros, juzgarlos, y esto, 
sin condición, sin formalidad precedente (*). 

En cuanto á los delitos 6 crímenes que los jpfes 6 sus ad- 
juntos puedan cometer, ya como funcionarios de policía ju- 
dicial, ya como juezes de policía los primeros y como encar- 
gados del ministerio público los segundos cerca de los tri- 
bunales de policía, los artículos 483, y 484 del Código de 
instrucción criminal les acuerdan, por el modo de prosecu- 
ción y forma del juicio, las garantías que ellos prescriben 
en favor de todos los tribunales inferiores acusados, en ra- 
sen de hechos cometidos en el ejercicio de funciones pura- 
mente judiciales (f). 

De otra suerte seria, si el jefe de la comunidad hubiese 
prevaricado en el ejercicio de las funciones que le son dele- 
gadas por el gobierno. Para proceder contra él seria preci- 
so pedir el permiso al Consejo de Estado ó esperar la lei 
qiie se nos ha prometido sobre responsabilidad de los ajen- 
tes secundarios de la administración pública (|). 

(*) Esta doctrina ha sido consagrada por dos resoluciones del Consejo 
de Estado del 4 del pluvioso, aHo 13, y 28 de Junio de 1806, y por tres sen^ 
teñólas de la Corte de Casación de 11 de Junio y 3 de Setiembre de 1807 
y 9 de Marzo de 1816.— (F.) 

(f) Así se juzgó por la Corte de Casación el 8 de Febrero de 1838. 

(1) Esta lei ha sido dada en 1789, y el art. 75 de la Constitución del 
Afio o? ae continúa aplioando.-^(F. ) 
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Respecto de Umí delitoa oonetádoa en. el ejeracio da las 
fimcioiies Bmic¿piilea, cret» que es neeeanno diatiiigiiir.los 
que eenpfometeH loe interefiea jen^onilea de la cominidad, 
de I«s TejaeieiMS j otroa aetoa surbitnurioe que no «taeíA m^ 
ne á loA mdividaos. 

Esta distíndoa parece resultar de la ki de 14 de Di- 
ciembre de 1T89 ; lei especial para los empleados mnñci* 
pales y que es la única directamente rdativa á su aometi- 
raieste á jwcio. Merece mudia ate»cioa ; ved aquí lea tér* 
niños : ^'^ Toilo dndadano em ajereieio podrá signar y pr^ 
sentar em&tra loe foncionarios municipales el d^iuneio de 
loe áflik>9 de la aámmtstrtieiou de que pretenda se bajan 
lieebo culpables; pero antes de presentar este denuncio á 
los tribunales, está obügacki á soneterio á la acbíáBislara^ 
cion á al IKrectorio del departamento^ quien despaes de con- 
suharae con la administracioiL del departaiamto ó de su di- 
reelerie^ renitirá el dennneio^ caso de haber higar^ á k» 
que deben conoew de éL Art. 61.*' 

HaK paeey delitos municipalea cuja repreaioA no puede 
pc di gee á los tribanatesy sino b^o el previo conseniimiento 
de la autoridad administrativa superior. Pero, cuáles son e»- 
tos delitos? Nadie puede desconocerlos. Estas primeraa pa- 
labras del articulo : "^^^ Tódik eiudmdaiko <m ejercicio fmád* de- 
minci€nry*' noa revelan el pensamiento del lejiskdor. 

Lee delítod qme á un ciudadano en ejercteio le es perno- 
tide denuncia, na pueden sor otros que aqueUoa que sn 
oftnder directamente á los individuo^ atacan los int»esea. 
de la comunidad: tales como la malvorsacñon de los fondos 
cemunales> los fraudes practicados en la cekbvaciQíi de ar- 
r^idami^Btoe de fundos ó ajuste para el reparo de edifícioe 
pébHco^ 

Ss sabio*, es natural no permitir sino á loe minsbvos de 
la comunidad inspeccionar con un ojo critice esta anerta da 
operaeionea Pera estender esta dipnamcion á todos loe ac- 
tos arbitrarioe que puedan cometer k» fímcicMiarioa muDicá- 
pales> á todaalas vejaciones que leepla^a ejecutar, ydecir 
que K»s ciudadanos en ejoreieía scm solo los Uamadoa á qjae* 
jarse*, seria la injusticia mas resaltante. Con efecto, todos 
los que á frdta de residencia 6.de fortuna, no tengan la cua- 
lidad dicha, como el blanco de todos los ultrajes y privados 
de la p r o tección legal, serian unoe v«NÍaderos üUÍm en su 
patria. Sin embargo, ellos no son menos franceses, eDos son 
tan hijos c<Mno los otros de la madre común. 

Solm todo, si pudiese quedar alguna duda acerca del 
verdad^o sentido del art. 61, completamente se desvanece- 
ria por la instrucción anexa á la lei de 14 de Itíciadbre y 



P01>«R MÜKlCl^Ali. íl 

áe(ñ*«to<la el misoiio dia ; iüstrctccion qne desenvolviendo el 
espíritu del artícelo 61, se ei^resa así: '*^ Cuando, un ciuda- 
dano en ejercicio an quejarse de cLgravió.» qibe le sean perso- 
nales quiera denunciar á los funcionarios municipales cómo 
culpables de delitos de administración, en este caso deberá 
someter el denunciopreviamente á la administración 6 al Di- 
rectorio del departamento, quien después de haberse verifica- 
do los hechos por el Directorio del distrito y tomado su pare- 
cer, remitirá la querella, si ha lugar, á'los juezes privativos* 

Si tal es el espíritu de la lei ; si es verdad que la autori- 
zación del Consejo (le ü^t^dp bo e« indispensable sino cuan- 
do se trata de delitos que comprometen los intereses jene- 
rales de' la comunidad, ¿ cuál debe ser la regla en las otras 
circunstancias ? 

Antes de responder á esta cuestión creo deber establecer 
lo que ya he dicho demasiado, que la lei de 14 de Diciejn- 
bre de 1789, es la sola que sea directamente relativa á los 
delitos cometidos en, el ejercicio del Poder mu^icipal, y que 
todas las que hablen del sometimiento á juicio de los admi- 
nistradores, no se apHcan sino, á loa ajentes de la adminis.- 
tracion pública. 

La enumeración de. esas leyea no es larga. Ellas se redu- 
cen á cinco : la 1* de 24 de Agosto de 1790, art. 13 : la 2* 
de 14 de Octubre de 1790 : la 3* un decreto de 9. pluvioso^ 
año 10: la 4^ otro decreto de 9 de Agosto de 1806:, la; 5?' 
en fin, el Código penal, art. 129. 

No se necesita otra cosa que dar una ojeada ^ estos dife- 
rentes testos para convencer que no son aplicables sino í5. 
los ajentes de la administración pública. 

No me refiero al art. 75 de la Constitución del ano 8" Co- 
mo la disposición de este artículo es orgánica y la preroga- 
tiva que conferia al Consejo de Estado hacia parte de sue^ 
atribuciones constitucionales, el artículo, el Consejo y la^ 
Constitución han debido esperimentar la misma suerte (*). 
A lo sumo, este artículo 75 no seria aplicable sino á los de- 
litos administrativos cometidos por los ajentes de la admi-r 
nistracion pública ; de la misma manera que las tres, leves^. 
y dos decretos que acábameos de recordar. 

Vuelvo á la cuestión que arriba me propuse, á saber : qu6 
regla es necesario seguir en él caso que el jefe de uni^ co- 
munidad hubiese atacado la libertad 6 seguridad de un in- 
dividuo. La respuesta no ea difícil. 

(*) La jnrkpmdvBds, segí» lo liemoe cU^^ko, 711 no admito que el art, 
75 de la Constitución del affo 8? esté derogado. Véase ki seaítaneía d»la 
Cort« d^ CA99<ciQn cft^ a8, de Noyiein))re d? l^lp 7 1a d3«0^H>^i| qü^ ^to lo- 
gar en la Cámara de los Pares en la sesión de 1d34. — (F.) 
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Pues que en este respecto y sobre este caso particular 
las leyes antiguas y nuevas guardan silencio, se evidencia 
que la sola regla por seguir debe ser la referencia al dere- 
cho común ; y por derecho común los tribunales están abier- 
tos indistintamente á todos los oprimidos. — (Nota 7- pel 

TBADÜCTOB.) 



(Prosecuoion del capitulo precedente.) 

JURISPRUDENCIA DEL CONflEJO DE ESTADO Y DE LA CORTE DE 
CASACIÓN CONCERNIENTE AL SOMETIMIENTO i JUICIO DE LOS 
FUNCIONARIOS MUNICIPALES. 

Se acaba de ver en el capitulo precedente, que yo no dis- 
tingo al jefe, de los otros miembros del Concejo municipal, 
y que reuniéndolos bajo la denominación colectiva de fun- 
cionarios municipales, profeso la opinión de que todos pue- 
den ser acusados ante los tribunales, sin la autorización del 
Consejo de Estado, tantas vezes cuantas atonten á la repu- 
tación 6 á la seguridad de un ciudadano, ya por actos de 
violencia, ya por espresiones injuriosas consignadas en sus 
deliberaciones. Una ordenanza real espedida recientemente 
y después 4e la primera edición de esta obra, adopta esta 
manera de ver, pero solo respecto de los miembros del Con- 
cejo municipal. Sin embargo, se ha dado ya con esto el pri- 
mer paso. En consecuencia, trascribiré esta ordenanza que 
es de Diciembre de 1822. Sus términos son: *^Luis &c. — 
Yista la carta de nuestro procurador jeneral cerca de la 
Corte real de Montpellier, quien trasmitiendo á nuestro 
guarda-sellos una deliberación del Concejo municipal de la 
comunidad de CassagnoUes departamento del Heraut, de 13 
de Setiembre último, la cual habia sido denunciada por el 
prefecto de este departamento como atentatoria al orden 
público é injuriosa á los diversos funcionarios públicos ; pi- 
de la autonzacion de acusar á un adjunto del jefe de Cassa* 
fnoUes y á los miembros del Concejo mimicipal signatarios 
e la supradicha deliberación: 
"Vista la esposicion hecha al Concejo municipal por el 
Sr. Controu, adjunto al jefe de CassagnoUes y la delibera- 
ción consiguiente: 
** Visto d artículo 75 de la lei de 22 frimario, año 8- : 
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*' Los decretos de 11 de Jimio y 9 de Agosto de 1806 : 
*' Considerando que los miembros de los Concejos muni- 
cipales no son ajentes del gobierno y quo por 4o tanto pue- 
den ser enjuiciados sin autorización previa: 
" Oido nuestro Consejo de Estado : ^ 
*' Hemos ordenado y ordenamos lo que sigue: 
" Art. 1° Nada hai que resolver sóbrela demanda de au- 
torización á fin de enjuiciar á los miembros del Concejo mu- 
nicipal de Cassagnolles, signatarios de la deliberación de 
13 de Setiembre último. 

" Art. 2° Nuestro procurador jeñeral cerca de la Corte 
real de Montpellier, está autorizado para juzgar al adjunto 
al jefe de CassagnoUes en razón de los hechos contenidos 
en su relación al Concejo municipal de allí, y en la delibe- 
ración que se siguió el 13 de Setiembre último (*)v" 

Esta ordenanza, establece como se ve, una diferencia mui 
notable entre el jefe y los miembros del Concejo municipal. 
En efecto, ella determina que estos pueden ser enjuiciados 
sin autorización previa ; pero con respecto al jefe, hace in- 
dispensable esta autorización^ Sobre qué motivos está fun- 
dada esta decisión ? La ordenanza lo dice: ^^Considerando 
que los miembros del Concejo municipal no son ajentes del 
gobierno/' 

Así el gobierno reconoce y proclama que el privilejio de 
no ser enjuiciado sino cuando concurre una orden del Con- 
sejo de Estado, es adherente, no al Poder municipal sino al 
adbninistrativo ; y que si esta prerogativa está acordada á 
los jefes, es únicamente porque se hallan investidos de fun- 
ciones correspondientes á los ramos de la pública adminis- 
tración. 

Pero si esta es una verdad, si esta garantía no se ha acor^ 
dado á los j^fes sino en razón de sus funciones administra- 
tivas, ¿se debe deducir como consecuencia, quo han de go^ 
zar también de ella para los delitos que puedan cometer en 
ejercicio de las funciones municipales ? ¿ El efecto puede te- 
ner mas ostensión que su causa? 
Haté todavía una observación* 
. Un individuo señalado de una manera poco honrosa en la 
deliberación de un cuerpo municipal, cree su reputación 

(*) El principio sobre el cual se basa la ordenanza de 2 de Setiembre de 
18^0, no puede suministrar duda, hoi dia, que los miembros de los Conce- 
jos municipales son electivos ; pero se debe observar qu« no es aplicable 
al miembro del Concejo municipal que llena las funciones de presidente 

?or delegación, en el caso previsto por el art. 14 de la lei de 18 de Julio de 
887 : este concejal está entonces revestido de las atribuciones del jefe & 
quien- reemplaza, y tiene derecho á las mismas garantías. — (F.) 

- 6 - 
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comprqjBedífii j i£iii»?e ana reparaeicm. £n á«i jimttk impa- 
i^^pyM?i»> ocurre amní tan lamente ai tribniuil de pofiína cor- 
recdoaal 7 al Consejo <le EáCatiu. £1 taábinud (HMidoui á 
lofi-mifimJbros del Concejo nuiniíápaiL £1 Confiejo de Esta- 
do^ mas induljente 6 msm ilnstnido, absuelve 9I jefe deda- 
raado an. Ingar la fornuicion de causa. Esto pncíie aecHite- 
eer. ^o obstante^ sL la deiiberacioa ineulpatia ao puede ser 
á la vea injnritísa é úxofisoiáva^ los^ ijue haa eoaünlNDdf> 4 
dia haa de ser ürnahnente enípables- 6 igualmente 
te». Uno de los dos trihnnale^ habrá tiomatido^ poe», 
iiijizsdcianeetesariiiinenre: j Lo «411» no et» menos tieplorable, 
la a ogpec ha recaerá sobre uno d ocro. E^ p<ir esta alta con- 
SBÚfetaciaiii^ por evitar et^ce escántialo jndiíJaL (\rie se ka «^ 
^do eft prbMÍpio qne on delito indivijüjüle por an aatu i a te^ 
la^ no poede siur s^miecido ni á la repretáon. ni aun á la eofr- 
siBca de dfii§ juriadictáone^ independientes^ emüqniem que 
el nÓBbffirow el domicilio ó la enalitLad'ie loe acsaadosL 
Seo» Wi?firn ázLte& tle esta or^ienaaza real j ana. pcsterkr- 
kte ¿ la ]priiBj»a eiiicioa de esta Jora. la Corte de Casa- 
aam. kabia jn^^ado de una miuiera también esplícita^ que 
tioa mímrifímn ássí Concejo mnnicipal <ie una conumidad po- 
áian ser sontetidoe A juicio :Hn previ;! aotorizacion, anqae 
cstoe dos fixnáonarioi} bnbiesen L^braiLo en sn carácter de 
— iiTripaIea> Pero esta sent^icia. semejante bajo eete rets- 
pacto á La (gdiefMimia reaL diiiere de elLa «& un posto mai 
BOtaMf La Gríhtnmnx^ reaiL aplicando á loe jefe^ Io$ regia- 

eoA á. inteses de la admiaistraci(>n pública j 
9m dispoeicionesv decide qne la antorizacicn 
del Cooficgo de Sstatio e» índispei^abLe para someter á j^ 
cío estoe fismcionarios aon por Io$ delitt^t^ «^ne puedan eome^ 
tcr en A ej^rdeio de tas fandones^ monicipakfiw La senten- 
cia, iaiteiTo^Bido iaa leyes dineecamenre t con especialidad 
iaa rsIatÍTaa á laa KKÚdpaíi'iadesv sot^iblenesce la de 14 
de DicMBtbre de 178^ sancioiíaiia por el Rei el ±i del m»- 
lao Bes, aaea for co nacciMBcbi qise e^ta aat«>rizacicm j» es 
indispensable^ cuantas vezes kaja obrado el jete no eosM» 
ájente de la administración sino en eafidad de fondonario 
— ícipitly 7 COMO laandaiario de los habitantes de sa eornt- 



Yed aqní las circunstancias en las cuales se proanndo 
esta sentencia. Dos miembros de nn Concejo monicipal qoe 
ludMatt di^Hiesto de los ñutos de on fand^ labrado por aa 
ptttieviar, pretendian qne no podian ser «jnidados sino 
en Txrtiid de ima antorizaeion del Consejo de Estado, por 
el doble motivo de que ellos habiaii oleado por orden did je* 
fe y en »n cualidad de íimci<marios municipales. Una sen- 
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teucia de la Corto real de Grenoble de 5 de Enero dé 1822 
habia rechazado esta escepcion y ordenada la contmuaeítfa * 
del procedimiento. Las partes ocorrieron al tribunal de Ca^ 
sacion y bu demanda fué también declarada sin lugar^porr 
sentencia de 23 de Mayo de 1822^ de lá cuaí son témtínors 
dispositivos los siguientes : 

^' La CortCy vistas las conclusiones de M. Freteáu dé Feny^ 
„ abogado jeneral. 

'' Sobre el primer medio fundado en que lofüí demanídanttéá 
,5 no han obrado, eH k>s hechos que se les imputa, sino' có-' 
„ mo miembros del Concejo municipal y á virtad de órde^ 
,, nes del jefe; que por consigmente no han podidoT ser jus- 
yf gados sino precedida la autorización del Consejo de Esta- 
,, do confWme al art. 75 del acta constitucional del 22 fri- 
,, mario, a&o 8?, y desestimando las reclamaciones que ellos 
,, habian hecho en este respecto, la Corté réai de (trénoUé 
,, ha violado las disposiciones Atí éste articulo f 

"Visto el citado artículo: 

"Visto también el art. 61 de la lei de 14 de Diciembre 
jj de 1789 relativo á la constitución de las municipalidades^ 
^, y la instrucción anexa á esta lei publicada con eilat 

" Atendiendo que el dicho art. 75 ha restrinjido su dis- 
„ posición á los ajentes del gobierno y á los hechos cométi- 
„ dos por ellos con este carácter; que no ha tenido por ob- 
„ jeto, en efecto, sino protejer y conservar el movimiento y 
„ fuerza de la acción administrativa, acordando la indepeni- 
„ dencia necesaria á aquellos á quienes el gobierno haya in- 
„ mediata 6 mediatamente encargado de su dirección ; qué 
„k>8 jefes (maires) están investidosde diversas funciones 
„ esenciáhnente diferentes en su naturaleza y su Oríjen ; que 
^, las unas son una rama de la adimnistracion pública, y que 
^) aquellos las desempeñan como delegados del gobietfio, del 
^, cual son en esta parte sus ajentes ; que c<m respecto á he- 
^ chos relativos á estas funciones, es evideiftemente aplica- 
9, ble el artículo 75 del acta constitucional del 22 frimario^ 



^, año 6* 



" Que las otras funciones estradas á la adiniídstraGieñ pu-^ 
^, bUca, le han sido atribuidas por leyes particular^ para la 
5,.{bnnaoion de los rejistros del estaido dvil y la participa-* 
„ clon de la policía Judicial ; que relativamente á loB d^tos 
ff que pae(!en cometer en el ejercicio de este segundo j^nero 
^ de funciones, deb^i observarse para su sometuniento á los 
f , tribunales civües 6 criminales, las misnoiafl reglas estable* 
^ cidas por las leyes que les han conferido dichas fdnciones; 
,, que I^ jefes, en fin, juntamente con el Concejo munici' 
„ pal supervijilan y administran los intereses de $Xk eomuni- 
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Gomo delegiftdo del gobierno, no puede ser sometido á iui- 
eio 8ip Autorización ^e\ Consejo de Estado. 

Como admimBtrador dé la comunidad^ no puede ser perse- 

Suido por delitos que versen contra los intereses jenerales 
e eUa, sino en las formas prescritas en la lei de 14 do Di- 
ciembre de 1789, 

En todos los otros casos está sometido al derecho común. 
Esta enumeración nos parece incompleta porque no toca 
una de las atribuciones mas importantes del jefe; queremos 
hablar del derecho de espedir resoluciones para ordenar las 
medidas locales sobre los objetos confiados por la lei á su 
▼ijilancia y autoridad. El jefe cuando usa de este derecho 
no es ájente del gobierno ; porque la lei de 14 de Diciembre 
de 1789, cuyos principios han sido consignados sobre este 
punto en la lei de 18 de Julio de 1837, declara esta atribu- 
ción propia del Poder municipal ; y M. Henrion de Pansey 
establece después en la part. 2-, cap. 1?, que la facultad de 
hacer, en los límites de cada municipalidad, los reglamen- 
tos que exija la conservacipn de la policía local, no es una 
concesión del poder público. No obra tampoco como admi- 
nistrador de la comunidad, en los términos del artículo 61 
de la lei de 14 de Diciembre de 1789, pues que no se trata en 
esta lei sino de los delitos de la administración (*). De aquí 
nace la cuestión de si un jefe pijede ser libremente someti- 
do á los tribunales, con respecto á las medidas de policía 
puramente municipal que él haya prescrito por sus decre- 
tos, y que algunas vezes haya hecho ejecutar al momento^ 
serun la urjencia. 

men qxte en rigor de principios el jefe no puede entonces 
ser considerado como ájente del gobierno, pensamos sin em- 
bargo que goza todavía del beneficio de la garantía creada 
por el articulo 75 de la Constitución del afio 8? En efecto, 
nunca es mas necesario rodear la autoridad de una protec- 
ción especial, que cuando es llamada á tomar 6 hacer ejecutar 
estas medidas de policía local que por su naturaleza misma 
suscitan gran número de malcontentos y animosidades : si 
el jefe pudiera ser juzgado ilimitadamente ante los tribuna- 
les por acusación de aquellos con cuyos hábitos 6 intereses 
choca, la policía municipal sufriría una parálisis y por todas 
partes vendría á ser impracticable. No dudamos que en la 
^ptencion del autpr de la Constitución del año 8?, las pala- 
bras ajenies del gobierno deben aplicarse á los jefes, aun 
cuando obraren á v|rtud del poder de poli<áa municipal. Hai 
á la verdad, nn vicio 4^ r6flapcion, pero se asplica mui bien 

(*) Véasfi \% ftdicioB %\ pftp. 8? de la 2? parte. 
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por el espíritu de la Constitución que tendia á centralizar la 
autoridad y á hacerla derivar de una fuente única* Nuestra 
interpretación ha sido adoptada por la Corte de Casación en 
una sentencia de 13 de Noviembre de 1809, cuyo testo in- 
sertamos porque estatuye sobre un hecho que á primera vis- 
ta parece ser el mismo del de la sentencia de 22 de Mayo de 
1828, pero del cual difiere sin embargo en un punto impor- 
tante. Efectivamente, se trataba en una y otra sentencia de 
un jefe que habia dado la orden de apoderarse de un terre- 
no, que un particular pretendia ser de su propiedad ; mas 
en la primera especie, aquel habia obrado como administra- 
dor de los bienes patrimoniales de la comunidad, la cual sos- 
tenia, que era suyo el terreno : en la segunda, en virtud del 
poder de la policía municipal derivado de la lei de 24 de 
Agosto de 1790, reprimiendo una usurpación hecha de un 
terreno público. De aquí, sin duda, la diferencia en la solu- 
ción. Ved aquí la copia de esta última determinación. 

^^El 9 de Agosto de 1809 la viuda Poinsard hace citar á 
Remy por pago de perjuicios que le ha causado en razón de 
haber segado la avena de que estaba sembrada una parte 
del terreno de su pertenencia. Delante del juez de paz com- 
parece el jefe de la comunidad, á cuyas órdenes no habia 
hecho Remy mas que obedecer ; sostiene que debia decla- 
rarse sin lugar la demanda de la viuda Poinsard atendien- 
do á que ella habia usurpado una parte del terreno público, 
y que él habia podido hacer cortar la avena en la patte de 
tierra usurpada^. Juicio que condena al jefe en dos francos 
de perjuicios interesados y á las costas. Providencia en el 
interés de la lei. Sentencia. 

"La Corte — sobre las conclusiones de M. Lecontous, sus- 
tituto; — ^visto el artículo 80 de la lei de 27 de ventoso, año. 
8? y el artículo 75 de la lei de 22 de frimario del mismo 
afio ; atendiendo que según los términos de estos dos artícu- 
los, no pueden ser juzgados los ajentes del comercio por ra- 
zón de hechos relativos á sus funciones sino en virtud de 
una decisión del Consejo de Estado, so pena de nulidad ; — 
que por el juicio de 12 de Agosto de 1809 el juez de paz 
del cantón de Saint Menehould ha condenado al Sr. Godart 
por un hecho relativo á sus funciones de jefe, sin que estu- 
viese aparejado de una decisión del Consejo de Estado que 
autorizase á perseguir al Sr. Godart por razón de este he- 
cho, anula fcc." 



—O— 
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OAVZTVIiO XZZ. 

DB LA PRECEDENCIA QUE LOS FUNCIONARIOS MUMICIPALES. DE- 
BEN TENER EN LAS CEREMONIAS FÚBLICAS.sa:¿ DEBEN PRECE- 
DER t LOS JUEZES ! 

Cuando loa funcionarioe de diferentes órdenes se reúnen 
en nn lugar con la cualidad de funcionarios j que se trata 
de asignar el rango que deben ocupar, no es al hombre que 
debe considerarse en ellos, sino la naturaleza, la ostensión 
y la importancia de sus funciones ; y la precedencia es de- 
bida al que esté investido de mas altas atribuciones, y que 
ejerza la mayor influencia. Perp bajo este respecto, qué di- 
ferencia entre el Poder municipal y los otros poderes ; por 
ejemplo, entre las cortes de justicia y las municipalidades ? 

Los cuerpos municipales no tienen acción sino dentro de 
los limites d^ sus comunidades respectivas. Las cortes ju- 
diciales obran sobre la masa entera de los ciudadanos. 

Las municipalidades no tienen sino ciertos puntos de con- 
tacto con el orden público ; y el orden público entero se 
halla bajo la salvaguardia de los tribunales. 

Encargados por las leyes de hacer gozar á los municipios 
las ventajas de una bu^i^a polioía, los cuerpos municipales 
^stán autorizados para formar reglamentos que son obliga- 
torios á todos los habitantes de la comunidad. Considerados 
bajo este punto de vista, es necesario confesar que ellos 
pertenecen á la clase de funcionarios públicos. Pero esto 
se reduce á, mantener en el recinto de las habitaciones, el 
ftseo, la salud, la segurid^^d y la tranquilidad. 

Cuanta importancia tienen por otra parte las funciones 
.judiciales, ^ * 

Órgano del Poder Lejislatlvo es la autoridad judicial quien 
le da vida y le pone en acción ; es ella la que haciendo pre- 
valecer los derechos del mas débil sobre las pretensiones del 
mas fuerte, asegura el reinado de la. lei y de la paz entre 
los ciudadanos ; es ella, en fin, quien orea la moral pública, 
reprimiendo las acciones viciosas y separando d^ la socie- 
dad & aquellos que han cometido las criminales. 

Su\ en^bargo, vemos los jefes preceder á los juezes en las 
ceremonias públicas : aun esto se ha establecido por un de- 
creto esp^cijal. 

¿ Se querria justificar este decreto por la circunstancia de 
que independiante de las funciones municipales, el jefe está 
investido de algunos ramos de la Administración públic|L? 
Jja postergación no seria menos chocante. 

La justicia y la Administración emanan igualmente del 
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Rei : k una y la otra están comprendidas en las ataribwcio- 
nes del Poder Ejecutivo ; mas, caracteres bien diferentes las 
distinguen. 

Hai dos especies de administraciones, la una jeneral, la 
otra particular ; una que delibera, otra que ejecuta. 

La primera que se llama la alta Administración, 6 en 
otros términos, el Q-obierno^ establece las relaciones esterio- 
res, supervijila y dirijo en el interior todos los movimientos 
del cuerpo político, provee á todas las necesidades jenerales 
de la sociedad, previene los atentados á la seguridad públi- 
ca, conserva la armonía entre los diferentes poderes y espi- 
de los reglamentos necesarios para la ejecución délas leyes. 
En un ffrado mui inferior á esta alta Administración figura 
la Admmistracion propiamente dicha, que dirijida por el go- 
bierno, es por muchos respectos á esta gran autoridad, lo 
que el Poder Ejecutivo al Lejislativo. 

Esta Administración cuya presencia se hace necesaria 
por todas partías, se cpnjpone de una multitud de ajantes di- 
seminados en todos los puntos. Cada uno de ellos ejerce en 
una ostensión circunscrita las funciones inas 6 menos im- 
portantes qu^ plazga al supreíao administrador conferirl^. 
Pero cualquiera que sea el higar que ocupen en la jerarquía 
administrativa, es un deber común á todos, someterse ciega- 
ínente á las órdenes del gobierno, Obligados á ejecutarlas 
9.1 instante en que las reciban oficialmente, les es prohibida 
toda deliberación. No es para querer sino principalmente 
para obrar que se hallan establecidos. Dóciles al impulso 
4ue se*es da, deben constantemente seguirlo; y si algunas 
vezes les es permitido tener una voluntad, es on dos casos 
solamente : cuando haya urjencia, ó que no se trate sino de 
^imples medidas de ejecución que el ministro no ha juzjga^ 
do á propósito indicar ; y aun en estas dos circunstancias, 
la decisión del administrador no es mas que provisoria, y 
no Ueg^ á ser definitiva sino con la autorización de la Admi- 
nistración superior. 

El majistrado se halla en una posición enteramente dis- 
tinta. El gobierno no tiene ninguna, acción sofcre él. Así 
como el gobierno, no ve en escala superior á él, otra autori- 
4ad que la de las leyes, ^Gncargado de aplicarlas, de suplir 
á su insuficiencia y de interpretar las que son oscuras, él 
mismo es una lei viva. No os como los administradores, un 
mandato ^ que ejecuta, sino una jurisdicción la que ejerce. 
En virtud de esta jurisdicción, manda á todos y no recibe 
i5rden de nadie. Por último, tal es. la importancia de la au- 
torid^ judicial,» qu^ la mayor parte de los publicistas la 
miran como uno de los grandes poderes de la socied^td 
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y la eolocaii sd lado del poder LejislatiTO y del Ejecutivo. 
T son loB hombres reyestidoB de este gran carácter á 
quienes vemos en las ceremonias públicas precedidos p<^r los 
adadnistoadores del segundo, tercero y aun del cuarto or- 
den. Yo no sé si me engaño ; pero me parece que de todas 
las inccmsecuencias de nuestras leyes nuevas, no hai una 
mas chocante. — (Nota 9? dsl tbabvctob.) 



ABZCZOir. 

Grbsmos que eldecreto del 24 messídor, año 12, solare las 
precedencias no merece los reproches que se le dirijen aquí. 
Efectivamente, este de<9reto divide las persmias que convo- 
ca á las ceremonias públicas en dos series : la una compren- 
de las altas dignidades y los ñmcionarios eminentes entre 
los cuales figuran los jefes de cueqpos : la otra es compuesta 
de cuerpos mismos y de funcionarios que no entran en p»- 
te de la primera serie. Admitida esta distinción, ¿ no es evi- 
dente que se debe colocar en la primera serie al jefe repre- 
sentante y presidíate del cuerpo municipal? Cierto, el 
rango que se le da no puede eseitar en nada la envidia, 
porque este es uno délos últimos; y el jefe que sucede 
en orden al presidente del tribunal de comercio, no pue- 
de tener debajo de él sino al comandante de armas y al pre- 
sidente del consistorio (de<9reto del 24 messidor, ano 12, arti^ 
culo 1.^) En la segunda serie, el cuerpo municipal se sitúa 
después de los miembros de los tribunales de primera ins- 
tancia. — ^Id. articulo 8.** 



COMO nCBCN INTITULAR su I.08 ACTOS DB LOS CUERPOS IVinf I- 

CIPALBS. 

Actos administrativos deberian titularse, como prove- 
nientes de administradores del patrimonio común. De la 
misma manera que el título de estos indica la cualidad del 
funcionarío, el de los otros defaioa hacer A»nocer la natura- 
leía del poder de que emana el acto. 
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Este es sin duda el pensamiento de los redactores de la 
Carta cónstitueional, cuando han dado la calificación de lei 
¿ las deliberaciones ád. cuerpo Legislativo, j la de ordenan- 
za y reglamento á los actos del Poder Ejecutivo. 

Pero si esto es cierto, si tales son nuestras formas ccmsti- 
tucionales para las grandes autoridades, ¿ no puede decirse 
que estas calificaciones quedan por el mismo hecho prohibi- 
das á los poderes secundarios ? A la verdad, la prohibición 
no es esplícita ; mas, seria necesario que lo ifuese ? Por otra 
parte, este punto estaba arreglado hacia largo tiempo. Mucho 
antes de la Carta, las leyes habian prohibido á los adminis- 
tradores de los departaonentos, de los distritos y de las co- 
munidades, dar á sus actos otra denominación que la de de- 
creto, parecer y deliberación. La lei de 19 de Julio de 1791 
especial para las municipalidades, determma en su articulo 
46 : •— '^ Que nin^n trilmnal de policía municipal ni ningún 
cuerpo municipal podrá, sin embargo, bajo el nombre y ti- 
tulo de deliberación, y salva la reforma si hubiere lugar por 
la Administración del departamento, dar resoluciones sobre 
los objetos que siguen &'V 

No obstante, se encuentran las palabras ordenanza y re- 
glamento en los protocolos de todas las prefecturas y muni- 
cipalidades, yjtodos los dias vemos ordenanzas de simple po- 
licía que no son otra cosa que actos del Poder municipal, fi- 
jadas al lado de las ordenanzas del Rei. 

(Nota lOt mbl tradüctok.) 



— ^ 



ADICIÓN. 

Según los términos del artículo 11 de la lei de 18 de Ju- 
lio de 1887 los actos del jefe se inldtiilan determinaciones, 
resoluciones. Puede emplearse también la palabra regla- 
mento, porque la lei reconoce resoluciones que están en for- 
ma de reglamento. Los Concejos municipales conforme á 
los términos del artículo 12 arreglan por medio de delibera- 
ciones, los objetos que este artículo enumera. Los actos de 
los prefectos son igualmente calificados de resoluciones y 
estas resoluciones pueden comprender reglamentos. En fin, 
el decreto de 12 thermidor, año 8.°, que determina las fun- 
ciones del prefecto de policía de París, dice: — Artículo 2.^ 
"El prefecto de policía podrá publicar de nuevo las leyes 
^ re^amentos de policía y espedir ordenanzas que tiendan 
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á asegurar sa ejecncion. " Aunque después de 1814 se haya 
adoptado la palabra ordenanza en el lenguaje del derecho 
público para espresar los actos del Bei, el prefecto de poli- 
cía del oena ha conservado, sin embargo, el uso de intítur 
lar sus actos ordenanzas de policía. 



OBJETOS SOBRB QUE VERSAN LAS ATRIBUCIONES PEÍ. PODER 

MUNICIPAL. 

Tenbmos la ventaja de que todo lo que vamos á decir es- 
tá sancionado por una lei que es quizá la mas sabia, la me- 
jor meditada de todas las que debemos á la asamblea cons- 
tituyente, es la lei de 14 y 28 de Diciembre de 1789. 

Según el testo de esta lei, las funciones propias del Po- 
der municipal, son: 

Administrar los bienes y rentas comunes de las ciudades, 
villas, (bourgB) parroquias y comunidades. 

Arreglar y pagar los gastos locales que deban serlo de 
los foncbs comunes. 

Dirijir y hacer ejecutar los trabajos públicos que sean del 
cargo de la comunidad^ 

Administrar los establecimientos que pertenezcan al co- 
mún, que son sost^iidos con sus fondos 6 particularmente 
destinados al uso de los ciudadanos de que se compone. 

Entran igualmente en las atribuciones de los cuerpos mu- 
nicipales deliberar: 

Sobre la adquisición 6 enajenación de inmuebles. 

Sobre impuestos estraordinarios para gastos locales. 

Sobre empréstitos. 

Sobre obras que deban emprenderse. 

Sobre empleo del precio de las ventas, reembolsos y re- 
caudaciones. 

Sobre los procesos que haya que instaurar. 

Sobre los que deban sostenerse. 

Es ademas un derecho y un deber para todos los funcio- 
narios municipales hacer gozar á los habitantes de sus co- 
munidades las ventajas de una buena policía, especialmen- 
te el aseo, salud, seguridad y tranquilidad en las calles, lu- 
gares y edificios públicos. 

Se observa de esta nomenclatura de objetos confiados á 
la vijilancia y autoridad de los funcionarios municipales, 
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qi»e estos no pueden ser simples ajentes de un» Administra- 
Clon superior y que para llenar las funciones que les son 
propias, deben necesariamente tener á la vez el poder de 
deliberar y al de ejecutar su deliberación. Pero como ejer- 
cerán ellos esta doble prerogativa ? ¿ Todos se reunirán con- 
juntamente para deliberar y para obrar, 6 el Poder Ejecu- 
tivo será confiado esclusivamente á uno de los miembros del 
cuerpo municipal ? Es lo que vamos á examinar en el ca* 
pítulo siguiente. — (Nota 11* del teaductob.) 



ikDICIOBr. 

La lei de 18 de Julio de 1837 sobre atribuciones muni- 
cipales ha conservado los principios de la asamblea consti- 
tuyente, principios que se han tomado de la naturaleza 
misma de la institución ; pero como fué sancionada después 
de 48 años de práctica, ha entrado en mas detalles y fijado 
de ima manera completa las atribuciones de los Concejos 
municipales y de sus presidentes. Haremos conocer á con- 
tinuación del capítulo XV el modo con que la nueva lei ha 
aplicado los principios jenerales y resuelto las mas minu- 
ciosas dificultades. 



LOS CUERPOS MUNICIPALES SE DIVIDEN EN PODER DELIBERAIV- 
TE Y EN PODER EJECUTIVO, — ESTE ÚLTIMO TOCA ESCLUSIVA- 
MENTE k LOS JEFES DE COMUNIDADES. 

Como la existencia de una mimicipalidad en un redil- 
to cualquiera, semejante á una especie de cimiento político, 
reúne sus habitantes en un solo cuerpo y forma de ellos un 
individuo moral ; al instante en que los funcionarios munici- 
pales quedan legalmente instalados, se constituyen los man- 
datarios de la comunidad, los depositarios y ajentes de la 
voluntad de sus conciudadanos ; y todos los derechos, todos 
los intereses comunes se concentran en sus personas. 

Para el ejercicio de estos derechos, para la Administra- 
ción del patrimonio común, es necesario desde un principio 
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La Ouria solo e^d encargada de todos los detaites de eje- 
ctícion y de los actos de simple réjimen. 

Únicamente se reúne el Concejo, cuando se trata de exa- 
minar y de recibir las cuentas de la jestion de la Curia ó 
comisión. 

El Concejo j la Curia se reúnen para tomar las otras 
deliberaciones relativas á las funciones del cuerpo municipal. 
En fin, el cuerpo municipal se forma en Concho jeneral 
de la comunidad por la agregación de un ci^to número de 
habitantes notables, tantas vezes cuantas lo juzga conre- 
niente ; é indispensablemente, cuando se trata de delibrar 
sobre ciertos objetos que la lei ha previsto. 

Yed aquí pues el derecho de deliberar distinginde del de 
ejecutar. Este está confiado á una comisión 6 Curia ^ue lo 
ejerce colectivamente. 

En el curso de los debates á los cuales di<$ lugar la C<»i8- 
titucion. de 1791, im orador habia propuesto reunir muchas 
comunidades en una sola municipalidad; proposición que 
aunque razonable, fué rechazada quizá porque lo erar 

Cuando en 1795 se sintió la necesidad de procurar un 
orden mejor de cosas bajo una nueva Constitución, repro- 
ducida la misma proposición fué acojida, j no hubo mas que 
un cuerpo municipal en cada circuito de los juzgados de paz. 
Estos cuerpos municipales eran compuestos db un presi- 
dente y de uñ número de ajentes igual al de las municipa- 
lidades del distrito. El nombramiento del Presidente se ha- 
cia por la asamblea primaria del cantón y el de los ajentes^ 
por sus comunidades respectivas. 

El Presidente j los ajentes reimídos en la cábezera del 
cantón ejercian el Poder municipal por medio de delibera^ 
cienes sancionadas á pluralidad absoluta de votos ; j luego 
. que cada ájente volvia á su comunidad, hacia ejecutar en 
ella, en calidad de ájente, las decisiones á que habia eoncur- 
rido como funcionario mtmicipal*. También entraba en sus 
atribuciones el hacer gozar á los habitantes de su lugar de 
una buena policía, es decir, de manteiler en las calles y en 
los lugares públicos, la limpieza, la salubridad, la seguridad^ 
la tranquilidad. * 

Estos deberes los tenia por el artículo 1° de la lei de 21 
fructidor, año 3- Los ajentes de las comunidades^ dice este 
artículo, ademas de los actos dque concurren en la munici- 
palidad del cantón^ ejercerán las funciones de policía en sus 
comunidades respectivas. Allí instruirán procesos verbales 
acerca de las contravenciones á las leyes de pcUe^ y hafán 
ejecutar los decretos espedidos por la Administración mu- 
nicipaL 
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^e reupirá este. CoíQcejo ddsb a&o el 15 del . plumoso y 
podrá quedax remudo quince dias* 

Podrá Bcr convocado estraordinso'iamente por orden del 
Prefecto. 

Se entenderá en las cuentas de recaudación y gastos mu- 
nicipales que será rendida por el j^e 6 su Prefecto, la cual 
objetará ó aprobará definitivamente. 

Arreglará la repartición de los forrajes, (alfenajj^) pas- 
tos, cosechas y frutos comunes, 

.Pistríbuírá los trabajos necesarios ^ la conservación, y 
reparos de las piropiedades que están á cargo da los Uabi* 

t^jites. . : . . ... 

.Deliberará sobre las necesidades partiqulares y locales de. 
la municipalidad spbre empréstitos, Bobi*fei arbitrios 6 coi^* 
tribu^ciones ordinarias y estraordinarÍ£i#: qii^es^an indispw-% 
sables pax a subvenir á sus necesidades ; sobre los prooesoa 
que convenga inti^ntar 6 sostener para el ejercicio y la cour 
servacion de los derechos comunes. 

En cuanto á esta última disposición que previene á los 
Concejos municipales deliberen sobre las causas que hayan 
de intentarse 6 sostenerse, observo que nada enuncia de 
nuevo ; que se la encuentra en muchas leyes anteriores, no- 
tablemente en las de 14 de Diciembre de 1789 y 29 vendi- 
miario, año 6° Esta última después de haber arreglado la 
manera con que deben seguirse los |)rocesos interesantes á 
las comunidades, e¿je también una deliberación previa^ 4e> 
la Administración municipal. Sus términos son: "Elde- 
„ recho de intentar 6 proseguir las acciones que interesan 
„ únicamente á las comunidades, eatá confiado á los sy^^tes 
„de las. mismas y en su falta á sus adjuntos.... Los %jeAt0A 
„ y sus fi(\juntos no podrán intentar ninguna acción a^t^ 
„las autoridades constituidas sin ser previamente autori;9ar 
,f dos por la Administratcion central del departs^nentp, oon 
„.CQft8ulta de la Administración municipal. " 

Lalei de 14 de Diciembre que q^iiere asi mismo^ que:lo» 
comunes deliberen sobre los procesos qué baya que intíe^^ai? 
y sosteftei! y que lo,exije de la manersii mas imperiosa, es aúi^ 
«fiable porque; sometei á. sus deUber aciones objetos qw sift 
siente no encontrar en la lei de 28 pluvioso, pero que ea 
J^e^egario preeuponerlos, pues quer son de la propia ni^tura- 
le^ia que Ipa que comprende en m enumeración. Estos, ploh 
jet^ son las adquisici<mes, los trabajos por emfnmioTf el 
empleo del precio de las ventas, &t Sobre tod<^ el testo . ^ 
la' lei es el siguiente. . - f 

"Art. 64. El Concejo jeneral de la comunidad seará ootti 
,>vocado cuantas ocasiones la municipalidad (hoi el jefe) lo 
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,rjsEg>K conveniente. Ella no podr&ménoH e^n^ étniVocÜrld 
,i cuindo s« trato de deliberAar : 

** Sobre adqnisidones ó enajenadones de inmuebles ; 

" Sobre impueatoa estraordínarioa para gastos localeS; 
" Sobre ompréetitos; 
"Sobre trajjajoa por emprender; 

" Sobre el empleo del precio de laa rentas, de reembolsoi 
6 reoaadaoiones; 

" Sobre proeasoe q^ie Imya que intentar 6 sostener. " 
Sin encargo, estas leyes presentaban algunos racíos que 
se llenaron por el decreto que ae va d leer ; & es del i tét' 
midor, aHo 10- 

Art. 2. Cada Concejo municipal formará y liquidará el 
estado del pasivo de la comunidad. 

Cada partida llevará la data en la cual se baya contraí- 
do la deuda. 

Art. 3. Cada Concejo indicará igualmente el estado del 
activo de la comunidad.-^— Dividirá el estado por capítulos. 
El primero comprenderá, los créditos con plazo 6 dia pre- 
fijos. 

El segundo laa rentas fijaa existentes. 
El tercero laa rentas variables (ó eventuales.) 
Art. 4. Los Concejos municipales determinarán el núme- 
ro de céntimo» que se percibirán adición almente en láá con- 
tribuciones para los gaatoa del año siguiente, en los limites 
establecidos por la leí. 

Art. 5. Loe Concejos municipales no podrán pedir ni 
obtener ningún impuesto estraorainarío pai'a los gastos or- 
dinarios de las comunidades, 

. Art. 6. Loa caminos trasversales e^ánácargo'delos mu- 
nicipios. 

Los Concejos municipales emitirán su voto sobre el modi» 
que juzguen mas conveniente para lograr au reparación. 
Propondrán A est,e intento la organización quo lea parezca 
deba ser preferida, para conseguirla con mas facilíd.id. 

Art. 7. Los Concejos municipales imlicarán -Ion miidios 
de acrecentar las rentas ordinarias de lü comunídaí: 1°, 
por la locación de las lonjas pertenecientes al fuiniin, y de 
las ferias y mercados: 2-, por el e8febl''-i'ii¡riii" ,\,- [..■sas 
ptíb^ieas: -3^, por «íbitnos sobre los a-' -■ ; ■i ¡'Ins 

al ajuste, al espendio ó á la jntroduccioi I ' ' <l : 

Art. 8; En ningún caso la fijación del pj:i-í" yv -ii|(Ik,-io ' 

de las comunidades podrá esceder ai moiiumii- ilí^inivuijios. 

Art. 9. Todos loa ciíiiíínit)» percibidos- nidn:^ Ihí iini ventos 

pertinentes á una comunidad, serán enijiieüilos escliisiva- 

monte en utilidad de ella con acuerdo de* ^iive.=pe¿'tivo Con- 
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qiie tres miembros presentes la reclamen. Se inscriben «Iift 
deliberaciones por orden cronolójico en un rejistro a&otade» 
y rubricado por el subprefecto; se signan 6 suscriben p6r to- 
dos los concurrentes á la sesión, 6 se hace mención de la 
causa que les impide firmar. Las sesiones na son públicaa; 
pero como las deliberaciones del Concejo interesan é, todos 
los ciudadanos, aquellos que están inscritos en el rol de 
contribuciones directas pueden intruií-se de ellas sin temor 
de ser despedidos. ' La publicación oficial de debates, no ten- 
drá lugar sino con la aprobación de la autoridad superior. 
{Leí de 21 de Marzo de 1831, aHículos 24 ^ 25 ; de 18 de 
Jum de .1837, artieulos_ 25, 27, 28 y 29.) 

Los Concejos municipales no tienen autoridad ni pueden 
deliberar válidamente sino en cuanto tratan de un negocio 
comprendido en sus atribuciones j son reunidos legalmen- 
te : toda deliberación acordada sin el concurso de estas dos 
condiciones, adolece de una nulidad radical que debe pro- 
nunciarse por el Prefecto en Concejo de prefectura. Hai, 
sin embargo, diferencia entre el caso en que el Concejo ha- 
j^<deliberado sin ser convocado j el en que habiendio sido 
convocada ha estatuido sobre una materia fuera de su com- 
petencia. En el primero, no se trata sino de li^ apreciación 
de un hecho y contra la decisión del Prefecto no cjtbie re- 
curso alguno ; en el segundo, se trata de la solución de una 
cuestión mas delicada, con cuyo motivo es mas factible el 
error ; en consecuencia, el Concejo puede ocurrir al Rei 
contra la determinación del Prefecto.— (i«¿ de 21 de Mar- 
zo de 1831, arn<ndos 28 y 29.) 

. El Rrí, á quien la Constitución concede el derecho da di- 
solver la Cáfnara de Diputados, puede con mayor razón di- 
solver un Concejo municipal. El Prefecto tiene el mismo 
derecho de suspenderlo provisoriamente^ cuando S0 pon^. en 
eorreapondencia con uno 6 muchos Concejos 6 que pubfe» 
proclamas 6 alocuciones á los ciudadanos. Luego que un 
Concejo mumcipal queda disuelto porque ha deliberado fue- 
ra de 8» reunión legal ó parque se ha puesto en corresp<>n- 
dencia, 6 publicado proclamas, los miembros participantes 
de los actos Urales pueden ser sometidos ajuicio ante. lo» 
tribunales conforme á las leyes penales vijentes. La orde- 
nanza de disolución fija la época de la reelección que debe 
tener tugar dentro de tres meses. Si el jefe ó los aci^unto^ 
cesan en sus funciones después de la reelección^ se reem- 
plazarán provisoriamente con ciudadanos eseojidos de la 
lista de electores de la comunidad- por el Rei 6 el I^efecta 
& »a nombre.— (i« de 21 de Marzo de 1831,-27, 29, 30.) 
La ki de 18 de Julio de. 1837 ha reasiosido las principáleB 
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irtribticiories de los Concejos mnmcipales en muchos artí- 
culos 'qne fottnaA el complemento natural é indispensable 
de las citas de M. Henrion de Pansey. Tales son los -artícn- 
los IT, 19, 21, 22, 28 y 24, de la lei dé 18 de JuUo de 1837 
que se pueden leer en el Apéndice. Véase también la nota 
del Cap. XVIII. 

— «©* — 



OJLVZTUliO XVIZ. 

DE LA LEI DE 15 DE MARZO DE ISlS, QUE PRECEPTÚA QUE 
CUANTAS VEZES SE TRATE DE DELIBERAR SOBRE IMPUESTOS 
BSTRAORDINARIOS, SE COMPONGA EL CONCEJO MUNICIPAL DE 
4JN NÚMERO DUPLO DEL DE SUS MIEMBROS POR LA AGREGA- 
CIÓN DE OTROS TANTOS PROPIETARIOS ELEJID08 ENTRE LOS 
QUE FAGAN MAYOR IMPUESTO EN LA COMUNIDAD. 

Véase el testo de la lei. 

"Art. 39. En el caso que agotándose las cinco céntimas 
adicionales impue^stas para los gastos de la comunidad, ten- 
ga necesidad esta de proveer á un gasto verdaderamente 
urj^ite, el jefe con la autorización del Prefecto convocará 
el Concejo municipal y los mas fuertes contribuyentes se- 
gún el rol, en número igual al de los miembros de este Coiit- 
cejo, para reconocer la urjencia del gasto, la insufícieBoia 
d^ los proventos municipales y de las cinco céntimas ordi- 
narias, con el fin de dictar la medida conveniente. 

" Art. 40. Cuando los mas fuertes contribuyentes estén 
ausentes, serán reemplazados en número igual con los que 
paguen mayor impuesto en proporción á los demaa. 

"Art. 41. El Concejo municipal, al cual se hayan agre- 
gado según los términos del articulo 39 los contribuyentes 
mas fuertes, votará sobre los céntimos estraordinarios pro- 
puestos. Caso que convengan en ello, se dirigirá el acuerdo 
al Prefecto, quien después de revestirlo con su autoriz«,cion, 
lo trasmitirá al Ministro Secretario de Estado del. Interior, 
para que sea definitivamente sancionado por una ordenanza 
delRei." 



ABXCXOUr. 

Es necesario agregar á esta lei el testo de los artículos 
40 y 42 de la lei de 18 de Julio de 1837 que modifican la 
de 16 de Mayo de 1818 ; ellos están concebidos asi. 
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''Art.42. En los comoaes, cuyas rentas sonioferícHreBde 
1.000.000 de francos, cuantas ocasiones se trate de contri- 
baciones estraordinarías 6 de empréstitos, ser^ llamados 
los individuos mas recargados según el rol de la comunidad, 
4 deliberar con el Concejo municipal en número igual al de 
los miembros en ejercicio. 

^^ Estos mas fuertes contribuyentes serán convocados in- 
dividualmente por el jefe, die:^ días antes al menos de la 
rexmion. 

^^ Guando estén ausentes aquellos, serán reemplazados c<hi 
los que paguen mas imposición en orden de la lista. 

^^Art. 40. Las deliberaciones de un Concejo municipal 
concernientes á una contribución estraordinaria, destinada 
á subvenir á los gastos obligatorios, no serán ejecutorias sino 
después de la aprobación del Prefecto, si se trata de una co- 
munidad con menos de 100.000 francos de proventos, y de una 
ordenanza del Rei, si de una comunidad de renta superior. 

^^En el oaso que la contribución estraordinaria tenga por 
objeto subvenir á otros gastos que no sean los obligatorios, no 
podrá quedar autoriza£k sino por una ordenanza del Reí, si 
se trata de una comunidad con menos de 1.000.000 de francos 
de renta y por una lei si fuere de la de una renta mayor." 

Esta medida (la de la incorporación de los mas fuertes 
eontribOTentes) era necesaria. Perteneciendo los miembros 
de los Concejos municipales á la clase de capitalistas por 
menor, al menos en gran número de comunidades, votaban 
sin examen cargas que no debían pesar sobre ellos sino de 
una manera insensible. 

Pero la aplicación de esta lei ha hecho nacer un sin nú- 
mero de dificultades : se encuentran resueltas en una circu- 
lar del Ministro de lo Interior dirijida á los prefectos con 
data de 18 de Julio de 1818. — He aqui el estracto. 

1^ La lei dice, que en caso de ausencia de* los mas recar- 
eados serán reemplazados por los que le siguen en orden. 
Cuál es en el espíritu de la lei el sentido de esta palabra au- 
9eneiaf ¿Se debe aplicar á todos los no domiciliados, 6 se 
debe reputar como presente aquel que se encuentre acciden- 
talmente en la comunidad y aquellos cuya habitación es tan 
vecina que su convocatoria no traiga retardo, á las operacio- 
nes del Concejo municipal? 

De estas dos alternativas, la instrucción ministerial adop- 
ta la segunda. La razón que da es fue entra en el espíritu 
de la lei hacer concurrir los domiciliados y los no residentes 
d Uts deliberaciones que los Concejos municipales tienen que 
tomar en materia de imposiciones locales»— QUotx 14 i>bl 

TBAPUOTOB), 
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AKOIOlf. 

La misma solución h& sido dada á asta dificultad por la 
circular del Ministerio del Interior de 21 de Abril de 1828« 
Haré observar aán (dijo el Ministerio) que al llamar la lei 
los mas fuertes contribuyentes^ no exije que ellos se hallen 
domiciliados en la comunidad ; basta que sean franceses 7 

3ue no se encuentren en estado de interdicción, sea de los 
erechos civiles, sea de los políticos. 
2? La presencia de las dos terceras partes (hoi día de la 
mayoría, artículo 25 de la lei de 21 de Maarzo de 1881) de 
los miembros del Concejo municipal es necesaria para la vá^ 
lides de siis deliberaciones. Suc^e lo mismo cuando se in* 
oorporan lo^. adjuntos? La afirmativa es indubitable. 

3* Qué hará el Concejo municipal si en el dia prefijado no 
se .presentan los adjuntos ? Convendrá diferir la delibera- 
ción, hacer una nueva convocatoria, y llamar los mas fiíeis 
tes contribuyentes entre los presentes de la comunidad* 
(Véase el artículo 42 de la lei de 18 de Julio de 183T.) 

— «O» — 

ADXCXOBr. 

El artículo 40, dice la circular de 21 de Abril de 1823^ 
dispone que cuando los contribuyentes mas fuertes estén au- 
sentes sean reemplazados por los que le sigan en orden de 
imposición ; se sigue de aquí, que la agregación es. personal 
y que no pueden ser representados por otros. Sin embar- 
go, hai representaciones que son de derecho, porque resul- 
tan de otros principios de la lejislacion, á los cuales esta no 
debe servir de obstáculo. Quiero hablar, 1-, de la mujer én 
potestad del marido que es siempre representada por este 
último: 2«, de los menores que lo son también por sus tuto- 
res, los sustitutos de estos 6 sus curadores: 8.^, en fin, de 
los establecimientos públicos regularmente constituidos, que 
deben ser así mismo representados por uno de sus adminis- 
tradores. 

4.^ Por quién debe formarse la lista de los mas fuertes 
contribuyentes? La instrucción ministerial responde que 
encargando la lei al jefe hacer la convocación, parece que 
á él también toca formar la Usta de las personan mas gra- 
vadas con impuesto de acuerdo con el perceptor de contri- 
buciones. 



56 POBBR MUNlt5IPAL. 

No obstante, la lista de los mas fuertes contribuyentes 
debe ser sometida por él á la aprobación del Prefecto, quien 
podrá, si hubiere lugar, mandar hacer á las listas las recti- 
fieaciones necesarias para la ejecución de la lei. 

ADXCXOir. 

La circular ministerial de 21 de Abril de 1823 arregla 
así este punto de ejecución : ^' El perceptor de cada comu- 
nidad debe dirijir cada afio inmediatamente después de la 
confección del rol de contribuciones, una lista de los treinta 
individuos que paguen mas impuesto, la cual certificada co- 
mo. Terdadera por el Director y visada por el Prefecto debe 
httcerse pública inmediatamente por carteles fijados en la 
cabecera de la jefetura, dé la justicia de paz, de la subpre- 
feelura y de la prefectura. " Hoi dia que el número de los 
miembros del Ooncejo municipal puede escéder de treinta^ 
(Véafie el artículo a? de la lei de 21 de Marzo de 1831). Es 
evidente que la lista de los mas fuertes contribuyentes debe 
contener al menos tantos nombres cuantos puede ser nece- 
sario llamar de contribuyentes. Seria también de desear que 
ella contuviese un esceso á fin de indicar los que deberían 
convocarse en caso de ausencia de los primeramente inscritos. 

5.° Cuando las imposiciones tienen por objeto los gastos 
prefijos por las leyes y por sentencias, 6 que son comunes 
á muchas municipalidades, importa que el jefe vele en que 
)9B motivos de la repulsa sean consignados exactamente *en 
la8 acta$. Estas deliberaciones serán remitidas por él á los 
snbprefectos quienes la trasmitirán á los prefectos para en- 
viarlas con sus informes respectivos al Ministro del Interior 
con el objeto de que pueda tomarse por el Gobierno la me- 
dida conveniente. 

6.° Las contribuciones destinadas á la conservación y i 
la reparación de los diques y á otras obras de artO' intere- 
santes á las comunidades de propietarios 6 habitantes ¿ de- 
ben ser acordadas en las formas prescritas por la lei de 16 
de Mayo último ? 

La circular resuelve : — Las reglas admitidas por la lei de 
16 de Mayo último en materia de impuestos oomuúaled no 
son de ninguna manera aplieables á las eontribuciones rela- 
tivas á los trabajos que hayan de hacerse para la conserva- 
ción y reparación de los diques ú otras obras de arte men- 
cionadas en el articulo 132 de la lei de 26 de Mareo de 
1817. Las disposiciones de este artículo no están deroga- 
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daa; se debe contrnuarobeervándolaá t»Hto para el gasto líé 
aquellos trabajos como para el détodoií los que se ejéowteíí 
en consecuencia de la lei de 14 ftoreal año 11", j 1& Sé^ 
tiembre de 1817. 

7.^ Es una regla en adnúnistracion que las préstaeíone# 
en servicios personales exigidas para 1^ reparación de l<is ca- 
minos trasversales, deben ser asentadas en eueftta corneo re- 
cibido y gastado por su valor estimativo en los estados^ d^ 
cuentas de las comunidades ; que deben acordarse de la mfe^ 
ma manera que las otras prestaciones locales (*) ; y que es- 
tán sometidas á las mismas reglas ; y en el caso^ de la auto- 
rización del Gobierno se ha interrogado si estas reglas de- 
ben aplicarse al rol de las prestaciones en servicio aproba* 
do por los prefectos para el año de 1818 en cjecumon de la 
circular de 7 de Noviembre último ; se h'a preguntado tam- 
bién si el precio representativo de dichas prestaciones podías 
adicionarse al estado colectivo de los im»puestos anuales re^ 
clamados por las comunidades y cuyo modelo estaba agre- 
gado á la instrucción de 18 de Setiembre de 1816¿ 

La respuesta es que los señores prefectos puedei^ ootó^ 
prender las prestaciones de materiales en el esta^do^cUyottioJ 
délo iba anexo á la circular de 18 de Setiembre de 1816,» 
aumentándole una columna distinta y particular quíe pudie* 
ra ser colocada antes de la suma total = de cargas y gfwtoS 
bajo el título de ^'Gastos de conservación y reparo de ios ca- 
minos,*' tiento en dinero como en objetos naturales. Ufe biieJ 
no sin embargo que ellos se penetren bien dequ^ no %e^á%f 
ben reputar cargan comunales sino los gastos de repafo j* 
conservación de los caminos que interesen al conjwiite 'd¿ 
kt comunidad y á la universalidad de los contribuiyefttes. ' - 



I « 



DE LA Subordinación de los cuerpos municipales: de sus 

DIFERENTES ACTOS: UNOS ESTÁN SOMETIDOS ALA AUTORIDAD 
DE LA ADMINISTRACIÓN SUPERIOR; Y SOBRE LOS O^ROS jNO 

TIENE MASQUE UN SIMPLE DERECHO DE VIGILANCIA. i 

^ . . . ^ • • 1 •" .i 

Lo hemos dicho ya muchas vezes : en nuestra organiza- 
ción actual, los funcionarios municipales y particularmente 

(*) Según los términos del artículo 2? de la lei de 21 de Mayo 4c>16M 
sobre caminos trasyersales, no se necesita del concurro de los mas fuertes 
contribuyentes para votar las prestaciones en servicio y céntimos especia- 
les oitimaríM Á que est&n afectos los caminos trastveisaleB!' esiaa cargas 
han venido á ser obligatorias para las comigaidades*— (F.) ' ■ s'> ' í 
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loB jefeB de oomusidad ejercen áoa especies de fimeioBes, 
1UIA8 de drden público, otras domésticas j privadas las pri- 
meras . que sen un ramo de la administración jeneral, les 
son conferidas por el Gobierno ; las segundas que no abra- 
san sino los intereses de la comunidad, derivan del Poder 
municipal. 

No es necesaria mucha reflexión para sentir que funcio- 
nes tan diferentes así por su objeto como por su oríjen no 
pueden estar sujetas á un mismo réjimen. Cuál debe pues 
ser la regla? 

. Las deliberaciones que toman los jefes y los cuerpos mu- 
nicipales en el circulo de las atribuciones que les son res- 
pectivamente delegadas por el Gobierno sin fuerza por sí 
mismas, no son obligatorias sino después que han recibido 
la sanción de la administración superior ; y aún ellas deben 
estarle sometidas antes que se dé un conocimiento oficial & 
los habitantes de la, comunidad. 

Otra cosa sucede cuando los funcionarios municipales 
obran en calidad de mandatarios de sus conciudadanos. Go- 
mo enténces sus funciones derivan del Poder municipal, es- 
te poder tiene una existencia que le es propia ; y no emana 
ni del Poder Lejislativo ni del Ejecutivo, no necesita ni de 
su autorización para deliberar, ni de su sanción para que 
sus resoluciones sean obligatorias ('*'). 

En consecuencia, cuantas vezes un cuerpo municipal esta- 
tuye en el circulo del interés de su comunidad y por la con- 
SMrviMsion de los derechos cuya custodia le ha sido encomen- 
dada, sus decisiones son órdenes y todos los habitantes de- 
berán ejecutarlas mientras que la deliberación no sea anu- 
lada p<»r el Prefecto ; lo que no puede hacer sino á reclama- 
ción de partes interesadas. 

Sin embargo esta regla recibe modificaciones. En el nú- 
mero de los acuerdos que pueden celebrar los funcionarios 
municipales, ciertos hai que aún en el circulo de sus funcio- 
nes no pueden ser ejecutados sino con la aprobación de la 
administración superior. 

Estas deliberaciones son las que tienen por objeto. 

Las adquisiciones 6 enajenaciones de inmuebles. 

Las imposiciones estraordinarias para gastos locales. 

Los empréstitos. 

Las obras por emprender. 

El empleo del precio de las ventas, de los reembolsos ó 
eobros. 



,í 



^) Véase en cuanto á los deoretos del jefe la adición i loe capítulos IV 
^ de la segunda parte.-^(F.) 
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LoB procesos que haya que intentar 6 sostener» (*) 

Las deliberaciones de los funcionarios municipales sobré 
estos diferentes objetos, no pueden ser cumplidas, como lo 
hemos dicho sin una autorización previa. Por largo tiempo 
han sido dadas estas autorizaciones, por la administración 
departamental. Ellas eran definitivas ; j los negocios se ter-' 
minaban en el lugar mismo sin incomodidad, lentitud y gastos* 

En el año 8* se efectuaron grandes cambiamientos. La 
Francia recibios una constitución ; se le di6 uñ nuevo jefe con 
la denominación de primer cónsul ; y fué restablecido el Con- 
sejo de Estado, abolido por la constitución de 1791. 

Cambió entonces todo de faz. Cómo entraba en las mi-' 
ras del primer cónsul concentrar todos los poderes en su 
persona y reunir en su mano todos los raemos, todos los re* 
sortes de la administración, bien pronto llegó á ser el Con- 
sejo de Estado regulador y juee de todos los negocios ad** 
ministrativos ; nada se hizo ya ni aún en las comunidades 
mas remotas sino por ól y bajo su dirección ; y el Gobiefno 
mui demóci^ático hasta entonces, marchó á países forzados 
hacia el despotismo. - 

Este orden de cosas que se mantuvo así hasta la restau- 
ración, fué modificado por una ordenanza real dé 8 de Agos-^ 
to de 1821 cuyas disposiciones son las siguientes. 

Art. 1.® Las deliberaciones de los Concejos municipales 
serán cumplidas con la sola aprobación de los prefectos 
cuando sean relativas á la administración de los Kehes de 
cualquiera naturaleza que pertenezcan á la comunidad, á lias 
construcciones, reparos, trabajos y otros objetos de interés 
comunal, y cuando los gastos para estos objetos deban ha- 
cerse por medio de los fondos propios de la comunidad ó 
por medio de impuestos destinados por la lei á los gastos 
ordinarios comunes. Los prefectos darán cuenta á nuestro 
Ministro Secretario del Interior, de los acuerdos que hayan 
aprobado. 

" Art. 2.^ Sin embargo, los presupuestos de las ciudades 
que tengan mas de cien mil francos de renta continuarán so- 
metidos á nuestra aprobación. . Las adquisiciones, enajena- 
ciones, cambios y contratos enfitéuticos continuarán igual- 
mente haciéndose conforme á las reglas establecidas en la 
actualidad. 

Art. 3.° Cuando los prefectos, después de haber tomado 
el parecer escrito y motivado del Concejo de Prefectura, 
juzguen que la deliberación no es relativa á los objetos de 
interés comunal, ó se estiende mas allá de este interés, la 

{*) Véase la adición al fin de este capittüo. 
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trasmigran á nuestro Ministro Secretario del Interior. 

Art» 4*^ J^as reparaciones, reconstrucciones y construc- 
cioA^es de buques pertenecientes á las comunidades, hospita- 
les y fábrica^, cuyos gastos se hayan de proveer, bien sea 
de las rentas ordinarias de las comunidades ó eatableoimien* 
tos, bien por medio de nuevos derechos, empréstitos, contri- 
buciones estraordinarias, enajenaciones 6 por cual<pnera 
oiYa via (|ue hubiésemos autorizado, podrán de hoi en ade- 
lante ser acuerdadas y ejecutadas con la simple aprobación 
del Prefecto* Pero cuando el gasto de los trabajos de cons- 
trucción 6 refacción por emprender escedan de veinte mil 
franoos, los planos y presupuestos deben ser sometidos á 
i^uestro Ministro Secretario del Interior. 

Axt" &^ La^ disposici(Mies de decretos y ordenanzas so- 
\me lai^dmimatracíon.de las comunidades, de los hospitales 
y fábricas que. Ao.queden derogadas por los artículos prein- 
sertos^' y notal>lemente las disposiciones de los áe<xetos de 
é. 4í^ Noviembre de 1805, (10 hrumario año 14) de .17 de 
Juáio^de IWS y de ni^tra ordenanza de 2& de Enero de 
1815 continuarán observándose. 

. . JijcU 6.^ La pí-esente ordenanza no es aplicable á nues- 
tra, buei^a cii^dad de Paris, respecto de la cual habrá un re* 
glamento especial* 

Bien se nota que esjba ordenanza deja algo qua desear; 
caüs^ satisfacción ver en ella que el Gobierno siente mui 
b^en lo .(J\ie le resta por hacer para dar al réjimen munici- 
pal • una organización constitucional.— (Nota 15 dbl tra- 

PVCTOR.) 



ABZCXOir. 

.La teoría desenvuelta por Mr. de Pansey en este capítu- 
lo, tíO ha ddo adoptada completamente por las C^márasi , 
■ Conforme á la lei dé 18 de Julio de 1847 las atribucíoneás 
]e^(jtua;lfeá de los Concejos munipipales pueden dividirse, en 
(Jüsítrb' clases. 
' ' Sfelibér aciones; 

Pareceres 6 dictámenes ; 

Registros' ;r . ' 

• Rfe'díltílaciohes y votos. 

'. Las defibeyaciones mismas se subdivlden según la impor- 
íánfeia de sú objeto ; unas que se espiden sobre materias que 
no salen de los límites de uoa simple administración, pro- 



dttcoa su e&istp i^idep^^QbdienteiQeutd da toda aut^nsacKmy 
pfTQ puedan ser anuladaa sin embargo por la autoridad $up 

Íierior, ya de oñcio, ya á rdelamacion de partas interesadas 
artícujios 17 y 18); las. otras que por su nMuraleza afectad 
gcavemente la fortuna comunal no lo.|a*o.ducendino despu^Q 
que recae la autorización (19 y 20). 

Lqs dictámenes dados por los C<»íiceJQS miinictpaleg en 
un gran número de casos previstos por las leyes, no son si- 
no a<qtos.de i;astruQcion destinados á ilustrar la administxurN 
cion superior' (21). , .. .. ^ 

.'■ X^as actas de rejistró de los Concejos nuuácipales veri^an 
sobrq las Quentas de. la administración de lo8^ jefes y sobr^ 
la^d^.los receptores, saljvo el^rreg^o de^finitiro de los e^áü^ 
(jjQfi d^cuent^r por el .Concejo, de Prefectiju;.a 6 la C<^te de 
cf^entas, según las, circunstancias (23, — 66^.) 
:J^os .Cqn.c^os.n)uiiicipaleS:Tetolaman con.tr a los continj^i^ 
tes asignados á ios munícipios.al repac^ii's^ los impuestos y> 
espresan, su voto sobre todos los obj^o^ de interés local (^^ 
y 24) ^ _ ' , :. 

Entre las deliberacjbones del Concejo municipal' son. «ge- 
CHtorias las que están enumeradas en el artículo 17 . de M 
lei, si d^tro de los treinta 4ias desde la datar de su recibo 
por el ffubprefecto, na las. ba anulado elPre£ectp,.ora de ^ 
cíq por la violación de una lei 6 de un. reglamento de admif^, 
nistracion pública, ora á instancia de una part^ interesa^afs^ 
et Pr^efecto puede también, cuando quieire tomarse el tifom- 
po.de delibrar, suspender bu ejecuciqn duriLute un-segundq 
pjazo de treinta dias (artícttlo 18.) . , . . . 

,j4es deliberaciones enumeradas en. el artículo 19 por 1^ 
importancia que tienen, no son ejeo«torias sino cuando. hajpL 
obtenido la aprobaron bien del Prefecto, del' Ministro 6 del 
Bei según las distinciones establecidas por .las leyes isobre^ 
lamateria (artí/oulo 20). Para elipodp dé lajreíbrma delo^ 
dftcr«tos yéase el jeapítido XX , / .'_ ; - , .,,- 
Ved aquí- el resumen d^ laj lejisjiaciw.^tjiml rejatixrffc í^;1ív 
ostensión de poderes de los Concejos municipales en cuanto 
á las diferentes materias sobro las cuales les compete deli- 
berar, 

, , AIXQÜISÍCJLQIÍBS X TIJÜÍ.0 G^TUITO, . .,. * 

! V 

. X^a, deliberación del Concho municipal q^ tienda ár 1% 
l^d^tacion; de.up. don 6 lega^p. e^^ ejecutoria' en. virtudcie 
^na resolución del Prefecto,, si l^ liberalidad co3asistó>en bitif, 
ifí\o^ moviliarios ^. en una suma de plata Quyo valor, z^ est 
ceda; de 3..(K)9' ir^axjQ9^? y ai no bai re(áaj{ia€Í9n departe di& 
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loe i»*eten(U6nteB á la 6UceBÍon. Es necesario una ordenanza 
del Reí en los demás casos* £1 jefe puede siempre, & títnio 
conservatorio, aceptar las donaciones ó legados en virtud de 
la delíbertEicion del Concejo municipal ; la autorisacion que 
interviene después, tiene su efecto desde la fecha de esta 
acotación. 

i^ deliberación sobre renuncia no es ejecutoria, cual- 
quiera que sea la naturaleza y el valor de las cosas dona» 
das sino en fuerea de una ordenanza del Rei. (Lei de 18 de 
Julio de 1887 artículo 48.) 

IjM adquÍ9Ícionés átttule onsre^jlasventaB óeambiotde 
mmuébleB^ la partición de Heneé inditisoéj se colocan en la 
misma linea, lias deliberaciones que tienen por objeto estos 
diferentes actos son ejecutorias después de la resolución del 
Prefecto en Concejo de Prefectura, cuando se trata de un 
valor que no esceda de 8.000 francos para las comunidades 
cuja renta baja de 100.000 y 20.000 para los otros. Si se 
trata de un valor superior es indispensable una ordenanxa 
del Rei. 

Gufmdo el acreedor de una comunidad tiene un^título eje* 
cativo, puede autorizarla á que venda, para pagarle, bienes 
muebles 6 inmuebles, fuera de los que sirven para usos pú- 
blicos: la autorización se da entonces por una ordenanza 
del Rei sin distinción de la naturaleza y valor de la cosa. 
(Lei de 18 de JuUo de 1837 artículo 46.) 

Otra escepcion al principio jeneral ha sido establecida 
por el articulo 16 de la lei de 21 de Mayo de 18815, que de- 
termina que los trabajos de apertura y composición de ca^ 
minos trasversales sean autorizados por el Prefecto; de don- 
de resulta que la resolución del Prefecto, basta para autori- 
zar las adquisiciones y aun la espropiacion de terrenos ne- 
cesarios para la apertura y enderezamiento de estos cami- 
nos, por mayor suma á que ascienda el precio de estos terre- 
nos. (Lei de 21 de Mayo de 1836 artículo 16 é instrucción 
ministerial de 24 de Junio de 1836.) 

BI1SN8S OOMUNALKS. 

Las deliberaciones relativas al modo de administrarse los 
bienes comunales, á las condiciones de arrendamiento de tier- 
ras 6 de casas cuya duración no esceda de diez y ocho años pa- 
ra los bienes rurales y de nueve para los demás, lo mismo ^ue 
al goce y repartición de pastos y frutos comunes, á escepcion 
de los bosques, á las condiciones que hayan de imponerse á 
las partes contratantes, al arreglo de los derechos sobre mon- 
tes según las leyes silvestres son ejecutorias si dentro de los 
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tréiittfidifts de SU recepción por el snb^refeeto, ñolásba ttutt*- 
lado el Prefecto 6 no ha suspendido su eumplimíento. (Lei 
de 18 der Juliode 1887, «urtículo 17 y 18.) i 

La» deliberaciones referentes á los arrendamientos <i[i»» 
esceden de diez j ocho años psura los bienei^'nwiles y nueve 
p^aloaobosbienes, nos. eín ejecutorías sino ávirtud de una 
ordenanza del Reí. . ■ ^ .■ ■ 

En ñn^! cualquiera qm sea el término del arrendamiento/ 
el acto que haya tenido Itigar por ante el jefe, no es ejecutOi* 
ría sino después de la aprobación del Prefecto. (ídem, artí* 
culo 17 y ordenanza de 7 de Octubre de 1818.) 

„ TRABAJOS. ...... 

Los proyectos y presupuestos para nuevas construcciones 
6 reconstrucciones están sometidos & la aprobación del Pre-» 
fecto cuafudo el gasto es inferior á treinta mil francos y á la 
del, Ministro cuando ella es superior á esta suma. (Lei de 
18 de Julio de 1837 artículo 45.) Según la ordenanza de 8 
de Agosto de 1821 la autorización del Prefecto no llegaba 
sino á 20.000 francos. 

Los planos y presupuesto no son necesarios cuando se tra- 
ta de reparaciones locales 6 de construcciones y reparado- 
nes urjentes cuyo gasto no esceda de 150 francos. .(Ij[istrw2* 
cion ministerial de 13 vetidimiario^ año 13.) 

. Cuando los trabajos de reparación no esceden de SOOr fran^ 
eos, pueden ser ordenados y. ejecutados sin que sea necesa-r 
ria la previa aprobación del Prefecto. (Decreto de 1.^ de 
Noviembre de 1805 recordado en una instrucción ministe- 
rial de 10 de Noviembre de 1821.) 

Los trabajos de apertura y dirección ^e caminos trasver- 
sales son autorizados por una resolución del Prefecto, cual- 
quiera que sea su montámiento. (Lei de 21 de Mayo de 1886, 
artículo 16.) 

HSKOABOS. 

En tesis jeneral, los mercadps comunes se celebran ppr 
remates (licitación) y por adjudicación sometida á la apro- 
bación del Prefecto. (Ordenanza de 14 de Noviembre y 12 
de Diciembre de 1837, artículo 10.) 

Sin embargo, pueden contratarse sin el requisito de'licita- 
tSon^ salvo la aprobación del Prefecto, los trabajos" y provi- 
siones que no esrcedán de 8.000 francos. '■.■>■•■ 

Puede contratarse así mismo, cualquiera qne^'séa' líi sútíia 
á que monten, los trabajos y provisiones, pelro con la apró- 

■ ' ■ • T ' • 
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bacion del Minktvo del lAterior : 1?, sobre ebjetos euja. fa- 
bvieacion es esalnfliTaiBeiite atribuida á los portadores de 
príyilejio de inyencioB 6 importación: 2^, sobre objetos aoe 
esfl^sÍTaiiiaate se hallen en poder de una sola persona: o?, 
sobre obras y ofaietOB de artes j de preeision cuya ejecn- 
áon no deba confiarse sino ¿ artístas esperímentados: 4?, 
sobre esportaciones, fábricas 6 provisiones que se hagan 4 
título de ensayo: 5?, sobre m«teri« ó jéneros que en ra- 
zon de su naturaleza particular y de la especialidad del em* 
pleo á que. son destinados, deban ser comprados y elejidoa 
en los lugares de su producción 6 entregados sin ningún in-* 
termediario por los productores mismos : 6°, sobre provi- 
siones 6 trabajos para los que no se hayan obtenido propo- 
siciones en la subasta, 6 respecto de los cuales se hayan he- 
cho proposiciones inadmisibles : 7^, sobre provisiones y tra- 
bajos que en los casos de urjencia absoluta 6 comprobada 
debidamente acaecida por circunstancias imprevistas, no 

Sodrian demorarse hasta hacerse por adjudicaciones. (Or- 
en de 14 de Noviembre y 12 de Kciembre.de 1837.) 

PBE8ÜPUX8TO. • 

SI presupuesto es presentado por el jefe, votado por el 
Oénce^ municipal y arreglado definitivamente p<Hr una re- 
solución del Prefecto en las ciudades cuya renta es inferior 
á cien mil francos, y por ordenanza del Bei en las de una 
i^al 6 superior á esta suma. (Lei de 18 de Julio de 1887, 
artículo 23.) 

0&1ÍDIT09 SUPIíElUllITARtafl. 

31 después ^1 arreglo del presupuesto,, se reconocen co- 
mo ne^sariaa ciertas erogaciones, se votan estos.gastos p^r 
el Concejo municipal y se autorizan por el Prefecto en las 
comunidades cuyo presupuesto le corresponde considerar, y 
por el Ministro en las otrasw Pero aún en estas últimas co- 
munidades, si los gastos son urjentes, pueden ser aproba- 
dos por el Prefecto solo. (84) 

GASTOS OBLIGATORIOS T P0TXSTATIT08. 

Aunque está llamado el Concejo municipal á votar el ^e- 
supuesto, no es dueño de disponer de los fondos como lo ju£* 
¿ue conveniente. Existen en efecto gastos que son obligar 
torios porque ellos afectan el Sstado á los intereses jen^ra- 
les, porqqe son esenciales á la conservacioD de la <!K>>nnii^ 
dad, porque tienen por objeto la ejecución de una lei, el 
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cüuiplímieiito de una. obligación páblk^ 6 privad». Si él 
Goi»$6Jo miinxeipal üo acoerdá loííi foi»io8 tieeesajrio» pora 
sabveidr & este, ó no rota siato sumas insnfióentes, es Ua* 
tnado de nuero á deliberar, y en caso de repulsa de su par* 
te, se inscribe el gasto en el presupuesto por u& decreto del 
Prefecto, dado en Concejo de Prefectura, para ks comani* 
dades cuya renta es inferior & cien mil francos ó por una 
ordenansa del Bei para las otras. 

En cuanto á los otros gastos que son calificados de potes*- 
tatiyos, es libre al Concejo municipal votarlos 6 no ; ellos 
no son establecidos de oficio y pueden solamente, cuando 
han sido votados, ser incluidos 6 rechazados por la autori- 
dad que arregla el presupuesto. (Lei de 18 de Julio de 1887, 
articulo 36 y 38; para conocer los gastos .obligatorios, véa- 
^e el artículo 30.) 

CUENTAS. 

Después de hecho el empleo de fondos, el jefe debe ren- 
dir una cuenta de Administración; esta cuenta sometida 
que sea á la deliberación del Concejó municipal éiá aproba- 
da definitivamente por el Prefecto eñ las comunidades cuyas 
rentas bajen de 100.000 francos y jpor el Ministro en láá 
otras. (ídem, artículo 28 y 60.) ' 

El receptor rinde anualmente una cuenta de caja que es 
discutida y determinada por el Concejo municipal y después 
^ revisada por el Concejo de Prefectura, con recurso á la Cor- 
te de cuentas en las comunidades cuyas rentas no esceden 
de 80.000 francos, y por la C6rte de cuentas directamente 
cuando se trata de las comunidades que renten mas de li 
suma antedicha. (Artículo 28 y 66.) 

TARIFAS T TASAS. 

£1 Concho municipal delibera sobre llis tarifas j los rs^ 
¿lamentos de p€Q*cepcion de rentas comunales; estas taxi* 
fas son aprobadas, las de alcabalas y peajes por una orde- 
nanza del Bei. (ídem, articulo 48 y ordenanza de 9 de Di- 
ciembre de 1814 artículo 85, 86 y 87 ; ) las de ferias y mer- 
cados por el Ministro del Interior ; las de otras tasas loca- 
les por el Prefecto. (Artículo 44.) 

CONTRIBUCIONES ESTRAORDINARIAS. 

Cuando las rentas de una comunidad son insuficientes pa- 
ra subvenir á los gastos obligatorios, puede votar el Conce- 
jo municipal una contribución estraordinaria en los limites 
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de un láásimiim ^j«clo cada a&o por la lei de finanza 6 en 
virtud de una lei especial, si la cuota de la contribución efi* 
cede este m&ximiun. (Véase para la agregación de los indivi- 
duos mas gravados el capítulo XYII.) No es ejecutoria la re* 
¿olucion sino en virtud de un decreto del Prefecto^ si setra* 
ta de una c(»Qunidad que rente menos de 100.000 francos, 
y de una ordenanza del Bei, si de una de renta superior. 
Guando la contribución tiene por objeto un gasto no oblig»* 
torio se necesita de orden del Bei para la primera clase de 
municipios y una lei para la segunda. (Articulo 40.) 

Los empréstitos votados por los Concejos municipales no 
pueden ser autorizados sino por una ordenanza real dada en . 
la forma de reglamentos de Administración pública respec- 
to de las comunidades que tengan menos de 100.000 fran- 
cos de renta, y por una lei si se trata de las de igual ó ma- 
{ror- No obstante, eiji caso de urjencia v en el intervalo de 
as sesiones, una orden real dada en la lorma de reglamento 
administrativo puede autorizar á las comunidades cuya ren* 
ta sea de 100,000 francos 6 mas, para que contraten un em- 
préstito igual á la cuarta parte de sus rentas. (Artículo 41« 
yéase capv XYII sobre agregación de los mas patentados.) 

ACCIONES. 

Ninguna acción puede intentarse ni sostenerse por una 
comunidad sin que sea dada una autorización por el Concejo 
de Prefectura. (Artículo 49 al 64.) 

Las transacciones consentidas por el Concejo municipal, 
necesitan para hacerse efectivas, de un decreto del Prefecto 
en Concejo de Prefectura, si se trata de objetos muebles de 
un valor inierior 4 3.000 francos, y de una ordenanza real 
W los demás casos. (Artículo 59.) 
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OAPXTOZíO xiac. 

SOBRE <IVE LOS FUNCIONARIOS MUNICIPALES PUEDEN ATACAR 
LOS INTERESES. INDIVIDUALES D£ DOS MAIfEEAS: POR I»£LL- 
BERACIONES Y POR ACTOS DE EJECUCIÓN Y aiHPLE.RSJIlfEN^ 
QLVE en los dos CASOS NO ES EL MISMO fiL MEDIO i^US DESH 
EMPLEARSE CONTRA ESTE ATAQUE. 

Los fimcionarios municipales pueden atacar los intereses 
indiridualea de dos maneras : por deliberaciones colectiicaB 
j por actos de ejecución y de simple réjimen,. tales ccxno 
contratos de arrendamiento, ajustes para /sonstruccioneSy 
reparaciones, &• La defensa es permitida igualmente en los 
do& casos; mas comeen el uno, debe lleyarse el redamo á 
la Administración superior, y en el otro, es á. los tribunales 
ordinarios á quienes compete decidir ; lo que. tenemos que 
esponer en este respecto^ formará la materia de dos capm* 
los diferentes.— (Véase la nota 16 del TRAnucroB.) 

oiLPinriaO Tocrn 

LOS PARTICULARES PERJUDICADOS POR. LAS DELIBERACIONES DE 
LOS CUERPOS MUNICIPALES, DEBEN INTENTAR SUS RECLAMOS 
ANTE LA ADMINISTRACIÓN SUPERIOR. ' 

Hemos estendido á las deliberaciones de las municipali- 
dades la regla que prohibe á los tribunales mezclarse en el 
conocimiento de los actos administratiros ; y esto debe ber 
así. En efecto, como lo observa juiciosamente Loisesíu (♦). 
'^ Las actas que celebran los rejidores, como son de Gobiear- 
no y no de justicia, deben ser espedidas sumariamente y en» 
forma militar, sin que haya necesidad de prolongarlas y dé 
guardar los procedimientos y formalidades de la jtrsticia <504i^ 
tenciosa : de lo que se sigue también qtte no debe haíber ape^ 
lacion propiamente de estos actos, porque ella no tienelu-*'. 
gar sino en lo de justicia contenciosa; pero es necesario jire- 
caYerse contra ellos por via de queja qué se puede entablait 
ante los superiores y principalmente aiité el Rei y su Conse^ 
jo; y en este caso si el Rei lo ordena, los rejidores deben 
venir á dar cuenta del negocio sobre qué virsa la qüéj^a**'' 



(*) De los funcionarios, lib. V, cap. VTI, núd?51. — (H. P.j 
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Por último, asi lo dispone la lei. £1 articulo 60 de la de 
14 de Diciembre de 1789 dice : " Si un ciudadano cree ser 
personalmente perjudicado por cualquier acto del Cuerpo 
municipal, podrá esponer sus motivos de queja á la Admi- 
nistraefon o al Directorio del Departamento, quien hardfus- 
láeiu, previo el parecer de la Administración ael distrito que 
está encargado de la verificación de los hedios. '' 

Quizá no es inútil llamar un momento la atención sobre 
la difersneía que existe entre este artículo j el 61 de la mis- 
Bia lei. Segna los términos de este último, si la Administra- 
eíott superior juzga fundada la queja, debe remitirla á los 
tribunales: ella no tiene el derecho de decidir. Por el ccm- 
trario, el artículo 60 la autoriza para determinar sobre losi 
redamos que se introduzcan ante si, después de haber veri- 
fieado los hechos y tomado el parecer de su Prefecto. 

£1 motíro de esta diferencia se percibe fácilmente. En el 
avtíovlo 60 el lejislador no previo sino el perjuicio que pue- 
den ocasionar á torcéroslas deliberacioiies de un cuerpo mu- 
nicipal ; perjuicio que puede ser reparado por una delibera- 
ción que anule la primera. El objeto del artículo 61 es de 
otra gravedad, se trata de los delitos 6 de los crímenes que 
no pueden ser juzgados ni castigados sino por cortes perió- 
dicas (d'Assises) 6 por tribunales de policía correccional. 

(VÍASE LA NOTA 16 I>EL TRADUCTOR.) 
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ADICIOIV. 

/ ■ • 

QsMQS dicho ya qfiQ la lei de 18 de Julio de 1837 distiA- 
gttia las deliberaciones de los Cuerpos municipales en dos 
ckaes: las de la, primera eran válidas cuando no habian si* 
4a i^nuladas en up lapso determinado ; (lei de 18 de Julio de 
1887, art. 17 ; véase Jb nota del cap. XYI) y que la» de la 
aí9gQ¿d^ n^esitaban de una autorización superior. (La mis- 
ma íei, arts^ 17, 18, 19, 20 y 21 ; véase la nota del cap. XVI 

yxvm). 

Sala distinción ha dado lugar á uika ordenanza promul- 
gada ^n 1^ de Enero de 1839, que dispone : que cuantas ve^ 
sea )0S CoQcejoe municipales hayan espedido unii delibera- 
atoa de la j^ñinera especie, antes de someterla á su Prefec- 
to, adviertan á los habitantes por medio de carteles y publi-. 
caciones acostumbradas en la comunidad, que pueden pre- 
sentarse á la casa de} Concejo para que se impongan de ella 
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confirme al.art, 2¿ de la lei de 21 de Marzo de 1681. — ^El 
oaapUmieikto de esta formalidad ae comprueba eoa un o^r- 
tifieato del jefe, el oual se agrega á la deliberaokm trasmUt- 
da á BU Prefecto. 

La ordenanza de 1? de Enero de 1S39 se contrae á solo 
las deliberaciones de la primera clase; en cuanto á las 
otras, como no son por si mismas válidas, los particulares 
que tienen interés en oponerse á ellas, pueden hacer cono- 
cer los motiyos de su oposición al subprefecto, al Prefecto, 
al Ministro 6 al Reí, según las circunstancias. Cuando la 
deliberación versa sobre una medida que por su naturaleza 
influye en los intereses privados, tal como una adquisición 
6 enajenación, el procedimiento administrativo exije una ia- 
f(Hrmacion de commodo aut in commodo (de utilidad 6 incoa- 
veniencia) en la cual á todos los interesados les es licito dar 
su parecer. 
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DB LOS ACTOS BK SJECUCION Y I>£ SIMPLE REJIMEN CELEBRA- 
DOS POR EL JEFE Y 8V8 ADJUNTOS. — LAS DIFICULTADES aVE 
]PUEDEN SUSCITARSE SOBRE LA APLICACIÓN É INTERPRETA- 
CIÓN DE ESTOS ACTOS DEBEN SER SOMETIDAS Á LOS TRIBU- 
NALES ORDINARIOd. — SENTENCIA DE LA CORTE DE CASACIÓN 
CONFORME Á ESTA REGLA T QUE DETERMINA ADEMAS: 1.*, 
QUE ELLA ES APLICABLE Á AQUELLOS ACTOS QUE SEAN RE- 
VESTIDOS DE LA APROBACIÓN DEL PRIKVECTO: 2.^ QUE ¿AS 
ftEMTAS PATRIMONIALES DE LAS COMUNIDADES NO DBEBN ASI- 
MILARSE Á LAS FISCALES 6 PÚBLICAS V NO PARTICIPAN HE 
SUS PRIVILEGIOS. 

Aquí se reproduce nuestra distinción entre los funcion^^- 
rios municipales deliberando colectivamente bajóla, pre^- 
dencia del jefe, y este mismo funcionario 6 sus adjuntos, 
obrando como encargados de todos los actos de ejecuqioA.y 
de simple réjimen, • . 

Se ha visto en ef capitulo precedente que las deliberacio- 
nes de los Cuerpos municipales, equiparadas á los actos 
emanados del poder administrativo, y por tc^í razón sustrsá- 
das de la jurisdicción ordinaria, no pueden ser anuladas, in- 
terpretadas 6 modificadas, sino por los cuerpos administra- 
tivos superiores. . , . ' 

Pero no hemos llegado á sentar que debe dispensársele 
el mismo favor á los actos de ejecución y de simple r^j^iji^^n 
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emanados de los jefes 6 snd adjuntos. Se ha comprendido 
bien que el contrato de arrendamiento de una propiedad co> 
mimal^ 6 nn ajnste para las reparaciones de la casa muni- 
cipal, no tenian nada que los hiciese salir de la clase de con- 
venciones privadas, pues que el jefe no había figurado en 
ellos con otro carácter que el de representante del cuerpo 
municipal, quien tampoco no es mas que el mandatario de 
los habitantes de la comunidad. 

En fin, y esto nos dispensa de una larga discusión, esta 
cuestión acaba de ser resuelta solemnemente por una sen- 
tencia de la Corte de Casación de 2 de Enero de 1817. 

Sentencia que deliberada con madurez y redactada con 
-precisión, arroja una gran luz sobre esta materia, y voi á 
insertarla tal cual está consignada en el boletín de senten- 
cias de la Corte de Casación. 

Por acta de adjudicación de 10 de Diciembre de 1814, 
hecha por uno de los adjuntos de la municipalidad de Rouen, 
Lecardé tomó á título de arrendamiento por seis años, que 
debian comenzar desde 1- de Enero de 1815, la percepción 
de los derechos de píntente en las tiendas de tela y algodón 
de la dicha ciudad. Se estipuló el precio anual por cuaren- 
ta y cinco mil francos. 

El precio de cada establecimiento de telas fué fijado por 
año á veinticuatro francos por cada metro de ' loñjitud y á 
doce francos por el de algodones. . 

Se prohibió á Lecardé percibir de los mercaderes coutri- 
. buciones mas fuertes, bajo la pena de ser considerado como 
cóncpsiouario y. de cometérsele á juicio ^jite las autorida- 
des publicas competentes. 1 , 

Se le jMPohibió exijir de los mereaderes nisguita suma 
por depósito en las tiendas ó portales de las mercancíaa que 
se dejasen en ellas de un mercado para otro. 

Se le impuso diversas obligaciones, especialmente : pri- 
mero, tener los portales abiertos los jueves y viernes de ca- 
da semana á horas prefijas : segundo, velar en que ningu- 
no, faera de los introductores, pudiese introducirse por la 
escalera secreta : tercero, dar ventilaeion á sus espensas, á 
los portales y sótanos de las escaleras, los "viernes por la no- 
che y jueves por la -mañana: cuarto, velar como.buetf pa- 
dre de familia éñ la conservadon de* las mercancíiis que se 
le dejasen en los portales de un mercado para otro, y pro- 
hibir la introducción de fuego y de mendigos, &'• 

Se* le encargó también de reembolsar al rematador sa- 
liente el valor estimativo de los bancos movibles y peque- 
ños almacenes que habiá hecho construir á*su costa para 
el servicio de las tiendas de algodón, salvo á Lecardé usar 
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dd misino deredio á su salida; y en conseenencia de esta 
olánsula Lecardé indemnizo á sus predecesores una suma 
de mil norecientos y pico de francos por este respecto, y 
«e hizo propietario de los dichos bancos movibles y alma* 
cenes. 

Por último, se dijo en el contrato, que cualquier merca- 
der que no tuviese lugar alquilado en las tiendas y quisiese 
vender en ellas al descubierto, pagaría al arrendatario el 
mismo precio determinado por cada metro de lonjitud, y 
que cuantas dificultades se pirésentasen en la interpretación 
6 cumplimiento de dicho arrendamiento, quedaban someti- 
das al jefe para decidirlas 'administrativamente; y sus de- 
<¿sioii«s se debian ejecutar, salvo el recurso de derecho que 
so renuüdaba. 

Este contrato fué aprobado por el Prefecto del departa- 
mento. 

Es necesario observar que antes de este último remate, 
los derechos de esposicion 6 de patente se percibian sobre 
eada pieza de tela á la salida del portal 6 de la tienda. 

Queriendo prevenir Lecardé á los mercaderes introduc- 
tores del cambiamiento en el modo de percepción, hizo im- 
primir y fijar, con aprobación del jfefe, carteles que indica- 
ban que desde 1- de Enero de 1815 se cobraría el impues- 
to agrazón de veinticuatro francos anuales por <;áda metro 
de lonjitud. 

P^irece- que los mercaderes foráneos que frecuentaban el 
mercado de Bouen deseaban que ae tomasen nuevas medi- 
das para no tener ninguna inquietud éobre la seguridad de 
la6 mercancíás^ que se veian obligados á dejar en la plaza, 
de- un mercado para el otro; en consecuencia, comprome- 
tieron á Lecardé para que hiciese alumbrar la tienda de te- 
las todas las noches del año y custodiarla en cada una por 
hombres armados; prometiéndole indemnizarle de estos 
nuevos gastos con el aumento de tarifas. 

Lecardé aceptó estas proposiciones hechas por mas de 
seiscientos fabricantes, con la mayor parte de los cuales es- 
tipulé alquiler bajo el pié de cuarenta francos por cada me- 
tro de lonjitud, después de haber calculado, segu'n decia él, 
•que la tasa de los nuevos gastos que se hábia visto obH¿ado 
á hacer, subia á cerca de diez y seis francos por cada lugar. 

Fueron ejecutadas recíprocamente estas convenciones 
durante algunos meses, pero en seguida muchos fkbrieantés 
apoy&ndose en las condiciones del arrendamiento celebrado 
por Lecardé, rehusaron el pago de su alquiler sobre el pié 
de cuarenta •Éralicos pibr nietro, cuando el arrendamiento de 
Lecardé lo fijaba á veinticuHtro'fríüicos' solimientie; 
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Leoardé demandó á los renuentes atite 1» jugláeui de pas, 
donde fueron condenados conforme & sus prophts estipula* 
clones: estos juicios, dice Lecardé, han sido ejecutados. 
Bien pronto después, veintiocho 6 treinta fabricantes, entre 
los cuales figuraban muchos de los condenados ya, ante el 
juez de paz, dirijieron al Procurador del Bei en el tribunal 
de Houen un memorial, por el cual, después de haber recor- 
dado las principales condiciones del contrato de arrenda- 
miento hecho por Lecardé, notablemente la fijación de pre- 
cio de cada puesto de un metro, á veinticuatro francos, en 
la lonja de telas, y á doce en la de algodones; y la condi- 
ción espresa de no subir los precios bajo la pena de conea- 
gion, denunciaron al referido Lecardé como que había abu- 
sado de su buena fé y empleado á la faz de ellos la sorpre^ 
sa y aún la violencia para hacerles suscribir alquileres á 
precios mas elevados que los fijados en su arrendamiento, 
y por consiguiente se habia hecho culpable de concusión 
por haber exijido de ellos precios escesivos. 

Precedida una instrucción preliminar, Lecardé fué pues- 
to á disposición del tribunal correccional de Bouen^ 

É) estableció su defensa sobre los hechos mencionados y 
aún sobre otros peculiares al mercado de algodones ; se apo- 
yó en las proposiciones que le fueron hechas por los mis- 
mos fabricantes, para mayor seguridad de sus mercancías, 
y eix las convenciones recíprocas que hablan sido la oonee- 
cuencia de estas proposiciones, pactos que sostuvo haber si- 
do celebrados con la mejor buena fé, libre y voluntaríannen- 
te por los contratantes. 

I>\jo que si se trataba de examinar y de jusgar si estns 
convenciones eran permitidas ó prohibidas por su ararenda^ 
miento, ó si ellas violaban ó no sus cláusulas y eo(ndiei<mes, 
no tocaba sino á la autoridad administrativa decidir estas 
cuestiones, porque ella sola era la competente, conforme á 
las leyes de la materia, para esplicar é interpretar, en. caso 
necesario, el arrendamiento que habia emanado de ella. 

Que si por el contrario estas convenciones eran estrañas 
al arrendamiento é independientes de sus cláusulas y Condi- 
ciones, las cuestiones que se derivasen entraban en el dere- 
cho común y debían ser juzgadas por los tribunales civiles. 

Bl tribunal correccional de Bouen no consideró fundftda 
esta defeo^ade Lecardé; pensó que, pues que él habla exi- 
jido sumas escedentes á los derechos que le eran debidos, y 
era de considerársele como delegado de la municipalidad db 
Bouen. para la percepción de estos derechos, le declaraba 
concusionario y le. condenó á una prisÍMi de dos afips, á 
una multa de des mil firancos y costas. 



: Esta sentencia fué confirmada por otra cuya nulidad sé 
pidió. 

Lecardé introdujo el recurso en la forma regular presen- 
tando los fundamentos siguientes: 

1? — Inoompetencia ratione materice porque tratándose de 
la interpretación de un arrendamiento emanado de la auto* 
rídad administrativa, los tribunales correccionales no po- 
dían conocer de ella. 

2^ — Violación de la autoridad de la cosa juzgada j del 
art. 1351 del Código civil. 

3-— Infracción de los artículos 1341 y siguientes del 
mismo Código. 

4- — ^Falaa aplicación del art. 174 del Código penal, por 
tres respectos : 1- , Lecardó no era funcionario perceptor de 
las rentas comunales ; él no hacia ningún recibo por cuen- 
ta de la ciudad de Rouen, no le rendia tampoco cuenta á 
ella, él era un simple arrendatario de los derechos de loi^a 
por cuarenta j cinco mil francos anuales ; los derechos que 
percibia le pertenecian como cosa suya: 2-, Lecardé ni era 
funcionario ni empleado público, no era tampoco su delega- 
do ó sustituto : 3", él no habia dado órdenes para percibir, 
ni ezijido ni percibido sino lo que se le debia, y no habia 
exijido tampoco mas de lo debido. 

El desarrollo de estos medios de defensa fué heoho en la- 
audiencia tanto por los memoriales del recurrente Como por 
su abogado, y la Corte dictó la resolución siguiente. 

Oido en la audiencia del 28 de Diciembre último, el infor- 
me de M. Charles consecro, las observaciones de M. LoiseaU 
abogado defensor de Lecardé, y en la audiencia de este dia 
las conclusiones de M. Ollívier consejero, por lejitimo im* 
pedimento de M. Giraud abogado jeneral. 

La Corte después de haber deliberado en la Cámara del 
Concejo sobre los tres primeros medios de nulidad propues- 
tos por Lecardé, declara : 

' Relativamente al primero, que está fundado en que trsn 
tándose de la interpretación de ua arrendamiento emanado 
de la autoridad administrariva, los tribunales correcoioqales 
no puaden conocer de él. 

Atendiendo que los portales son de propiedad comunal : 
que según los términos del art. 7-, lei de 11 de frimarioj 
aBo 7^, él precio de la locación de las pla9Uks:en los portiUes 
y mercados hacen parte de los ingresos comunales, ^anto 
como el del arrendamiento de los mismos bienes propia^ 
mente dichos ; que el contrato de arrendamiento celebiádb 
con Lecardé por el adjunto municipal de la ciudad de Eouen 
lobre derechos percibibles en provecho de .la comunidad^ de 



76 PODBR MUNICIPAL. 

los portales para yeñta de telas j algodones de esta ciadad, 
no ha sido ni ha podido ser otorgado sino en virtud del man* 
dato tácito é inherente á las funciones municipales, por la 
administración de bienes de la comunidad: que dicho acto 
no ha sido el ejercicio de una delegación hecha por el Go- 
bierno: que no se ha versado sobrfe un objeto que fuese en 
todo 6 parcialmente una dependencia del dominio público : 
que el funcionario municipal con quien* Lecardé ha contra- 
tado, no ha tenido en este acto el carácter de ájente del 
Gobierno sino el de ájente de la comunidad : que no ha si- 
do un acto administrativo sino privado, sometido por tanto 
á las reglas de todas las transacciones de los ciudadanos 
entre sí, y que entra en las reglas ordinarias de derecho 
por todo lo que concierna á su interpretación, efectos, es- 
tension y límites. 

Qtle si ha sido aprobado por el Prefecto, esta aprobación 
no cambia su naturaleza y no ha podido imprimirle la cua- 
lidad de acto administrativo; que dando esta aprobación, 
el Prefecto ha ejecutado un acto del poder público ; que él 
no ha obrado sino como tutor legal y necesario de todas las 
corporaciones políticas de su territorio. 

Que la G(Mrte real de Rouen ha debido ser la comipetente 
para pronunciar sobre la ostensión y los límites de los dere- 
chos conferidos á Lecardé por el acfb de arrendamiento y 
que no ha debido ocurrirse á la autoridad administrativa 
para que ella determinase sobre su sentido ó interpretación. 

Con respecto al segundo medio basado en la violación de 
la autoridad de la cosa juzgada y el art. 1351 del Código ci-^ 
vil, habiendo declarado la Corte real nul&s é ilícitas las con* 
venciones que habian sido reconocidas como válidas por di- 
ferentes juicios de la justicia de paz espedidas en último re- 
curso. 

Atendiendo que la sentencia de la Corte real de Rouen 
ha sido espedida á solicitud del ministerio público, que por 
consiguiente no ha habido identidad de partes ; que no la 
hai tampoco sobre el objeto de estas instancias ; que delan- 
te del juez de paz la demanda ha versado sobre el cumpli- 
miento de una convención escrita; que ante la Corte reitl 
el reclamo ha tenido por basa y por objeto la reprei9íion de 
hcfchos calificados de criminales. 

Por lo que hace al tercer medio fimdado sobre la viola- 
ción 4e los artículos 1841 y siguientes del Código civil por- 
que la Corte real de Rouen ha admitido la prueba testimo- 
nial contra el tenor de actas escritas. 

Atendiendo : que esta prueba no ha sido admitida contra, 
6 para desvirtuar el contenido de estas actas; que por el 
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coatrarío ellas han siclo reconocidaB como indisputables; 
que la admisión de dicha prueba se fijó sobre el hecho de su 
ejecución y sobre la acción criminal que podia resultar de 
aquí. 

La Corte declara sin lugar los tres puntos, pronunciando 
en segundo lugar sobre el cuarto medio estribado en la falsa 
aplicación del art. 174. del Código penal á los hechos veri* 
ficados. 

Visto el art. 410 del Código de instrucción criminal, se* 
gun el cual la Corte de Casación debe anular las sentenciad 
y juicios en último recurso cuando se ha aplicado mal la lei 
penal; visto también el art. 164 que está concebido así, &« 

Atendiendo que este artículo está colocado bajo el rubro 
de los delitos de concusión cometidos por los funcionarios 
p^bUcoSy que el orador del Gobierno en su esposicion al 
Cuerpo Lejislativo no ha hecho tampoco la^ aplicación de 
dicho artículo sino á los funcionarios públicos, y que si ha 
justificado las, disposiciones penales ha sido por la necesidad 
de ei^oner barraras á la avaricia licuando está unida al po- 
der ; que castigándose allí con la pena de reclusión á los 
funcionarios públicos concucáonarios, se eastiga también á 
sus comisionados ó delegados culpables del ipismo crimen, 
porque al cometerlos han obrado en virtud de la autoridad 
que estos foncipnarios han inferido; que limita el castiso 
Bolamente á una pena correccional, porque como ha dicho 
el orador del Gobierno, ellos no están investidos de, tan al- 
to carácter. 

Que si este artículo en su disposición enunciativa com- 
prenda todos los perceptores de derechos ó rentas públicas 
7 comunales, no as sino bajo el respecto de la calidad de 
funcionarios ó empleados públicos que pueden tener ; que 
en efecto no los mencionar en la serie de sus disposiciones 
penales : que estos percept|ores np pueden ser compírendidos 
en la dispqsi$¿pn jeneral que exi^e la cualidad de emplea^ 
dos públicos, y por consiguiente que el articulo no es apli- 
cable á ellos sino únicamente en el caso en que se les repu- 
te como tales. 

Y atendiendo que Lecardé no ha percibido nada como 
funcionario ó empleado público ; que no estaba investido 
de ningún carácter público ; que no ha percibido sino á títu- 
lo de arrendatario, los derechos de lonjas que pertenecen á la 
comunidad (de. fiouen; qxe este título no es sino partieubtr. 
Que él no ^^a ni el cíMnisionado ni el sustituto, de ningún 
funcionario ú oficial público ; que en su calidad de arren- 
4ataíria: fto ipericibia por» otro; que.fl reáealáaiytk por m ipro- 
pia cuentik y á su costa y riesgo^ 
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Que sí ¿1 hacia su percepción en yirtttd de un aitenda- 
miento celebrado entre él y el adjunto de la comunidad, en 
nada mudaba la calidad de la parte con la que habia con- 
tratado, la que le era peculiar según el contrato, á saber: 
la de arrendatario, escluida la de comisionado 6 sustituto. 

Que tratándose por otra parte, en este acto de una ren« 
ta comunal, el adjunto municipal no tenia en él sino la cua- 
lidad privada de mandatario j de ierente de la comunidad, 
y no el carácter público de funcionario 6 ájente del Go- 
bierno. 

Que por tanto si Lecardé ha exijido 6 recibido lo que no 
se le debiera 6 escedídose de lo que le era debido según el 
arrendamiento, no se ha hecho culpable de concusión, no 
ha eometido sino una simple exacción contra la cual puede 
reclamarse ante el tribunal competente, y qne condenán- 
dole á la pena correccional espresada en el susodicho art. 
164 del Código penal contra los comisionados y sustitutos 
de funcionarios 6 empleados públicos conveneiaos de con^ 
cusion, la Corte real de Bouen ha hecho una falsa apKca- 
eion de este artículo. 
' Según estos fundamentos la Corte revoca y anula 6fl 

Esta sentencia como se ve, declara: 1^, que los arrenda- 
mientos de bienes y rentas comunales en los cuales no está 
interesado el tesoro público por mas que se hallen revesti- 
dos de la aprobación del Prefecto, no soA sino actos priva- 
dos cuya interpretación, en caso de controversia, toca es- 
clusivamente á las autoridades judiciales : 2- , que los per- 
ceptores y arrendatarios de derechos y rentas comunales 
que no tienen la calidad de funcionario 6 empleado públieo, 
no están comprendidos en las disposiciones penales del art. 
174 del Código penal ; de donde se sigue que un simple ar- 
rendatario de los derechos comunales que se hiciese pagar 
mas de lo que le era debido, nopuede ser procesado ni cas^ 
tigado como conetísionarío. — (Nota 16 del traductor.) 



AlME» BX DSBBR DE LAS M17NIC|PiXlDABS«^« VELAR MN 
eONSXRVACION DE LOS BOSa^ES COMVÍTALES. 

Los deberes «(e la» munioipalidadesi rálatmoneiitfr $il ré- 
jimen de bosques, esták detaminados por los artículos 1? 






j 
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7 2% tit. 8? de la lei de 29 de Setiembre de 1791, mjeé 
ténmnoB son los siguientes : 

Art. 1- Los cuerpos administrativos y las municipalida- 
des quedan encargados en sus respectivos territorios y se- 
gún el drden de su institución de velar por la conservación 
de los montes 6 maderas, y de suministrar auxilio con fuer- 
an armada & este efecto cuando sean requeridos por los 
guarda-montes. 

Art. 2- Los funcionarios municipales asistirán, después 
que se les haga denuncio, á descubrir y apoderarse de las 
maderas del, delito, en los talleres, edificios y lugares adya-< 
centes á donde ellas hayan sido trasportadas; 
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El Código silvestre de 31 de Julio de 1887 dice : 
Art. 16l. ^ 2° £llos (los guarda-bosques) no: po- 
drán, %in embargo, introducirse en las casas, bosques, lu- 
Sares públicos y particulares adyacentes, sino ú presencia 
e un juez de paz 6 de su suplente, del jefe político éf de su 
adjunto 6 del comisario de policía. 

Axt. 162. Los funcionarios especificados en el artículo 

{)recedente no podrán rehusarse á $(Compafiar al punto á 
os guardas cuando lo exijan para sus pesquisas. Serán 
obligados ademas á firmar el proceso verbal de secuestro, 
6 de la indagación hecha en su presencia, y el guarda, en 
caso contrario, hará mención de esto en el proceso verbal> 

Art. 163. Los guardas arrestarán y conducirán delante 
del juez de paz ó del jefe político á todo desconocido que 
SDjrprendjan en fragante delito. 

Conforme á los términos del art. 165 el jefe 6 el adjun^ 
to de la comunidad de la residencia del guarda, 6 de aque-^ 
Ha. en que haya sido cometido y averiguado el delito, recibe 
á prevención con los juezes de paz y sus suplentes, la in- 

Ínisicion en procesos verbales instruidos por los guardas, 
/uando el proceso verbal no está escrito todo entero de 1a 
mano del guarda, el funcionario público que lo recibe debe 
darle previamente lectura, y hacer constar en seguida esta 
formalidad. 

Cor el art. 86 de la ordenanza de ejecución, fecha 1.^ é» 
Agosto: cb 1887^ losr Prefectos puteden pennitír, á ]propue^ 
ta de los conservadores, que el corte de m^dcOAé cuyo vaf- 
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láp QO esceda de quínieiitofi froncoB, sea adjudicado á la ca» 
bezera de cantón de una de las. comunidades vednas á los 
bosques sometidos á la jurisdicción de la municipalidad. 

Una ordenanza del 20 de Majo de 1837 estiende eeta 
i^scepcion á maderas derribadas por el viento, estraidas fdr- 
tivaan^nte de los bosques comunales, cualquiera que sea 9a 
valor, así como también á las cortadas por economía para; 
ser vendidas en detal y por lotes. 

En fin, según el art. 100 del Código silvestre (fbrastier) 
las ventas de los cortes de maderas tanto ordinarias coma 
e3traordiuarias pertenecientes á las comunidades sometidas 
al réjimen sobre bosques, se practican por medio de ajen- 
tes en las mismas formas que para las maderas del Estado 
y en presencia del Presidente del Concejo municipal ó un 
adjunto. — (Nota 17 del traductor.) 

— t©» — 

OJLPZTUIiO ZZZXZ. 

DE LAS FUNCIONES INCOMPATIBLES CON LAS MaNICIP^Lfi». 

Tenemos acerca de las incompatibilidades una lei especial 
fecha 24 vendimiario, año 3.^ Ved aquí las determinacio- 
nes relativas á los funcionarios municipales. 

" TÍTULO 1- — ^Art. V Los miembros del tribunal de anu- 
lación (cassasion), los juezes de los tribunales criminales del 
departamento, los acusadores públicos de estos tribunales 

?r sus sustitutos, los juezes de los tribunales del distrito, 
os comisarios nacionales, los juezes de los tribunales de 
pomercio, los juezes de paz y sus asesores, los-^miembroe úo 
los tribunales de paz y de conciliación, los escribanos de es- 
tos diversos establecimientos y tribunales, no podrán ser 
miembros de los directorios del depairtamento y del "distri- 
to^ funcionarios tnunicipales, presidentes, aj entes naciona- 
les p escribanos de estas diversas administraciones." 

."TÍTULO 2°^ — ^Art. 1- Ningún ciudadano podrá ejercer 
ni escurrir al ejercicio de una autoridad encaa'gada de la 
superyijilanCia mediata 6 inmediata de las funciones que 
ejerza con otro carácter distinto al municipal.'' 

"Art. 2? En consecuencia, los miembros de la adminis- 
tración del departamento y del distrito, los de las munici- 
palidades, los ajentes nacionales y los escribanos de una ú 
otra de estas, administraciones, no podrán acumular funcio- 
nes diversas á cualquiera de dichas administradones." — 
(Nota 19 del raADUcTOB.) 
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AIlZGIOir. 

El &rt 6? de la lei de, 21 de ]V(arzo de 1831, f«i«rx>^ee 
en su párrafo 1? (aunque restrínjiéodolas un poco) laa dkh 
posiciones de la lei de 24 y^ndiíaiario, año 3?, dispoeitioiQes 
fundadas sobre el principio de la separación de la autoridad 
judicial y de la administrativa : contíea» en los otroa seis 
párrafos otras nuevas causas de incompatibilidad. 

Art. 6.° No pueden ser jefes políticos (maires) ni ad- 
juntos : 

1.° Los miembros de las Cortes y tribunales de primera 
ini^tancia y de los juzgados de paz. 

2.° Los ministros dé cultos. * * ' 

3.*^ Los militares empleados en los ejércitos de tierra y 
mar en actual servicio 6 en dispoaicáoQ. da estarlo. . • .^ i 

4.^ Los ii^enieros de puent^y calzadas y 4ejEniiiMTen 
actual servicio, ,....., 

5.^ Los ajéntesy empleados de la admiiiífi^r$bcÍQn finan- 
ciera y de bosques. 

6.° Los funcionarios y empleados de los colejioe^ coipu- 
nales y los preceptores díe primeras letápws. *' ^ 

7.^ lios ajentes y comisiuriofir de policía. ** "" *'*"* 

Art. 7.° No obstante, l<ís juews'suplefitefr (fe tetf fifüt^ 
nales de primera instaüeSa 6 ios doplenteff cfe'^ldli^ese^' d« 
paz pueden ser jefe» polítícos^ó ídj«nlé§. • -^ r \ " . • " - " 

Los ajentes asalariados del jefe no pueden ser stts éfi^ktif^ 

Art. 8.^ Hai incompatibilidad entré !á^ ftettctenes del^ 
fe polílftco y adjunto, y el servicio die^ hi gaá)*éi^ BádidtiMr 

Las causas de incompatibilidad é int^apazidad en cnaiitd^ 
á las funciones de ntíembro del Concejo, que se apli<Jah.corf 
mayoría dé razón á las funciones del jefe y adjunto, estáit 
enunciadas en los artículos 18, 19, 20 y 21 de la líiisma lei."* 

Art. 18. Los prefectos, subprefectos, secretarios jene- 
rales y consejeros de prefectura, los ministros de ^itéiSsos- 
cultos que ejerzan su ministerio en la comunidad, los cózrta^ 
dores de rentas -comunales y todo ájente^ asalariado de lia 
comunidad, no pueden ser 'n|ie9it>xt>s de 'tes OüÉícejód inftx-' 

nicipales; ninguno puede á la vez ser miembro- 4e dos diéi 

estos. ....... .;.•..: •: •-. . •...< 

Art. 19. Cualquier miembro de un O^ne^jo^. infittSoi{tot^ 
que haya perdido los derechos civifes, 6 que* eét# erf sus>f 
pensó de ellos cesará de ser miembro dé ét y no'pbd^á^óéi^ 
reelejido sino cuando haya recobrado los derechos dp q\ie 
se vio privado. ''./."/' "-^ ^.-^ 
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Art. 20» Jft hm i im— iMiIiiíi d# fwnifflitait ahnag 6 magy 
ki0 pañcntes en grado de padre, hijo, hennaao 7 loa afines 
«a á dHMi#grado, no podrán ser al misino tiempo miembros 

Art. n. Todas las diapoBcíones cb ba leyes precedentes 
Épe eoneiflfnon ái incompaÉihffMadeg é nope^fimaitoa para 
Á ejsroíeioáe lae lltaeiones mnnicipdeff, quedan derogaídas. 



»■ LA ■üncva&iaas ns PMAmz av ▲jrrieuo aarAno: sir 
TÉi^m agvvajl: as as coaissra HinriciPAL : aax. pkefscto 

#■& 8BSA: OBI» PBXYBCTO OB POLICÍA : DE LOS DOCB IVUS- 
CimiABIOa COSOCiaOft con la OBNOHI» ación OB JBFB8. 

Las traBaa eafihan divididas an §emmíakj &uéxo eiadadas 
ao h era s aa qm fiírmah a n oteas taaataa repAMicaey gobgrnadaa 
pas SHpalaadaa dmdos par dei^ tarea á aineo afios. Cada 
BBS da aafeas ftpfihSaaa «sk tinwjuada cnil d[ pi»tbpe da wm 
eísdad pmcÍBaL Aaí aa énia> hi ciadaá da Laacre% de 

Ombío loa ffmmmm, dssftia ja da una parte del mmids 
■atoaJT as daainifrv á las Ciidiasy algunas de laa 
fapúUicaa «a c^bs eataba dividido eate bdlo paia 
aa soaetisron YB&Bitariamaite 6 ki^áeron poca reaístenoía, 
aero ha atrae se d^mdíeron ecm d^uisdo. La eiadad de 
]Paria (^) ae diatmgwBá «l eata IoAa hoaraaa^ j ly. foé su 
mwt aa cia » qss ain despass áe su derrota apareeiá toda- 
▼Uk triaibla al vaneeJbr, pssa que él earejó deberh. prirar 
da asa ma£oa ée faena j de proepeiidad, es decir, de sa 
g a t ía m e j da aaa m^ialrados. Derae oiÉáicaa esta eiadad 
as fila ñas qsa mi EaUdí» tribotaris» aoBaetído á loa eapñ- 
^oa da BA P^efiscts catviads pcnr d Senado Somano pars 




Sin embargo eesM eate Prefecto no podía ni yer, ni bs- 
anís t a d a » j qútá tamhisti por iadeauíiiar áe «Igúis ma- 
Mra 4 loa TSMÍdoa de la pá^da de sn libertad, se ereó en 
Pafia mí ceas es tsdas ka cindadea awayráladas mi ms- 

(* ) I> Biiiaiif iíii|i«l de cala wp6Mk% h» dim Paria, ae Ilamabs La- 
^Ma; íria «sbvBO ae dada la cndad de FÍriSy posase ¿ país eBoerrado 

ceaacido Ibija la dtaoBunaeiaa de Paríala. 
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Jistnul»^ pe|Nilar qae bigo d noitlMe de défetuer de la oto- 
dad administraba los bienes y Mantenía alK la policía. 

Los francos encontraron esta majistratnra establecida 
«n ]ma Cralias; pero no estahdo en annonía con su sistema 
jndicial no tardó ^i desaparecer y fué reemplazada en ea^ 
da Condado par nn tribunal compnesto del Conde 6 jefe 
politieo y de^iete asesores á los coates se daba el nombre 
de B^klores. 

Estos tribonales sostitoidoe á los defensores de las cioda- 
des se bailaron natorahnente inrestidos de todas sos atri- 
bociones, y por consiguiente al dwecho de joxgar las dif e- 
reofáaa entre los particolares, reonieron el de administrar 
loB bienes de las comonidades, de bacer reglamentos de po- 
£cia y el de castigar á los ]nfract<NPes. *. 

For esta fusión del Poder Monicipalen la aotoridad jodi> 
cial, des^)arecieron en las ciudades Prefectoriales hasta los 
étimos rastros del derecho que ellas babian gosado tan lar- 
go tiempo, de gobernarse por sí mismas. 

No obstante, quedaron algunos restijíos en la ciudad de 
París; mas no debió estas ventajas sino á su situacíen cer- 
ca de un rio, que por sus afluentes, le abría relaciones de 
ecmercio con la mayor parte del reino. 

Se ve por los antiguos monumentos que este comercio es- 
taba entre las manos de los habitantes mas notables, quie- 
nes formaron una sociedad rejida por una administración 
cayo jefe tenia el titulo de maítre de la marehandise de 
Veauj jefe de las mercancías de agua, y los miemln^os el de 
ciudadanos {paira burgeoü). 

Estos monumentos nos muestran todavía, que en la épo- ^ 
ca de la invasión de los francos, tenia ya dicha asociación 
toda la consistencia de un cuerpo político, que estaba en- 
cargado de formar y conservar todos los trabajos relativos 
i la navegación, tides como los puentes, los puertos, los* 
mu^es, los caminos de remolque para los buques; que se 
estendia su jurisdicción sobre todas las controversias rela- 
tivas & la navegación; en fin, que para el ejercicio de esta 
jurisdicción, tema un pretor que se llamaba el Locutorio de 
los ciudadanos. 

La naturaleza de estas funciones, los ligaba al Poder Mu-* 
nicipal. Sin embargo, como ellas tocaban al Señor de la 
Tnereaneía del agua^ cuando se hizo la supresión del defen- 
sor de la ciudad, no pasaron con las atribuciones de que le 
invistió el tribunal que sustituyó á aquel majistrado. Res- 
pecto de los otros ramos de la administración comunal, el 
Conde y sus asesores, sea por abandono ó por incapazidad, 
descuidaron de tal modo ocuparse de ellas, que todas, con 
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meeycitíSi de ln policio intarinr de la 
stYMMiite ni S^or de la meremoam del 
cíudiídsiMW' 

£ti el reinado de Bsd Lak, el j^ delm 
j líHs pfipefi ciudftdaiioB enm eonfiidendofi 
mo lo M>ii loB funcionarios mnniciqMdeB de la «sudad de 
riü, que tomaron las calificacianefi de preboBfett de loa 
Cüái^rtt' y de lop rejidoroB, y que le dio la d< 
Hot«il~de-Vllle (caaa de la ciudad) emóiunB 
el niimlire dv Locutorio de los ciudadaaiM. 

í'umo til jtde del tribunal ordinario tema también el 
lo df pi^ioHte, Parifi tuvo por aquel tienpD daB 
ujio encargado de la administración de justÍGia y el 
vestido del Poder Municipal. Y en cuanto á la peürís, A 

tirebüste de lotí mercaderes la ejercía sobre el xin, y d 
inste de IWis sobre todas la£ otras partes de la 

Huüia mediador del siglo XTII la poblaci«n dePj 
rreeulo taino t tan grande era su territorio, ^pe el 
ttmíeutr iiivil de Ohateiet sustituido si }H*eboBte de Fi 
enisiü|¡adk» u imaii dt* la distribución de la justicia y ddaaB- 
ttaániteuU) dr Is policía, se encontraba en mposíbilidad de 
UtOiiu* himultiineamente estas dos fionciones. En coaseeaett- 
váK pvtr un edicto del mes de Marzo de 16S7 a^regé Luis 
Xr\ un ruarte lugar-teniente á los tres del preboste de £a- 
rifc L]Ur t'xistian entonces, quien bi^o el noiobre de lagar-te- 
nkmte jeneral de la policía, quedó eaeargadodie la parte de 
la adxmaiatradon interior de ia dsdad. 

Este cargo fué conferido á Mr. de la Eeyñe. Paris le 
debe mucho y su nombre merece oons«!TanBe. 

Pero al salir de las manos del primer majistrado de Cha- 
telet la poli^áa no quedó menos adherida á e^e tribunal. 
Se había cambiado el funcionario, mas oonaerrándose las 
mismas funciones, conserraban ellas d carácter que tenían 
antes, y el majístrado que estaba encargado de estas atri- 
buciones, las ejercía bajo la aatoridad del Parlamento, quien 
á solicitud de los particulares 6 del procurad<H' jeneral, anu- 
laba 6 confirmaba estos actos. Y aun cuando se tratase de 
reformar los abusos consagrados por el tiempo, ó prohibidos 
por el ínteres de la mayoría, el Parlamento tomaba la ini- 
ciativa, y como se conocía muí bien, que no se desobede- 
cían impunemente sus deliberaciones, el orden se establecía 
sin el concurso del Gobierno, sin la intervención de la fuer- 
za pública. 

Finalmente, luego que movimientos sediciosos amenaza- 
ban la sociedad, y que la opinión pública estaba estravia- 
da, hasta el punto que el pueblo tuviera menos confianza en 
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el Gobierno que en estos majistrados, el Parlamento, reuni- 
das las Cámaras, celebraba sesiones que no eran de alta 
policía. 

A estas grandes j solemnes asambleas concorrian dipu- 
tados de la Cámara de cuentas, de la Corte de adjutores, 
de la de monedas, el preboste de mercaderes y el lugar-te- 
niente jeneraí de la policía. 

Tal era la organización de la policía. En cuanto á los 
otros ramos de la administración municipal, estaban confia- 
dos á un tribunal 6 Curia con sus concejales cuja reunión 
formaba lo que se llamaba entonces el cuerpo de la ciudad. 

La Curia era compuesta del preboste de los mercaderes, 
de cuatro rejidores, de un procurador del Rei j del de la 
ciudad. 

Ademas del conocimiento de los negocios municipales, te- 
nia la Curia el c<mocimiento de la policía del río. 

El cuerpo de la ciudad era compuesto de la Cuna, de 
veintiséis concejales que tenian el título de Consejeros del 
Bei, 7 de diez y seis Cuartenercs, de los que cada uno te- 
nia adscritos á sí en grado inferior, cuatro cincuenteneros 
y diez y seis diezmeros. 

La elección del preboste de mercaderes subordinada á la 
confirmación del Bei, tenia lugar cada dos afios. Los cua- 
tro rejidores eran renovados todos los afios por mitad. Uno 
era sacado alternativamente de la corporación de concejales 
y de la de cuarteneros ; el otro era escojido entre los seis 
cuerpos de mercaderes ; pero en los últimos tiempos se ha- 
bian separado* de esta regla nombrándose para la plaza de 
rejidores, abogados, médicos notarios ú otros ciudadanos no- 
tables. 

Los electores de la Curia de la ciudad eran los rejidores, 
los concejales, los cuarteneros en ejercicio y algunos ciuda- 
danos calificados notables por los mismos cuarteneros. 

Tal fué el réjimen interior de la ciudad de París bajo el 
doble respecto de la administración y de la policía, desde el 
establecimiento de la monarquía hasta la promulgación del 
decreto de 14 de Diciembre de 1789. 

Este decreto es notable, es el primero de la Asamblea 
constituyente en la carrera de las innovaciones. Por esta 
lei todas las municipalidades del reino faeron suprimidas, y 
' todas restablecidas sobre basas nuevas y un plan uniforme. 
Aunque la organización de la de París no fué al principio 
sino provisoria, su inmensa población exijia medidas espe- 
ciales. Ellas están consignadas en la lei de 21 de Mayo de 
1790. 

Según los términos de esta lei, la municipalidad de Pa-- 
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ris es compuesta de un presidente, de diez y seis ftdtninis- 
' tradores, de treiptf^ y dos oonc^ales, de novtota y seis no* 
tables y de un procurador de la comunidad. 

£1 preiúdente, Iob ailmii^i^tpadores, loe aonc^jales, los no- 
tables y el procurador de la comunidad son elejidos por los 
ciudadanos en ejercicio y no pueden ser destituidos sino por 
delito previamente juzgado. 

£1 presidente y los diez y seis administradores componen 
la Curia, los treii;ita y dos coneejales reunidos á la Curia 
forman el Concejo municipal. Se da la denominación de 
Consejo jeneral de la comunidad ála^ reunión del Concedo 
municipal y de los noventa y seis notables. 

Cuando se trata de deliberar acerca de objetos de una 
importancia mayor, la convocación del Consejo jeneral es 
indispensable. Sstas circunstancias se hallan indicadas por 
la lei con una precisión que no deja nada que desear. 

El trabajo de la Curia está dividido en cinco secoiones ; 1* el 
de abastos: 2^ el de policía: 3^ el de finanzas: 4* el de esta- 
blecimientos públicos ; y o'? el de trabajos del mismo jénero. 

Cada sección rinde cuenta de sus operaciones al Concejo 
municipal y el presidente las inspecciona todas. 

^Por último, la lei establece una fuer^ia militar, nombra- 
da., guardia nacional parisiense, cuya 4ireccion y mando atri- 
buye al Copcejo municipal. 

Por efecto de esta nueva organización la policia recon- 
centrada hasta entonces en la justicia, sale de sus manos y 
pasa á las atribuciones de la municipalidad. JEll presidente 
y la sección de la Curia, dicha de la policía, son los encar- 
amados de ella y la ejercen bigo la superintendencia del Con- 
cejo municipal. 

Esta lei ^a mui sabia ; tan felizes fueron los primeros 
ensayos. Pero hai en la vida de las naciones apocas desas- 
trosas en que los jérmenes de la muerte de que ninguna es- 
tá exenta, se desenvuelven oon un estruendo espantoso, y 
entonces, qué pueden las mejores leyes? 

Estos tiempos calamitosos llegaron para la Francia,^ y 
tantos fueron los éscesos á los cuales se entrega la munici- 
palidad de París que se juzgó su existencia incompatible 
con un gobierno regular. Se la suprimió* 

Por esta supresión se encontró solo la comunidad de la 
capital del reino privada de los beneficios del réjimen mu- 
nicipal. Los ciudadanos podían irritarse contra esta medi- 
da. Se recurrió á un proceder que rara vez deja de hacer 
ilusión á la multitud, y desapareciendo las cosas se conser- 
varon las denominaciones, y París continuó en tener jefes 
y un Concejo municipí^l. 
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En este orden nu^vo de cqbsí» iParifi qu0d<^ tÜTÍiiMi m 
doce distritos. En cada uno de estos, el Bei nomlira tríete 
foncioni^rios que se llaman jefes y acyiuitos de jefe. En 
cuanto á la policía municipal, su ejercicio está confiado 4 
un comisario del Rei á quien se da la denomkiacioii de Prjse 
fecto de policía. En ñn, el Conc^ mimicipal está r#fíitt4i» 
do en el Consejo jeneral del Bepartaeaento, cuyas miem- 
bros todos son nombrados también por el Bel. . 

Todo es puramente nominal en esta organixacíoB. im 
jefes 7 sus adjuntos limitados á Ja recepoipn de los aet<M 
del estado civil (*), no haeen parte del Goi¥>«¿o m^wic^pal. 

Este Concejo delibera igualmente sin el concurso i^A 
Prefecto del Sena; sin embargo, es este funcionario %uie]| 
representa la comunidad j quien á su nombre obra en t^ 
dos los actos que le conciernen, y 00. las cereiH'^niaft páUi? 
cas es él todavía el que se ve figurar á la cabeza de doce 
jefes de Paris. 

Lo propio sucede con ei Prefecto de policía. EitraSo á 
los jefes, estra&o al Concejo de la comunidad, na mén^ 
ejerce que la mas importante de todas las fuuciox^es f/^m* 
liares al Poder Municipal: -«-* la policía. 

Si se detiene uno sobre lo qtie precede, se observará que 
esta policía confiada al principio á los defensores de la üiu* 
dad, en seguida al tribunal ordinario, ha sido ejercida per 
el preboste de Pai'is y por sus lugar-tenientes hasta 17^, 
época en que entró á formar parte de las atribucione8'4i 
la municipalidad ; que finalmente, boi dia, e$ un qemiqítfjo 
del Rei el que está investido con él ; y que este funcionario 
independiente de los tribunales y del Concejo im^M^Al^ 
no está subordinado sino al Ministro del Interior, quien so* 
lo tiene derecho de reformar y de censurar &xi eoaduota y 
sus actos. 

Así han desaparecido en la ciudad de Paris hasta los úl- 
timos vestijios del réjimen municipal ; y esta reina de las 
ciudades se encuentra ahora absolutamente estranjera á la 
adjaninistracion de su patrimonio y á la dÁsposicion de su# 
r^itas. (Véase la adición.) - i 

Apenas puede uno familiarizarse con la idea de.una eor« 
poracion despojada de esta suerte, del ejercicio de todae ew 
prerogativas ; bien qtie es necesario convenir que los esce- 
sos demagójicos de la municipalidad de 1793 hablan forza* 
do á esta medida. En circunstancias menos graves el. Gor 
bierno habia ido aún mas lejos. Al fin del si^ XIY 1^ 
funcionarios municipales se hablan opuesto abtertdmenj^e á 

(*) Véase la leí del 3 ventoso, afío 3?-~(n. P.) 
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k f m ^p áoñ de ciertos irapnestoB. Las ofidnas de reeau' 
dM<m habüm sido incendiadas, las casas de los percepto- 
res destruidas y machos de entre ellos asesinados hasta en 
las iglesias. Fné suprimida la municipalidad y distribuidas 
atribuciones «itre ti. Ohatdet de Parts y los admistra- 
del dominio público* 

Pero el tiempo que arrastra en pos de sí las jeneraciones, 
borra también el recnerdo de sus faltas. Una toe que han 
desaparecido, la justicia queda satisfecha. Verdad igual- 
monto aplicable á las corporaciones y sobre todo á aqueUas 
cirfos miembros se renneran en épocas periódicas. Las fal- 
tas, ó ñ se quiere, los crímenes que en una larga serie de 
MgloB pueden cometer algunas de entre ellas, no deben ha- 
cer perder de vista ni los servicios dispensados por sus pre- 
decesores, ni el bien qne podrán hacer sus sucesores. 

Tal fué el pensamiento de Garlos YI. Después de vein- 
to años de supresión fué restablecida la municipalidad de Pa- 
ris por un edicto del año de 1411. Se leen en él estas pala- 
bras notables : ^* Bn muchas grandes circunstancias hemos 
e« ee»tar ad o á los eindadanos y habitantes de nuestra bue- 
na ciudad de París, mui sinceros y leales vasallos nues- 
tros, á nuestro Sefiorfo y posterídad, al bien, tuición, de- 
fensa y exaltación de nnestra corona y de todo el bien púbfi- 
co de nuestro reino, esponiendo liberalmente sus cuerpos, 
bienes y fortuna por ello, y por ello también sostenido y 
Mrfndo las mM grandes penas, peligros, trabajos y perjui- 
cios.'' SI espíritu qne animaba á loe habitantes de la capi- 
tal ooando hacían tantos y tan jenerosos sacrífióos no se ha 
e s iiagBido ; y cabalmente es un hijo de San Luis el qne es- 
tl sobre ^ trono. Las circunstancias eran semejantos ; la 
comunidad de París debe pues esperar que los motivos que 
determinaron al Consejo de Garlos VI á volverle su muni- 
cipalidad, obrarán con igual grado de eficazia ¿oi dia. 

A esta consideración se agregan otras dos : 1^ un go- 
btemo que quiere haoerlo todo, no pudiendo por si mismo 
verlo todo ni estar presento en todas partes, está obligado 
á tener ajentes diseminados en todos los puntos ; y en su 
ntfataero necesaríamente considerable, hai siempre algunos 
que abusan de los poderes que se les confian. De aquí las 
vejaciones, y por consiguiente, oprimidos que se exasperan, 
y otros á quienes ajita el temor éb la opresión. Gomo ellos 
no vén en escala superior sino al Gobierno, que es efectiva- 
mente la mano de quien reciben su misión los que ejercen 
su antorídad sobre ellos, es á ^ solo á quien acusan. 

Segundo : en una ciudad inmensa, cuya población se com- 
pone de individuos de todas clases, de todas condidones, de 
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todas^ las naciones ; donde la celebridad de las escuetas 
atrae á la juyentiui de todos los paises ; donde numerosos 
obrero^ atrj9.en á los artistas de todo j^nero, los artesanos de 
todas las profesiones ; donde la beneficencia ofrece socorros 
á todas las miserias humanas ; en una ciudad en que su vas- 
to recinto encierra, ora lo que la naturaleza le da de mas 
noble, ora lo que tiene de mas perverso; en que la virtud 
se muestra con su mayor brillo ; en que el crimen se ocul- 
ta con la mayor facilidad y en la cual los bribones y los fac- 
ciosos están siempre seguros de encontrar ilusos y cómpli- 
ces ; en esta reunión de elementos tan diversos, y para de- 
cirlo de una vez, en Paris, ¿ cómo mantener la armonía, y 
sobre todo, cómo restablecerla ? 

A una multitud desbordada, el Gobierno mas sabio, el mas 
enérjico, no puede oponer sino la persuasión ó la fuerza. 

La fuerza ? pero la victoria no es siempre fiel á la buena 
causa. Sin embargo, si la autoridad sucumbe, la anarquía 
la reemplaza, y todo es perdido : aún cuando ella triunfe, 
Quedarán solamente los brazos encadenados, no las opinio- 
nes, no el espíritu de facción, que por haber sido comprimi- 
do, no se ha apiígado, y la sociedad continúa sobre el cráter 
do un volcan. 

Este remedio estremo, esta última razón de los Reyes, 
la fuerza, no debe ser empleada sino después de haber ten- 
tado en vano los medios de la persuasión. Mas la persua- 
sión es hija de la confianza. El hombre repulsa lo que le 
ofrece una mano sospechosai Un gobierno amenazado por 
movimientos populares, se equivocaría, pues, si se lisonjea- 
se calmar los ánimos por órgano de sus ajentes á quienes 
acusan los sediciosos, ¿ cómo los aceptarían porisus conseje- 
ros y directores ? 

¿ Cuál será pues la voz demasiado poderosa, demasiado 
persuasiva que se haga oir ? Si hai alguna es la de un cuer- 
po municipal elejido libremente y por consecuencia inves- 
tido de la confianza de los habitantes : de un cuerpo muni- 
cipal compuesto de ciudadanos recomendables por nombres 
justamente honoríficos, por servicios hechos á la patria, por 
beneficios siempre tributados á sus conciudadanos, por una 
distríbucion de la justicia siempre imparcial, por cuidados 
diaríamente prestados á la humanidad doliente ; de un cuer- 
po municipal, en fin, cuyos miembros enriquecen la ciudad, 
por el comercio, la agricultura, las artes, y tienen ocupacio- 
nes diarias que dar á la clase obrera. 

Todos estos jóneros de virtudes, de talentos y de méritos 
abundan e» París. Se les encuentra, sobve todo, entre los 
elejibles para la Cámara de Diputados. Así, pues, para pro-» 
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curar á esta gran capital el beneficio inestimable de una 
municipalidad bien organizada, bastaría una lei espemal ea 
la que se estableciese que ninguno pueda ser elegido funcio- 
nario municipal sin que pague mil francos de imposieion 
directa. 

Muéstrese en las crisis mas alarmantes, un cuerpo muni- 
cipal compuesto de estos diversos elementos ; solo, sin apa- 
rato, sin otro cortejo que los recuerdos que le rodean, abor- 
de á los facciosos ; y si ellos se atreven á reunir sus mira- 
das, si las armas no caen de sus manos, es necesario deses- 
perar de la especie humana. 
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ASXCXON. 

La lei de 20 de Abril de 18S4 sobre la organización dd 
departamento del Sena, se ocupa también de la organisia- 
cion- del Concejo municipal de París. Esta lei deja subsis- 
tente la antigua división en doce cantones, hecha por de- 
creto de 19 vendimiarlo, afilo 4? Queda siempre en cada 
cantón un jefe con dos adjuntos que están encargados de 
llevar los rejistros del estado civil, y de un pequefio núme- 
ro de funciones administrativas» Un Prefecto de j[K>licía 
reúne en sus atribuciones todo lo concerniente á este ra- 
mo, y tiene bajo sus órdenes, comisarios distribuidos en las 
doce municipalidades, (Véanse respecto de sus atribueio- 
nes y las del comisario de policia los decretos del 12 medi- 
dor, año 8°, y 3 brumario, año 9?) El Prefecto del Sena re- 
presenta la comunidad, 

I40S jefes y adjuntos son clejidos por el Bei de doce oan-> 
didatos nombrados por los Electores del cantón, entre loa 
individuos con las cualidades para ser miembros del Con- 
sejo jeneral del Sena. (Lei de 20 de Abril de 1834, artículos 
12, 13, y lei de 22 de Junio de 1833, art. 4^ . 

£1 Consejo jeneral del departamento del Sena se compo- 
ne de cuarenta y cuatro miembros nombrados, á saber : 
tres por cada uno de los doce cantones de París ; y cuatro 
por cada uno de los de Soeaux y de San Dionisio. Los trein- 
ta y seis miembros nombrados por los doce cantones de Pa^ 
ris, constituyen el Concejo municipal de esta ciudad. (Lei 
de 20 de Abril, artículos 1?, 2^ y 14). 

El Cuerpo, mupicipal, propiamente dicho, comprende la 
Prefectura del depjivtameíUo del Sena, la Prefectura de po- 
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licía, lo8 jefes j adjuntos y el Goiicejo mumcipaJ. (Id. arti- 
culo 11). La lei de atribuciones anunciada por la de 18 de 
Julio de 1837, no ha sido espedida todavía. Leemos sola* 
mente en la de 20 de Abril de 1834, artículo 17 : " El Con- 
cejo municipal no se reúne sino por convocación del Prefec- 
to del Sena ; no puede deliberar sino sobre las cuestiones 
que les somete el Prefecto, y cuando la mayoría de sus 
miembros asista á la sesión." 

Art. 18. Habrá en cada año una sesión estraordinaria. 
ue se destina especialmente á la presentación y discusión 
e la cuenta ; esta sesión no puede durar mas de seis sema- 
nas. La época de la convocatoria debe ser notificada á ca- 
da miembro del Concejo, por lo menos, con un mes de an- 
ticipación. 
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I)E LOS CARACTÜRKS QUE DISTINGUEN Y DR LOS LIMITES QUE 
SEPARAN EL PODER MUNICIPAL DEL ADMINISTK ATIVQ. 

Los gobiernos regulares, los gobiernos fuertes j estables 
son únicamente aquellos en que los poderes están definidos, 
divididos y limitados. Pero aún cuando la sabiduría misma 
hftya presidido su separación, habria bien pronto anarquía, 
si faltando al voto de las leyes, traspasasen el círculo en el 
cual debe estar concentrada su acción. Una vez dislocados . 
y fuera de su órbita, estos poderes estarian en continua co- 
lisión, y empefiados recíprocamente por ensancharse^ ha- 
bría entre eUos una constante reacción. Estos movimien- 
tos irregulares, imprimirían al cuerpo social un malestar ha* 
bitual, y los ciudadanos acabarian por ignorar en qué ma- 
nos reside la autoridad á que deben obedecer, y aquella que 
d^l^e protejerlofi. 

Las anteriores reflexiones son mas que todo aplicables á, 
la ikdmiñistracion propiamente dicha, es decir, á aquella ad* 
ministracion secundaria que no es en sí el Gobierno sino uq 
medio de gobernar ; 6 en otros términos, á aquella agen- 
cia que obtiene la confianza del Gobierno para la ^^uoion 
de medidas que él debe emplear para la seguridad jeaeraly . 
el 60^te^ del6rden público. 

Si se dirije la vista sóbrelos funcionarios que componen es- 
ta ajencia, se observa á los prefectos en esta primera línea. 
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Como centinelas diseminados en todos los puntos del rei- 
no, los prefectos no ignoran ningunos de los movimientos 
del cuerpo social. Encargados de informar al Gobierno, de- 
ben verlo y supervijilarlo todo. Guardianes de la paz pú- 
blica, han de prevenir los delitos por todos los medios que 
las leyes ponen á disposición de la policía administrativa ; 
bajo estos diferentes respectos, ellos predominan sobre to- 
das las clases ; están en contacto con todos los ciudadanos : 
en ñn, tal es la naturaleza de las atribuciones de que están 
investidos, que su acción, casi siempre subordinada á las 
circunstancias, debe variar como ellas ; y que es igualmen- 
te imposible trazar con precisión la línea que se hallan obli- 
gados á seguir y los límites que deben detenerlos. No pue- 
de disimularse que en el ejercicio de un poder tan difícil, 
hasta de* definir, el abuso se haga lugar frecuentemente en 
su ejercicio. Así vemos á la administración, incierta á. ca- 
da pase sobre la marcha que debe seguir, fatigar la socie* 
dad, menos todavía por sus usurpaciones que por la irregu- 
laridad de sus movimientos. Pero es en el dominio del Po- 
der Municipal, que este torrente siempre pronto á salir de 
su cauce, se desborda con frecuencia. 

Importa, pues, eminentemente al orden social, qu^ una 
mano firme establezca entre las atribuciones administrati- 
vas y las de los cuerpos municipales, una línea de xlemar- 
cacion sensible á la vista de todos. El problema' tiene difi- 
cultades ; cómo resolverlas ? — Paréceme haber encontrado 
el medio. 

Es necesario convenir preferentemente en esto : que en 
nuestra organización actual, los límites de la administra- 
ción pública se escapan con frecuencia á las miradas mas 
atentas por hallarse mal fijados, así como igualmente mal 
deslindados, ya á consecuencia de las innovaciones, ya de 
las dedsiones contradictorias ; pero no sucede lo mismo con 
el Poder Municipal; su esfera de actividad es invariable, 
porque está determinada por la naturaleza de las cosas. 

Los habitantes de las ciudades, villas y aldeas, vistos co- 
lectivamente, forman otras tantas familias particulares, de 
las cuales cada una tiene sus jefes, sus derechos, sus nece- 
sidades, cargas 4 intereses que le son propios. Considera- 
das en sus relaciones con la sociedad de que son parte aque^ 
Has mismas comunidades no son sino fracciones de la gran 
familia 6 individuos políticos ; y esta modificación al paso 
que les da una existencia y garantías nuevas, les liga con 
nuevos vínculos y les impone nuevos deberes ; deberes que, 
sin sustraerlos del Poder Municipal, les sujetan al poder ad-^ 
ministrativo. Esta doble subordinación, produce alguna con-* 
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fusión en las ideas, pero puede desvanecerse enteramente. 

De estos dos poderes, el uno no es otra cosa que la auto- 
ridad de padre de familia, el otro es un ramo del Pod^r Eje- 
cutivo ; el uno no establece sino relaciones domésticas, el 
otro no obra sino en el interés del orden público. El Poder 
Municipal todavía difiere de la administración, en que él 
se concentra en una sola comunidad, y que la mayor parte 
de las medidas que abraza comprenden á los cuerpos adr 
ministrativos allí existentes. Difiere también: en que el 
derecho de hacer los reglamentos de policía^ da á los fun- 
cionarios municipales una acción inmediata sobre las J)er- 
Bonas ; y en las atribuciones del poder administrativo no es- 
tá sino el arreglo de las cosas. En verdad, que lo arbitra'^ 
rio puede entrar en los reglamentos de policía, así como en 
los actos de los administradores ; mas si en los unos es te- 
mible, en los otros seria insoportable. La ra^on de esta 
diferencia es porque estando confiada la aplicación de I03 
reglamentos de policía á los tribunales, la sabia lentitud de 
las formas judiciales, deja siempre á las partes dañadas, 
tiempo para presentar á la autoridad superior, la apelación 
de los actos de que tengan que quejarse ; y los administra- 
dores acumulando el derecho de deliberar y el de ejecutar 
por sí sus deliberaciones, tienen por necesidad el poder de 
aplicar tiránicamente medidas que sean tiránicas. 

En fin, con escepcion de la supervijilancia de que hemos 
hablado en los capítulos precedentes, donde Goncluy9^ laa 
funciones propias al Poder Municipal, comienzan las admi- 
nistrativas, y con ellas el derecho de obrar la adihinistra- 
cion directamente. Esto no admite ninguna dificultad. 

En efecto, es imposible que un mismo acto esté som^eti- 
do simultáneamente á la acción inmediata de dos autorida- 
des distintas y sobre todo de naturaleza diferente. De oixa 
suerte, las ruedas de la máquina política, en un choque con-» 
tinuo, concluirían por romperse, y la desorganización del 
cuerpo social seria la consecuencia inevitable. 

Asi, la naturaleza de las cosas rechaza la intervención 
inmediata de la administración pública, ya en la^ medidas 
que tienen por objeto mantener la limpieza, salubridad, se- 
guridad y tranquilidad en el interipr de las comunidades^ 
ya en los actos relativos al réjimen de los bienes comu- 
nales (*). 

Este réjimen abraza el cultivo de las tierras comunes, los 
arrendamientos de estas mismas tierras, el arreglo de las 
dehesas comunes, la conservación y distribución de log bps- 

(*) Véase la aplicación de este principio en ta Lei de'184e Jolio de 
1887, artículos 10, 11, 17 y 18. \ • , 
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qties que pertenecen á. la comunidad, la conserracion y re- 
paros de lo3 edificios públicos. 

Nada tai en todo esto que esceda los límites de una sim- 

Sle administración, nada que ün menor emancipado ño pue- 
a hacer ; y si las comunidades son siempre menores, son 
al menos menores emancipados. ^ 

Por otra parte ¿ quién mejor que los funcionarios munici- 
pales puede velar en la conservación de los bosques ? quién 
puede arreglar con mas exactitud los derechos que pertene- 
cen á cada habitante en el uso de las cosas comunes ? quién 
conservar y reparar con mas esmero los edificios públicos ? 
y fitialmente, quién conoce mejor la naturaleza del suelo, el 
jénero de cultivo que le conviene y los productos de que es 
¡susceptible? 

Motivos semejantes y no menos decisivos se reúnen para 
concentrar el ejercicio de la policía municipal en manos de 
los ñmcionarios municipales. A la verdad, ninguno puede 
tener nociones mas positivas acerca del espíritu jeneral de 
la comunidad, del carácter de los habitantes, de los ele- 
mentos de discordia que puedan existir entre ellos. Nin- 
guno es mas á propósito para distinguir el habitante pazí- 
fico, de aquel cuyos hábitos turbulentos comprometen la 
tranquilidaa púbüca ; ellos solos tienen los datos necesa- 
rios para juzgar cuáles son las medidas de represión que 
convienen mas á las circunstancias del momento. Por últi- 
mo, si se trata de reuniones, como ellos conocen las inten- 
ciones y las miras de los que las componen, no se enga- 
ñan ni sobre las que sea forzoso prohibir, ni sobre los tiem- 
pos y lugares en que pueden ser toleradas. 

Así vemos que es al Poder Municipal, y á este poder úni- 
camente que la lei confia el cuidado de arreglar la policía 
interior de las comimidades. Esta lei es de 14 de Diciem- 
bre de 1789 y su artículo 60 dice en términos esplícitos : 
qtté las funciones propias al Poder Municipal son, hacer go- 
zar á los habitantes de las ventajas de una buena policía. 
El líjjislador no podia espresarse con mas claridad. Las pa- 
labras propias que emplea, dan á entender que estas fun- 
ciones json de Su esencia y que derivan de su naturaleza, lo 
que nos conduce necesariamente á esta consecuencia : que 
la policía inmediata de las comunidades corresponde á los 
ñmcionaríos municipales con esclusion de cualesquiera otros. 
No ignoto que en mas de un departamento, los prefectos 
por un 2élo laudable, sin duda, pero poco ilustrado, se per- 
iúiten algunas vezes arreglar ellos mismos la policía inte- 
rior de las comunidades : esto es sustituir el poder admi- 
nistrativo* al municipal ; y tal inversión en el dominio de 
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1m ttuüidpaliditdes, fu^ra dé lo» ínconvenienteB de qvLO par- 
tkí)»A óómo todas las usurpaeiones de esta especie, tiene ade- 
mas otras que le son peculiares. 

- Primeramente, apoderándose así de las funciones muni- 
cipales, el Prefecto se subroga á hombres que aunque no tu- 
Tiesen sobre él ninguna otra ventaja que la de vivir en me^^ 
dio dd lo* habitantes, conocen mejo^ su carácter, espíritu y 
sus necesidades como no podría hacerlo él. 

En segundo lugar, humillados por esta iniciativa que se 
les usurpa, lois ftincionarios municipales se vengarían, di* 
vulgando de una manera mas 6 menos directa el despre^ 
tío por el reamente que recibiesen de la Prefectura ; y el 
desprecio de los actos administrativos no deja casi siempre 
de menoscabar la consideración de los administradores. 

En tercer lugar, arrastrados por el ejemplo de su érape^ 
rior, estos mismos ñmcionarios municipales se acostumbran 
á desconocer como él los límites de su competencia, y con- 
cluyen por usar para con sus administrados de la arbitra- 
riedad que Se hace pesar sobre ellos. 

!De otro modo sucederia si circunstancias particular^, tia^ 
le* como una enfermedad epidémica en los hombres 6 en los 
animales, eiijiesen un reglamento jeneral, un reglamento 
que esiendiese su influencia sobre muchas comunidades. Se 
palpa que una medida de esta especie no podría ser tomada 
sino por el Prefecto ; pero én este caso obrarla no en vir- 
tud del Poder Municipal, que no puede nunca ejercer, pues 
3ue no está investido de él ; sino en su calidad de administra- 
or, y como ájente del Poder Ejecutivo, al cual únicamente 
toca hacer reglamentos que conciernan al orden público y 
á la seguridad jeneral. ' 

Sucede frecuentemente que los funcionarios municipales 
antes de hacer publicar sus deliberaciones, las someten á la 
aprobación del Prefecto. ¿ Cuál puede ser el efecto de esta 
aprobación f ¿ Agrega á ella algo la autoridad del acto mu- 
nicipal ? Yo np lo creo, y aun veo en ello un inconveniente 
bastante grave. 

Digo que la aprobación del Prefecto no agrega nada & la 
autoridad del acto municipal. En efecto, cuantas vezes los 
oficiales municipales disponen en la esfera de sus atribucio- 
nes, tantas usan de un derecho que les es propio, y obran 
en virtud de un poder que les és conferido por la lei. Pbr 
otra parte, es ñé la esencia de todo poder legalmenté insti- 
tuido, tener en sí úiismo el grado de enerjía necesario p^ra 
imponer la obediencia ; de otra suerte, este no sfería un po- 
d^ ; habría Contradicción entre las palabras y las cosas. 

Bajo este respecto hai funcionarios municipales, como 
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j«eseft de prín«ra inatmiwrim, coyas dmHÍMMB tioM» Im 
toñdad de la eoaa josgada en teato no ae ^^tfifiea au ininr 
ma por el tribnnal saperíor. 

A la verdad, loe pre&ctoe pued^i &i i^ nA^^ cireiiDan 
taacíaa j á peÜGion de las partes intereeadas^ aanlar las de- 
liberaciones de los caerpos mimieipales. P^o las Gártes 
Supremas poeden ignalmente refonaar fau» de kks joeaes de 
primera instancia ; sin embargo, en nada se altara la inde- 
pendencia de estos jnezes, j la idea de someta sos juicios á 
la aprobación del tribunal siq>erior no se ba presoitado to- 
davía al espirita de ninguno de ellos» 

Esta fixmalíáad de una i^obadon previa que no agrega 
Bada á la antorídad del acto mnnieípal, se ertaUece pees, 
sin motivo, como sin objeto^ Veo oi. ella a&a otro ina»- 
veniente. 

Sin duda, si acaece qne la deliberación de un cnopoma- 
nicipa}, ataqne los intereses privados, el Pref e^o, á pesar 
de sn aprobacicoi j^rematura, no estúrá menos dispnaiko á 
oir, ú no con favor, al menos c<m imparcialidad, las reda- 
maciones que les sean dirijidas. Pero si^npi« se podrá de- 
cir qne ha anticipado sa opini<m sobre el negocio qne debe 
jni^ar. Y esta círcanstancia por mas que no tuviese otro 
efecto qne disminuir la confianza de los administrados res- 
pecto á la justicia que se les debe, seria siea^pre un incon- 
veniente.— (Nota 19 del inAnircTOK.) 



ABicnox. 

EflTS punto ha sido arreglado también h(ñ dia conforme á 
losprincipios desenvueltos por M. H. de Pansey. 

El jefe espide resoluciones con el fin de ordenar medidas 
locales sobre los objetos confiados por la lei á su vijilancia 
7 autoridad, con el de publicar de nnevo las lejes y regla- 
mentos de policía, y reiterar á los ciudadanos su observancia. 

Las resoluciones son válidas por sí mismas y no necesi- 
tan de una aprobación formal de la autoridad superior ; mas 
como podrían separarse de la línea legal, ó bien oontraríar 
los principios jeneráles de administración ó de economía po- 
lítica, la adimnistracicm superior, bajo cuya supervijilan- 
da se ejerce la antorídad municipal, tiene el derecho de 
suspenderlas 6 anularlas, sin embargo de no poderlas mo- 
dificar. 
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Se ha pensado (|ua si se da al Prefecto el derecho de mo- 
dificar las resoluciones municipales, acumularía así en su 
persona el ejercicio del Poder Municipal, no dejando en 
realidad & lod presidentes <5 jefes sino el simple derecho de 
indicación. (Sesión de lá Cámara de Diputados, 26 de Abril 
de 1886). 

Todas las resoluciones espedidas por el jefe son dirijidas 
luego al subprefecto, quien las remite al Prefecto ; aque- 
llas que 410 tienen sino una aplicación momentánea 6 induyi- 
dualy son ejecutorias desde el instante en que se espiden ; 
mas las que contienen un reglamento permanente, no lo son 
sino después de un mes de b remisión para sor considera- 
das, comprobada por los recibos del subprefecto. (Lei de 18 
de Julio de 1887, artículos 10 y ll.J 

He anunciado las escepciones de la regla que hace eje- 
cutorías las deliberaciones de los cuerpos municipales en el 
instante en que han recibido la publicidad necesaria. Ved- 
las aqui. 

Las deliberaciones de los cuerpos municipales no pueden, 
como ya lo he dicho, ser ejecutadas sino con la aprobación 
del Prefecto, cuando tengan por objeto ; 

1? Las adquisiciones 6 enajenaciones de inmuebles. 

2' Los impuestos estraordmarios para gastos locales. 

8? Los empréstitos. 

4? Los trabajos que hayan de emprenderse. 

5? El empleo del precio de las ventas, reembolsos 6 
cobros, 

6? Los procesos que haya que intentar 6 sostener {*). 

(*) Yéoiie, para conocer cuál es hoi dia la estension de laa atribuciones 
del cnufDo municipal, las adiciones á los capítulos XY I, XY II, XYIII, XX 
7 los art 18, 19, 20, 21, 22, 28, 24, de la lei de 18 de JuUo de 1887.->(F) 
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, Afortunadamente para la América ant^s espa- 
ñola, i comenzar desdé el tiempo de su conquista, ya 
. se habia realizado en Europa la emancipación de 
los comunes. 

Descubierta en el siglo XV en mas de tres había 
.precedido aquel movimiento rejenerador de las so- 
ciedades, que díó principio á mediados del undécimo, 
SQ consumó en el siguiente, y fué desarrollándole en 
toda su estensíon, por lo que hace á sus efecto^ mp- 
. rales, en las ¿ucesiva^ centurias. [y^ 

\ Si allá én el viejo mundo refujiádós los halütañ- 
. ie^ en las cíqdadeS; impulsados casi jeneraliñeñie 
por un mismo sentimiento de opresión, por ühas mis- 
A>as tropelías de parte de los señores feudales, die- 
ron cima a la empresa contra aquella clase privile- 
jiada, altamente poderosa entonces, aun al frente de 
la Corona; acá en América, supieron los ndonarcas 
^r balanceando los privilejios inherentes á los con- 
quistadores con la creación de municipios, ayuntk- 
mientos o cuerpos municipales, que tanto habián 
contribuido en España, como en el resto de Europa, 
á salvar la autoridad real^ amensusáda ínui de béréa 
por los propios señores de feudos, cuando «b pi6¿a 
de ellos. 

No es decir por esto, que en España se descoño- 
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cíese el sistema municipal hasta las referidas épo- 
cas. La península ibérica antes de la invasión de los 
cartajineses estaba dividida en pequeños Estados. 
En ella, como ea todo el Occidente de la Europa, el 
sistema municipal era el ünioo que prevalecía, por- 
que la población ya estaba acumulada en las ciuda- 
des; pero su réjimen era mui. parecido, si no idén- 
tico, a^ dp los rpmanos. , 

EL qo6 Itgácok estos ál müadd /moderno íáé una 
gran coalision de municipios en otro tiempo sobera- 
nos como Roma misma; no ya independientes y con 
sus derechos y prerogativas orijínarios, sino reduci- 
dos, después de su incorporación, á pura administra- 
ción de sus respectivos intereses. Roma sola aparé- 
cia de municipalidad soberana. 

Asi que de. un l^do la imitación, del otro el^em- 
peño de los yisogodospdt daí unidad al Gbbierno, 
para.no tener una lejisíacion personal sfño una.r^/ 
propia, según la consignaron eri éí breviario O léx iío- 
niana y el Fuero Juzgo: fueron causa de que el es- 
tado de las ciudades, caioo el Imperio romano, no fue- 
se, del siglo V al X, ni de abyecta servidumbre ni áe 
completa libertad. 

Alcanzada la emancipación por los siglos XI y 
iCÍÍ, no como da á entender E^criche (*) por fuer- 
za v voluqtad de los monarcas, sino como aconteció 
en Europa toda, ora én lucha abierta de los habitan- 
tes con sus titulados señores, ora por mediación de 
áouellós entre estos, ora por cartas que recabo el 
valor y firmeza de los ciudadanos, y aun también 
por prestaciones de diferentes especies, con.que res- 
cataron sus derechos : se prganízáron eri España los 
comunes depositándose en ellos la jurisdicción civil 
y criminal) igualmente que el gobierno económico; 
sir^ reservarse el soberano mas que los casos de Cor- 
te, las apelaciones y el derecho esclusíVo de óir las 
quejas cfc aquellos que no pudiesen obtener justicia 
en sus pueblos. Reunidos, en Concejo los jefes de fa- 
milias, deliberaban sobre los intereses ccmiunale», 
^pi|9Lbfaban anualpiente alcaldes ordinarios, jurados 

(*) Palabra Ayuntamiento. , ' ' 
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y otros ministros de justicia, oficiales que ejerciesen 
el gobierno económico del común y que mandasen 
la fuerza armada organizada por cada municipio pa- 
ra su propia defensa y aprehensión de malhechores, 
asi como también para servir al Príncipe, de confor- 
midad con las estipulaciones desús cartas^ primeros 
tratados, según se espresa Guissot, entre el soberano 
y el pueblo. Y, con todo, para ciertos comunes in>- 
portantes, nombraba el Rei gobernadores políticos 
y militares. 

Los Concejos, las ciudades y villas tuvieron su 
representación en las grandes juntas del reino, cono- 
cidas en lo antiguo con el nombre de Concilios, en el 
siglo XII con el de Curias y el de Cortes desde Fer- 
nando III. El pueblo por este medio entro en el ejer- 
cicio de una parte de su soberanía radical, y como 
dice eídoefo Marina '^los ilustres varones diputados 
por aquellos cuerpos llevaron su voz 6 te« Caites 
torrespondiendolla confianza desús comitentes; y 
animados de zelo por el bien publico siempre cuida- 
ron procurarle: Superiores a si mismos y á todas las 
pasiones, llenaron los deberes de padres de la patria, 
de defensores de los derechos del hombre y del ciu- 
dadano, y delds Interese» de la sociedad/' 

Hase dicho que el Fuero Juzgo siguió al brevia- 
rio 5 lex romana ; y pues este código sirvió á la mo- 
narquía española tanto en el reinado de los visogo- 
dos, como posteriormente, veamos qué leyes hubo 
relativas al réjimen municipal. En algunos títulos 
de los libros 8.° y 9.** se encuentran efectivamente 
disposiciones que mas bien pueden calificarse de po- 
licía rural y urbana que leyes de gobierno ó de admi- 
nistración jeneral (*). 

El código de las siete partidas, compilación atri- 
buida unánimemente á D. Alonso X apellidado el 
Sabio, contiene en la partida 2.* tlt. 2.^ " de lo que el 

(*) Lib. 8?, tít. 2? De las quemas y de loa quemadores.—Tít 3? Pe los 
danan^s en los árboles, é 9e los kuertos é de las mieses é de las otras cosas. 
Tít. 4í Del damno que face el ganado é de las otras animalias. — Tít; 59 Do 
\m puercos que pacón é de las «tras animalias qve. andan: herradas. — ^t. 
&i De las abelas ú del danmo que facen. — JAh. ^°, tít. y.BeU» siervos íqí- 
d«s é de los' que se tornan. .. j * . • - • » : » . . 



pueblo puede fazer/' leyes sabias que conceden de- 
rechos y prescriben deberes á los pueblos, iguales á 
los que se reconocen en los cuerpos municipales. 

Todavía, es verdad, no se conocian corporaciones 
representativas del pueblo, con la denominación de 
Ayuntamientos, Concejos,. Cabildos, Tejimientos y 
Municipalidades, que todos son sinónimos. Prome- 
diado el siglo XIV fué que empezaron á sufrir los 
-comunes alteraciones importantes, por las dificulta- 
des que presentaba la reunión de todos los vecinos 
en Concejo ó junta jeneral^ a que se agregan las ri- 
validades y zelos, las disensiones y enemistades en- 
tre las familias de una misma comunidad. Por lo que 
•ae hizo necesario reducir el Concejo á numero de- 
terminado de personas, que presididas por la justi- 
cia, ejerciesen el gobierno municipal y deliberasen 
sobre los intereses procomunales. He aquí el orijen 
de los Ayuntamientos. 

Kn algunos pueblos fueron perpetuos estos oficios, 
en otras partes eran nombrados anualmente por in- 
saculación, en otras por elección de los vecinos, y en 
otms por las Audiencias á propuesta de los Ayunta- 
mientos que cesaban. 

Hubo también mudanzas en U juríndiccion civil y 
criminal que ejerci^ií ... - ( (*... *• i . ó lía d nom- 
.bramiento de per.^» >íi:l^ j ..*( c-.v- vujtiio. Kn el siglo 
XV empezó la Coromi á enviar juezes de .'^u elección 
que se conocieron con posterioridad con el nombre 
. de correjidores ó alcaldes mayores. Silencio no guar- 
daron los Concejos y Cortes, pero si á sus reclama- 
ciones se debió el restituir a aquellos sus antiguos 
.fueros, las circunstancias ofrecieron ocasión para de- 
sestimarlas; y aun los mismos Concejos solicitaban 
juezes de nombramiento real, á vezes, para cc^se- 
guir imparcialidad en la administración de justicia. 
Pe modo que unas comunidades teniañ alcaldes pro- 
pios, y otras, juezes de nombramiento real. 

El libro 7.° de la Novísima Recopilación, en la 
cual corren insertas las vij entes dadas en la ciudad 
de Toro, trata del gobierno civil, económico y polí^- 
tico de los pueblos, y comprende varias disposiciones 
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sobre la organización, facultades 7 deberes^ de loa 
Ayuntamientos. Este código observado con preféren^ 
cia en España, rejia la América española como de- 
recho común, en defecto del código de Indias (^). 

De notarse es que los mismos Concejos eran tri^ 
bunales de alzada en ciertos caso^, pues á ellos se 
apelaba de la^ demandas cuya cuantía escediese de 
veinticinco duros y de ciento en ultramar, y no pa-? 
sasen de cuarenta maravedises (t). 

Por digresión no tengo las observaciones y datos 
espuestos, compendiados cuanto era dable, sí deñ^ 
oientes é imperfectos ; pues los apunte^ hiétdricos 
del; Poder Municipal ^ la metropoK son anteceden!» 
tes lojicos al sistema colonial de Venezuela, y no mé* 
nos al que rrjio en diversas épocas posteriores á. su 
enKiiHoipacioB. 

Sea obrando según las ínstrueoionés de los le^m 
-eatSliooS) Femaadk) é Irabel, 6 por a^imüácion ;d0 
Gobierno peculiar & la Penfnsida, tratava» los parft 
meros poluadores de crear Ayuntamientos luego^ 
luego que en las tieprras descubiertas instalaron po^^ 
blaclQues. El de ]>^ueva Cádiz (Gubagua) en 1527, 
el de Coso en 1526 y el -del Tocuyo eoi 1545, sirven 
de ejemplos. 

MI señor Baralt, ilustre escritor compatriota nuest- 
tro,eii el capítulo XV de su inmortal obra ^^ Resüi- 
men de la historia antigua de Venezuela,'' hadiad^ 
ea cortos, pero delicados rasgos, una idea del Poder 
Municipal mientras> la conquista y el Gqbiecnq cdbh 
nial; y aunque bien quisiera nada añadir ni quitar 
a los pensamientos que^ en donot^o y ca^tiizq estilo 
emite, trascribir-é lo que cunjplü ti nú \íyo:púútO'j 
analizare con brevedad algunos pomenores qufi bar 
ya omitido, por requerirlo asi lae^teiúúan.ae sii obn 
y la xopia de materias . . r 

'^Los Cabildos, dice, sola institución en qué^sf 
desGubiriese ima.tSaue vislimiílMíe de elejeetcín |K>pu- 
kuTi se volvieron fmvUejío asifitoeratieo eóa la onsfl^ 
«fam de lejimientos pecpetuos y venales. Estosxuenr 

" (*) Lei 2», tít. 1?, lib. 2? Reoop. de Indias. . ^ 

(t) I«i llf, tti 20, Ub. 11? Ñdv. Reoop. ■•^ ' ¿ ' . 
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pos gozaron, al principio de la conquista, una gran 
consideración y, como ya lo viraos, gran poder; pero 
les duró po(5o. Envanecido el de Caracas con la cé- 
dula de 1676 que le llamaba al mando del pais en ca- 
so de vacante, quiso hacer tales ensayos de su fuer- 
za, que la metrópoli le cortó los vuelos, justamente 
alarmada al ver síntomas de ambición en un hijo del 
pueblo. Un ruidoso suceso ocurrido en 1725 fué som- 
bre todos el que proporcionó á la Corte motivo y me* 
dios de reducir los Cabildos á límites aún mas es- 
trechos de los que antes tenian." 

'^ Y fué que los alcaldes ordinarios de Caracas pu- 
sieron preso al Gobernador D. Diego Portales por 
orden del Virei y de la Audiencia de Santa Fé. Ig- 
némnseJos motivos que para ordenar semejante vio- 
lencia tuvieron estas dos autoridades, si bien es pire- 
sumibleque el auto fué solicitado por los mismos al- 
cálidesi Aún parece que aiquella era. la^ segunda ves 
que Portales se veta eii tales trabajó», pues- el Obig^ 
po D. Juan José Escalona y Calatayud, habia reci- 
bido autorización del Rei para iponerle en libertad, 
si de nuevo quisiese el Cabildo precederle. £1 prela* 

do intervino como mediador en la pendencia y 

obtuvo que Portales fuese puesto en libertad. Mas 
no estaba en esto el principal embarazo, sino' en que 
los alcaldes habiendo tomado gusto al ejercicio del 
poder, no quisieron reconocer á D. Diego por Go- 
bernador de la provincia y echaron mano de las ar^ 

mas para oponerse a su restauración En mal ha-- 

bria parado el asunto sin la llegada de una real cé^ 
dula que ordenaba terminantemente la reposición de 
Portales. Por donde vino a calmarse el alboroto, no 
uiú ^an pesadumbre de: k)s alcaldes, los cuales ade* 
más de mukádos* juiírfd con el Virei y la Audiencia, 
fueron mandados prepder, procesar y remitir á Es- 
paña.-' 

^^ Buenos que esto htibierá sido «üfieíente pan abrir 
los ojos a los reyes sobre lá conivsepiencia de cercei- 
tuir la^autoridadc}e los CafaUdps,-'y:ehéfe8to- desde 
entonces se les fueron retiraniplo al de Oarsicfis los 
prívilejios que tenia^ hasta dejarle reduoidci á ;su con- 
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(lición de munidipal. Con este fin se aul€nÍ3E6á'kÑs 
gobernadores para nombrar coii el titulo de Justicies 
mayores, unos empleados que podian admiriisirarla 
ordinaria del mismo modo que los alcaldes; luego 
se arregló la sucesión de mancU), y llevando dema- 
siado lejos las precauciones, se miro mui mucho la 
Corte en lo sucesivo antes de permitir el estableci- 
miento de nuevos Cabildos en los pueblos. Donde 
no los habia, el ramo de poKcfa y k adi^inistracion 
de justicia se pusieron k cargo de unos enfpleados 
que también nombraban los gobernadores con la de- 
nominación de Tenientes justicias, los cuales dura- 
ban dos años y podian ser reelejidos." 

Las Audiencias tenian jurisdicción para decidir 
gubernativamente por medio de acuerdos, y con in- 
tervención fiscal, las controversias: y recursos sobre 
«propuestas, nombramientos y elecciones de alcakhes, 
rejidores, diputados y síndicos del cofl»un y las ins- 
tancias de estos sobre abastos, consultando fas dadas 
al Supremo Consejo de Indias^ pág, 288; * 

Los intendentes, entre otras 'facultades, tt|vieron 
la de repartir y recaudar las contribuciones im|>ues- 
tas por ei soberano, cuidar de la mejor admiaistra- 
ciottde propios y arbitrios concejiles, y velar en la 
distribueion de las tierras comunales, pág. 294. • ' 

Como punto de partida para esponer laoi^ani^a- 
ción y réjimen de los- municiptoej no be perdido de 
mira el c6digo de leyes promulgado para la« Indias 
Occidentales. Él contiene todas ¡las que «e esprtdte- 
4ron hasta 1680, en cuyo cuerpo iñcdrpor5 «I Supre- 
mo Consejo de Indias las cédulas, provisiones y des- 
pachos que conviniesen para el Gobiernoj Adminis- 
tración de justicia, Guerra y Hacienda, y todo lo que 
concirniese & la jurisdicción y cuidaído de dicho Con- 
sejo, como también para el despacho de los nego- 
cios, según' se deja ver de la real ^agm&tica, ilecla- 
rando sru autoridad.' - ' - » •■ í ^^ ^ 

Las elecciones de alcaldes ordinafios, t^fiéót^ y 
otros oficiales del Conqejo de un pueblo, eran priva- 
tivas del poblador, es a saber: del ifidivlduo que ha- 



106 RBSXfÍÁ HIST^KIA 

hia, cáftttiilado en tales térfoiinos nueva población 
dé ciudad, villa 6 Icolonia, pues la jurisdicción civil y 
criminal en primera instancia, le estuvo conferida de 
por vída^ en los primitivos tiempos, igualmente que 
a su hijo ó fceiederó (*). 

&i no sé habia capitulado con los adlBlaUtádos de 
hnétos descubrimientos y poblaciones, 6 babia ce- 
bado el príVilejío personal & los pobladores 6 su be- 
rédefo^ tocaba & los vecinos nombrar Justicia y re- 
jitaiiénto en el nutoiero que al Grobemador pareciera, 
domo no eseediese de doce rejidores y dos alcaldes 
pera laé* ciudades principales, y dé seis de estos úl- 
timos fuera dé los dos primeros para las demás ciu- 
dad^, villas y. pueblos en que hubiere Ayuntamien- 

X*a elección debía hacerse en vecinos que tuvie- 
séfi la calidad de tales, reputándose entre estos los 
descendientes y parientes de descubridores o pobla- 
dores (;{;); y para asegurar la libertad de los Cabil- 
dos tanto al élejir como eú sus acuerdos, se estable- 
ció: pri mero, que los gobernadores nó reuniesefi los 
Cabildos en sus casas^ ni llevasen a ellos ministros 
militaren; ni Rieran á entender a sus miembros por 
bbra si palabra, causa ni razón que los pudiese mo- 
ver 6 impedir la libertad de sus Votos, bajó eargo 
que se les baria en el juicio de residencia: secundo, 
qué los vireyea, presidentes y oidores no impidieran 
tes f lecciones a los capitulares, y íque ningün Oidor 
tlüvíera acceso en dichos cuerpos; ^ tericero, que los 
»9oterMidores dejasen á los rejidores ejercer stis ofi- 
"^os y votar libremente, y que ni ellos niiis correji- 
dore¿, alcaldes mayores ü ordinarios pudiesen pedir, 
sor si ni ifiterpositaH personas, ni solicitar votos en 
iatof de níhgta allegado ó amigo suyo ü otra perso- 
ga (1Í). 

. Solo lea laa ekidades dónde huíbiese Grobernadóró 
Lugar-teniente no presidian los alcaldes ordinarios 
aq^S¡éU0« cuerpos; y mt habiéndolos, si no venían á 

fj ^M«iiandk]96, lib. :4t, iÍL 6? jie íüs pc^ládbiiM. 
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Cabildo, ellos ó sus tenientes^ les^ suat^itiMÉ émhmi , 
6 uno de ellos, en los diais que estuyieseh «efiaiiado^ 
para sesiones* B( alférez real: da cada ciudad, villa 
& lugar tenia entrada fsn el re^nA^tento y votO' activo 
y pasivo asf como las denqas preemineiioias aniexAs 
a k>s reidores, pues por aquel caráetei^ te era confe- 
rido virtualmente di de rejidor, y precedencia a 1m 
rejidore^ mas antiguos (^). 

Los elej idos para oficios de los CabUdos y CfOUr 
cejos no podían ser reelectos en los mismos ni otros 
ningunos de la misma especie, en esta forma : loís 
alcaldes hasta pasados tres años si para los mismos 
oficios, y hasta trascurridos dos si para otros dcd 
Concejo; tiempo igual al quejdebia trascurrir pac^ 
la reelección de los otros funcionarios, conforme al 
orden y costumbre que hubiese en cada ciudad, villa 
ó lugar. Los descendientes de conquistadores y po- 
bladores debían ser preferidos, en paridad de cir- 
cunstancias, para los destínos de alcaldes (t)* 

Habia procuradores síndicos, elejido» anualn^^n- 
te por el Cuerpo de rejidores, y no por el Cabildo 
entero , y sus funciones principales eran represen- 
tar por las ciudades, villar y poblaciones. Qp cual- 
quier : negocio que lesconcirniera. Estas podian nom- 
brar ajenias 6 procuradores para sus asuntos en la 
Corte; pero la elección debia recaer en individuas 
residentes en la Península, y les prpbíbian espresa- 
mente las leyes diputiar de sus cuerpos prpcuKadp^ 
res asalariados con tal destino,:a menos quie fueae tan 
singular y grave el caso que con el asenso del ft^inei 
ó Audiencia se les concediese, justifícala la nácasi- 
dad y utilidad que reportaran la República^ l|i ciu- 
dad ó comunidad (J). 

Como l)emQs visto, no halúa en lo antiguo^ nece- 
sidad de liceneia real para la preodon de un sitio 
en ciudad; villa ó lugar, é instalar Cabildos, confof*- 
me á la declaratoria que el adelantado o Qobewa- 
dor hiciesen para focmaír la' 'República^ eontcujio 



í 



*) Leyes 1!, tít. 8?, lib. A°-^, «*• ^—7 *í» -^t- W» 1»^ *- 
t) Leyes I3f, tít. 9?, lib. 4?, y 6», tít. 3°, Ub, 69 
( t) Leyes 2í, 3?, 4» y 5», tít. 11? lib. 4?, Recop. de Indiftfi. 
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diotado tyilagüeño, caracterizaban las ieyes patrian, 
las oomuRidades de habitantes en Concejo. Pero afin 
arites del suceso de Portales^ á que alude Barait, 
acaecido en el siglo XVIII, apenas entrado el XVH 
en Í627 y 1629 había prohibido Felipe IV a lo« 
Viceyes^ Audiencias, Gobernadores y cualesquiera 
Otros mi^nístros de las Indias, dar.titulos de ciuda- 
des y villas á las poblaciones establecidas para en- 
4]6nceS} y por consecuencia crear Ayuntamientos, sí 
ao. fuera con. merced y facultad del Consejo de 
Indias (^). < 

También data la venalidad de los empleos, en 
particular, los rejiírtíentosde Cabildos desde el tiem- 
po de Felipe III en 3 de Junio de 1620, mui ante- 
rior al alboroto con Portales ; mas bien, es cierto, 
que para paliar la venduta de aquellos cargos con- 
-cejiles connaturales á la buena administración de los 
intereses directos del pueblo, se previno que al re- 
matarlos, como los demás oficios vendibles^ se pre- 
firiesen h menor precio, las personas beneméritas, 
á saber: las de suficiencia y demás calidades re- 
queridas. Y por considerando de esta disposición 
se alegaron los inconvenientes que resultaban de 
conferirse los oficios por elección ó suerte y la prác- 
tica universal introducida asi en las Indias como en 
los reinos de Castilla (t). El Sr. Montenegro en su 
acreditada Geografía jeneral fija la época de los re- 
jimientos perpetuos en 1594 (J). 

Examinadas las atribuciones cardinales que te- 
nían los Ayuntamientos ó Cabildos, los hallaremos, 
en la primera época de la conquista, grandes en 
comparación á los lindes que marca la ciencia al Po- 
der Municipal ; menguadas un tanto, sí á las estén- 
sas: facultades é importantes fueros que gozaban las 
ciudades y municipios peninsulares. En la época 
posterior viciada la elección con la venalidad de los 
empleos, coartadas sus facultades, vagas é indefini- 
das otras vesses, y subordinadas las mas á la auto- 

[*) Leyes 2*, t!t. 7?— y 6?, tít. 8?, lik. idem. 
t) Lei 7?, tít. 20, lib. 8? 
;t) Tomo* 4?, pág. 62. 
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ridad gubernativa, &in distinción de funciones, lois 
niuBÍdpios presentaron en América un eontraste 
de nulidad y valimiento, de debilidad y firmeza, 
de arrogancia y humillación, á medida que los mo- 
narcas recelaban ó temian el acrecentamiento de 
sus fuerzas, y por demasiadas restricciones que em- 
pleaban, volvian á contemplarlos alargándoles ma- 
no protectora. 

Afanosos los gobiernos de ir formando la unidad 
nacional, fuente del engrandecimiento y progre- 
so en las sociedades modernas, les era preciso derri- 
bar por obra del tiempo y mesurados impulsos, la 
diversidad de repúblicas 6 gobiernos fraccionarios 
que se fueron levantando en cada Estado para con- 
trarestar la reacción feudal. Es por esto que la Es- 
paña tti puede ser censurada con acrimonia porque 
no igualo en privilejios y fueros las nacientes ciuda- 
des de las Indias á las de su nativo suelo, ni en su 
empeño por mantener á cualquier costa dilatadas 
colonias, faai que reprocharle las medidas que to- 
mara, acertadas^ ó no, para aletargar el espíritu pa- 
trio de independencia y libertad, con Ij^ trasforma- 
cion de los Cabildos en cuerpos perpetuos y aristo- 
cráticos, y el alternamiento de ensanche, á reducción 
de facultades, según convenia á sus planes. 

Las dos prerogatívas de los Cabildos que en ma- 
yor zozobra traia á la Corona debian ser^el empuñar 
los alcaldes las riendas del Gobierno, cuando lojs go- 
bernadores no dejaban tenientes, y el de congregar- 
se representantes de Cabildos en Congreso ó Junta 
jeneral para considerar asuntos locantes á todos los 
municipios. La primera, en uso desde 1557 y Fatifi- 
cada en distintas fechas anteriores á la cédula de 
1676 peculiar al Cabildo de Caracas, cayó á fuerza 
de la omnipotencia que se arrogaron algunos Cabil- 
dos. Y en cuanto á la segunda, coetánea del Em- 
perador Carlos V, la misma concesión limita los con- 
gresos de ciudades y villas al querer del soberano. 
El caso que se refiere porBaraltde haberse celebra- 
do uno en Venezuela en 1793 á petición del Ayun- 
tamiento de Caracas para la abolición del estanco 
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de tabaco^ es, que yo sepa, el iinica de esta dasa 
Una enutneraeion sucinta de las demás atrífa¡«eio- 
nes que por las leyes de Indias tenían los Cabildos^ 
ooncurrÍFá al propósito de formar juicio sobre la na*^ 
turaleza y estension de su poder. La administración 
de los ejidos, propios y abastos les era privativa; 
pero no podian hacer ga$tos estraordinarios que es- 
cediesen de tres mil maravedises sin aprobación del 
Gobierno de la provincia (*): habian de rematarse 
los propios y rentas por ellos con asistencia de un 
Oick)r donde existiera Audiencia, y antes de efec- 
tuarse el remate se dalia cuenta al acuerdó de la mis- 
ma Audiencia (t). Solo podian imponer sisas, der- 
ramas y contribuciones con licencia real, y con la 
de las Audiencias, previa iníbrmaoion de ser urjen- 
te y útil hasta 200. pesos de repartlnMento entre los 
vecinos. Si no escedian de 15.000 maravedís, basla- 
ba la autoridad de la justicia ordinaria en los pue- 
blos que careciesen de propios, las Audiencias tam- 
bién autorizaban los repartos para gastos de pleitos 
del comuti y obras publicas (;];). Pa^ra la empresa de 
estas, debia,^asociarse el Cabildo al Presidente ü Oi- 
dor mas antiguo; y un Rejidor era el superinten- 
dente de aquellas obras en defecto de fondos propios 
para asalariar á un esperto en. la materia (^). Exa- 
minaban las cuentas de los propios, pósitos, gastos 
de obras pAblicas y fiestas eclesiásticas y nacionales 
que por su elección se cotnetian a los capitulares y 
otras personas cuando por ordenansca délas Conta- 
durías de Cuentas ó del Rei no se hubiese deteriiFH- 
nado otra cosa (t). La justicia y un Rejidor nmifi- 
brado por el Cabildo ponían precio a los regatones 
ordinarios qué se ocupaban en la compra-venta de 
edünestibles y bebidas asi de la tierra oomo traídos 
de£?spaña, dándoles moderad^ ganancifi en relación 
á io q>ue les costaba (1¡.). Hacían el Tepartinaientid. de 

[^) Lei 1?, tít. 13.— 6», tít. 12. 

t) Lei 3í, tít. 13. ' ' ' 

^X) Leyes 1?, 8?, y 4*, tít. 15. 

[*) Lei 1? y 3?, tít. 16, lib. 4? 

;t) Leí 21, tít. 9?, lib. 4"? 

;Í) Lei 22, tít. ÍW, lib. 4.^ ' - 
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solares y ti^rfsts en éiudad ó. villa;, y acordado, da^- 
baa cuenta al Vírei $ Prei^i^iite-Gobera^doi: por 
lóedio de dos Rejidores diputados^ para que visto 
por.ell<>s se librase el despacho {*). Con parecer de 
estola : cuerpos .se realizaba el repartimiento de íie¿:- 
ras y aguds.para injenios, y la venta y <toinposícion 
dalas demás tierras,_ aguas, abfeyaderOs y pastos que 
correspondía li los Vireyes 6 Gobernadores autoriza- 
dos. al efectOí{t). Nomferaba» jueces dé agua cuan- 
do'Vuese de costumbre y diputados de cárceles entre 
los Rejidores (J). Anualmente examinaban la ca- 
balidád délas ñanzas otorgadas por los depositarios 
jenerales.p. fieles ejecutores, y las mandaban reno- 
var, .caso de diminucilon de las tj^ran tías (lí). Y por 
último á los Concejos, Ju«tioi$s y Rejidores les es- 
taba encomendado b^cer cumplir Jp dispuesto sobre 
pastos y aguas comunes en las Indias. 

El Cabildo de Caracas en 19dfe Abril de 1810, 
puede detirfee que inició y regularizó la revolnoion 
dé Venezuela para proveer á su seguridad sepai^a- 
dámentíe de la metirópoli; Pues; allf «e hafaia disaetto 
la Junta central, y se'deciáraba la vidtoria por el»ejér- 
eSto ñl\éná& los Pirineos ; todale la gloría á esté cuer- 
po de dar el primer pasó haeia la ethancipadion, é 
independencia nacional. • - 

• Coíivei^tídó él AytintaWientó en jtínta suprema 
'por la íncórpkyraciórt de las personal qtie llatnó y de 
diputados de los ciernas dáerpos análogos que cori^- 
póndiefOtt i lá Afiliivk y eínísftrtos que les dil^ijfft én 
el tei'rítdfio Aé íá Capitanía jeneral de Veneisiieía, 
isé ocupo Iwegó de orgíatií^ar de ún tíiódo diversojtb- 
dófe loé raftios de la admtftÍBtracion pííblicíi; y cówío 
loé tniémbros del Cabildo se habíáh elevndo S ^n 
í*árfgó tan sirperiol' 6 íáfe Aíjjcioííes de su primitiva 
í hsftituciori, -creó ocm el >nortibfe de juiígátío dé 'poli- 
cía un cuerpo que rijiese las depéndenctos del 'fcfer- 

Vitío munfcipat 

-' , . - •• 

'(^) iLéi 6!, Üt. 12, lib./4.o 
(t) Ley* 8 6» y 6» tf.t 1^ Ub. 4,® 
m Leí 63, Út 20, lib, 8«.— y 2S, tit. 5.°, lib. 7> 
(1f) Ld 18, ilt.lO, IM). 7.* - 
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' Sobrevino en 5 da Julio de 181 1 la memorable at- 
ta decíala toria déla kidependencia, que por encade- 
namiento de sucesos, sanciono el Congreso instalado 
desde el 2 de Marza á coh vocación de aquella Junta, 
que tanto poder y popularidad se habia granjeado 
por su cordura y acertadas medidas; y habiéndose 
adoptado el sistema federativo para esta seccíbn de 
la América, consideremos la estructura que se dio al 
Poder Municipal en su primera época, ciertamente 
transitoria. 

Nada mas juicioso y elocuente, que los conceptos 
del Libertador en su manifiesto á la Nueva Granada, 
sobre tas causas que produjeraif la ruina de la revo- 
lución en Venezutila. '' Pero lo que debilitó mas al 
Gobierno, dijo, fué la forma federal que adopto si- 
guiendo las máximas exajeradas de los derechos del 
hombre, que autorizándolo para que se rija por sí 
mismo, rompe los pactos sociales y constituye a las 
naciones en anarquía. Tal era el verdadero estado 
de la confederación. Cada provincia se gobernaba in- 
dependientemente, y a ejemplo de estas, cada ciudad 
pretendía iguales facultades alegando la práctica de 
aquellas, y la teoría de que todos los hoñsbres y to- 
dos los pueblos gozan de la prerogativa de instituir 
á su antojo el Gobierno que íes acomode.'' 

^'El sistema federal, bien que sea el mas perfecto 
y mas capas de proporcionar la felicidad humana en 
la sociedad, es no obstanA^ el mas opuesto á los in- 
tereses de nuestros nacientes Estados; jeneralmente 
hablando, todavía. nuestros conciudadanos no se ha- 
llan en aptitud de ejercer por sí mismos y amplia- 
mente sus derechos, porque carecen de las virtudes 
políticas que caracterizan al verdadero republicano: 
virtudes que no se adguieren en los Gobiernos ab- 
solutos en donde se desponoeen los derechos y los 
deberes del ciudadano." 

La Constitución provincial de Caracas encargada 
por el Congreso federal á los ilustrados y eminentes 
patriotas Uztáriz, Rdscio, &a. en la sesión del 28 de 
Marzo de 1811, y que sirvió de modelo á las demás 
provincias del Estado, recibió su aprobación en 31 
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(le Enero de 1812, por la Cámara Lejislátlvá dé Císí* 
ráca« qíie tan digna líiente presidieron óltos áok lioiíi- 
bres recomendables á nueStra memoria, los Síes. Dr. 
Felipe Fermín Pafil y MKi-tín Tovar, Presidente V 
více de diclra sesión. ''''".'.', 

En la misma despedida que dirijíeron ios respe- 
tables miembros de esta a los habitantes de la pró- 
vincia,al terminar sus sesiones y presentarles la Cons- 
titución, manifestaron : que les había sido necesario, 
sobretodo, estudiar el rápido acrecentamiento de un 
pueblo libre y vecino (los Estados Unidos del Nor- 
te America) que acababa de pasar por una trasfor- 
mácion semejante, y que parecía destinado por la 
naturaleza á hacer causa coiiiiin con todo el Nuevo 
Mundo. No obstante, si para la forma federal y la 
particular de las provincias tomaron mucha los di- 
putados de las que se ha dado la República del 
Norte, sns esfuerzos por modificar aquellas institu- 
ciones, según el carácter, costumbres y aun preocu- 
paciones de la que fué colonia, y colonia española, 
y por dejar subsistente cuanto mejor les pareciera 
del antiguo orden de cosas, complicó de tal suerte el 
propio sistema federal, que á cualquiera otro puede 
comparársele, menos al que se propusieron irnitar. 
La de centralización administrativa, es lo primero 
que resalta en aquella poderosa Republi^ Trabas 
y jerarquía era el complexo de la que se rormoá su 
imajen. 

A la verdad, que dividido el territorio de la pro- 
vincia en departamentos, cantones y distritos: crea- 
das siete municipalidades de á dos Cámaras, á seme- 
janza de las asambleas jeneral y provincial, la de Ca- 
Tácas con 24 nuiembros y las demás de diez y seis: 
otras veintidós de una sola Oftmara, compuestas sie- 
te de doce miembros y quince de ocho, y cuarenta 
y cuatro de seis miembros; todas fuera de los alcal- 
des y ajentes municipales autorizándoselas para dic- 
tar leyes y ordenanzaí^ en cualquier ramo dé la ad- 
ministración local, y para administrar justicia en se- 
gunda instancia : se habían organizado los municipios 
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9.afi co.n t$into easancbe én apATi^ncia, corao lo fue- 
rpp.pl tenérseles por pequeñas repúblicas en el si- 
do XIV. Mas el vetp, aunque modificado, de que usíi- 
bain los corregidores, 1^ aprobación discrecional que 
debían recibir sus deliberaciones d^ l^s Cámaras pro- 
vinciales; el revisarse por Jas münÍQÍpalidade» de 
las capitales dé departajmento las leyes y actos de 
las demás, para que pudieran tener efecto proviso- 
rio, cuando estuviere en receso la Lejislatura, la pnis- 
má división en dos Cámaras de algunas, y tantas mas 
restricciones y dificultades, que presentaban varios 
de los artículos constitucionales, destituían á los 
cuerpos de partidos, de su prestigio y funciones na- 
turales como cercano^ mandatarios del pueblo. 

Jlai bastante que elojiar, por cierto, en varias de 
sus disposiciones, cual la de distinguir entre el po- 
der puramente deliberativo municipal y el ejecutivo, 
confiado esclusivamente á los Corregidores. La de 
ser elejido estos por el Ejecutivo de la provincia á 
propuesta en terna de las municipalidades ; y la de 
prohibírseles que mantuviesen relaciones entre sí so- 
bijo los negocios ó intereses jenerales del Estado. 
Para pormenores véanse ert el Apéndice los títulos y 
secciones relativas al objeto, que han podido copiarse. 

Apenas cabe mencionar la cruda y calamitosa 
época de la guerra de independencia desde la inva- 
sión de monteverde hasta el Congreso en Angostura 
de 1819. Tiempos de combates, y escepcionales en 
que solo se oye la voz del vencedor; en que las ar- 
mas republicanas si habian vencido, todavía no al- 
canzaban la posesión completa del triunfo. El título 
glorioso de Libertador de su patria, lo recibió enton- 
ces Bolívar del Cabildo de Uarácas, mui luego á su 
entrada en ella el 7 dg Agosto de t8l3. 

Aun no se habia arrojado á los españoles del ter- 
ritorio de Venezuela y ya preparaba Bolívar á la cau- 
sa española en el Congreso de CJuayana un adver- 
sario mas formidable, como dice el Sr, Baralt, que lo 
que eráPáezen el Apure, porque sus pacíficos triun- 
fos debian cimentar er^obÍQrno en la opinión, reina 
del mundo. Porla'Constitucion que sancionóla Asam- 
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bleíi j el Poder Municipal fné reducido á stis níiénMés 
términos, como que sendlt^f^, centralización yforta- 
le(9a habi£i sido el plan propuesto para las nuevas ins- 
tituciones; sí bien, en lo sustancial, no se faabiü se- 
guido el que Bolívar juzgaba mas conforme á la es- 
tabilixlad y engrandecimiento de la República, nr á 
ia dominante idea de Colombia que, solo, pdbre y 
misente de la patria, concibiera. 

Dividióse el territorio én provincias, departamelitos 
y parroquias. Gobernadores y Comandantes militares 
eran los encargados del réjimen interior de las prorin- 
«ias: un Prefecto y una municipalidad solo había de 
haber en cada capital de departamento: estas tiOípo- 
raciones se componian de miembros elejídos por las 
Asambleas parroquiales: la Alta Politía estaba en- 
comendada a los Gobernadores, y la municipal h las 
inunicipalidades: los Gobernadores 6 los Prefectos, 
que eran sus tenientes en los deparfementos de pro- 
vincia, presidiáA aquellas corporaciones :habia ajen- 
tes departamentales en cada parroquia nombrados 
■ por ellas mismas : la elección de los municipales, jüe- 
zes de departamento y de paz, y jurados de impren- 
ta la perfeccionaba por las Asambleas electorales 6 
departamefi tales si hecho el escrutinio de los votos 
que constaban en los registros respectív^os de las elec- 
ciones parroquiales, no resultaban electos por Ma- 
yoría absoluta de sufrajios. Por lo demns, las fun- 
ciones délas -municipalidades eran velar por el cum- 
plimiento de la Constitución en sus departamentos: 
proponer al Presidente de la Repüblica reformas y 
nfiejoras en la administración departamental por con- 
ducto del Prefecto, ó por diputaciones al intento: 
formar censos de la población por parroquias y lle- 
var un rejístro de supernacidos y otro de finados. 

Esa esta* Constitución que se puso por apéndice 
lo que sobre Poder moralj habia proyectado el mis- 
mo Libertador, para consultar la opinión de los sa- 
bios de todos los países por medio de la impréntala y 
hacer ensayos parciales y reunir hechos que com- 
probasen las ventajas 6 los perjuicios de esta nueva 
instítticion. Pensamiento, considerado por algunos 
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. .diputados al Congreso^ coího el mas (eWt y pm|rio 
.para influir en la.pai'feccion de las instituciones so- 
xiaic^: por otros, como una iuquisiciou moral borne- 
isosíunesita ni menos horrible que la re^jio^a; y por 
todos^, como de mui difícil iBsíablecimiento, y para 
aquella oportunidad, .nbsol ütamente impracticable. 
f ..Mayor parte en lo político dio la Constitución 
de Colombia en 1821 á los cuerpos municipales, de- 
^nominados allí Cabildos, pues ellos decidían de las 
...reclamaciones contra lo resuelto de pláiM> por los 
J:uezQs y asociados de las Asambleas de parroquia; 
fiijuriap los pliegos de sufraj ios, presididos por los al- 
caldes ordinarios, y en su defecto por uno de los Re- 
jidoreS) hacian el escrutinio coiejando los votos: de- 
.olaraban constitucionalmenie nombrados para elec- 
tores .á los que resultaran con mayor numero de su- 
frajios: daban pronto aviso á los electores para que 
.concurriesen i la capital de la provincia el dia pre- 
venido por la lei fundamental, y el Cabildo de la ca- 
pital del departamento pasaba á la Cámara del Se- 
nado los rejistros de votaciones para Presidente, Vi- 
ce y Senadores. 

Se hisBo una división del territorio de Colombia 
en departamentos, provincias, cantones y parroquias ; 
y en cuanto á organización, número y funciones de 
los Cabildos, se dispuso que el Congreso lo arregla- 
ra, asi como cuanto condujese á la mejor adminis- 
tración de dichos cuerpos. 

En esta virtud, se organizaron los departamentos 
y provincias por lei de 2 de Octubre de 1821, la cual 
sufrió reformas por la de 11 de Marzo de 1S25 que 
fué adicionada con la de 18 de Abril de 1826. 

La primera creó los jefes de cantones con la de- 
nominación de Juezes políticos, quienes debian pre- 
sidir los Cabildos, cuidar de la policía ea todos sus 
ramos y arralarse en el ejercicio de su jurisdiccáon 
á la instrucción de correjidores de 15 de Mayo de 
1783 en todo lo que ne fuere contrario á la Consti- 
tución y leyes posteriores; siendo también ajen tes 
subalternos de los Gobernadores. En d titulo V se 
previno que ^ renovaran 1q6 Cabttdos . de las pro- 
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vineiás poír las^AsamUeeis^províndales de 18^; y 
que después dorntinuaran renoyándose de año eaaño 
por «leecíon de testos mismos cuerpos jí coQfírmachm . 
de/ios dobefuadores, segsta se háUa pNLotíaado.eni 
lcis>sQÍtÍQiMi^. años.' Dos ^ alcaldes* ;ordí»aFk>s iej[ii^adá < 
cabezera de cantón y dos pedáneos ^n eada parjro-* 
qoia eraadé nouibratuieiito de los. Cabildos; y anso- 
licitud de estos, podia el Intendent-Q, qiae. maadat^i^ 
el departomento, reducir el núm«q dé iRejidoreiSide' 
su prii»iti>Ya dotación por haberse disdanmuidoei* nu-; 
merp fleJiabitaates; Etartíeuloá? asignaba las Xun* 
ciofies, y entice las de^ administrar é invertiif'/Uw^bie^ 
neé de propios y arbitcios confonñe á 4aii<tey^>y ifer; 
glameatos, , velar pbr la- policía .de salübridad;,íiíseD, 
ycotnodidad/ y otras d^ órdeai «coDfOaiiíKQ: s^brg/e»* 
(ableoímienlos de. educación y oboras publicas, pe-ffiíoq 
tan«dosi4ua' merecen meneion «apeeial ¡m J^f ^laáijfi^ 
liar á los juezes en todo lo que p¡wíie|icteií^^j|ii»l» ««n 
guridadt delas: per$0í»as y hiertes^íide Ipí^^veettictól y 
1« tquc tuviesen los Cabildos por ileyei^ ivijeñtes?^ 
p0j3. una práctica léjltitftaiy «íu coi>swiaíWíia'X©n!>l» 
forma. de. Gobierno. .— .i . ^ c- ¡a^^f.i- ,;! í^n' 
: li» sesuda y sui adi<iion;dejano«.eiipileite ^ftteni- 
deaat^sí de departamentups, lo^ jGobeunaidocesidópfOf 
lííiieias'yJueaies políticos ; peratambien crearon Junr 
tai^ pnoviiicialeí?, para atender ala Administilgicio» 
de; lo» intereses comunes a v>anto!kes de uaaniisttííi 
p»^'iiloia; y combinando naejor que antesdtiiéjittien 
municipal con el político ó admiuLstratlvo, deblifida- 
yon. y pumeron ei) correspondencia. «us,divens«sft»Or 
cionwv Así es que en parte, atribuyeron a la» Junta» 
provinciales las mas importantes, q^e lei^eonferia la 
lei.de 1821 á laa municipalidades, tín .parte^ definier 
n>» las: que únicamente debian» aer pefculiarie^ á esr 
tos cuerpos^ y ¡sobre todo, suprimieron la atribuoioB 
jeneral, por lo mismo que vaga,.o«mímcMJa, de epter 
autorizados para ejercer tpdíis. aquellas funci<Wí;^P 
fundadas en la práctica 6 costumbre, con tftl €meno 
fuesen contrarias á la Constitución o leyes,; Px>i:iel 
articulo 73 de la de 1825 se dispuso que existí ewn 
municipalidades en las ciudades y villas cabczeras 
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dr caaloi^ y 4K dcMn» cMBpiHKfw de tes 
des OHHÍcipaksy cxMKCJales t Procurador: arijo ci 

de ios M'gWMt<»€» doce y ci waíair 
áam'j j á las Jobéss firarmciales se seserró 
el ih nifipar calos nünicsos coiiibiiiie á la poM a c íw i 
j mcmn^mmríam loeaks de k» pueblos. 

Se ertaUeeíeíoii asf isisiiio h» Asambleas mmur 
cípales tanto para el nombianricato de aüeakles de 
nwnwripiOy odido pona el de pmoqsias, coBoqaks^ 
ptocorídores municipales ó padres de bmskrst 
nndieos. Se mandó instalar Jontas desaaidad^iMD* 
Tiaendes j caDtooales^ j k sea9e}amBai de mimicipa- 
lidades^ joDtas en las parroqmaa, oomposslas ds los 
alcaldes de ellas j de los icspeetÍTOsflindiciMi^áqae 
se agregadban dos comisarios^ si la poblados de la 
parroquia escedia de raíl almasi Los Jefes poKticDSy 
alcaldes, procuradores j síndicos duraban un añoy 
los municipales dos. . 

En suma, puede decirse, sin temor de errar, que 
estas dos leyes ovgánica y adicional, han sida refun* 
didas en nuestra Constitución de 1830 y por nues^ 
tros lejisladores en la orgánica de prorincias de 
1838; con la diferencia de eliminación de Intend^n- 
tesy de la propuesta en tema de Jefes pcditioos por 
las Dipotaciones prorinciales á los Gobernadores en 
vez de estos á los Intendentes, y de baber Jnen po- 
Utico en cada cantón^ j no en circuitos de cantones. 

Es de este lugar esponer la protesta que la mu- 
nicipalidad de Caracas hizo al publicarse laOonsti* 
tacion colombiana de 1821, en 29 de Diciembre de 
este año; protesta que renovó en 3 de Enero de 
1822 coando fué juramentado, y que consistía en 
quedar el derecho salvo á los futuros representantes 
dé Venezuela para promover reformas en ella, visto 
que muchas de sus disposiciones emn inadaptables 
al territorio, y que la ntayor parte -de provincias no 
habían concurrido á sancionarla. 

Qui2dt' esta tentativa de parte de este cuerpo mu- 
nicipal, que se creyó con derecho á tomar [la voz 
del pueblo, puesto que présbite tenia la empresa que 
habia acometido el 19 de Abril : lo indefinido de las 
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funciones y prerógativás qüé-títít^eápIctodíéráH Stlláif 
Ayuntamientos 6 Cabildos^, désffiíéls-dfe^ tó'ébitíiic?- 
pacioh, y aíin durante el tienntpo que'trascümdjftá^- 
ta 1825-, yia rhoddde pronünciamiénttís revóíacib- 
nlsiríós, siempre emanados de atinellos cuerpos ; lo¿ 

hicif>rnii npa^^f*^^^ pnra 1«9ft f>n ^p«^^^ ^^ ^á fflnt^ 

flti strada v> sensata de Venezuela; Cotnó petií^rosos. 

TT^npr:esaríns y nnaViflnnl^m)» Íné>fif;?i^fí» para siiohi 

jélJCL No á' otra eoSa puéd'éi atriblíiwelft dslitítioWidfe 
las municipalidades qüé'lfeVó di ibábó éí ^Jéfé S^Jrfié^ 
ríér civil y militad; dofr íiittorizaícidii dfePliiiyeHatitíi^ [ 
Pfesidente, en7deOtílubi£:dfelá2^J'-'^' *• '' '''^'^ 
A ellais se sustituyeron léfmpléad'os de póliclá/qtle 
Ideran uri Jefe jetíerál én eadaprdvtócrS- *én^**áaá 
dabezerá de cantón un comisario ícbni el títttló'dtí 
tJorrejidor; en cada parroquia ton celador y ettVái 
manganas o- cuarteles Comisarios ttídols deiifóüiíWái 
itóentor del' 'Gobifertto 5 de' ios propios fiiíícidtíétfids. 
taá Rentas ni uníci pales sé depositaron en máíííóséé . 
loS Ád ministradores jenerales de policíáy délos iíé^ 
céptórés , y partidas dé miliciano^ o de Veteranos té- 
tirados, dé á' pié y dé acaballo, fcbñbdd&s Cbñ él'ttótíi- 
bre dé rondas de policía-, estaban dedicaídá^ H coií^ 
^etYBt el Srdéh píiblicio, prevenir Ibs delifdfe, lía5Jéi' 
¿timpHí* él^reglafmetíto jeiieral'K^füe'áíB prónílülgd, -y t 
la ; policía judicial. • • ': ^* '' » '^•».,: ;« . .Uvnv.: 

• • Füerofi cóinceptos' dé lá proclaíná Con ^ü^ iépt^ 
mitóel referido- W^laÁiérító' jiéifeMl tífe^ poHéfál^^lftfe . 
siguientes J '^Eí ilátííéif^p^'lk'^^itíciüh ^tfi^tHift«L / 
cipalidades es uniforrfié:'«iraH*«íi- j^a'«íiÍHfe4ftik 
tmá cárgá' penosa' pafra tóSfcért>itia*Wqüé»ertíW'áHan- 
-tiál dé féMldttd : ' yb lifeí^wW^aofe í^iétótneííé!* ílé>^fift 
ísábios y de todos tosiiortifbíéá htíné&ft^f^ltísifihíisftkfe 
éüerpos ntuiricipafésí haníípédftfo''Cdrt 'ftrfst«tifcM'ííti 
abolición, cmhóél«dDlbtésoiitete«ltáaódéfÍBlü'^i^etí^ 
néte; • y U subrogatíidri ♦ iieF sétí éi»ío nfi^iitíéh '^ ni* trfS- 
jliStrado en cada' cantóÁ*,' qtté 'pljyda^ h!acét<*éfbieit, 
bajóla garantía deqeyesJitít^iolábléS'.'*ií«^'i^>i '>í ^vi -^1 
Analizado el *Peglafm*gtdj^S éttysí püMicfactóW'iííf-/ 
tecediS éfótittváWftíftó tó 'éémiim'éétíimn^^pmjkh 
tasH^ábioii^roiíyadótS ^düd«ídaM<^^ H^é" 0Jiilltéfl^,JimW- 



ei Eamto de poluM íi 
á Ja comogracion abü^itia de 
tiá>iáiidciE»ele» £uácpeieaUra«^rii«L j á la «11- 

ftarwM, se añadía eá auxiLo cuoiítaBie iie iá»eiecala" 
i& de su» órdeuesu 

A pesar de esto, contiario á loa» priodpk4&. y lüias 
todaría á los de imá ISe|MibIj€ádeii«ó.--r£ Jc^ «efim- 
sáderó <J [Jaa adt^piadi^, |nm^ que d^ Puder Muai- 
dfial es solo'ua lamo ia polkia, j con ng^amenla 
ea esa linca tiaió de bafrenane €:í «lei^eilao que tie- 
nen las4XMnunidade5 de elejir ísus Mianda<ari«K pafa 
la Admintstiaeíab de los ¡ntereses locales. Xo sin 
tsúUHLf poes, se desacreditó el nueTo répunen, oomo 
mas profMo paca iastítucÁones de ouo jénen», que 
para ir alioieatando el patiíotisuio y fawmeoer el 
desarrollo dcá espirít4i oacionaL Admilido qué las 
municipalidades habían traspasado los lindes de sus 
üondones natiusdes, y convertidose en piedia dees- 
cándalo para destruir la fuerza moral del Gobierno, 
bueno fu^a que se hubiesen correjído los abuisos^ 
eircunscríbiéndolas el Poder Lejislativo á su «edu- 
cida e^era, sin locar en el cstiemo de eliminadas 
por lo de pdi^osas. Y si para ek ejeicjcio de la aUa 
jftÁMásk^ es á i>aber, aquella que miía a la seguridad, 
salud, educación y orden públicos en jeneial, se es- 
oofito un sistema mas sencillo y de mayor eficaaia; 
uunpoco debía despegarse a los municipios de la que 

^ les incumbe en sus determinadas localidades, fuera 

! de la interreacion gulM^natiya. 

Reunido el Constituyenle ea 1830, euando se se- 
parS Venexuda de Colombia, se ocuparon casi ior 
dos los hombres piomin^ites y notabilidades del 
pais que había en su seno en fixinar una Constitu- 
eion, que sin jactancia puede competir con cualquie- 
ra otra de las mas libras y democráticas del muur 
do. Sabias y acaloradas discusiones «e soscitamn 
sobce la Ibnna r^ublicana de Gobierno mas con¥e- 
ni^rfe; y csomo en esa para siempre memorable 
Asamblea se encontraron rep re s en t ad os todos los ele- 
nmntos de la opinioo, se a^c^ el sjgieuajafittliO' 
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derjal por uaa m^yoFi^' pensadora é iluülra4?.\ 
J§la este sistema^ ^1 Pod^r Municipaí desernpe%» 
par diversas escalas, funciones de trascendencia, asi j\ 
ea Jo politico coaio en lo económico. . . i 

Anteaos ojos tuvo el Congreso las dos faces que 
presentaba la cuestión délas municipalidades: sus 
bijBíies, y necesidad en uu Gobierno republicano, po- 
pular/representativo: sus niales,, deiiva^os de Íqs. 
abu$Qs; y la foriua centroí^ federal era la mas adecua- 
da para concíjlíar los 4os.prin<;ip¡os del internes par^í- 
CMlar, ydel provecho coi;nun en 1iil organi^u^ion dei' 

Iqs CMjerpo^ ínunipipales./ .: .:.: :,'. 

Como observaror^.que. de dar estensp, poder :sea 
enloecono^nico, ,sea eh k> politico a aquellas jcorpo- 
raeioij^esj cobraban. estas. fuerza *y brio para re^ist^rí 
al.Qol^i^cno en el ejefQicio.de suaMtCMrid^^i.f^Qduvifart 
rqn. cxrqunspectos en u^.46 sus faculta^a^, p al pa- 
so que las concedían amalg<^iparoq con ell^, la ac- 
ción central de la Administración, y así fué justo, 
conveniente, se hubo de menester. 

^¡ desconocieron que en lo económico, mejor com- 
prenden los intereses locales, los mandatarios inme- 
diatos del' pueblo; ni dieron pábulo á la tiranía ca- 
sera nombre con que se titula la que pueden ejercer 
las autoridades del lugar ó concejiles, cuando no se 
establecen funcionarios vijilantes al frente de aque- 
llas q.UQ. ^9nu) ajenies del QobíerjQQ mantengan en 
su vigor las.leyes enfrenando á los que inteinten que- 
brantarlas. 

De suerte que en esta materia parece que probi^ 
jaron las reflexiones de uii concienzudo publicista^, 
contemporáneo, diputado en las célebres Cortes es- 
pañolas (^). 

En los títulos 6°, 7^ y S'' sobre elecciones, detnar^- 
ca la Constitución las funciones de los Concejos cuan- 
to á lo político; y el art. 179, tít 24, manda estable 
cerlos en las cabezeras de cantón, .y que por lei se. 
designen sus atribuciones, duración y forma de elec- 
ción; tocando solo á la Diputación respectiva señéi- 
lar el numero de sus miembros. Por eí art. 176 se 

{*) Antonio Alcalá Oaliano, Derecho público constitucional. . - ./ 
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.dispone que háyá jfefés' de;dáh(6iTés sírboírdihadbs-iU 
' lóá Gbbdrhadórésr, y' también se deja'a la lérdetérttii- 
nar srü-éénoíninátíión^, dti¥adon y fuñtíoñés. 

Pero la organización y fáéultadfetfdfel primfei-tíitet-* 
pií itiühicipal y adrfiinísíWátiVó en; las provincias, que 
son las Diputaciones, aáf 'cbrtio láéleéción yfanció-' 
neá' de los Gobernadores (Ejecutivo de ellas) fué 
asunto de los títulos 23 y 24. ' *^ 

La primera lejislatura de 1830 se ocupo' de cum- 
plir coii el precepto con«titüdóTiál; y saiidoriS la de 
12 dé Octubre ^obre muwictpalidadéfe, queflié dero- 
gada por la vijente de 24 de Abril dé 1838 sobre or- 
ganización y réjimen de las^'jirbVíricias: 

Eñ lás nottíá' qué^resjíeéto de los capítulús de es- 
tá óbrai he tréiÜtí córidütíentes. He' analizado dicha 
leí, y si las^ djímíones qué emito triéfecen siquiertt 
ser discutidas por mis cónipatriot&á, por bien consa- 
grado reputaré el tiempo de mis vijilias. ' 

í .. * ' ' ' * . . . • 

0tiaó t^coóéa. 
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LISTA DE LOS AUTORES Y CÓDIGOS QftJE l^'HAÍT (50JíTStrÍTAbo 
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Masika, Jiüeio ótítico de Ia.Iéjiélacái)n' española yiéotía d« lá&€6rte8. 

EscBíCHE, grande edición. 

TocQUEViLLE, DemoCríicia del ííórte- América. ' 

Bahaiít t Díaz, Historia antigua y int)detna; 

Montenegro, Historia antigua de Venezuela. 

Maccabel, Derecho público administrativo. 

Oaliako, Derecho politioo constitucional. . - 

Luis Vivero, Derecho político constitucional,. . 

Boletín Di JirnispRUDENciA. ;.. i. » • - 

FüiBo Jtrzao. 

Leyes de Partida. 

Novísima Recopilación'. " . ' 

-Constitución provincial imí CauXcas — 1812." i . 

Ídem del Estado de Venezuela — ^1819. 

Ídem de Colombia — 1821.' 

Lbyes de Colombia. . > ' 

Constitución de Venezuela — 1830. 

Leyes de Venezuela. ■ ' 
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NOTA 1?, CAP.' IV, tJÍa; 16^-'' * 

No encuentro rasson poderosa páíiri^'sea cbGb* 
bierno quien fije la época de^reunii^n de io$i electores 
y no lattei. Antletepop el contrario, estableordos por 
el autor los ñnes importantes que ha de akanbsar el- 
Poder Alunicipai y su independenoia; en cuanto ála^ 
fimciofie^ qtie les Mn propias^ nada mas l6}icoi<|ue 
al Poder Legislativo corresponda designaíp la»' ép64 
cas de reunión, pues de otra- suerte poditiai el iGobieiH 
ndí reduciendo, coartando d diíkieiido, 'se^i» tíus 
connnetfiencjas, las reuniones de ios electores) aud 
por resol ucionei^ jenerales, ir debilitando de^gradq 
en' gradoi la necesidad de la elección hasta el' punto 
que fuera ilusoria. De menor importancia es que ú\ 
Gobierno también se deje pi^oporcionar local para 
las reuniones de los Concejos; pero no pot cisto ^e 
debe tener como inocente tal atríbu<}ioh^ desde lué* 
go que se considere ilegal toda reunión de los roien^ 
bros concejales, íbera del edificio* que al efecto' bu*- 
biere proporcionado la Administración. Y comoqüie^ 
ra que sin esta legalidad, en vano proouiiarian poner 
en 'acción' sus facultades concejales, tartipoeo debe 
concederle á ot^o poder estraño sino á dichos cuer- 
pos O á los que participen de su propianaturaleza 
el proporcionar casas- consistoriales. 

El articulo 189 de la Constitución de Venezuela 
de 1830 establece Concejos mtinici^paies en las cabe- 
aeras de- cantón,: cuyas atribuciones, duración y for- 
ma de elección designarían la lei ; y la Diputación 
respcoti^ia el nCiméro de mx^ miembro». 

En esta virtud el artículo 67 de la lei de 24 de 
Abril de 1838 que reforma la del Constituyente so- 
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(df^one qué'háya jefes' de; dáhtónés strbordihairibs-^t 
' llo« Gbbérnadórésr, y' tamlMen se deja a la lerdetértfii- 
nar áü áénéniiinátiiión', dü¥a[citon y furitíoñfes. 

Pero la organización y faéultadbfe del primer duef-' 
píí rtiutticipal y adnfiinísíWátiVó^en: tós provincias, que 
son las Diputaciones, aáf'cóttió láéleécion yfanció-' 
neá' dé los Gobertiádore^ (Ejecutivo de ellas) fué 
asunto de los títulos 23 y 24. '^ 

La primera lejislatura de 1830 se ocupo de cum- 
plir con él preceptO'COrfstittieionál; y santiiorio la de 
12 dé Octubre ^obre municipalidades, que^flié dero- 
gada por la vijente de 24 de Abril de 1838 sobre or- 
ganización y i^jimen de las^jiWoViricias: 

Eíi las notaí* <^üé>i'es{lté6to de tos caípltutós de es- 
tá óbraí hecréíütí córidütíeñtes,'he' analizado dicha 
téi', y si lak djííníoneá qué emito trierecen siquiera 
ser disentidas por rhíá cótilpatriotáá, por Üiériconsa- 
grado repútate' ertíéihpatte mis vijilíasl " 

'J, ; .' ' I • . . . ^ 

0Ciaó t^coóéa. 
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ifjyuKA, Joicio dtítieó de la.l«jiikladU>tf cnápa&olii y téotia d« las Cortes. 

EacBíCHE, grande edición.; 

TocQUEViLLE, Democííida del Norte- América. ' 

Bahaüt T Díaz, Historia antigua 7 mbdetna. < ' : 

MoiíTENEGBO, Historia antigua de Venezuela. 

Maccabel, Derecho público administratiyo. 

Oaliako, Derecho políláoo constitucional. .• '- 

Luis Vivero, Derecho político constitucional.. 

Boletín de jurisprudencia. 

FVSBO Jüzoo. 

Leyes de Partida. 
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NOTA 1% capV IV, pAg: le^ 






No encuentro raeon poderosa páíiri^'SPeacIíGb* 
bíerno quien fije laépoca dé^reunii^ndeiosieleetores^ 
y no latei. Ahtiefe por el contrario, estableordos por 
el autor los ñnes importantes 'que ha de atcanksar et 
Poder Municipal y sfa independencia; eh cuanto ála^ 
fimeione^ qtie les ^n propias;, nada mas' lójicoique 
al Poder: Lejislativo corresponda designa* la*» ép<i4 
cas de reunión, pues de otra' suerte podifi» el iGobiem 
nd, reduciendo, coartando d dlfiorieiido, sacian tí us 
cono^eniencias, las reuniones de los electores) ami 
por resoluciones jenerales, ir debilitando de^gradcí 
engradoila necesidad déla elección haeta el< punto 
que fuera ilusoria. De menor importancia es que al 
Gobierno también se deje proporcionar local para 
las reuniones de los Concejos; pero no pot estofe 
debe tener como inocente tal atríbu<sioh^ desde lue* 
go que se considere ilegal toda reunión de losf na ien^ 
bros concejales, íbera del edificio qne al efecto bu* 
biere proporcionado la Administración. Y comoqüie^ 
ra que sin esta legalidad, en vano procuiiarian poner 
en acción' sus facultades concejales, taihpoco debe 
concederse á otro ppderestraño'sino á dichos ouerh 
pos O á los que participen de su propianaturaleza 
el proporcionar casas- consistoriales. 

El articulo 189 de la Constitución ¡de Veneasuela 
de 1830 establece Concejos fflQnieif>ales en las cabe- 
aeras de- can ton,: cuya^ atribuciones, duración y for- 
ma de elección designarían la lei ; y la Diputación 
respectiva el nün^éro de sus miembro». 

En estü virtud el artfeulo 67 de la lei de 24 de 
Abril de 1838 que reforma la del Constituyente so- 



1&2' RESESÍ^^áYáíRiSfóAlJfe LA' Aültol Di VBftrtlZTrBLA. 

(dfs^oneque haya jéfé«'de;dáht6nés stibordiharios-i' 
' ló^ Gbbeirnadóre», y' también se deja S la léídetérini- 
'imr sfü-áénotninátjion, dWatílon y funciones. 

Pero la organización y faóultadfei^tM ptímétiuteft- 
p<)¡ liiutticipal y adrtiinístottvó en; las provincias, í^ue 
son las Diputaciones, aáf cómo la eléCciórt y funció-' 
neá' de los Gobertiadore^ (EjecutiVo de ellas) fué 
asunto de los títulos 23 y 24. ' . ' ^ 

La primera lejislatura de 1830 se ocupó' de cum- 
plir con el precepto constitucional ; y sanéiorio la de 
12 dé Octubre ^obre municipalidades, qufe flié dero- 
gada por la vijente de 24 de Abril de 1838 sobre or- 
ganización y féjimen de la* jiWoViricias. 

Eñ Isis notaf* (^tW? res{te61!o de los capítulos de es- 
tá obra he'éréiÜd coriduiíentes, he analizado dicha 
lé!', y si lasi djííníones que emito nierecen siquiert». 
ser discutidas por mis cónlpatriotás, por hiéh consa- 
grado reputaré ertiéittpatfe mis vijilias. ' 
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No encuehtro racson poderosa páíirifae'sea'díGb'í 
bterno quien fije la época de*reunii^ncteioá;eleetore» 
y fio laitei. Ahtiefepop el contrario, estableot<ñoij por 
el autor los fines importantes que ha dealcankatelí 
Poder Alunicdpai y sfa independekioia; eñ cuanto a laf 
funeiofie^ qtie ks' ^n propias^ nada liías' liófícDiqíie 
al Poder Lejislativo corvespofida desdgna^r la» épo4 
cas de reunión, pues de otra' suertepodifia eliGobieiH 
no, Teduclendo, coartando 6 diihrieiido, se^i» tí us 
comneniencias, las reuniones de los electores) aüri 
por resoluciones jetiePáles, ir debilitando de agrado 
en gradoi la necesidad de la elección hasta el* punto 
que fuera iltisoria. De menor importancia es que al 
Gobierno también se deje píoporciofmr local para 
las reuniones de los Concejos; pero «o pot cisto sé 
debe tener como inocente tal atríbucioh^ deísde lúe* 
go que se considere ilegal toda reunión de losfnaienr^ 
bros concejales, íbera del edificio' qére al efecto hu*- 
biere proporcionado la Administración. Y comoqü^^ 
ra que sin esta legalidad, en- vano procurarían poner 
enaoeionsus facultades conejales, tartipoco debe 
concederse á otro poder estraño< sino á dichos ouep- 
pos 6 á los que participen de su propianaturaleza 
el proporcionar casas- consistoriales. 

El artículo 189 de la Constitución: de Venezuela 
de 1830 establece Concejos municif>aies en las cabe- 
zera« de cantón,: cuyas atribuciones, duración y for- 
ma de elección designarían la lei ; y la Diputacicm 
respectiva el nCinaero de sus miembros. 

En esta virtud el artículo 67 de la lei de 24 de 
Abril de 1838 qite reforma la del Constituyente so- 
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.disoné que háyá jfefés' de;dáht6nés strbordihaiílt)s-4k 
' lo« Gbbdrnadórésf, y tamlMen se deja filñlevá^nm' 
'liar j^-áénoininádón^, düVaídoTí y fuñicte^ 

Pero la organización y faóultadtífe^dfe^l pri mét' diteir- 
p<)l liiurticipíil y adrtiinísttótivó en; las provincias, que 
son las Diputaciones, aáf cbríio'lá éleéciórt yfancio-' 
néá'dé los Gobernadores (Ejecutivo de ellas) fué 
asunto de los títulos 23 y 24. ' '^ 

La primera lejislatura de 1830 se ocupo de cum- 
plir con el precepto constitucional; y sanéiorio la de 
12 dé Octubre !¿bre raumtíj^alidadé^, qufe ftié dero- 
gada por la vijente de 24 de Abril dé 1838 sobre or- 
ganización y réjimen de las^pWoVíricias: 

En las notaí* (^üé^yesjteéío'de tos capltu!t!>s de es- 
tá obra Ke'^réíÜd córidutíeñtes, He analizado dicha' 
léi', y sí las' djíiniones qué emito triérecen siquiei^ 
ser discutidas por mía cónlpatriotáá, por bien consa- 
grado repútale ertíéihpatfe mis vijilias; ^ 
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No encueh tro racson poderosa párirqJtie sead^Gb* 
bierno quien fije la época de-reunitwifdeioáielectore»» 
y nola'tei. Ahtiefe por el contrario, estableotiñod por 
el autor los ñne^^ importantes 'que ha deaieanfesar el- 
Poder Alunibípai y síu independencia; eñ cuanto álaf 
fiMieione^ qtie les ^n propias^ fiada mas' l<5ficoi^iie 
al Poder Legislativo corresponda design^y la»' ép<>4 
cas de reunión, pues de otra suerte podifi» eliGobiein 
no; reduciendo, coartando 6 difiriendo, se^i» tí us 
connneniencias, las reuniones de ios eleotones) auri 
por resol ucionei^ jenePáles, ir debilitando de 'gradq 
cin> grados la necesidad de la elección haeta el> punto 
que fuera ilusoria. De menor importancia es que ál 
Gobierno también se deje proporci«oimr local para 
lus reuniones de los Concejos; pero no pot cisto^e 
debe tener como inocente tal atribución, desde iue* 
go que se considere ilegal toda reunión de losnaien^ 
bros concejales, flaera del edificio que al efecto' hu*- 
biere proporcionado la Administración. Y compro qüte^ 
ra que sin esta legalidad, en vano procurarían poner 
en acción sus facultades conejales, tartipoco debe 
concederse á ott'O poder estraño' sino á dichos cuer- 
pos 6 á los que participen de ^i propianaturaleza 
el proporcionar casas consistoriales. 

El articulo 189 de la Constitución de Venezuela 
de 1830 establece Concejos municipales en las cabe- 
zera» de cantón,: cuyas atribuciones, duración y for- 
ma de elección designarían la lei ; y la Diputación 
respectiva el nCiméro de sus miembroi». 

En estíi virtud el artículo 67 de la lei de 24 de 
Abril de 1838 que reforma la del Constituyente so- 
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jdfí^pone queháyá jefes' de; dáhtonés svboirdíhaidbs-*' 
' 16$ Gbbdrnadótésr, y'tamWen se-deja ala lérdeténtii- 
imr sW-áénóininátíiów, düVaclon y fuñtíotífes, 

Pero la organización y facultadfefe' del primer duet- ' 
p<)l rtiutticipal y aánfiini^wativó^én; las provincias, ([ue 
son las Diputaciones, aSf'cbhio la éleCdiórt y füncio-' 
neá' de los Gobertiádoreí^ (Ejecutivo de ellas) fué 
asunto de los títulos 23 y 24. ' '-- 

La primera lejislatura de 1830 se ocupo de cum- 
plir con el precepto con^titticiónál; y sanéiorio la de 
12 dé Ocf ubre^obre raunitípalidadé^, que fué dero- 
gada por la vijente de 24 de Abril dé 1838 sobre or- 
ganización y i^jimen de las^ pWoViricias: 

En las notaí* qüé^i'espééto de los caípltult!>s de es- 
tá óbrá he' creído coridüceñtes, he analizado dicha' 
téi', y si lasf d Jííñíones qué emito ttíéreéen siquiertt 
ser díscntidks por ifaíá cónlpatriotóá, por Biéh'cónsa- 
grado reputaré* ertiéihpo de mis Tijiliasl ' 
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No encuentro razón poderosa paviri^'seadíGb* 
bíerno quien fije la época dé'reunii^ndeios¡electore»! 
y no la»tei. Ahtiefepor el contrario, estableotáos por 
el autor los ñnes importantes que ha deatcanbsabet 
Poder Alunioipai y su independencia; eñ cuanto álaf 
funciones que les ^n propia^!, nada mas' lójico'que 
al Poder: Lejislativo corresponda desliar lasíép<í4 
cas de reunión, pues de otra* suerte podifi» elíGobiein 
n5= reduciendo, coartando o difiriendo, < se^i» ^ ^us 
connneniencias, las reuniones de los electores) omi 
por resol ucionei^ jenerales, ir debilitando degrado 
en gradoila necesidad déla elección hasta eli punto 
que fuera ilusoria. De menor importancia' es qne al 
Gobierno también se deje proporcionar local para 
las reuniones délos Cíohcejos; pero no pof éstese 
debe tener como inocente tal atribución^ desde lué* 
go que se considere ilegal toda reunión de los naien^ 
bros concejales, íbera del edificio qne al efecto hu* 
biere proporcionado la Administración. Y como quieb- 
ra que sin esta legalidad, en vano procurarían poner 
en acción sus facultades concejales, tartipoeo debe 
concederse á otro poder estraño sino á dichos cuer- 
pos o á los que participen de su propianaturaleza 
el propo^rcionar casas consi&toriales. 

El artículo 189 de la Constitución 'de Venezuela 
de 1830 establece Concejos mtinieipaies en las cabe- 
aeras de cantón, cuyas atribuciones, duración y for- 
ma de elección designarían la lei ; y la Diputación 
respectiva el numero de ^us miembros. 

En esta virtud el artíeulo 67 de la lei de 24 de 
Abril de 1838 qite reforma la del Constituyente so- 



128 NOÍAS 

en la Asamblea, elijiéndose en rej i stro separado, los 
que falten para el quorum con el carácter de electo- 
res Municipales. . ^ 
. Dedúcese délo espuesto, que en nuestro rSjímen 
de Gobierno se practican los principios que difunde 
el autor en etste capítulo; aunque andando el tiem- 
po, seria de desear una elecciori mas directa de los 
representantes de la comunidad por los partidos ó 
localidades, como se observa en Norte-América. 

* ' NOTA 3?, CAP. VI, pXg. 22. 

Según nuestra Constitución, los funcionario? mu- 
nicipales desde el juez de paz, que es el último én 
la escala constitucional hasta la corporación de ma- 
yor categoría que es la Diputación, o mejor dicho, 
todos los funcionarios investidos de cualquiera espe- 
cie de autoridad, son ajen tes de la nación y como ta- 
les responsables de su conducta publica (art 4?) De 
que se sigue, así por este artículo, como por los de- 
mas que se analizarán, que el Poder Municipal se 
ha combinado en nuestro sistema con atribuciones 
administrativas y judiciales, pues que aquellos que 
lo ejercen están á la vez encargados deftinciones es- 
trañas á las que le son peculiares; en lo cuíil no en- 
cuentra ninguna incompatibilidad M. H. déPansey. 
Antes bien, honrados con la confianza delGobierno, 

' observa él, que los habitantes tendrán mas miramien- 
to á las personas de aquellos, particularmente del je- 
fe, f habrá mas sumisión á las órdenes que seles 

; intimen, ya como funcionario municipal, ya como 
ájente áe la Administración pública. 

Echemos una ojeada sobre las atribuciones estra- 

'-nás que tienien los Concejos y demás corporaciones 
y funcionarios municipales, por la Gonatitucion y 

"leyes que se han sancionado encumplimientotJe ella. 
Eí arlSctrlo 18 encarga á los Concejoiá formarla 

" lista de electores entre los que debe recaer la elec- 

^cion del cantón para él Cplejío en cada período elec- 

' éóndiTio ; luego que les pasen las^ Juntas de riotableis, 
que se componen ée la primera autoridad de la ^ar- 
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roquín y de do^s vecinos dj¿signados ll efecto por aque- 
llos cuerpos, las listas de individuos con las calida- 
des de electér. Los artículos 29^ 30 y 31 son referen*' - 
tes á la apertura de los rejistros donde seencnentran ^ ^ 

. los votos de las parroquias del cantón :* al escrutinio # • 
"que se debe hacer de eUos ; á la remisión del pliego ♦ , • 

de los que resulten* nombrados electores por haber ., ^ 

obtenido mayoría de voto^ al Concejo municipal * " <í 

del cantón capital de la* provincia;* y á dar aviso á 
los nombrados para que concurran á la misma capi* 
tal el dia designado por la Constitución. 

El 33 les impone la obligación dé presidir é ins* 
talar losColejios Electorales á los Concejos, munici- 
pales de los cantones capitaleis de provincias. ' Por el 
código de elecciones' ejercen funciones notables en 
este ramo. \ 

Y por la lei oi^ánica de provincias, ademas de ías. 
atribuciones inherentes á dichos cuerpos, se les coiv 
fieren por los artículos 80, al 84 otras administrati- ^ 

vas de importancia, tales como propehder af ípmen- 
tú de la agricultura, la industria y el comercio, pro- 
curando que se remuevan los obstáculos para su de- 
■. sarrollo; repartirentrelosvecinos con igualdad equi- # 
tativa los bagajes, alojamientos y demás suministros 
para la <ropá; hacer la distribución de los emprésti* 
tos públicos y contribuciones estraordinarias, repar- 
tidas qtie hayan nido las cuotas entre los cantones '^ 
por las Diputaciones provinciales; y cumplir las 
leyes, decretos y providencias que les comuniquen 
los Gobernadores y los Jefes políticos en lo que sean ' 
de suresprte. ' 

Los jefes, presidentes nato$ de los Concejos, mat 
puede decirse son ajentes inmediatos del Gobierno 
que funcionarios en el ramo municipal; pues por el 
artículo 36 de la citada lei orgánica se les declara 
primeros majistrados civiles en los cantones que ad- 
ministran, con autoridad económica y gubernativa, 
y deprendientes inmediatos de los gobernadores. No 
obstante, fuera del voto deliberativo que tienen en 
los Concejos, ejercen por sí solos funciones de la al- ^ 
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ta *y baja políéfa, a^i conSb también varias otras rn- 
vatívas del P9der Municipal. Véanse principalmen- 
te lA artícufos 41, 46, 47, ,48, 49 y 50 dé la lei. 
Entran Jas Diputacioneis y los Gobernadores á fi-^ 
^ gurar en el último grado superior del Poder Munici* 
pal: aquella^, como cuerpos .deliberantes provincia- 
les : estos, como ejecutivos én suS determinadas pro* 
. vincias. Háse espuesto eii compendio el modo de 
componerse áxjudlas cor|)ófaciones ; y falta por de- 
cir que una de sus principales atribuciones es pre- 
sentar al Podw Ejecutivo cada cuatro años una ter- 
na de individuos que merezcan lá confianza de la 
provincia para sus Gobernadores (función 4.'^rt. 161 
déla Constitución). El Congreso Constituyente tra- 
tó de asimilar tanto el réjimen y organización de las 
jprovincias ald'e la Administración Suprema delEls- 
tado^ que no ^e cometerla error at asegurar, que en 
la República bai Estados unidos cuantas son las pro^ 
^ vincias en que se divida el territorio ;á pesar del pria- 
cipio de íxentralrzacipn.que prevaleció en la Asamblea, 
contra el de fedei'acion que estaba en el ánimo de 
gran parte de sus miembros. Y fué de la colisión de 
^ estos principios, que nació la adopción del interme- 
diario, á saber, el sistema misto centro-federal, como 
mas conforme á las convicciones de la mayoría y 
mas adecuado para la consolidación y progreso de 
Venezuela. Por esto se prescribió obedecerlas or- 
denanzas y resoluciones de las Diputaciones, como 
leyes provinciales, aun sin recibir la aprobación del 
Poder Lejislativo: se concedió la autorización ai 
Congreso para desaprobarlas, solo en el caso de ser 
^las contrarias á las leyes de la República ; y en^e 
muchas otras atribuciones importantes, ya adminis- 
trativas, ya municipales, las de establecer bancos, 
provinciales, contratar empréstitos, y crear impues- 
tos municipales ó provinciales. También se declaro 
la inmunidad de sus miembros en sus personas y 
bienes durante las sesiones mientras van á ellas y 
vuelven á sus casas; y de cargos concejiles, como 
se calificaron los demás destinos de Jefe político 
para abajo, se acordó indemnizar á sus miembros 
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á (semejanssa de los de las Cámaras L€|f$latÍT»9i Al 

Gobernador se le concedió respecto 4« las vesoht&ití-- 

nes del veto modificado de que usa el Presidente 

respecto de las lejes, limitándolo a} término de cin^ 

00 días en vez de diez que tiene el Ejecutivo, y o6m 

sa parecida, si no igual, se observa al leer la serie db 

funciones en el artículo 161, y en los anteriores y 

subsiguientes, comparándolos con los referentes^al 

Podef Ejecutivo y Lejislativo. 

\ . Aparte de las leyes orgánicas que encargó á eslü 

' último el Constituyente, se le reservó asimismo el 

disponer por lei las basas jenerales de la policía urr 

baña y rural, sobre las que debian reglamentar dés< 

pues las Diputaciones (función 16-, art 161). Alte 

I no han espedido las lejislaturas de 1830 acá, esta leí 

vital para uniformar la policía, cuanto sea posible,^ 

en toda la Repú^biica, sin embargo de los repetidos 

y casi anuales escitamientos que han hecho á Ibm 

' Cámaras las Diputaciones. 

En orden inferior se cuentan entre los funciona^ 

* ríos municipales las Juntas comunales, los juezeü 

de paz y los comisarios de policía. Creadas las pr^ 

meras por la lei orgánica, art 87, cap. VH en cada 

parroquia, que no sea de lasen que se dividen las 

^ciudades y villas : los segundos, por el art. 178 de 

la Constitución; que manda los haya en cada una 

|f dé las {¿rroquias y en todos los lugares donde con-^ 

[ venga; y que la.Iei determifie sq duración, susatrí* 

^ buciones y la forma de sus nombramientos : y por 

los Concejos, los terceros, en. las poblaciones y Iti- 

! gares que á su juicio los necesiten (art. 74, leí orgá« 

nica). 

Las Juntas comunales se componen del juez ó 
juezes de paz, del Síndico y de los comisarios que' 
permitiere la población. Sus miembros debénf i tétíer 
las cualidades de sufragantes, y han de observar ea 
cuanto á policía de la parroq\;iia Jtodo lo que se pre- 
viene respecto á los Concejos municipales (artículos 
87 y 88 de la misma lei). 

Por los artículos 56, 57, y 58 de id. ejercen los jue^ 
zes de paz en sus parroquias funciones mumcipalea 
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al nüsmo tienpo que están iomediaUmeDte subor- 
diiMidos al Jefe poUtico del respectivo cantón ; y tie- 
nen la facultad de imponer multas hasta de doce 
pesos y arrestos hasta por cuarenta y ocho horas á los 
que les desobedezcan ó falten al debido respeto. 
Por el código oigánico de tribunales, los juezes de 
paz son ademas funcionarios en el orden judicial. — 
(Lei 9.* de 11 de Febrero 1850.) 

Por ordenanza de 5 de Diciembre 1845 de la Di- 
putación de Caracas se designaron las funciones de 
los comisarios de policía. 

De propósito no se han mencionado las Juntas de 
sanidad : ellos pueden considerarse mas como cuer- 
pos consultivos que deliberativos ó de acción ; pero 
sus funciones no son por eso menos trascendentales 
en punto á salubridad publica. Se dividen en supe- 
riores de provincia^ cantonales y parroquiales. Se 
componen las primeras, que residen en las capitales 
de provincia, del Gobernador, del Obispo ó su Vica- 
rio jeneral ó del Cura párroco donde no los haya, 
del Procurador municipal, de dos concejales elejidos 
anualmente por el Concejo y de dos ó mas faculta- 
tivos si los hubiere, ajuicio de la Junta: las s^un- 
das, residentes en las cabezeras de cantón, del Jefe 
político que las preside, del Vicario ó Cura parro-' 
GOy del Procurador municipal, de uno ó dos conceja- 
les elejidos como antes se espresa y de un fiíeoltati- 
vo si lo hubiere ; y las terceras, en las parroquias fo- 
ráneas, del primer juez de paz su presidente, ó en 
su defiscto del segundo, del Cura párroco, del Síndi- 
co parroquial, de un vecino nombrado por dicho juez 
y de un facultativo si lo hubiere. Las superiores 
pueden formar reglamentos sanitarios que deben obe- 
decer las subalternas, pues estas por su orden Cjstán 
en dependencia de aquellas. — (Véase ei cap. VIII de 
la lei oigánica). 

Los procuradores municipales y Síndicos tienen 
atribuciones propias. Entre ellas, la de representar 
á los Concejos municipales ó Juntas comunales cuan- 
do haya de hacerse jestion judicial por su parte. El 
sapítulo VI de la precitada lei, en que se detallan 
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las atribuciones se refiere a los Procuradores ; pero 
es clara que les son comunes á los Síndicos, pues su 
diferencia consiste en el nombre y los cuerpos a que 
pertenecen. — (Véanse el articulo 6.° y los 87 y 88 
de la lei). 

MODO DB COMBINAR EL NOMBRAMIENTO DE LOS JBFBB 1>E MUNICIPIOS. 

Contiraido al modo de combinar el nombramiento 
de los jefes de municipios, no puede menos que ser 
aplicable la doctrina del autor, porque según lo ma- 
nifestado, ellos son en Venezuela á la vez mandata- 
rios de sus comunidades, ajentes de la lei y delega- 
dos del Gobierno. Por lo tanto, al elejirlos ha de ha- 
ber una transacción de los intereses locales con. los 
políticos y administrativos. El segundo medio pro- 
puesto por el autor fué adoptado en la Cón*stitucioin 
de 1830. — ^(Funcion 6-, art 161). Las Diputaciones 
provinciales presentan ternas para los jefes de can- 
tón, y los Grot)ernadores elijen. 

Bien que se decida el autor por el tercer medio, 
opina que cualquiera de los tres concilia los dos 
principios que entran en colisión y el elegido, tanto 
lo es de administrador público por el Gobierno co- 
mo de jefe municipal por la elección de sus conciu- 
dadanos. Pero innegable parece que el tercer medio 
es á saber, el de presentar la comunidad, reunidos 
en Asamblea, los habitantes que gozan de los dere- 
chos civiles, una lista de funcionarios municipales 
para que de entre ellos escoja el Gobierno los jefes 
de cantón, presenta mas dignidad que el primer me- 
dio y mas latitud á la elección, que el segundo. Es- 
to, sin embargo, si se atiende a nuestro sistema elec- 
toral, al respeto y popularidad de las Diputaciones, 
y al triple carácter que á la vez tienen los Gober- 
nadores, de jefes municipales de provincia, emplea- 
dos políticos, y delegados del Gobierno, mucho ten- 
dría que pensarse para preferir el tercero al seguíí- 
do medio, pues una terna basta en lo jeneral y es- 
pecialmente en una nación poco poblada para ofre- 
cer cierta libertad en la elección, y por menguado 



*■ 



134 NOTAS 

que sea el inferes municipal que tomen los Gober- 
imdores alescojer^ lo habrá > mayor en favor de los 
municipios que cuando el puro Gobierno ó sus ajen- 
tes puramente administrativos hacen la elección. Su- 
be de punto tal observación, considerando el espí- 
ritu alternativo de nuestro Gobierno. 



SUSPENSIÓN T DESTITUCIÓN DE LOS JEFES T CONCEJALES. 

Otta cuestión de no menor dificultad es la de sus- 
pensión y destitución de los jefes^ si á unas desem- 
peñan funciones como mandatarios de }as comuni- 
dades y ajen tes de la Administración. El artículo 
1 ITdela Constitución, atribución 17*, autoriza al Pre- 
sidente del Estado para que suspenda de sus desti- 
nos & los empleados en los ramos dependientes del 
Poder Ejecutivo, cuando infrinjan las leyes, ó sus 
decretos ú ordenes con calidad de someterlos á jui- 
cio, pasando dentro de tres dias el sumario ó docu- 
mentos, motivos de la suspensión, al m^jistrado com- 
fieteDte. 

A los Gobernadores les es atribuido igualmente 
BOsp^Mler á dichos jefes caso de infrinjir estos la 
Goostitucion y leyes; bajo el deber enunciado en el 
l^rrafo anterior (art. 33, lei orgánica). Mas si deso- 
tedecen sus decretos ú ordenes, pueden imponerles 
multas <le diez á cien pesos y arresto hasta de tres 
dias usando la atribución del artículo 28^ de id.; — 
pero si la falta es grave deben someterlos á juicio. 
ante la autoridad competente. 

Se deduce, pues, que si las leyes fundamentales 
y secundarias conceden al Presidente y al Goberna- 
dor la facultad de suspender á los Jefes políticos, 
•flolo es en el caso de infracción de la Constitución 
7 leyes 6 de los decretos ü órdenes del Ejecutivo : 
BO á voluntad de uno y otro porque cesen de mere- 
cer su confianza después de nombrados, en lo cual, 
lejos de inconveniencia, presenta el autor una ga- 
rantía para el Gobierno^ Pero no cabe duda, de que 
tampoco se puede consentir en la suspenden y des- 
^titueion de los jeíes de cantón a arbitrio de sus su- 
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|>eríores. De nada valdría entdneeis la ipaeMe fl^c^M- 
m que deben tener los nmnici'piois en jsu 'eleociofi, 
«i perfeccionado el nombramiento fuese pemaitido 
ial Presidente y los Gobernadores, nomt)rar cualquieír 
<itro á protesto de suspensioh ó destitución, 

Píira el caso de ineptitud, abandono ó neglijejpDia 
del empleado provincial provee de remedio el árti- 
•culo 1()0 de la leí orgánica, pues lo pena también 
«on la suspensión temporal de su empleo y^-renta y 
aun con la privación absoluta, según la gravedad del 
caso ; para lo cual se presupone juicio y sentenci^i. 
En fin, por incapacidad ó negUjencia delosetnplear 
dos en los ramos dependientes del Poder Ejecutivo, 
puede este separarlos también de sus destinos, pro- 
cediendo para ello con acuerdo del Consejo de Go- 
bierno (función 18^, art. 117 de la Constitución). 

j^Y se entenderán comprendidos en las disposi- 
ciones precitadas los concejales? ¿Podrán constitu- 
cionalmente ser suspendidos.de sus destinos por el 
Presidente de la República los miembros de los Con- 
cejos municipales? Obvia ocurre la respuesta; pues- 
to que ellos, los cuerpos municipales, están revesti- 
dos de atribuciones estrañas á la Administración de 
los intereses puramente locales, y pueden infrinjir 
en sus acuerdos y actos la Constitución y leyes, el 
Presidente 5 el Gobernador respectivo tienen auto- 
rización para suspenderlos. Reconócese que en la 
esfera municipal, iiingun gtro poder público debie- 
ra intervenir, fuera del que se organizare para elré- 
jimen de los intereses locales ; no obstante, la Cons- 
titución de 1830, se propuso amalgamar en tal gra- 
do el interés público con el fraccionario, que p(M< to- 
das partes se ven ajentes de la Admiaistraoioa su- 
perior dependientes unos de otros por áa escala de 
sus empleos. 

Me atrevo k decir que dos especies de pánico in- 
fluyeron en los .sabios y cautos l^isiadores del Cons- 
tituyente, luego que se pronunciaron por un sistema 
alisto: el peligro del despotismo ó arbitrariedad ,4en 
el ejecutivo si se ensanchaban sos poderes^ y el de 
los cofitinuos levantamientos de las munieipdida- 
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wótmckm^ñm ó de proaonriamicatoSy si se las hacia 
iadependieiites, coanlD eonespondia ala natmalesa 
de sos funcioiiesu Be América dei N<»te; observa 
el Sr. Tc^cqoerílle. apenas se percibe en Ios/mtImíds 
(^VZ que osa d traductor en li^r de las oomoaida' 
des ó municipios), la acción del Gobierno, el inteies 
local prepondera en todos sentidos, los mandatarios 
del pueblo, tan numerosos como dirersas son las n^ 
cesídades déla localidad, son los goaidianes mas 
zelosos de la Constitución j lejes, aunque no se di- 
gan ajentes dd Gobierno. 



'El articulo 71 de la leí orgánica declara exentos 
de los cargos concejales á los funcionarios que espre- 
sa; pero esto no escloye que de estos mismos, algu- 
nos que se presten al desempeño de dichos cargos, 
tei^n incompatibilidad. Proviene ella de un impo- 
sible físico 6 moral, j pues que la leí no ha espresa- 
do los casos, toca á los Gobernadores, autoridad que 
conoce de la nulidad de nombramientos, hacer la de- 
daratoria, cuando alguno de los empleados nomina- 
dos en dicho artículo, quiera aceptar el cargo con- 
cejil. — (Art 29, lei orgánica.) 

FOTA 4', CAP. TU, PAG. 24. 

KBSIDUICTA. 

La residenda de los fundonarios munidpales, y 
con especialidad de los Jefes políticos esta recono- 
cida por la lei orgánica de proyindas, artículos 68, 
64 y 67, en que se exijen las cualidades de dector 
o de sufragante parroquial que designa la Constítu- 
don : solo oon licencia dd Gobernador respectivo 
se pueden separar el Jefe político y concejales de 
so cantón por el espado de quince 6 veinte dias. — 
Artículo 23;-^y en caso de separación 6 falta de un 
miembro dd Concejo, por el orden de su nofaabm- 
miento sustituye al Jefe político. Si la sqMuracion 
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es de mayof tiempo debe ocurrirse al Poder E)ecu<' 
tiro, para que este en uso de la atribución 11.^ que 
ie da el articulo 117 de la Constitución, conceda la 
licencia por el tiempo que permitan las leyes. 

Los demás funcionarios inferiores tienen que ob- 
tener la licencia del jefe de cantón, articulo 53, siém- 
p99 que sea por menos de quince dias, dando la cuen- 
ta respectiva al Gobernador de la provincia. 

NOTA 5*, CAP. VIII, PAG. 25. 

DURACIÓN DE LOS FÜNGIONABIOS. 

* 4 

El espíritu alternativo de nuestro sistema de Gro- 
bierno consagra el principio de corta duración en los 
empleados, sea en el orden politico ó en el munici- 
pal. Los únicos que duran mientras su buen com- 
portamiento, son los Administradores prijicipales y 
subalternos de rentas municipales. Por lo demás, 
los concejales son elejidos por el período de dos 
años, los Jefes políticos. Procuradores, Síndicos, al- 
caldes y juézes de paz por un año. 

NOTA 6*, CAP. IX, PAG. 27. 

Se ha tocado antes de paso nuestra lejislacion vi- 
jente en punto a suspensión y destitución de emplea- 
dos. 

Las funciones 17- y 18-, artículo 117 de la Cons- 
titución, conceden al Presidente, pero con acuerda) 
del Consejo de Gobierno en el segundo caso, la íá- 
cultad de suspender 6 separar de sus destinos á los 
empleados en los ramos dependientes del Poder Eje- 
cutivo. 

El articulo 153 de la misma leí fundamental exi- 
je que, para ser suspendidos los majistrados y jué- 
zes de sus destinos preceda acusación l^almente 
admitida ; y pava ser depuestos, causa probada y 
sentenciada. 

Los artíoilos 28 y 33 de la lei orgánica se refie- 
ren, a la facultad de los Gobernadores respecto de 
suspensión de ios Jefes políticos y juezes de paz, 6 
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oorrtMtc90ii<edn'mtrita óarvesto, en el cmo de deso* 
tM^ientia^que^no sea gravte. 

Blüirtloulo 100 es relativo á la ^o^petnsíon o des- 
titución >p0T ineptitud, abandono ó nreglijencia de los 
empleados según la gravedad del caso. 

^'El articulo 39 concede'^ los Jefes políticos la mts- 
tna faóuUad que los Gobernadores en los artículos 
28 y 33, con la única diferencia de no poder arres- 
tar á los juezes de paz que estuvieren ejerciendo fun- 
ciones judiciales. 

£1 autor establece diferencia entre la suspensión 
decretada por la Administración respecto del jefe de 
.eooívunidad, como delegado del Gobierno 6 ájente de 
la leí, y como funcionario municipal. No pone difi- 
jCttltod en que sies^e con?eniencia suspender óse- 
fiarar á aquel por neglijente, ó desobediencia á las 
ordenes superiores, continúe ejerciendo únicamente 
las fimciones municipales; pero son juiciosas las re- 
flexiones de M. Foucart en la adición. En verdad, 
umonieado el sistema de centralización administra- 
tiva con el de centralización gubernativa, nada mas 
natural que cesando de ser ájente del Gobierno por 
un motivo fundado, cese el jefe de serlo del munici- 

£io, y así se previno por la lei francesa de 21 de 
laraao de 1831, articulo 3.^ v el 15 de la de 18 de 
Jtiliodei837. 

Por las disposiciones preinsertas de la Constita- 
-tkm 7 lei oi^nica nuestras, si suspende el Presiden- 
te «n^enipleado en su ramo por infracción de aque- 
lla y de las leyes secundarias, está en el deber de 
'Someterlo á juicio dentro de tres dias con los docu- 
inenÉos, causales de la suspensión ; y si los separa 
de sus destinos por incapacidad ó neglijencia, debe 
hacerlo eon acuerdo del Consejo de Gobierno. 

^Dé donde se deduce que habiendo infrínjido la 
Oenstitucion ó leyes un funcionario municipal, que 
'al mismo tiempo lo sea del ramo «gecutivo, no debe 
suspendérsele de su destino, sino en virtud de pre- 
nda información y con calidad detsometette después 
ÍL la aulofidad oempetente para que declare por de- 
>fiiiitnra su culpabilidad ó inocencia; y que ea eloa- 
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^ dé separársele ,por ioeplitud ó Begljjenoia, ^n^ce- 
silael Presidente del acuefrdo de un 'cuerj)o tan ,r^^- 
petable como el Concejo de Gobierno. Ño .ei^plJAaii 
la Coíistitucion ni las leyes qué se Uaya de obser- 
var, cuando el funcionario quede suspendido de las 
funciones administrativas ó separado según los dos 
supuestos precedentes, si á la vez estaba encaxgado 
de otras fuera de la órbita del Ejecutivo; pero es 
claro que con tal de no ser dos destinos de distintos 
ramos los que desempeñe el suspenso ó s^paradp, 
habiéndolo sido de uno en que de una manera pro- 
miscua le estuviesen atribuida* funciones, ora mu- 
nicipales, ora administrativas; con el hecho de lía 
suspensión y separación, no debe continuar «|er- 
ctendo las de diversa naturaleza, porque en conjun- 
to la lei las ha coníerido al ein;pleado de cierta de- 
Jiooiinacion. y 

Tampoco pueden los Gobernadores, á su turno, 
suspender á sus subalternos en «el mismo caso qiíe 
el ^esicfente de la República, sin llenar igual requi- 
sito ide poner el funcionario á disposición de da au- 
toridad competente ipara que los juzgue. Y en.cuaQ- 
toá los que les desobedezcan sus ordenes, pala im- 
poner la multa ó el ajpresto han menester de practi- 
car una dilijencia breve y sumaria en r^ue coiaste el 
lieaho que los motive. 

Al usar los Jefes políticos de las dos antexioies 
atribuciones que les son comunes, la ¡lei se espxesa 
asS: ^^ salvo que no podrán aiirestará losjuezesde 
pae que estuváeiren ejerciendo funciones judidales." 

Por lo que haae á los juezes de ¡paz, rcl artículo 
<§8 los autoriza para imponer moquita hwta da doce 
pesos y arrestos hasta de cuarenta y ocho horas á 
ios que desobedezcan sus órdenes ó les ial ten al de- 
bido respeto. 

Tres conclusianes necesariassedes|^rendendelas 
disposiciones constitucional y lejislativas. Priü)era: 
que es diametralmente contrario al espíritu, cuaoido 
no á la tetra de la Constitución, que se declaren puras 
ifionísiones los empleos en cualquier ramo depon- 
éíente idel Ejecutivo ; pues <^omo sie ha visto, la se- 



fükmníiiM ó 2»tt»pwsioii lie $1» empfeMios bo queda 
«il ^IbeUrio dk^ lo$ ^^p^rioress comeiBBwio desde ei 
Ihri^cíiibiiC^ U«^ Itt KepuMica. Ci^^rto. que liiil»ria fat 
UiáitaU \hí ^vh>ii viel i.^I>ienis»« di que no pudiera 
saKs{>^iHki>$^ \> !$«ípttrafse un tuncionano^ saque pie- 
vvUictí^ jiHvceü^ y :$enceocta ; pera nrayor nal caasa- 
ría la iiiir)HCrturttHÍad lie $u&pen<ier a iepimer i i^ua- 

Se^utivla. marque mrt^in mnciuiishu «i Aimmt> 
ruviioiat t>u»^itf :$er ;$u:$Qea«Ü4xa ^nu TTur cünisauioa fe- 
dE(UUi«^ití ^tautiUiht» ni óeuuesai de sa ifsdiiD doo 
^M HÜU^í^ ;jivbí^ Y ^sút&ícivtíisí — rjur esto. * hai 
mari^ii'tfeúui^ ^e e^ensui unciatie;^ iei aníen poi&i- 
v>> j ^t4i>iíftmuv^r, :íi 'jueúea ^er iemiestoi» «m Ae*- 
!H4e:s ie ^lutn^ ^ jrtxiimtciMu «!«ateuci«L ru ^m a fieaw» 
^iK> jumtúu ."* irraunm jrjinm*{etice aumite .a atas- 
:$(ii.>ott« v> a tue .^ o ruisuiv. i^Jtaní isuamt ohbtid 

jH>iwu!«t»»rtt^ inttttt j uT^S'^w :vrai»nne a tmcmo ^^ 
io a>^ utajKs$- -it náat uu\. "-«í-ít^ iiuk'3fcieffí* 

.\'eeí¿vH/üitvt.^ jk 4P»a»í^ .*v«^«t>sbui«ttie :. 

•^^;vtí «ítíji^ti *xt ^^^ :»* *r>»i-.fií':íur} nit yt^nmt: t^ 

ilí »<i vil -líefcaijm^A^ Si ««ritirtr « f *!-••• i fti r«* ... I iU!l*«¡fr 
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greso, sqa por lentitud, neglijencia ú omisión culpa- 
ble, sea por pura malicia del funcionario. Las penas 
que impone son de suspensión temporal del empleo 
y renta, multa de cincuenta a quinientos pesos ó la 
privación de su empleo ó cargo y resarcimiento de 
perjuicios, cuando se ha procedido sin malicia, y 
cuando con ella,' las enunciadas antes y la de inha- 
bilitación perpetua para obtener otro cargo publico; 
siempre que por leyes vijentes no incurra el funcift- 
nario en mayor pena. Y el segundo, á la omisión en 
ejecutar ó hacer ejecutar cualquier reglamento ü,ór- 
den del Poder Ejecutivo fuera de los casos de los ar- 
tículos 136, 186 y 187 de la Constitución (*). Seña- 
lase la pena de la suspensión del empleo y renta des- 
de uno hasta cinco años,, ademas del resarcimiento 
de perjuicios. Se liberta de ellas el funcionario: V, si 
la resolución del Ejecutivo fué obtenida evidente- 
mente con engaño, 6 es dada evidentemente contra 
lei: 2^, si de la ejecución de la orden resultan ó se 
temen graves males que no haya podido prever el 
Poder Ejecutivo. Pero en estos dos casos, sufrirá la 
pena establecida, si en la representación que debe ha- 
cer al Gobierno no demostrare la certeza de los mo- 
tivos que alega. 

SOBBB IL PBÍYIO ALLAITAMIBNTO. 

No ésta de mas observar que hai diferencia nota- 
ble entre el allanamiento que se hace del funciona- 
rio en el ramo ejecutivo, con suspenderlo y ponerlo 
á disposición de la autoridad competente para que 

(*) AH, 186. Los Seoretaarios son los órganos precisos é indispensables 
del Gobierno, y como tale^ deben autorizar todos los decretos, reglamen- 
tos, órdenes y providencias que espidiere. Las que no estén autorizadas 
por el respectÍTo Secretario, no deben ser ejecutadas por ningún tribunal, 
ni persona pública ó privadÁ, aunque aparezcan firmadas por el Prenden- 
te de la República. 

Art. 186. Ningún funcionario público espedirá, obedecerá ai ejecutará 
órdenes manifiestamente contrarias á la Constitución ó las leyes, ó que vio- 
len de alguna manera las formalidades esenciales prescritas por estas ; ó 
que sean espedidas por autoridades manifiestamente inóompetentes. 

Art. 187. Los que espidieren, firmaren, ejecutaren ó mandaren ejecu- 
tar decretos, órdenes ó resoluciones contrarias á la Constitución y leyes 
que garantizan los derechos individuales, igualmente que los que las eje- 
enicn, son culpables y deben ser castigados confoime á las mismas leyes. 
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lo juague; y ei que se requiere por la Constítackiii 
cuando precede el conocimiento de la causa, y la au- 
toridad competente lo exije del Ejecutivo, luego que 
eHa declara haber lugar á la queja ó acusación ; co- 
mo sucede en la función 2? de la Corte Suprema de 
justicia, artículo 147 de la Constitución, relativo á 
las causas de responsabilidad de los Secretarios del 
Despacho, por mal desempeño en el ejercicio de sus 
funciones; j se había prescrito en términos esplfci- 
tos respecto de los Gfobemadores y Jefes políticos en 
la lei orgánica de tribunales de 23 de Marzo de 1841, 
hoi derogada por las de 21 de Febrero de este año 
de 1850 que forman el código orgánico de tribuna- 
les. En el primer caso, como nace la suspensión del 
Ejecutivo, este mismo acto es el allanamiento de su 
parte para que someta á juicio al funcionario; mas 
en el segundo, ademas de la declaratoria del tribu^ 
nal ante quien se inicia la acusación, debia ser pre- 
vio el allanamiento del Poder Ejecutivo, ó de los Go- 
bernadores si se trataba del juicio contra los Jefes 
políticos. De aqui el suscitarse la duda de si era po- 
testativo 5 no al Ejecutivo ó al Gobernador en su 
caso, suspender al funcionario, no obstante la escita- 
cion del tribunal llamado á juzgarle. En pro y con- 
tra razones fuertes se aducían, unos atendiendo mas 
á la independencia del Poder Judicial y á la efecti- 
vidad del sistema responsable, que á la intervención 
del Ejecutivo porque se tratara de suspender un ajen-^ 
te suyo ; otros haciendo valer, por el contrario, la ne- 
cesidad de una intervención concienzuda de quien 
dependen inmediatamente los funcionarios cuya sus- 
peii9Ío& se solicita^ veian ea esto la conservación del 
orden pcrff tico y creaban así una garantía para los 
ej^ujbore^ dé las órdenes administrativas. La prác- 
tica de la administración fué fijada en este último 
seiM^P) y desde luego que en vista de los antece- 
dente», se negaba el Ejecutivo á suspender al funcio- 
nario acusado, daba punto el Poder Judicial á la cau- 
sa-deresponsabilidad. No queda en la actualidad vi- 
j^nte la duda sino respecto de la función segunda 
coostitiicfona], porque según la lei orgánica de trí- 
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banales es{>edida, y. der<^toria4e! Ia)detl841¡, \w^ 
Cortes Superiores y los jueces da py|p¥Ínoi»)8ometaii 
ajuicio á los Gobernadores y Jefes poiitioQS' sin obr 
tener la previa suspensión del Bjeeutívo ó de agiiie^^ 
líos, sL se.enjuicia á estos. 

NOTA 7*, CAP. X, PAG. 32. 

El' capítulo; 9.° de la le¡ orgánica precitada trata 
de la responsabilidad de los empleados en el Gobier- 
no poUtioo der las proyinGÍa3 ; entre los/ cuales íig^r 
' ran los Jefes políticos, coacejales:y( d^mas emplei^r» 
dos del ramo municipal, segum^^la estructura! del GkK 
bierno. 

No se exije. para el enjuiciawento, cualesquiera» 
que sean las funciones, porque se les acuse^ la; autfk^ 
rizacion previa del Ejecutivo, su Con$ejo,.óid6LGor 
bernador respectivo jen sus ca$os; sino que^se lea-df^ 
cuenta por los tribunales, de las- causas^: que se forf 
men contra aquellos empleado» públicos parai iMh 
efectos consi;2^uientes' (Artículo 111.) Y aynqiyt^jd^) 
un modo jeneral se espresa el. objeto delapsu-íicipfN^ 
cion ó cuenta al superior de quien depende el etnn 
pleadp, claro es que set reducetá poner el tribiU)iial:enT 
su conoeimiento la svispen$ion,iSÍ;laíl]^i Habido^ pyira 
que se nonibre uu suístiiuto.irik'ru».>, (y «e aí^tó a^jCarr 
bo del procedimiento qu^se sigí^ &)i)tc^li^yi9 iW SA 
ha decretado la suspensión ó; destitu^iom. 

En la diversa clasificación da loa]d0li((>S;¿causam 
de responsabilidad de los funcionario», que seje^taf 
blece en el referido capitulo; al pasQ que se- nota la» 
distinción que hace el autor de los aotos^q^e piolín 
diean solo a un particular, y- de Ivs que oeideq/et^' 
I perjuicio de la comunidad ó de la* naaion^ nots^dp** 
signa Ja forma por medio de laque deb^ aousi^rs^ al 
funcionario ni quiénes sean personan lejiitii»«9>piu^> 
intentar la acusación ; pero siendo perttil;í(io á todoi 
ciudadano pedir la responsabilidad de los <empleadjp0> 
en la República, por. acción popular^ cuanido loaraoT- 
tos de que se deriva* partición de* la; segunda . m^tUf 
raleza, nada mas natural que á. fatoi deLMimatfidc^ 
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(lúl)li(ui, NO admita & cualquÍCT d 

üioi Im Moiiüaoloi : dañ&ndose á un 

HO(oH d^^ U primor naturaleza, le 

^^l" «u iiut^j»» |>arft la cual no reqiskire :;& kñ 13 

Uv 7* dv'l ciKli^ de prucedimicnn.O' judicial " 
vlv^ viuibdatio. 




NOTA 8^, CAP. H. 3 
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K\iiii capitulo y %Ví ^jTdzm •£» (tnntiniañs del 
prwcdi^ulu, y por lo taDU> ^rvsx'jíh y^ •esinieMti ladoe- 
Urna uu iuiiMiiiancía eoo ibies:^ iUitiBsuB ir ipr«s ala 
( uul :«v li^iuito eiita DoCiL 

i uicautciite añadiré cits ^<:rjj» TBmasss^ mámak- 
dui« ra i)l texto, menmp rwra.^MiDfr^jnf- j:> ciíc'Ksíd 
ru la?» Ujyei* 2.* r ^I.* ^^ ^z .^ Ft^rv^:- & l^iSO: — 
piu':4 por ío que iMa á .ai ffieKcvit$a¿L^iaHr ¿£> jcs Gq- 
íu iuadori* y Jd» prtí-L'iíí^ *?: bií 4i:ii:x3íiiie 
tlifti.iucioa díJ «tt* «rrcríwfcc** «i ¿s^srms ¿f 
uiieiitu ó Mea de frjf»«^ifóikfi :nnrÍ£ toots ser 
du;» por lo* tnbfiBMiks ciHx: p«fcs4i££. aLseas» loa de 
tunur ekrta ifÉSerw^wáfm tm af?^ae£La «por esaAmit la 
ludepeodeoda del Poder JisáLiaai o» la» 
ue« propiaa al poder adnúi^ifiíainROL 

Hija la leí VifíítuloT del eodóeo de pir!»rcdfaBÍ 
tu judkjalf paca el que ddiea se^fiiÉr üñs ncfeaBaks 
^fi la« ifanaae de mponsabilidad de kseatjleados: 
y f i^/f ^ wtífeivlo 2.^ ae hace la dístiiicKii de Ax 
^ii$ : I >; *< la £rfla óesaeto qoese atiíb^ye al 
dO; §mf^^^^ p^na «Kifprytal. debe el trilmsaí ámetar 
«U #M# pc » M Oii ¥ pmíofi al dedaiar suédoA» los 
tm^ihuHmUm de la qoeja para someterle ájiaeio: 
'^; d^ m^ «eieeer aíoo pena peconjarau dispone so- 
Igm^sMCe á|ue ae le ífictraja, para que infoiae. 

4. ¥Mtiid da eooaulta y con acuerdo del Cobscjo 
^ VM§Ao f^máwió el Poder EjecntHo en 27 de Fe- 
ii^0ir0 de 1%40; que aunque ningún Gobonadov po- 
día aar ju^sgado ñor laa Cortes Superiores aa prerái 
tfíiapefiaíon álel Bjeeutívo, no se necesitaba de este 
requisito; cuando los actos 6 faifas que se le íib|mi- 
taban no merecían en definitiya sino pena peconiaría. 



MoxA 9?, CAP. xn^TAe. 42« 

NtN<^0NA tei bai de Cotombia ó ^eneeaeiá sobre 
precedencias; j aunque á primera vista parezca 
que, en un sistema republicano, ía jerarquía en las 
autoridades á nada contribuye, cuando no pugne con 
al principio de igualdad bien entendida; el arr^o 
de la precedencia en los actos públicos^ es tan neec^ 
sano á un Estado como las reglas de etiqueta j oe- 
remonias para cualquiera sociedad que salga del efi^ 
culo doméstico. 

I La recopilación de Indias, libro 3-, titulo 15, trata 
de las precedencias y, ceremonias ; y una real veso- 
lucion de 21 de Febrero de 1789, establecía la de las 
Audiencias en concunrencia con Bfinistrosdel Gonse- 
jo propietarios ü honorarios. 

Soi de la opinión de M. Foucart en la adición de 
este capitulo, porque si se dividen en dos series Ioé 
empleados convocados para ceremonias públicas; 
una de ellas compuesta de altas dignidades y de los 
presidentes de corpoxtciones ; y otra de estas y de 
los funcionarios que no entran en la primera, el pues* 
to que se da en la primera al jefe municipal no es 
de preferencia sobre los tribunales de justicia que 
se colocan en la segunda serie. Por lo demás loo 
principias que desenvuelve el autor haciendo el pa- 
ralelo entre el Poder Judicial y el administrativo son 
luminosos. 

NOTA 10, CAP. xin, PAa. 48. 

Los Concejos municipales disponen por medio de 
acuerdos^ de todas los negocios sometidos á su deli- 
beración ; pero también espiden reglameAtos, que se 
cumplen previa la aprobación de los C!obernadoreS| 
en todo lo que es susceptible y lian sido autorizados 
por las leyes ú ordenanzas. 

Las Diputaciones provinciales intitulan sus actos 
deliberativos en lo jeneral, ordenanzas, y een tal títu- 
lo las recofioce la Constitución ; pero también, opo- 

forme á esta, loa denominan acuerdos ó lesolucioneSf 

. 12 
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según sea la naturaleza del negocio que nnotiva las 
deliberaciones, 1íi escítaciion de alguna autoridad 6 
solicitud de individuos, para que se europlaii, por to* 
dos los de la provincia o circunscritas a casos espe- 
ciales corporaciones ó particulares. Distribuyen los '^ 
fondos ó reutas provinciales en loe objetos que dísr 
pone la leí y las necesidades de los cantones, por 
qi^dio de ojrdemanzas tituladas presupuestos. Sobre 
laa regias que se observan para sanción de las orde- 
nanzas, resoluciones y acuerdos de la Diputación 
províiietal de Caracas, véase la resolución de 9 de . 
Dieije^bre de 1836. 

. Los Jefes políticos dictan decretos y promdencias^ 
y espiden ordenes a semejanza de los Gobernaéof es 
cuyas funciones ejercen en sus cantones, como lo dis- 
pone la }ei orgánica de provincias. También ^^¿an 
ó tenterioan en materia de polieia correccional ; y 
comunmente se llaman determinaciones ó resolucio- 
nes todas las medidas que toman, sea en cumpltínienr 
U> de acuerdos de los Goncej% ó en uso de sus atri- 
bueioaes. 

.s 

«OTA 11*, OáP. XIV, PAO. 45- 

NüBSíTRA leí orgánica de provincias, capitulo 5-, 
atribttye las siguientes funciones a los Concejos mur 
nici pales. 

Elejir entre sus miembros los que deban encar- 
garse de las visitas de escuelas de primeras letras, 
de la vijilancia y policía de las cárceles y de las de- 
más funciones económicas que les confiere la leí ü 
otras ch lo adelante. — (Artículo 73:) 
* Nombrar cotnisarios de policía en las poblaciones 
y lugares que a sti juicio los nece8Íten.-( Artículo 74.) 
' Están encargados de todo lo relativo á la policía 
de salubridad, en lo cual se comprenden, — (Art. 75.) 

1' El aií;eo y limpieza de las calles, mercados y 
plazcas pfiMieas. 

9P El establecimiento de mercados públicos : su 
abastéclfhiettto y calidad de alimentos de toda clase. 

3- £li pronto establecimiento y conveliente sitúa- 
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ci^n de €¿aiei>teno& en cada parroquia del cantón. 
4^ Hacer cesar ó dar curso á las. aguas estanca- 
das, ó insalubres, 

r 

5" Remoler todo lo que, en los términos del can- 
tón, pueda alterar la salud publica y la de los^anados. 

Pfocurar la comodidad de los pueblos, y para ello 
cuidar, — (Artículo 76). , 

1^ De la libertad del tráfico de los mercados. 

2^ El arreglo de las pesas, pesos y medidas; n^ 
permitiendo hacer uso de pesos falsos ó medidas si- 
sadas ó rebajada^. 

3° Conservar bien las fuentes públicas y con ¿ue- 
Uías aguas, que abunden para el servicio de los ha- 
bitantes y para el uso de los animales, y que no se 
taten los bosques en las cabeeeras de los rios 6 de 
las aguadas. 

4- C¿ue están enlosadas las aceras, empedradas y 
alumbradas las calles de las ciudades y poblados 
donde pueda efectuarse. 

5^ Que estén hermoseados lo^ paseos y parajes 
publico^ donde lo permitan ias circunstancias de ca- 
da puebla. 

Procurar la misma comodidad á todo el cantón, 
cuidando : — ( Art. 77,) 

V De la policía rural, y á este intento de la com- 
posición de 1q^ caminas del territorio bajo la inspec- 
ción y responsabilidad jde los juezes de paz. 

2* .De todas las obras publicas de utilidad, bene- 
ficencia y ornato, dentro del término de su jurisdic- 
ción. 

3? De informar á las Diputaciones y proponer los 
arbitrios oportunos para emprender caminos y cal*- I 
zadaS) acueductos ü otras obras públicas de la pro- 
vincia. 9 

4r De informar á las mismas corporaciones acer- 
ca de la conveniente erección de un territorio, en par- 
roquia ú contiene quinientas almas, por lo menos ; 
y sobre la localidad en que deba establecerse aquella. 

Cuidar de todas las escuelas de primeras letras^ 
y demás establecimientQs de educación que se pa- 
guen^ de los fondos comunales.-^ Art. 78.) 



C 'uidfltr de tos kospitaies y dcotí^s qitoibtEcimniirtBr 
ilf- briieliccncia . — (Artrr9.} 

.lu>nfceniar ia a^riculturu, la industna y «1 cíumst- 
CIO nmTunmdi» qm^ et" reniueran lo^ obstíLCuloe á«ii 
iteíarrt^Ui } prorrreso. — ^Art. 80.) 

üfiuiur un intiiriut' :; los OobpTU^dorc^ por 6l mes 
•(T^ l¿iitHr>' > :• ^i^ Diputaciones en su oportunidad. 
hti rttmtt Un^'^ll) eiecutado en el ano anterior y 
llr wniiÍ9imit eii beneficio de «u« respectivoe 

Krimrin cuu i|rualdad equitativa los iNifrujefi, 
junivenu^ y «tutninitHrof^ para la tropa, obserrandoae 
a\ lu»^ exucto cuenta y noiuo para los oorrespondieii- 
Hv> ^U»iHJ«^; y bacer entre lat^ parroquias la remití- 
vivu dv lv>i^ empréstitos y contribuciones ectraordma- 
rm> cu.vati cuotas baya di^t^ibuido la Dipatackn pfo- 
vuMual entre lo« cantonea. — (Ari. ^.) 

<;uinplir ^in tardauza la« leye», decretoc j proví- 
deiician <jU€ lo« Jefe%> po)iti<XMF comuniquen á ios Con- 
<;e^>if uiuulcipales con tal objeio. — (Árt S4.) 

Ajdaiítir los proyectas, petidones é niíormes que 
ui«tran liacerles los ciudadanos en los asuntos que 
i$s t/mfía la leí á estos cuerpos. 

|^>r el arff<'ulo 17, cap. I de la misma lei. acuer- 
dan ios Concejos municipales de las capitales depro- 
¥ÍíU'i^f prec^ídos por los (iobcmadores ó los que 
bugan ftus vezt^s, an c ada mes, las medidas conre- 
lii<^rHi^s. att^ndido el estado y progreso de las rentas 
Miunicipülesj y los atrasos que sufran los p^gos: y 
utftts pruvidtíiK'itts que sean conducentes á la policía 
iliuniripHl. A e^tas Juntas mensuales se incorporan 
los AdniÍf)U(rHdure*Nnnncipn)csde rentas, y sus acuer- 
dos eonstafi de un liuro destinado al efecto que lle- 
vara t^l St^cretrtrio municipab 

He Ahiuri^m dos miembros del Concejo, nombrados 
en iUMuision ft principios de cada año, al Jefe políti- 
co par« rt^i^ojer y hacer quemar las estampas lübri- 
cus que íif hnllendc venía publica, — ( Arf . 4^, cap, II.) 
• Nombra el (\mcejo nnmicipal cuatro individuos 
de K^» mns instruidos del luirar para la censura de las 
pie^um dmm^ticask y reunidos c^>n el Jele político lia- 
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eer el examen de ell^ dentro de ocho días. — ^Art 
50, §4?) 

Por la lei de 27 de Abril de 1839 sobre rentas mu- 
nicipales, son las Diputaciones las que reparten en- 
tre los cantones, previo informe de los Concejos, el 
producto de las rentas de propiedades que respecti- 
vamente les pertenezcan, así como a las ciudades, 
villas ó parroquias. — (Art. 10.) 

Para la inversión de las rentas creadas por las D¡: 
putaciones, se dispone que deducidos los gastos co- 
munes, procuren beneficiar a cada uno de los canto* 
nes á proporción de lo que hayan contribuido. — 
(Art no 

QrUe precisamente sean empleados los proventos 
de los foodos destinados a objetos particulares, en 
estos mismos. — (Art. 12.) 

Y Analmente, que se observe igual cosa con las ren- 
tas establecidas por leyes y decretos particulares pa- 
na^ objelQS determinados. 

Corresponde á los Concejos municipales de los 
cantones en que baya imprenta, según ía lei vijente 
de 27 de Abril de 1849, hacer la elección de veinti- 
cinco jurados y quince suplentes incorporando los iu; 
dividuos de su territorio con cualidades de sufragan- 
te parroquial y que ademas sepan leer y escribir- 
Para esto deberán formar una lista que fijarán por 
«spacio de ocho dias, con el fin de que hagan sus re- 
damos los que se crean ilegalmente omitidos. Si des.- 
puei^ de tres escitaciones, ae tres en tres dias, no se 
reunieren para el dia señalado en carteles cincuenta 
personas de las inscritas, el Concejo respectivo que 
preside y vota en la Jvinta^ puede proceder á la elec- 
ción, cualquiera que sea el numero dé los concurrentes. 

Otras funciones ejercen, Ips Concejos en materia 
de impuestos y demás económicas del municipio, que 
«e hallan especificadas en ordenanzas de las Diputa- 
ciones provinciales ; pero como estas son varias, se- 
gún lo hayan creído convenientes aquellos cuerpos, 
forzpso es'remitir á los lectores al código de lej isla- 
clon provincial que rija en cada una de las quince 
provincias de la República. 
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En lo político, ya se ha esrpurftto que por nuestM 
ConstitHcíon j leyes sobre elecciones, desempeñan 
les Concejos municipales funciones de-alta conside- 
ración social. 

WOTA 12, CAP. XV, PAG. 48. 

No puede menos que reconocerse la necesidad de 
la distinción que hace el autor entre el poder delibe- 
rante y el Ejecutivo en los municipios. Para lo pri- 
mero, el jefe no tiene sino un voto igual al de cual- 
quiera de los miembros del cuerpo municipal. Para 
lo segundo, él solo ó cuando mas auxiliado por re- 
ducido número de personas, debe hacer cumplir con 
presteza y eficasia las deliberaciones del Concho 
que preside. 

Nuestra lei oi^ánica de provincias omite la dÍ9tin- 
cion arriba enunciada ; pero es natural que con es- 
cepcion da las comisiones elejidas entre sus iadivi- 
dúos para los fines que espresa el artículo 73, cum- 
pla h los presidentes ejecutar 6 hacer ejecutar todos 
los acuerdos de los Concejos, en lo que no sea obli- 
gación de los Secretarios. 

Por otra parte, la lei en el capítulo 11, atribuyen 
los jefes la autoridad económica y gubernativa en 
sus cantones, y respecto de educación primaria, po- 
licía, &^ les encaj^a igual supervijilancia que á los 
Concejos. Por el artículo 40 también deben ciridar 
de que estos cumpla|i con cuanto les encargpen las 
leyes y las ordenanzas de la Diputación provinciai 
respectiva. 

Pero si conforme al espíritu de la lei y & las de- 
ducciones que se desprenden de su tenor, los jefes 
tienen, por decirlo así, el Poder Ejecutivo en las mu- 
nicipalidades, y lo practican jeneral mente en la Re- 
pública, conveniente seria que se estableciese una 
clara distinción en este punta Tanto por omisiones 
graves, como por reformas que demandan los princi- 
pios de la ciencia, armonizándolos con nuestro siste- 
ma de gobierno, no esperimentamos la satisfacción 
de espresamoa respecto de nuestro réjimen munici- 
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fsA vijente, como Ip hucje ejl autor respecto de la lei 
de la Asamblea constituyente, reputándola la mas 
s^bia y m^gor meditad» en el capitulo ünterior. 

NOTA 18y GAP* 16, PAa. 52. 

En las notas precedentes se han especifiettdo laa 
atribuciones que por las leyes patrias tienen los Con- 
<:ajos municipales, y lasque por la Constitución ejer* 
cen las Diputaciones provinciales. Estas, á nuestn; 
juicio, son cuerpos mas respetables, que prestan ma- 
yores garantías, y que representan los intereses jeme- 
rales de las provincias, que lo que pueden serlo ea 
Francia los Consejos jen^ales de departamentos. 

Anualmente dan cuenta los Concejos en sus Me- 
morias a las Diputaciones, de la inversión que hayaiii 
hecho de los fondos que se les destinan para sus gasr^ 
tos ordinario» y los eventuales ; fuera de la cuenta 
particular que rinden los Administradores d« renta» 
municipales, donde constan las erogaciones he£has> 
para los referidos objetos. 

Podria convenirse en que las sesiones delibecatí* 
vas de los Concejos no fuesen tan frecuentes a trtter< 
que de que hubiese a|entes 6 diputados constante» 
en que se dividiesen las funciones eoonóinieas ó aid-t 
ministrativas de aquellos cuerpos, Pero lo que na ei 
conciliable con un sistema republicano ni de ningu- 
na garantía para los municipios, es la facultad de di- 
solver el Monarca 6 los Prefectos los mismos cuer- 
ppSj cuando les parezca necesario, á semejanza .de 
la atribución que goza aquel respecto de las Cáma- 
ras lejislativas, según la lei francesa. Si los miem- 
bros ó el cuerpo entero faltan á sus deberes, 6 inva- 
den la esfera de otro poder, medios hai íejítimos y 
constitucionales que los contengan, sin qiíe sean df;- 
sueltas las corporaciones que velan directamente por 
los intereses*locales, ó se deponga & funcionarios an- 
tes de oirlos y convencerlos. , ' 



* 



162 \ ^ NOTAÍS 

\ 
I 

NOTA 14, CAP. XVII, PJÍG. 56. 

Ninguna observación conducente oí^urre en este 
capitulo, pues todo lo que se espone relativo á com- 
posición de cuerpos municipales, »,cuando haya de 
establecer impuestos, no es aplicable entre nosotros; 
A las Diputaciones provinciales toca esta atribución 
de suyo trascendental, y como ellas por ia f(H*ma dé 
elección, numero y calidad de sus miembros ofrecen 
garantías mayares aun, que las que prestan los cuer- 
pos municipales después de incorporar en «u seno 
un numero de personas graciadas con impuestos, pa- 
ra acordar las contribuciones estraordinarias, nada 
podría mejorarse en tal supuesto. 

Solo sí conviene no olvidar que por la lei de 27 
de Abril de 1839 sobre Rentas municipales que re- 
formó la de 5 de*Mayo de 1838 se declaran los obje- 
tos sobre que pueden las Diputaciones imponer de- 
rechos en clase de municipales; y los sobre que les 
está prohibido establecerlos, por su naturaleza de 
nacionales. Dio marjen á aquella distinción, el abu- 
so que hablan hecho dichas corporaciones en algu- 
nas provincias, imponiendo derechos en materias que 
Ro eran de su resorte, á causa de los términos jene^ 
rales con que se las autoriza por el articulo 161 de 
la Constitución. 

m 

NOTA 1§, CAP. xvni, PAa. 62. 

La esplicacion que en este capítulo y las adicio- 
nas se da acerca de los casos en que necesitan los 
Concejos municipales de aprobación superior para 
que sean ejecutados sus acuerdos, comprueba mas 
la necesidad de rever la lei que organiza nuestro ré- 
jímen municipal, pues ella es tan deficiente eri esta 
materia que, esceptuadas las funciones Remarcadas 
por la Constitución á aquellos cuerpos y las Juntas 
6 Diputaciones provinciales, y lo que se prescribe 
por los artículos 25, 29, 30, 32, 67 y 83 de la preci- 
tada lei, quedan sujetos á dudas, é interpretaciones 
un gran numero de sus actos, y la práctica y las re- 
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secaciones éél Gobierno^ son las que líaa fijado al-^ 
gimas reglas cuando se trata de áaSer si nú acnferdo 
es ejecutable independientemente.de otra autoridad 
5 funcionarios superíbres. • . - 

NOTA 16, CAP. XXl, PAG. 78'. 

f . • . . . . * ; 

El artículo 30 de la leí orgánica de provincias fa- 
culta á los Gobernadores para oir y resolver en la 
forma gubernativa las quejas que promovieren/los 
vecinos contra las providenciad económicas y de po- 
licía dadas por los Concejos municipales. Y ¿otifor-' 
me al 29, se ha espuesto ya, que bajo la misma for- 
ma deciden las dudas que ocurran acercia de la nu- 
lidad délas elecciones practicadas por las asambleas 
municipales, cuya autorización debe militar tam- 
bién en el caso de hacerse elecciones por los Con- 
cejos. 

Para las resoluciones dé e'sta segunda clase, se fi- 
jan ocho dias dentro de los cuales ha de intentar un 
tercero ' su instancia ó queja de nulidad, contados 
desde la publicación del nombramiento, que sé, en- 
tiende ser el dia en que el electo recibe de la auto- 
ridad publica la comunicación referente. Aprovecha 
á los querellantes, presentarse dentro del término 
perentorio al Jefe político del cantón, donde no re- 
sida el Gobernador. 

"Cuando este funcionario procede dé ofieioá Cono- 
cer de la nulidad, lo puede hacer en cualquier tiem- 
po, pues la declaratoria no la circunscribe el § 2^ del 
citado artículo 29, al término perentorio señalado 
para los demás que digan de nulidad; pero sí sé le 
fija el de quince dias para* decidir los recursos* de 
queja, después de introducidos en su despacho. 

Ninguna limitación ni término se prescribe en la 
leí para resolver sobre las providencias económicas 
y de policía de los Concejos ; así es que en cualquier 
tiempo pueden pedir los ciudadanos 6 loa que se 
crean perjudicados, que se reformen sus acuerdos. 
Esta queja difiere de la que se intenta contra los 
concejales ó sus jefes, para que se les imponga la 
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debida rei^nsabilidad, de la cual, segua «l.espirijto 
yjetra de, la. Constitución, no está exento un fun^ 
ciog^ario cualquiera de la República. ( Artáculo 185). 
En el primer caso se recava la desaprobación d^l 
acto del Concejo : en el segundo, es porque ha sida 
llevado á ejecución, ó porque se ha cometido un he- 
cho punible, de que se acusa al funcionario ante la 
autoridad competente. 

Los tribunales competentes para los juicios con- 
tra los Jefes políticos, lo mismo que contra los con* 
cejales, procuradores y Síndicos, son hoidia losjue- 
zes de provincia ; a escepcion de los casos en que por 
el código de eleccidnes, toca á los presidentes de las 
Cortes Superiores de justicia conocer y decidir. — 
Yéanse la atribución 3*, artículo 4", lei 6*, código or- 
gánico de tribunales de 1850, y artículo 9?, leí 9- de 
8 de Abril de 1846 sobre elecciones. 

Mas ocurre ahora investigar ante qué autoridad 
se querella un particular de los acuerdos ó actos de 
los Concejos, y de Los Jefes políticos sus presidentes 
ejecutores de aquellos, cuando se trata de negocios 

Eri vados entre estas corporaciones y algún individup. 
<a solución no es difícil, á pesar de la omisión de la 
lei en est^ punto, siguiendo los principios de la qien- 
cía y la práctica uniforme. Pues que aquellos cuer- 
pos ó Los ejecutores de sus acuerdos, en esa especie . 
de negocios, obran como mandatarios especiales de 
La comunidad, no hai el interés nacional ó dé la ha- 
cienda pública toda vez que se suscite alguna dife- 
rencia, no avenida entre las partes interesadas ; y 
por lo tanto corresponde á los tribunales ordinarios 
el cpnocimiento de las demandas que por razón de 
contratos ó actos referidos, llegue á entablarse. 

Las Diputaciones mismas en sus resoluciones ü 
ordenanzas-contratos, están sometidas á las autori- 
dades ordinarias, por medio de sus representantes, 
que lo son los Administradores de Rentas municipa- 
les, como lo ha declarado con fundamentos sólidos la 
Corte Suprema de justicia, en uno de sus acuerdos. 
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iiToTA 17, caí». XXIt, FAa. 8d- 

En cuanto a bosques, los Concejos municipales 
tí#nen el deber de procurar que no se talen, prineí* 
pálmente en las cabezeras de las aguas que surten. 
las pobhieiones (función 3-, articulo 76) ; y según el 
tenor de las ordenanzas provinciales sobre los em- 
pleados guardamontes, ellos tienen mas ó menos £»* 
cuitad para imponer el castigo a los trasgresores. 

NOTA 18, CAP. xxin, pXg. 80. 

Lo que pudiera anotarse en este capitulo esta es- 
puesto en el § ultimo de la nota 3? La lei en estaí 
parte e9 susceptible de mejora, pues no establece de 
una manera esplfcit^, «amo se ha hecho en la legis- 
lación francesa, las causas de incompatibiUdad para 
el desempeño de las funciones municipales. 

Algo han declarado las Diputaciones; p^roeoni^ 
sus ordenanzas varían, por lo mismo que son varias 
las provincias, distintos sus intereses y el gitido 4e 
su civilización, nada útil sería trascribir en este lu- 
gar sus disposiciones, obligatorias solo ea su lerriM^ 
rio respectivo. 

Exime el articulo 71 de la lei org&nica de eai^^ 
cdncejiies á los Senadores, Repretentautee y Dipirt^r 
dos provinciales principales. 

A ios Secretarios del Despacho y sus oficíales. 

A los de los Gobiernos de las provincias. 

A los jefes de las oficinas de hacienda y sjük» di^ 
pendientes. 

A los empleados en los resguardos. 

A los Administradores de Rentas municipales. 

A los individuos de la fuerza armada en actual 
servicio y los dé las planas mayores veteranas de mi- 
licia. 

A los majistrados de cualquier especie yjuezes 
de primera instancia, cuyas funciones en parte las 
ejercen hoi los juezes de provincia, y en parte los tri- 
tmnales cantonales; y los secretarios y oficiales de 
los demás tribunales y juzgados. 
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Y á los botíearios eo ejerdcio^ siemlo únicos en 
el lugar. 

De estar exentas de cargas concejiles a haber in- 
compatibilidad entre unas y otras funciones hai, ae* 
gun se dijo, gran distancia. 

De los empleados incluidos en la exención ningu- 
na incompatibilidad observa que tienen los Senado- 
res y Representantes, pues durante las sesiones es 
que ocurre la imposibilidad moral y física, y para 
entonces, su falta accidental puede suplirse en los 
Concejos ü otros cargos concejiles, de la manera que 
establecen las leyes. 

Los Diputados provinciales, auiique a primer^ vis- 
ta, puedan hacer compatibles sus funciona con las 
de los Jefes políticos, concejales, procuradores ó Sín- 
dicos, por la misma razón dada para los Senadores 
y Representantes; con todo, como las corporapiones 
de que son miembros han de ocuparse de considerar 
7 deliberar sobre los actos y acuerdos en que han 
tenido parte, si no por necesidad, por conveniencia, 
debe declararse la incompatibilidad legal. 

Que hai imposibilidad física cuando no moral, 
de» que los otros funcionarios especificados, ejer- 
zan atribuciones concejiles y del servicio publico, la 
iBZon natural lo dicta. Pero respecto de los Admi- 
mstradoi^s de Rentas municipales existe también 
la imposibilidad moral. 

Fuera asimismo útil que al sancionarse por una 
lei todas las incompatibilidades, á par que las exen- 
ciones, se tuviese presente el enumerar los impedi- 
mentos para obtener cargas concejiles, y colocarle 
entre estos, los que espresa el artículo 20 de la lei 
francesa. Los parientes y afínes en grados de padre, 
fcijo y humano no deben ser al mismo tiempo miem- 
bros de un Concejo municipal, y la razón esta al 
alcance de todos. 

NOTA 19, CAP. XXV, PAG. 96. 

Tan interesante es el capítulo, y tan bien espli- 
cada está la teoría sol>re deslinde de los poderes ad- 
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mitiistrativa y mmicipal, 4116 poeo habrá de anotarr 
se tratando de nuestra lejislacion yjjente. 

El artículo 7?, capítulo 1* de la orgánica de pro- 
vincias, solo confiere aLGobernador la supervijilan* 
€ia para que cumplan los Concejosr mumcipales con 
todas las funciones que les atribuye la lei ó que se 
les encarguen en lo sucesivo; y la facultad de anu**' 
lar sus acuerdos en lo económico y de p^icía, ségun 
se ha espuesto antes, a virtud de querella promoviv 
da por ios' vecinos. Esta facultad no destrtiye, ec^ 
ino lo sienta el autor, la independeercia del Poder 
Municipal ; sino que por el contrario, en cierto mcn 
do lo equilibra á fin de que ni traspase sus límitei^ 
ni cometa arbitrariedades en perjuicio del vecin- 
dario. * 

Por otra parte, presiden los Gobernadores Inensal- 
fñente los Concejos de las capitales no solo para in- 
forinarse del estado de las rentas 4^1 municipio, si»- 
no para estender acuerdos sobre otros particularM 
de la policía muniripal (artículo 17 de la misma lei). 
En este caso, pues, tampoco se invade por el poder 
administrativo el municipal, haciendo de presiden- 
te de aquellos cuerpos el jefe de la provincia, de la 
misma manera que porque presida el jefe cantonal, 
no se ataca el principio de independencia. La supe- 
rintendencia de la Administración jeneral es preci- 
sa para dar unidad al Gobierno, para crear un espí- 
ritu nacional y no fraccionario, y para evitar la tira- 
nía casera, como se manifestó en la reseña histórica. 

Por razones políticas y hasta económicas dice un 
célebre publicista, Galiano, es necesario concentrar 
el poder en ocasiones, y desparramarle un tanto, se- 
gún predomina en el cuerpo político la necesidad de 
llamar todas las fuerzas á la cabeza, ó ya de aumen- 
tar su acción y poder en los varios miembros del 
cuerpo social. 

Y tal proceder han empleado el Constituyente y 
los lejisladores en 1838 al trazar la línea entre el 
Poder Municipal y administrativo, equilibrándolos 
en vezes, y depositando, en otras, funciones de am- 
bos en unas mismas manos; ni podia hacerse de un 
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modo dtÉtiiito, al combinar la foraia fedend con d 
principio de centralismo. 

Los jefes de cantones^ asi con el roto que emiten 
en los Concejos, como por ser naturalmente los eje- 
cutores de sus acuerdos, participan de las funciones 
{NTopias al Poder Municipal. Pero ademas ejercen 
otras, ya presidiendo la Junta de vacuna, ya cuidan- 
do de la enseñansa en las escuelas publicas y de la 
ayerigoacion de los capitales destinados á ellas, á 
obras de beneficencia y dotación de buér&nos, ya 
procurando que no se corrompan las costumbres ni 
se ofenda la decencia publica con estampas lübri- 
..eas, ya estirpando la ragancia con la eficaz correc- 
ción de los Tagos, y la aparente ó inttoval mendi- 
guez. 

Por lo que mira & las funciones de los Conoqjos 
y IMpotaciones, innecesario es repetirlas^ pues en 
notas de. los eapttulos precedentes be procurado 
analizarlas» 
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leí DB 11 DE HIKZO DE 182S 

SOBBB LA OBaAKIZAGION Y HÍJIMSN POLÍTICO Y ECONÓHIOO DX LOS DIPAK- 

TAMENT08 Y PEOYINCIAS. 

M Senado y Cámara de Representantes de la República de Colombia, reunidos 

en Congreso. 

OotiBideraiido: 

1? Que son absolutamente necesarias leyes especiales, que conforme al 
sistema constitucional arreglen y constituyan separada y uzdformemente 
toda la Administración de la Hepúblioa en sus diferentes ramos de jus<¡í<ua, 
liaeienda, eoonoínia de guerra, y gobierno polStico y económico da los de- 
partamentos. 

2? Que cualesquiera leyes, por bien calculadas que sean, pueden hacer- 
se ilusorias sin la responsabilidad efectiva de los ñinoiooarios encargados 
de ejecutarlas ; 

DIO&BTAM. 

(fAPITÜLO I. 

DB LOS mifOIONABlOS BNCABGADOS DE LA ADMIHISTEACION OUBXBMATTTA 

Y XCOHÓMICA DB LOS DBPABTAMBHTOS. 

Art. 1? La Administraci<)n y Gobierno de los departamentos está encar- 
gado á los Intendentes, el de las provincias corresponde á los Gobernadores, 
el de los cantones á los jefes mumcii^ales, y el de las parroquias á los Al- 
caldes parroquiales. 

CAPITULO II. 

DB LOS INTBNDBHTBS. 

Art. 2? Los Intendentes son ajentes naturales é inmediatos del Poder 
Ejecutivo en sus respectivos departamentos. 

Art 8? Cuidarán de la tranquilidad jeneral, del buen orden, de la se^ 
guridad de las personas y bienes de los habitantes, de la ejecución de las 
leyes y órdenes del Poder I^ecutivo, y de todo lo que pertenece á la poH- 
cia y prosperidad del departamento. 

Art. 4? Cuidarán asimismo de que se verifiquen las eleodoneB de IM 
Asambleas parroquiales en los tiempos y forma prescritos por 1* Conett- 
tucion: que se reúna la Asamblea electoral de provincia el dia 1? de Oo- 
tubre de cada cuatro afios, y de que se verifiquen las elecciones délos Al- 
caldes y de los demás miembros de las Municipalidades periódioaiDeiiie y 
con arreglo á lo que (fispone esta lei. 

Art. 5? Harán que las Municipalidades desempeflen las foaciones que se 
les atribuyen por esta leí) 6 qne se les eneargoen en lo' snoesivo. 
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Art. 6? Promoverán la agricultura, la indus^a y q1 comercio, propo-' 
niendo al Poder Ejecutiro todos los medios que crean convenientes confor- 
me á las circunstancias locales para su fomento, niejora y perfección. 

Art. 7? Cuidarán que las fiestas nacionales se celebren cada afio con la 
decencia debida en los dias señalados por la lei fundamental. 

Art. 8? Remitirán en el mes de Febrero de cada ftfio al foáer Ejecuti-' 
vo un estado de los nacidos, casados y muertos én todo el departamento, 
j un plan estadístico de él, comprensivo de todas las noticias y datos cor- 
respondientes al mismo departamento. Para ello el Poder Ejecutivo dirí- 
jirá los formularios que contengan todos los puntos de que debe darse no- 
ticia a\ Gobierno. 

Art. 9? Oido el informe de la Junta de sanidad, tomarán todas las medi- 
das convenientes para atajar cualesquiera epidemias 6 enfermedades con- 
tajiosas, y proporcionar los auxiUos necesarios. Con el mismo objeto ha- 
r¿D. que se establezcan cimenterios en todas las parroquias, aplicando p»« 
ra esta obra los fondos que designa la lei, 6 en adelante designare, y pro- 
moverán la propagación y conservación de la vacuna en todos los pueblos 
del departamento. » 

Art. 10. En el ramo y cuentas de propios de las Municipalidades del de- 
partamento, ejercerán las funciones que les atribuye la lél de la materia* 
Art. 11. Pueden pedir á las Cortes de justicia ó juezes de primera ins- 
tancia de sus departamentos cuantas noticias estimen convenientes sobre 
las causas pendientes en los tribunales 6 juzgados para dar cuenta al Po- 
der Ejecutivo de las dilaciones y defectos que adviertan, ó de que reciban 
quejas fundadas. 

Art. 12. Desempefian en los negocios de patronato eclesiástico las fun- 
ciones que les atribuye la lei- de la materia. 

Art. 13. Aunque los Intendentes no deben tomar conocimiento en lo coa- 
tencioso de la hacienda nacional, ejercen la autoridad gubernativa y eco- 
námica para cuidar de la dirección, administración de las rentas, cobran- 
zas de débitos, buen desempeño de los empleados, y para promover por 
todos medios los intereses de la hacienda nacional. 

Art. 14. Corresponde á los Intendentes aprobar los remates que se ha- 
gan en sus departamentos de cuenta de la hacienda nacional. 

Art. 15. Reunirán un dia en cada mes ^en hora oportuna á los admi- 
nistradores y jefes de las oficinas de hacienda para saber el estado y pro- 
greso de las rentas públicas, los atrasos que sufran los pagos y las provi- 
dencias que convendría dictar sobre este y otros particulares, y que dic- 
tarán desde luego si las estimaren oportunas. En un libro destinado al 
electo, que llevará el Secretario de la IntendcBcia, se estenderá el resulta- 
do de las observaciones de esta Junta para que conste el zelo de los admi- 
nistradores, las medidas adoptadas por los jefes, y las que acuerden los 
Intendentes. 

Art. 16. Los Intendentes tienen la superior inspección sobre el reparti- 
miento de bagajes, alojamientos y subsistencia que deban darse alas tro- 
pas, arreglándose á las órdenes que comunique el Poder Ejecutivo. 

Art. 17. hntre tanto que uña lei organiza la administración militar, es 
de cargo de los Intendentes cuidar de que los oficiales y cuerpos militares 
acantonados en sus departamentos sean satisfechos á su debido tiempo de 
sus sueldos y haberes^ y que con este motivo no se hagan gastos indebidos 
de la. hacienda naoionaL Con este objeto visarán las listas de revistas que 
mensualmente pasaren dichos cuerpos. 

Art. 18. Los Intendentes deben dictar las órdenes y providencias que 
crean convenientes para que los cuerpos militares que marchen por el ter- 
ritorio de su departamento tengan los auxilios necesarios en su marcha; 
y para hacer los gastos que exijan estos auxilios procederán conforme & 
las órdenes del Poder Ejecutivo, ó con acuerdo de la Junta de hacienda 
siempre que faltaren estas órdenes. 

Art. 19. Para las obras de fortificación de las plazas, construcción y re- 
dros de los cuarteles del departamento y compra de los útiles para maes- 
tranza y artilleria librarán también las cantidades necesarias déla hacien^ 
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da nacional con arreglo á las órdenes que tuvieren del Poder fÜecutÍTo, j 
no teniéndolas, siendo el gaslo urjente y del momento podrán hacerlo ooa 
acuerdo de la Junta de Hacienda, pero en uno y otro caso deberán cuidar 
de que las cantidades libradas tengan su lejítima y debida inyersioiL 

Art. 20. Peben poner el cúmplase á los títulos y despachos de los ém- 
pleadoB de la lista civil, para que se les dé posesión de sus destinos, y se 
les satisfaga su renta. 

Art. 21. Aprobarán las causales que los empleados en su departamento 
presenten para ausentarse por mas de quince dias dentro 6 ñiera de él, y 
en su virtud concederles la licencia necesaria, dando cuenta al Poder £¡¡0- 
cutjvo para que dicte la providencia conveniente. * 

Art. 22. Los Intendentes pueden dictar órdenes y decretos jenerales en 
ejecución de las leyes y reglamentos 6 decretos del Poder Ejecutivo ; pero 
no pueden suplir lo que falte en las leyes ó decretos del Gobierno. Pue- 
dan también diríjir alocuciones ó proclamas á todos sus administrados. 

Art. 23. Comunican y circulan todas las leyes, y los decretos y órdenes 
del Poder Ejecutivo á los Gobernadores. Son responsables de su cumpli- 
miento y para eUo exijirán recibo de todas las leyes, y de los decretos y 
órdenes que comuniquen para cubrir su responsabilidad. 

Art. 24. Pueden exijir el auxilio de la fuerza armada que necesiten pa- 
ra conservar 6 restablecer la tranquilidad de la« provincias, la segurioad 
de los caminos y los demás objetos de su resorte, y los comandantiS de ar- 
mas impartirán dicho auxilio sin examen ni reparo alguno. 

Art. 25. Tendrán un Secretario nombrado por el Poder l¡jecutivo con 
los oficiales subalternos, y renta decretada ó que en adelante decretare el 
Congreso. Al Secretario corresponde el arreglo y bufn orden del despacho 
en la secretarla, f cuidar de su policía. Le están subordinados los oftciilet 
y es responsable de sus omisiones y descuidos, igualmente que de la con- 
servación y buena custodia del afchivo que ha de recibirse y entregarse 
por riguroso inventario. Los Intendentes visitarán la secretaria cuando lo 
crean conveniente para eX)Ebminarla y cuidar de que se observe la instrne- 
oion que deben formar para su arreglo. 

Art. 26. Deben residir en la capital del departamento, y no podrán sa- 
lir fuera de él sin orden espresa del Poder Ejecutivo, que nombrará en és- 
te caso la persona que debe sust#uirles. 

Art. 27. En los casos de enfermedad ó muerte el Contador departa- 
mental debo sus.tituir al Intendente, no solo en «1 ramo de haciencub sino 
en los de Gpbierno y policía, hasta que se ponga en posesión el que nooi- 
brare el Poder Ejecutivo con calidad de propietario, 6 en comisión. 

Art. 28. £1 Poder Ejecutivo hace el nombramiento de lo» Intendentes 
y los Gobernadores con previo acuerdo y consentimiento del Senado. La 
duración de unos y otros será de tres aSos» que deben contarse desde al 
dia de su posesión. 

Art 29. Para ser Intendente 6 Gobenador se necesita tener la misqM 
r#idencia en Colombia que la que se requiere para ser Bepreeentante; 
deben ser ciudadanos en el ejercicio de sus derechos, gosar ae buen con- 
cepto en el público, haber acreditado desinterés, moralidad, conocimiento 
é esperienciaen la Administración pública y adhesión á la independsnoia 
y Constitución de Colombia. 

CAi^iTüLo ni. 

Bs LOS GOBxnirADonxs- 

Art. 30. En cada capital de provincia reside un Goberfador á quien to- 
ca su Administración bajo la inmediata dependencia y sabordinadon del 
Intendente del departamento. 

Art. 31. Los Intendentes son Gobernadores de la protinoía su que tie- 
nen su residencia, y en este concepto les corresponden en eUa las mismas 
atrlóuMones que á los Ghoenadores. 
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Art 32. Lo8 Gobenadores deben residir en U capital de la iiroTiiicia, 
y no podrán salir fuera de ella, sin orden empresa del Potler Ejecutivo, 
que nombrará en este caso la persona que debe reemplauarlo». 

Art. 33. El Jefe político municipal de la capital de la provincia debe 
sustituir ú los Gobernailores en todos los negocios de su resorte, has^ «jue 
se ponga en posesión el <iue nombrar^ el Poder Ejecutivo en calidad de 
propietario ó en comisión. 

Art. 34. Comunica á los jefes municipales de su provincia y á los de- 
mas empleados subalternos, las leyes del Congreso, decretos del Poder 
Ejecutivo y órdenes que les dirijan los Intendentes ; y deben exijir recibo 
de tci^s elfos para cubrir su responsabilidad. 

Art. o 5. En el caso de que el bien y segundad del Estado exijan el ar- 
resto de alguna persona, deberán espedir órdenes id efecto, del propio 
modo que para hacer arrestar á los que se bailen delinquiendo iníraganti ; 
pero en ambos casos entregai-án los reos á disposición del juez competente 
en el preciso término de veinticuati'o híiras. 

Art. 36. Aprobarán las causales que presenten los empleados de la pro- 
vincia, y en su virtud les concederán licencia para que se ausenten dd lu- 
gar de su destino, siempre que dicha ausencia no pase de quince dias. 

Art. 37. Visitarán su provincia á lo menos en el primer año de su Go- 
bierno, con el objeto de informarse por sí mismos del cumplimiento que se 
haya dado á las leyes, órdenes y decretos, de la conducta y manejo de to- 
dos los empleados públicos, oyendo las quejas que se dirijan contra estos : 
del estado de la policía en todos sus ramos, y de los demás asuntos cuya 
inspección les corresponde. En estas visitas, y con los conocimientos prác- 
ticos que adquieran, tomartín las providencias que estuvieren dentro de la 
esfera de sus atribuciones. Los Gobernadores harán estas visitas á su cos- 
ta sin gravar en nada á los pueblos. 

Art. 38. Corresponden á los Gobernadores en sus provincias los deberé» 
y atribuciones que por esta lei se designan á los Intendentes en los artícu- 
los 3?, 4°, 5?, 6?, 7?, 9?, 24 y 25, con declaración tle que igualmente deben 
cumplir las órdenes que les comimiquen los Intendentes. 

Art. 39. Corresponde á los Gobernadores, oir las quejas de los pueblos 
y de los particulares sobre agravios en el repartimiento de las contribucio- 
nes directas, y en la distribución de ba^es, ú otros servicios para el reclu- 
tamiento ó reemplazo del ejército, y dmdirías de un modo instructivo sin 
dilación, ni formulas judiciales, aprobando ó reformando las providencias 
tomadas para realizar el cobro. No se suspenderán el cobro y pago, ni la 
distribución de bagajes, mientras conozca del asimto el Gobernador: y su 
resolución se ejecutará sin que tenga lugar otro recurso. 

Art. 40. Los Gobernadores no pueilen ejercer funciones judiciales, cono- 
' cer de los negocios contenciosos, ni llamar los autos pendientes en los juz- 
gados pero sá pueden pedir á estos los informes que tengan por convenien- 
te sobre las causas, con el objeto de que por conducto de los Intendente» 
den la cuenta prevenida en el artículo 11. 

Art. 41. Los Gobernadores no podrán exijir derecho alguno perlas pro- 
Tidencias que dictaren 6 comunicaren, ni tampoco por los pai>aportes. 

Art. 42. La comandancia de armas de cada departamento ó provincia no 
' debe reunirse á los Gobernadores. No obstante en las plaz^is de armas que 
se haDen amenazadas del enemigo, ó en el caso de que la conservación del 
orden público, ó el restableeimiento de la tranquilidad jeneral ad lo re- 
quieran, podrá reunir el Poder Ejecutivo temporalmente el mando político 
al militar, dando cuenta aX Congreso de los motivos que haya tenido para 
ello. 

Art 43. Pueden «yecntar gubemativam^ite las penas impuestas perlas 
leyes de policía y bandos de buen Gobierno. Tendrán facultad para im- 
poner y exijir multas á los que desobedezcan sus órdenes, pudiendo ser 
las nwltas desde diez hasta doscientos pesos conforme á la gravedad de la 
faltjL Para imponer dichas multas precederá una dimeocia breve j aa- 
maria en que conste el hecho por el que se imponga la ceireceien» cnya. 
dilijoicia se notificará al penado antes de ejecutarla. 
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Art. M. Ejercen ea los negocios del patronato eoLesiástioo las ñmcimieB 
que les atribuye la lei de la mateiia. ' ' 

Art. 45. £h el mes de Enero de cada afio enviarán al Intendente nn es- 
tado de los nacidos, casados, y muertos en toda la proTÍnoia y nn plan eS' 
tadistico de ella, comprensiyo de todas las noticias y datos con que deben 
lo9 IntendeBtes formar el jeneral de los departamentos. 

Art. 46. Decidirán por yia instructiva y gubemativa las dudas qfue ocnr« 
ran sobre elecciones de Alcaldes y demás oficio» de las MnnicipalidadeB. 
El que diga de nulidad de cualquiera elección deberá intentarla ante el je^ 
fe municipal donde no resida el Gobernador, en el preciso ténuino de o^o 
días siguientes á su publicación, y pasado este no se admitirá queja in re- 
curso alguno. Tampoco se admitirá renuncia á los electos antes de pose^ 
sionarse eni sus empleos. 

Art. 47. Corresponde á los Gobernadores aprobar las cuentes de ias Ren~ 
im municipales. Verificada su aprobación las remitirán orijinales al In- 
tendente con arreglo á lo que dispone la lei. 

Art. 48. Les corresponde iguiümente visar y espedir los pasaportes de 
las personas que salgan ó que vengan de.pais estranjero. En las provin- 
cias interiores se darán los pasaportes conforme alo que se prevenga seg^n 
las circunstancias ocurrentes, en los bandos de' buen Gobierno. 

Art. 49. Deben velar sobre el exacto desempefio de las Juntas de manu- 
misión, y en todo lo que mira al buen trato de los esclavos. 

Art. 50. Presiden las Juntas de diezmos, las de almoneda y cualesquiera 
otras en que se trate de la'direccion y recaudación de las rentas nacionales. 

Art. 51. No pueden librar pago algunc estraordinarío contra el tesoro 
sin orden del Intendente. 

Art. 52. Guando los .oficiales ó soldados en marcha ó en guarnición co- 
metiesen escaso contra la seguridad y propiedad de los ciudadanos, reque- 
rirán á las autoridades militares para su castigo sobre lo que se les impo- 
ne la mas estrecha i^sponsabiHdad. 

CAPITULO IV. ' 

DE LOS JEFES POLÍTICOS MUNICIPALES. 

Art. 53. Los Jefes políticos municipales tienen mi el cantón ó cantones 
que administren la autoridad gubernativa y económica : dependen inme- 
diatamente de losu^lobemadores, á cuya propuesta los nombrad Intenden- 
te por el término de un año, no debiendo ser parientes de aquellos dentro 
del cuarto grado/ de. consanguinidad, 6 segundo de afinidad. Tendrán las 
calidades que requiere la Constitución para ser elector de cantón, buen 
concepto público y una manifiesta adhesión á la Constitución é indepen- 
dencia de Colombia. 

^ único. Uno, dos ó mas cantones según su estension, población y loca- 
lidad formarán un circuito en cuya capital resida el Jefe político munici- 
pal. El Poder Ejecutivo designará los circuitos y sus capitales, dando 
cuenta al Congreso, ^i conformidad y con arreglo á lo dispuesto en la lei 
sobre división territorial de la República. 

Art. 54. Los jefes municipales podrán imponer multas, desdé uno hasta 
diez pesos, en los casos del artículo 43, en ^ue se atribmye igual facultad 
á loB Gobernadores.' £1 Secretarib de las Municipalidades autoriza éus pro- 
videncias; y tendrán ademas para el despacho xm amanuense. Los Inten* 
dentes formarán el re^ameaio dd estas oficinas de Gobierno mimicipa!, 
asignando la cantidad que deba sefialatse; y recaerá sobre todo la apro- 
bación del Poder fgecafivo. 

Art. 55. Los jefes nninicipales presiden las Municipalidades ; mas no 
tendrán' Toto en sos deliberaciones, sine en caso de empaté; y les toca cui- 
dar inmediatamente de que cumplan con cuanto se les encarga por las le- 
yes. .Viritarán en el mes dirEncrd la arca, libros y arohivode Re{ít8« mtr- 
lüoipales, poniendo su viste bueno á los libros de cargo y data bajo su res- 
ponsabilidad. 

.U'tk-66. Cuidarán de que los' Alcalde filunieipiales despachen en<a«KUeii- 



164 APÉNDICE. 

cia<ti«ria y p6bUea: que las escríbanlas y oficinas de anotación de hipo- 
tecas estén con el arreglo debido, y los proteeolos y procesos con el aseo y 
seguridad conyenientes, bajo inTentarío que ezaminajr&n cada aff o los mis- 
mos jefes mnnieipales sin peijuicio de la obligación que tienen los Alcaldes 
de Telar sobre estos mismos objetos. 

Art. 67. Los jefes municipales cumplirán las órdenes de los €k>bemado- 
res, acosándoles el recibo de las leyes, deoretos y proTÍdencia8,superíores 
que lea comuniquen, y avisándoles su pronta publicación, con certificación 
del Secretario que lo acredite. 

Art. 68. Cuidarán de que las Juntas de manumisión desempeflen ezao- 
tameste sus Amelones; de la ensefianza de los indijenas en las escuelas 
mandadas establecer por la lei de 4 de Octubre de 1821, asi como de la de 
los demás colombianos, en las establecidas 6 que en adelante se estables» 
can por «1 plan jeneral de instrucción pública; y de que los resguardos de 
los indjjenas se distribuyan conforme á lo dispuesto por la lei. 

Art. 69. Presidirán la Junta de vacuna, arreglándose á lo dispuesto en 
la instrucción de la materia 6 á lo que en adelante se dispusiere, bajo la 
mas estrecha responsabilidad en caso de omisión. 

Art. 60. Cuidarán de averiguar los capitales que haya destinado para 
obras de beneficencia, dotes de huérfanas y eduoacion pública, á fin de que 
se aseguren, y verificándose el cobro de réditos tengan pu debida aplicación. 

Art. 61. Los jefes municipales no permitirán: 1?, que hkya cuestores 
de limosnas en sus cantones sin espresa licencia del Intendente: 2?, que 
haya vagos ni mal entretenidos, y al efecto los destinarán al servicio de 
las armas si fueren útiles para ello, 6 al de la policía del lugar, con ración 
y sin sueldo, por un tiempo determinado, y que no podrá pasar de trjss 
meses: ni que ningún mendigo pida limosna públicamente sin patente 6 
licencia por escrito del juez local, quien deberá concederla solamente á 
las personas que no puedan ganar el sustento con su trabajo : 3?, que las 
diversiones públicas y permitidas nunca sean contrarias á la moralidad, 6 
que se vicien con juegos de suerte y azar, perjudiciales siempre al honor 
y bien de los ciudadanos. 

Ari. 62. Cuidarán de que no se corrompan las buenas costumbres, ni se 
ofenda la decencia pública con estampas 6 cualesquiera otros objetos que 
pwviertan la inocencia y destruyan por «us cimientos la sana y religiosa 
educación que debe promoverse de todos modos entre todos los colombia> 
nos; para cuyo fimí recojerán y harán quemar las espresadas estampas ú 
objetos. 

Art. 68. Los juezes municipales no pueden mezclarse en asuntos con- 
tenciosos entre < partes. 

CAPITULO V. 

DE LOS ALCALDB8 HUKICIPALSS T PAB«OQUIALSS. 

Art. 64. Habrá Alcaldes municipales en las cabezeras de cantón; y Al- 
caldes parroquiales en cada una de las parroquias, y en todos los pueblos 
6 lugares de su distrito, en que oonTenga los haya. Todos seráa él<jidoB 
anuSbmente como se dirá después. ' 

Art 65. Los Alcaldes deb¿ promoTir el arden y tranquilidad, lá decen- 
cia y mondidad pública, cuidando de la observanda de la Constitacion, 
<le las leyes y de las órdenes superiores que les comunique el Jefe munici- 
pal, á quien están inmediatamente suboniinados. 

Art. 66. Los Alcaldes municipales cuidiurán de todo lo que mira & la s»^ 
hibridad, comodidad y ornato ó & la policía de los req>ectivos cuarteles en 
que se dividirán las rillas y ciudades. Los Alcaldes de las parroquias 6 
barrios dependerán inmediatamente del Alcalde municipal, á cuya inspec> 
cion covrespcndan el cuartel ó cuarteles espresados. Los Alcaldes de las 
partoquias ó barrios tienen respeoUvamente esta misma atribución y de- 
ber, b%jo la dependencia inmediata de los Alcaldes municipales. Los Alcal- 
des parroquiales tifntn la misma inmediata ^ecucion de los bandos ó re- 
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flajueotos de poUcia, para cuyo fin'á cada uno de elloB a« eomünieará un 
ejemplar de dichos bandos ó reglamentos. 

Art. 67. Cada Alcalde monieipal trlBÍtar¿ sus respectÍTos cuarteles 6, lo 
menos una yez en cada semana. SI Jefe político municipal en el pueblo 4e 
su residencia reconocerá todos los meses los cuarteles y las entradas pt- 
blioas, para notar las omisioneB j descuidos en que hayan incunidoloc 
encargados de la polida y hacer efécÜTa su responmabiHcbd. 

CAPITULO VI. 

DX LAS JVKXAB DI SAITIDAD. 

Art. 68. £n la capital de cada prorineia se formará una Junta de sani- 
dad, compuesta del Intend^te-€k>berBador, «del Obispo 6 su Vicario Jene- 
ral, y pcar su defecto el Cura páxtoco» del Procurador municipal, de dos 
Bejidores 6 veoinos elejidos anualmente por la BfunicIpaUdad, y del fa« 
cultaÜTO ó facultatiyos ^ue nombre la Junta. La de la capital del depar- 
tamento será la superior de todas las que haya en el mismo departamento. 

Art. 69. ,£n las oabeseras de cantón y en las parroquias, se formarán 
Juntas subalternas de sanidad, compuestas las primeras del Jete politioo 
municipal, ó Alcalde primero, del Cura párroco, del Procurador, de uno 6 
dos Regidores, elejidos por la Municipalidad, y de un ñtoultatiTo si lo hu- 
biere. Evlas parroquias la compondrán la Junta parroq<«ial y el Cura 
párroco. 

Art. 70. Las Juntas de sanidad en caso de epidemias 6 enfermedad oon- 
ti^iosa, informarán al Oobemador de U provincia sobre las medidas oon- 
▼oEiientes que deben adoptarse para atibar el conti^io y conservar 6 resta- 
blecer la salud pública. 

Art. 71. Las Juntas de «anidad emplearán todo su oelo para que inme- 
diatamente se establezcan cimenterios en el lugar y forma mas convenien- 
te. Cuidarán que se propague y conserve la vacuna ; y observarán los re- 
glamentos sanitarios vijentes, ó que formarán las Juntas supericvee del 
departamento, y aprobará el Poder Ejecutivo. 

Art. 72. Las Juntas provinciales de sanidad se oonmnioarteL frecusnte- 
mente con la de la capital del departamento y oumpürán sus órdenes. M 
mismo modo las de parroquia ee eomuiácarán ooñ las de cantón, y estas 
•eoo las de provineta, debiendo depender unas de otras. 

CAPITULO vn. , 

ni LAS MtririOU>ALII>ADS9 T JUIVTAS PAKBOQITIALSS. 

Art:^3. En las ciudftdes'y villas» como cabezeras de cantón, residen las 
Municipalidades, compuestas de los Alcaldes municipaleB» municipales .y 
Procurador municipal. Los municipales serán dos á lo menos, y doce á lo 
mas. Tendrán los individuos de las Municipalidades las calidades que re- 
quiere el articulo 21 de la Constitución para ser elector de cantón. La Mu- 
nicipalidad nombrará un Secretario de dentro 6 fuera de su cuerpo, euya 
duración será la de su buen desempefio, y los que actualmente tengan este 
destino lo retendrán en iguales términos. Las Juntas provinciales designa- 
rán el número de municipales que deba tener cada una de las Municipalida- 
des de la provincia, conforme á la población y circunstancias locales de los 
pueblos. Cada Mimicipalidad determinará los dias y horas de sus sesiones 
ordinarias, duido cuenta al .Gobernador para que recaiga su aprobación. 

Art. 74. Los Alcaldes y Procurador municipal permanecían en sus 
destinos por un affo, y los municipales por dos,, debiendo los tdtim^s éle- 
jirse por mitad anualmente. En el próximo aSo se elejirá el total, sorteán- 
dose los que deban cesar en sus destinos al fin del mismo afio. 

Art. 75. Las Municipalidades serán nombradas el dia 25 de Diciembre 
de cada afio por electores municipales. 

Art 76. Estas elecciones se verificarán de la manera siguiente: si un 
cantón nombra para la Asamblea electoral de provincia siete ó mas electo- 
res, estos mismos se reimirán el dia designado en el articulo anteríol^ en 
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la catoesera del cantón y elf^irán por mayoría absoluta de Totos la? per- 
sonas que han de componer su Municipalidad. 

Art. 77. Maa si el cantón nombrare in^os de siete electores para la 

Asamblea electoral de provincia, entonces las Asambleas parroquiales que 

nombran los Motores que les corresponden por aquella Asamblea, eleji- 

«ráaen rejistro separado los que falten para completar el número de los 

siete que han de componer la Asamblea municipal. 

Art. 78. Los rejistros parroquiales de las elecciones de electores muni- 
cipales se remitirán á la Municipalidad,' quien hará en sesión pública el 
escrutinio ó regulación, de los que reúnan la mayoría de yotos, y estos se- 
rán declarados electores municipales, avisándoseles su nombramiento por 
el Presidente de la misma Munioipaüdad. 

Art. 79. Las Asambleas municipales reunidas el dia designado en la sa- 
. 1a de la Municipalidad elejirán en público y en alta voz: primero, los al- 
caldes munieipÁles, lai mitad de los municipales y el padre jeneral de me- 
nores: segundo, los Alcaldes y Sindico^ parroquiales de todo el cantón, y 
los comisarios parroquiales de las parroquias que deban tenerlos con ar- 
reglo á lo que dispone el articulo 96. ■ . 

^ 1? Los individuos de las Municipalidades, no podrán ser reelectos sin 
. un intervalo de dos años donde lo permitiere la población. 

¿ 2? En las parroquias donde haya costumbre de elejir Alcaldes indije- 
nas, las Asambleas municipales podrán nombrar en adelante hsR^ta el tíem- 
po determinado en la lei de 4 de Octubre del año 11?, los que estimen coa- 
cementes aegnn las circunstancias de cada población indijena. 

Art. 80. Concluidas las elecciones de las Asambleas municipales, su Pre- 
sidente dará aviso á los nombrados por oficio autorizado del Secretario, 
que servirá de título bastante para que la Municipalidad ponga en pose- 
sión de sus desünoB á.los electos el dia 1? de Enero, dando aviso de todo 
al Gobernador. * 

{ único. El mismo Presidente pasará la acta de elecciones á la Munici- 
pattdad para que se custodie en su archivo. 

Art. 81. En caso de vacante de cualquier destino en las Municipalidü- 
áoB ó en laK Juntas de poHcia de las parroquias, s» llenará por la Munici- 
palidad respectiva con la personaó personas que resiát^ü con votos en la 
. vacta de eLsociones de la Asamblea munioipal ; peto si no resultase persona 
alguna con voto 6 lotoa, la Municipalidad elejirá otFa de fuera deLcu^fipo 
para el oficio vacante. 

Art. 82. Los empleos municipales son carga concejil, de que nadie pue- 
de escusarse, sino por causa física que les imposibilite su desempeño, y 
que sea legalmente justificada y aprobada por el Gobernador. 

2 único. No podrán ser individuos de las Municipalidades los empleados 
de la Hacienda pública, los juezes de diezmos, los militares del ejóróito 
permanente, ni los majistrados y juezes letrados. 

Art, 83. Los miembros que han de componer las Municipalidades de los 
nuevos cantones mandados er^ir por la lei de división territorial de la Be- 
pública, se elejirán por una Junta compuesta á lo menos de siete electo- 
res nombrados por las parroquias del cantón, antes de las próximas elec- 
ciones eonstitnoionales, y conforme al reglamento que al efecto comunica- 
rá el Peder Ejecutivo. 

{ único. El.esoratmio y regulación de los que tengan mayoria de votos 
para electores municipales, lo hará por esta primera vez el Jefe político 
municipal, en unión de los Alcaldes de la .cabezera del cortón de nueva 
«reacion. 

Art. 84. Todo acto en las , elecciones de las Asambleas municipales, y 
de las Juntas electorales que no sea el de las votaciones, prevenido en los 
artículos anteriores, será no solamente nulo sino atentado contra la segu- , 
lidad pública, y ninguno podrá presentarse armado en las mismas elec- 
ciones. 

Art. 86. Cada Municipalidad designará el dia 2 de Enero entre sus in- 
dividuos los que deban encargarse de la visita de las escuelas de primeras 
letras, de la v^ilanoia y policía de las cárceles, y de las demaa funcione» 
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Monómicas que les atribuye egta lei 6 les atribuyan otras en adelante. 

Art. 86'. Nombrarán también las Municipalidades comisarios de policía 
encargados en las TÍUas y ciudades, de los objetos de mera policía, y para 
facilitar su ejecución bryo la autoridad de los Alcaldes municipales. 

I único. Las Municipalidades designarán el número de estos comisar 
rios, segxm los cuarteles ó barrios de los pueblos ; y formarán reglamen- 
tos de policía que uniformarán los Intendentes en cada departamento, y 
aprobará el Poder Ejecutivo. 

Art. 87. Las Municipalidades están encargadas de todo lo relativo á la 
policía de salubridad. En cousecuencia han de cuidar : primero, del aseó 
y limpieza de las calle^^ mercados, plazas públicas, y la de los hospitales, 
cárceles y casas de beneficencia : segundo, de la calidad de los alimentos 
de toda clase: tercero, del pronto establecimiento de cimenterios en cada 
parroquia del cantón convenientemente situados : cuarto, de hacer seca^ 
6 dar curso á las aguas estancadas é insalubres : quinto, de remover todo 
lo que en los términos del cantón pueda alterar la salud pública y la d^ 
los ganados. 

i^. 88. Toca á las Municipalidades procurar la comodidad de los pue- 
blos; y para ello cuidarán: primero, déla libertad del tráfico de los mer- 
cados : segundo, que se arreglen las pesas, pesos y medidas, sin permitir 
que se haga uso de pesos falsos 6 medidas (usadas 6 rebsgadas: tercero, 
que estén bien conservadas las fuentes públicas y con buenas aguas, de 
modo que abunden para el servicio de los habitantes y para el uso de los 
animales: cuarto, queestém enlBSGfdos las aceras, empedradas y alumbra- 
das las calles en las ciudades y pobladas en que pudiere verificarse : quin- 
to, qne rntén. bermosesdos los pascms y pfurajeB'póbUDoA «nanto lo permi- 
tam las oireimstanoias de eada pueblo. . ' 

Art. 89. Para procurar la misma comodidad á todD el oanton ouidairáii 
las Municipalidades : primero, de la policía rural, acordando la com^osl- 
oiondelos caminos del territorio bajo la hispeccioa y responsabiüdffd-^ 
los Alcaldes parroquiales, con arreglo á lo que disponga la le! ttcfbte el m- 
-tablecimiento y administración de Rentas municipales : segundo, cuidarán 
de todas las obras públicas de utilidad, beneficencia y ornato, qué perte- 
nezcan al término de su jurisdicción : tercero, darán los informes nec^e^A- 
rios y propondrán los arbitrios que estimen oportunos para que se em^^ren- 
dan los caminos y calzadas, acueductos ú otras cualesquiera obras públi> 
cas pertenecientes al departamento en jeneral. En estis obras tendrán 
las Municipalidades la intervención que les ha señalado la Ici sobre privi- 
lejios esclusivos y que les fuese cometida por el^obiemo. 

Art. 90. Gmdarán las Municipalidades de todas ]$8 escuetas de prime- 
ras letras y demás establecimientos de educación que se paguen del c0- 
mun, celando el buen deeempefio de los maestros, conforme á la leí «obte 
el establecimiento de estas escuelas, y á lo que disponga elplan joiicral de 
instrucción pública. ''* 

Art. 91. Fomentarán también la a^onltura, la industria y el ■vjh vHí^, 
procurando que se remuevan todos los obstáculos y trabas r^ se < m.i »«/»... 
á su mejora y progreso. Con esta mira presentaiHn si lotoidtmte. ixtr we- 
dio del Gobernador de la províjicia, y á la Junta provinmal todas lo** oli»- 
nes y proyectos qne les parezcan mas oportunos. 

Art. 92. Las Municipalidades remitirán cada año pcír el me« do. rlm^r^f '. 
los Gobernadores, y estos á los Intendentes, una relación oircun^Cv^unin/i < 
de cuanto hajran ejecutado en el aflo. anterior, ó qn^de pendiente en Uen^ 
ficio de su respectivo cantón y desempeño de las funciones «le su carijo : 
igual relación remitirán en la misma époo&á la Junta pr^viucial. » 

Art. 98. Las quejas que promovieren los ^edxios contra las providvti- 
das económicas y de polieia dadas por las Munioipaüdades, las oirá cu Go- 
bernador, y las resolverá gubernativainente.' • 

Art. 94. Cuidarán las Munioipatidadesde qoe Us bagi^es; alojanientos 
y demás suministros para la tropa se repartan con igualáadeqútativ&'entre 
los vecinos conforme á los reglamentos de'Ia matsria; y adí nrismods que 
se observe la mas exacta cuenta y lason para los correspaAdieates abonas. 
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Art. 95. Sobre todos estos particulares obseryarán las MuiiicipaUdades 
las instrucciones y órdenes supesiores qi^eles comuniqucD los Intendentes 
y los Gobernadores. 

Art 96. Las leyes, decretos y providencias que los jefes municipales 
eomuniquen & las mismas Municipalidades para su cumplimiento deberán 
tenerlo sin itardansa, ayisándoles su recibo con certificación del Secretario. 

Art. 97. Admitirán los proyectos, peticiones é informes que quieran ha* 
serles los dudadanos ea los asuntos que por esta lei están cometidos á es- 
tos ouerpoB. Todos los actos y sesiones de las Municipalidades serán pú- 
blicos, procurando obserrar el método de las discusiones de las Cámaras 
del Congreso en lo que «ea adaptable. 

Art 98. Sn toda parroquia, que no sea de las en que se diyiden las ▼!- 
Hm y dudades, iiabrá una Junta de policía, compuesta á lo menos de dos 
Alcaldes parroquiales y de un Sindico ; pero si lo permitiere la población, 
6 si esta esoediere de núl almas, se aumentarán dos comisarios parroquiar 
l68 á dicha Junta. Todos sus miembros deben tener las calidades de su- 
DrftgMite. 

Art 99. La Junta de policía parroquial observará en cuanto á la poli- 
eia de la parroquia, todo lo que se previene con respecto á las Munlcipar 
iMades en los arttoulos 87, 88, 89, 90, 91 y 92. 

CAPITULO vm. 

nX LAS JülTTAS 3>B VBOVXVOIA. 

Art 100. Jj$M Asambleas el«olorales estableoidas por el artfavle 80 de 
la CoBStitaeion, después que cotioluyaa sus funciones oonstituoionales, ele- 
jírto, A pli^alidad de votos, uno entre los eleotores de cada cantón, 6 oin- 
eo á lo menos, entre todos, si fuere menor el número de los cantones, pa- 
ra ifQ» formen una Junta de provincia. Esta nombrará Presidente de en- 
tre sos miembros, y Seeretario, que podrá serlo de fuera del cuerpo. 

Art 101. La Junta provincial se reunirá preoisamsitte todos los aflos : 
•n el de la reunión de la Asamblea electoral el dia 9 de Octubre, y en los 
tres aSos siguientes el 15 de Dioiembre. Celebrarán sesiones diarias y pú- 
bUeas en la casa de la Municipalidad por veinte dias continuos, proroga- 
bles por diei mas ; procurando que en ellas se guarde el método parla- 
mentario qjite se observa en las Cámaras del Congreso. 

Ajrt 102. Las Juntas de provincia promoverán el establecimiento de 
Municipalidades, i^formpndo al Gobierno donde corresponda que las ha- 
ya» oon espresion dí^l cende d#la cabezera y demás pueblos que hayan de 
lérmar el nuevo caj^ton : de sus términos y demás oircunstancias preseri- 
tes 6 que prescriba. Ja leí para el establecimiento» de cantonee. 

Aj^ 103. Será de cafgo de las Juntas provinciales velar éobre la con- 
•ervaoion de las obras' públicas y establecimientos de beneficencia y utili. 
dftd eomun, y promover con informes fundados la conservación de nuevas 
obrae y eskáUecimientos útiles á la provincia, la apertura de caminos, la 
n»regael(m de los rioe, y las nuevas poblaciones, principalmente en los ca- 
Bnnoe naeionalee. 

Art 104. Cuidarán también que las Juntas de manumidon, y las Mn- 
Biápelidades cumplan los encargos y funciones que están bajo su inspec- 
ddn, hifomiaiido para ello al Intendente por conducto del Gobernador los 
abosoo que noten en peijuicio del púbiUoo, y en el cobro, man^o é inver- 
úfnñ de lae Rentas munieipales. 

Art 106. Promoverán las Juntas el establecimiento de escuelas de pri- 
aMras letras, informeado sobre los abusos que haya en las que están es- 
tablecidas, pañi su remedio. Bn oonieouenoia propondrán á los Gobema- 
do^i^il 1m jwformas <pié deben haeerse en las escuelas existentes, las que 
ssiakbleoei^, y enAl sea la eoBduota, moralidad y aptitud de los 



Aft JiOft. Informarán las Jsntas al Poder Ejecutivo de loe abusos que 
lEOteAiígila Adailnistraeion de la Hacienda y Rentas públicas, y á la Cá- 
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mará de Repr^senÜrntes de las infiraceioneB de la Constitución y demás 
esoesos qne pidan su conooimiento, para que teuga lugar la aousacion pre« 
Venida en el artículo 90 de la Constitución: debiendo %compa&ar los datos 
suficientes y bien calificados, y sin que por esto puedan la^ Juntas mez- 
clarse en las funciones de los empleados públicos. 

. «Art. 107, iLas Juntas darán cuant&s noticias é informes estimen cen- 
venientes para la m^ora de los indijenas, su cultura y civilización^ j acer- 
fa del establecimiento de misiones para la reducción & la vida social de los 
indios infieles ; j evacuarán también los informes que el Poder Eyecutivo, 
los Intendentes y Gobernadores les ex^an, cuando se trate de construir 
alguna obra pública á espensas del tesoro nacional, 6 por medio deun pri- 
i^ejio esclusivo. 

Arl. 108. Propondrán al Intendente, por conducto del Gobernador, la 
creaeion de nuevos hospitales en los lugares qne sean necesarios, indican^ 
do los fondos que se les pueden aplicar ; y le informarán del estado que 
tengan los existentes, y las reformas que necesiten. 

Art. 109. Los individuos de las Juntas provinciales y municipales, los 
Jefe^ políticos municipales, y los individuos de las Municipalidades, al to- 
nar posesión de sus destinos, y entrar en el ejercicio de sus ñmciones, 
prestarán juramento ante el Gobernador de la provincia ó jefe municipal 
respectivo, con arreglo al articulo 185 de la Constitución, de sostener y 
defender la Constitución, de cumplir fiel y exactamente los deberes de su 
empleo, y la observancia de las leyes. 

▲rl 110. Las Juntas de provincia podrán reniÉhíe y abrir sus sesiones 
eoB la mitad y uno mas por lo menos de sus individuos. £n caso que fal- 
te alguno pop muerte será reemplazado por elección de la Municipalidad 
4él cantón á que pertenezca; y si la falta fuere temporal por enfermedad 
ó ausencia le subrogará otro provisionalmente la Municipalidad, y duran- 
te el impedimento del propietario. 

CAPITULO IX. 

DB LA RESPONSABILIDAD DX LOS EMPLEADOS EN EL OOBIBBNO POLITIOO DE 
LO^ DEPAETAMBNT08 T PAOVINOIAS Y EK LA ADMINISTRACIÓN DE HACIENDA. 

Art. 111. £1 código penal comprenderá todos los casos en que son res- 
ponsables los empleados públicos, y las penas correspondientes á las inr 
fracciones en que incurran. Entre tanto se observarán las disposiciones 
siguientes, respecto de los empleados en el Gobierno político de los depar- 
tamentos y provincias, y en la administración de Hacienda. 

Art 112. Los empleados públicos que á sabiendas por interés personal, 
6 por desafecto á alguna persona ó corporación, ó en peijuido de la causa 
pública 6 de tercero interesado, abusen de su oficio en el ejercicio de sus 
funciones, son prevaricadores y perderán sus empleos, sueldos y honores 
y no podrán obtener cargo alguno público. 

Art. 118. Si los empleados públicos cometiesen prevaricación por sobor- 
no 6 cohecho, dado ó prometí(^o á ellos, 6 con sn noticia á su familia di- 
rectamente, ó por interpuesta persona, sufrirán ademas de las penas es- 
piresadas, la del naádraplo del valor que hubiesen recibido. 

Art 114. £1 empleado público que por ineptitud, abandono 6 negl^en* 
eia use mal de su oficio, será privado del empleo, y restituirá los perjui- 
cios que haya causado, ademas de las penas impuestas en las leyes espe- 
eiales ó instrucciones do cada ramo de la Hacienda pública. 

Art 116. Si los subalternos de onalquiera oficina Incurrieren en faltas 
del servicio por omisión 6 tolerancia de los jefes, estos serán responsables, 
y también si dejaren de poner inmediatamente remedio, sin perjuicio de la 
responsabilidad en que igualmente incurren los espresados subalternos. 

Art. 116. La falta de cumplimiento de cualquiera lei 6 decreto del Con- 
greso, sea por lentitud, negl^enda ú omisión culpable, sea por pura mali- 
cia, será castigada en el foncioDario público que la cometa, en el primer 
caso con la privación de su empleo 6 cargo, y el resarcimiento de perjui- 
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cio9, y en e} segando, ademas de estas penas con la de inhabilitiusion per- 
petua para obtener otro cargo público, á no ser que incurra en caso que 
por las leyes Tientes tenga señalada mayor pena. 

Art. 117. El funcionario que difiriese ejecutar ó hacer ejecutar eual- 
qniera reglamento ú orden del Podep Ejecutivo, sufrirá la pena de suspen- 
sión de empleo y renta desde uno hasta cinco affos, ademas del resarci- 
miento de perjuicios: pero quedará libre de estas penas en los cuatro ca- 
sos ^guientes: 1? si la orden fuere opuesta ala Constitución, sin que 6« 
entienda serlo cuando dicte el Poder EjecutÍTO medidas estraordinarias no 
comprendidas en la esfera natural de sus atribuciones con arreglo á lo dis- 
puesto en el articulo 128 de la misma Constitución : 2? si no fuere comu- 
nicada con las formalidades que requiere el artículo 138 de la Constituí- 
eion, 6 si hai algún motÍTo para dudar prudentemente de la autenticidad 
de la orden: 3? si la resolución del Poder Ejecutivo fuere obtenida evi- 
dentemente con engaflo, ó evidentemente dada contra lei : 4? cuando de 
la ejecución de la orden resulten 6 se teman probablemente graves males, 
que el Poder Ejecutivo no haya podido prever. En estos casos podrá el 
ejecutor suspender bajo su responsabilidad la ejecución para representar 
al Gobierno ; pero sufrirá las penas respectivas que van espresadas, si ne 
hiciese ver en la misma representación la certeza de los motivos que alega, 

Art. 118. Los empleados ó jefes superiores á quienes toque el inmedia- 
to cumplimiento de la lei ú orden, incurrirán en la misma pena que los de- 
sobedientes si no la aplicaren á estos según permita la lei. 

Art. 119. Los adndiAtradores de las aduanas que permitieren introdu- 
cir las estampas y objetos lúbricos indicados eu el artículo 62 incurrirán 
por la primera vez en la multa de docientos pesos. En caso de reincidencia 
será doble la pena pecuniaria, y se aumentará la de privación de empleo, 
publicándose en las Gacetas de Gobierno los nombres de los empleados que 
contribuyen de este modo á la corrupción de la moral de los pueblos. 

Art. 120. Todo colombiano podrá acusar á los empleados públicos de 
cualquiera clase, cuando cometan alguno de los delitos espresados en los 
artículos anteriores, siempre que la lei no les prohiba ser acusadores en al- 
guno ó algunos casos. 

Art. 121. Los Intendentes, Gobernadores y jefes municipales que de- 
creten arbitrariamente multas 6 arrestos correccionales, quedan sujetes á 
la devolución del importe de la multa, y al resarcimiento de los perjuicios 
que cause el arresto, ñiera de la pena que en este último caso deben sufrir 
por la lei como responsables de detención arbitraría. El tribunal corres- 
poncKente oirá y decidirá las quejas de los agraviados. 

Art. 122. Los empleados públicos de que habla el artículo 111 y fueren 
ineptos ó delinquieren én razón de su oficio podrán ser acusados ante ql 
.Poder Ejecutivo, en, cuyo caso procederá con arreglo al artículo 125 de la 
Constitución, para que tenga lugar el seguimiento de causa que allí se pre- 
viene por el tribunal competente. 

Art. 123. Podrán también ser acusados ante los Intendentes respectivos 
por las mismas faltas de ineptitud y delincuencia en razón de su oficio los 
empleados inferiores, para ios mismos efectos de que habla el citado artí- 
culo 125 de la Constitución, qVie podrán suspenderlos dando cuenta inme- 
diatamente al Poder fjjeoutivo con el espediente pora su resolución, y se- 
rán juzgados por los juezes de Hacienda de primeva instancia ó Cortes de 
justicia, según lo dispuesto en la lei orgánica del Poder Judicial. 

Art. 124. Cuando el Poder Ejecutivo reciba acusaciones 6 quejas contra 
los empleados públicos, tomará por sí todas las providencias que están, en 
su» facultades para evitar y correjir los abusos, y para que no permanez- 
can en sus puestos los que no merezcan ocuparlos. 

Art. 125. Todo colombiano que tenga que promover queja en la Cáma- 
ra de Representantes, ante- el Poder Ejecutivo, ó ante un tribunal compe- 
tente, contra algún Intendente, Gobernador ú otro cualquiera empleado, 
podrá acudir ante el juez de primera instancia que corresponda, para que 
se le admita información sumaria de los hechos en que funda su agravio, 
y el juez deberá admitirla inmediatamente, bajo la multa de ciento hasta 
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qaiaieiitos pesos y suspetísioii de ofido é inkabilitaeioD para ol^tenerlo, des- 
de uno hasta ouattn afioSvCuya responsabilidad hará efectíva la Corte de 
justicia del departamento, por la morosidad^ contemplación ú otro defecto 
<][ue esperimente en este punto el querelloso. 

Art. 126. Los tribunales darán cuenta al Poder Ejecutiyo de las oausas 
que se formen contra los empleados públicos para los efectos consiguientes. 

Art. 127. Se derogan la lei de 2 de Octubre del afio 11?, la ordenanza 
d«*Intendente8 é instrucción de Oorrejidores, é igualmente todas las demás 
leyes, cédulas, órdenes y decretos, en cuanto tratan de facultades y atri- 
buciones de los Intendentes, Gobernadores, Correjidores, Juezes poUtieos 
y Municipalidadefi, debiéndose arreglar loSv empleados de que habla esta 
lei en el ejercicio de sus respectiyas funciones únicamente á lo qiS por 
«lia se establece. - 

Dada en Bogotá á 8 de Marzo de 1825, 15?-*-^l Presidente del Senado, 
Luis A. BAaALT.~.-£l Presidente de laCámara de Representantes, Manujbl 
Makia Quijano. — El Seoretario del Senado, Antonio José Caro. — El Di- 
putado Secretario de la Cámara, de Representantes, Vigentb imt Castillo. 

Palacio del Gobierno en Bogotá á 11 de IKIarao de 1825, 15? — Ejecúte- 
se. — Fbancisoo ©b Paula Santander. — ^Por St E. el Vicepresidente de 
la República eneargado del Poder !^ecutivo. — >El Secretario de Estado del 
Despacho del Interior, Josi Manihíl Restrbpo. 



LEI D£ 18 DE ABRIL DE 1 

■....,. , 

ADICIONAL X LA DE 11 DE MARZO DE 1825 QUE ARREGLA EL GOBIERNO PO- 
LÍTICO Y ECONÓMICO DE LOS DEPARTAMENTOS. 

!EI Sentido y Cámara de RepreserUafites de la RtpúbUea de - Colombia rf unidos 

en Congreso. 

Examinadas las diferentes dudas y consultas que han ocurrido sobre la 
intelijencia de algunos artículos de la lei de 11 de Marzo de IH^Jo (jue or- 
gSijiüza el Gk)bierno político de los departam^entos ; y oonsideifi'la: la nece- 
sidad de remover cualquier obstáculo que impida bu cuiapliuiitíuU), ha- 
ciendo las declaraciones que enseSa la esperiencia ser necesai'ias para 
que se perfeccione el réjimen político y económico de los pueblos y. logren 
estos las ventajas que se propuso la lei; han acordado la siguiente refor- 
ma adicional, yj^^vsa. ello; 

DECRETAN I 

Art. 1? Los' Intendentes comoajentes constitucionales, naturales inme- 
diatos del Poder Ejecutivo, son jefes superiores en sus respectivos depar- 
tamentos, y en ellos les están subordinados los demás funcionarios y au- 
toridades así civiles como militares y eclesiásticas, sin escepcion ninguna, 
en todo lo que mira al buen orden y tranquilidad del departamento y su 
Gobierno político y económico. 

Art. 2? Las leyes y de(9*etos del Poder Lejislativo, y los decretos y ór- 
denes del Poder Ejecutivo se comunicarán á todas las autoridades de cada 
respectivo departamento por conducto de los Intendentes ; pero las órde- 
nes del Poder Ejecutivo en negocios pertenecientes á la dirección de la 
guerra y á la t)rganizacion y disciplina del ejército y marina, podrán co- 
municarse directamMite álos comandantes jenerales, jefes militares ó cual- 
quiera otra autoridad subalterna, según lo estime por conveniente el Po- 
der Ejecutivo. * 

J único. Puede también el Poder Ejecutivo en los casos del artículo 128 
de la Constitaeion c<miunicar directamente sus órdenes y decretos á cua- 
lesquiera autoridades de la República por diferente conducto del de los In- 
tendentes. 
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Art. 3? Los Intendentes en Juntft de Hacienda deoretarán y lleTarán íl 
efecto la suspensión de los empleados en el mismo ramo qne den praebas 
positivas de ineptitud, neglijencia 6 mala yersacion, remitiendo los doou^ 
mentos que motiyen ¿ procedimiento al Poder £ye6utiy9^para su resolu- 
ción. 

i único. Cuando se trate de la suspensión del Contador 6 tesorero de- 
partamental, suplirá, su falta en dicha Junta el juez letrado de Hacienda. 

Art. 4? Los Intendentes y desuA miembros de la Junta de Hacienda sen 
responsables por la falta de cumplimiento & lo prevenido en el articulo 
anterior, sea por omisión, connivencia 6 malicia, quedando sujetos ¿ las 
penas en que cada uno de estos casos de<»reta la lei sobre responsabilidad 
deTos empleados. 

Art 5? Durante la ausencia de los Intendentes de la capital del depar- 
tamento con motivo de la visita de la provincia de que son Gobernadores, 
presidirá el Jefe político de la capital las Juntas de sanidad, de dieimos y 
cualquiera otra establecida por la lei. 

Art. 6? £n los casos de muerte 6 enfermedad del Contador departamen- 
tal, cuando se halle encargado del despacho de la Intendencia conforme á 
lo dispuesto en el artículo 27 de la misma lei de 11 de Marzo, le subrogará 
también el «Tefe político municipal, mientras que el Poder l^ecutivo nom- 
bra sucesor conforme á lo dispuesto en dicho artículo 27. 

Art. 7? La disposición del artículo 25 déla citada lei de 11 de Mancóse 
limitará á solo las secretarias de los Intendentes. En consecuencia el Po- 
der ijjecutivo suprimirá los Secretarios y oficiales de las secretarías de los 
Gobernadores que tenga por conveniente según las circunstancias de cada 
lyia de las provincias. 

Art 8? Los Gobernadores oirán las solicitudes y denuncioe de minas, y 
practicadas las dilijencias necesarias conforme á las leyes, las remitibcán 
al Intendente, quien espedirá el correspondiente título sino hallare repa- 
ro fundado, y satisfechos los derechos de rejistro de títulos que establezca 
la lei, dará cuenta al Poder IJjeoutivo por medio de la Secretaria de Ha- 
cienda. 

2 único. Los escribanos no exijirán otros derechos por cada titulo de 
minas que los seQalados por la primera copia de las escrituras por el artí- 
culo 64 de la lei de 28 de Julio de 1824, sobre aranceles. 

Art 9? La reunión de los electores municipales el dia 26 de IMciembre 
de cada afio, la presidirá la Municipalidad, mientras la Asamblea muni- 
cipal elije un presidente de entre sus miembros á pluralidad absoluta de 
yoto%de los mismos, y quienes prestarán juramento en la fbrma preveni- 
da en el artículo 109 de la lei de 11 de Marzo. 

Art. 10. Debiendo concurrir algunos electores de los cantones á la ca- 
pital de la provincia con el objeto de formar la Junta provincial en confort 
midad de lo dispuesto en los artículos 100 y 101 de la lei de 11 de Marzo, 
se completará en este caso el número de electores municipales con los que 
en los rejistros de elecciones sigan con la mayoría de votos. 

Art 11. En las sucesivas elecciones de electores municipales se nom- 
brarán por las Asambleas parroquiales en los respectivos rcrjistros los elec- 
tores necesarios para formar la Junta provincial, y ademas de los que de- 
ban componer la Asamblea municipal en la cabezera del cantón conforme 
á lo dispuesto en los artículos 77 y 79 de la lei citada de 11 de Marzo. 

Art. 12. Si algún elector municipal tuviere impedimento ñsico que no 
le permita concurrir á la Asamblea municipal» se completará el número de 
electores con los que sigan con mayoría de votos en los r^istros de elec- 
ciones. Para este caso las Municipalidades designarán suplente^ necesa- 
rios al tiempo de verificar el escrutinio, ó regulación prevenida en el arti- 
culo 78 de la citada lei. 

Art. 13. En los cantones en donde no se ha verificado el nombramiento 
de electores municipales en conformidad de lo dispuesto en los citados artí- 
culos 76 y 77 se elejirán desde luego con arreglo á la disposición del arti- 
culo 83 y reglamento consiguiente áeí Poder Ejecutivo. Estos electorea 
formarán inmediatamente la Asamblea electoral que debe nombrar loa 
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miembros de las Municipalidades, y de las Juntas de policía parroquial en 
el presente año y en los tres siguientes conforme al artículo 75 pero en 
las próximas elecciones constitucionales debe precederse con arreglo á lo 
dispuesto en la misma lei. 

Art. 14. Las Municipalidades designarán el dia 2 de Enero de cada affo 
á pluralidad de votos, .los municipales que deban subrogar á los Alcaldes 
•«n el procedimiento y determinación de los negocios contenciosos, civiles 
y criminales en el caso de recusación, ausencia, enfermedad ú otro impe- 
dimento de dichos Alcaldes. 

Art. 16. Pero las «vacantes de los mismos Alcaldes municipales deben 
llenarse conforme á lo prevenido en el artículo 81 de la lei de 11 de Marzo. 

Art. 16. Bn aquellos cantones en que por costumbre ó conveniencia pú- 
T)lica se ha permitido que uno de los Alcaldes municipales resida en algu- 
na parroquia diversa de la cabezera de cantón, y en cualquiera otro en 
qué sea necesaria esta medida, los Intendentes podrán adoptarla á solioi- 
tud de las respectivas parroquias, y previos los informes correspondientes. 

Art. 17. Las disposiciones de los artículos 62 y 119 de la misma lei so- 
bre Gobierno político de los departamentos deben estenderse á todod los 
libros ó folletos que traten de los objetos lúbricos que allí se espresan. 

Art. 18. Por la presente lei adicional á la de 11 de Marzo de 1825 que 
organiza .el Gobierno político de los departamentos, quedan derogados kw 
artículos de la misma que sean contrarios á los que van aquí insertos. 

Dada en Bogotá á 18 de Abril de 1826, 16?— £1 Presidente del Senado, 
Luis A. Babalt. — El Presidente de la Cámara de Representantes, Lbah- 
DBO Ejea. — El Secretario del Senado, Luis VXrgas Tbjai)a. — ^£1 Diputa- 
do Secretario interino de la Cámara de Representantes, Santos Miohb- 

LENA. 

Palacio dfel Gobierno en Bogotá á 18 de Abril de 1826, 16?— Ejecúte- 
se. — Feancisco de Paula Santandeb, — ^Por S. E. el Vicepresidente de 
la República encargado del Poder Ejecutivo. — ^£1 Secretario de Estado del 
Despacho del interior, Josi Manuel Rbstbbpo. 



LEI DE 14 DE OCTUBRE DE 18») 

tOBB]B EL BÉJIMEN YOBQANIZACION POLÍTICA DE LAS PBOyiNCIA& 

El Congruo Cofutituyente de Venezuela, 

CONSIDBBANPO: 

1? Que son necesarias leyes especiales, que conforme al sistema OQnsti- 
tnoional arreglen separada y uniformemente toda la Administración de la 
República en sus diferentes ramos de justicia, hacienda, economía de guer- 
ra y Gobierno político y económico de las provincias. 

2? Que las leyes por bien calculadas que sean pueden hacerse ilusorias 
tm la responsabilidad efjpotiva de los funcionarios encargados de ejecu- 
tarlas: 

DBCBBTA. 

I 

# CAPITULO I. 

I>B LOS FI7N01OBABIO8 BBOABQADOS DB LA ASMINISTBACION OVBBBNATIYA T 

lOONOMIOA I>B LAS PB0VIK0IA8. 

Art 1? La Administración y Gobierno de las provincias está eaeargado 
á los Gobernadores, el de los cantones á los Jefes politícos, y el de las par- 
roqtüas á los justes de paz. , 
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CAPITULO II. 

T)£ LOS GOBERNADORES. 

Art. 2? Los Gobernadores son ajenies constitncnouales naturales é in- 
mediatos del Poder Ejecutivo, y como tales son, jefes superiores en sus 
respectivas provincias, y en ellas les están subordinados los funcionario» 
y autoridades así civiles como militares y eclesiásticas, sin escepoion nin* • 
guna en todo lo que mira al buen orden y tranquilidad de la provincia y 
su Gobierno político y económico. 

Art. 8? Deben residir en la capital de la provinc^p. y no podrán salir 
fuera de esta sin orden espresa del Poder fyeoutivo. 

Art. 4? En el caso del artículo anterior, y en los de enfermedad 6 muer- 
te, el Jefe político de la capital de la provincia, sustituirá al Gobernador 
en todos los ramos de sus atribuciones, hasta que en el caso último tome 
posesión el que nombrare el Poder ^ecutivo de entre los demás compren- 
dides en la tema, mientras la respectiva Diputación provincial presenta 
nueva propuesta. 

Art. 5? Tendrán un Secretario nombrado por ellos mismos, que podrán 
remover á su arbitrio. Al Secretario corresponde el arreglo y buen orden 
del despacho en la secretaría. Le están subordinados los oficiales, y es res- 
poásable de sus omifiiones y descuidos, igualmente que de la conservación 
y buen orden del archivo que ha de recibirse y entregarse por riguroso in- 
ventario. Los Gobernadores visitarán la secretaria cuando lo crean con- 
veniente para examinarla y cuidar de que se observe la instrucción que 
hayan formado para su arreglo. 

Art. 6? Cuidarán de la tranquilidad jeneral, del buen orden, de la se- 
guridad de las personas y bienes de los habitantes, de la ejecución de las 
leyes y órdenes del Poder Ejecutivo y de cuanto pertenece á la poUcía y 
■ prosperidad de las provincias. 

Art. 7? Cuidarán asimismo de que se verifiquen las elecciones de lae 
Asambleas parroquiales el dia primero de Agosto cada dos años» que se 
reúna la Asamblea electoral de la provincia el primero de Octubre, y de 
que se verifique la reunión de la Diputación provincial el primero de No- 
viembre y se celebren las elecciones de los Alcaldes municipales y juezes de 
paz conforme á esta lei. 

Art. 8? Harán que los Concejos municipales desempeñen las funciones 
que les atribuye esta lei ó que se les encargue en lo sucesivo. 

Art. 9? Visitarán su provincia por lo menos una vez en el periodo de su 
Gobierno, con el objeto de informarse por sí mismos del cumplimiento que 
se haya dado á las leyes, órdenes y decretos, de la conducta y manejo de 
todos los empleados públicos, oyendo las quejas que se dirijan contra es- 
tos, del estado de la policía eñ todos sus ramos, y de los demás asuntos 
cuya inspección les corresponde. En estas visitas y con los conocimientos 
prácticos que adqmeran, tomarán las providencias (jue estuvieren dentro 
dé la esfera de sus atribuciones. Los Gobernadores harán estas visitas á 
su costa sin gravar en nada á los pueblos'. 

Art. 10. Corresponde á los Gobernadores convocar estraordinariamenté 
her Diputaciones provinciales para dar cumplimiento á alguna resolución 
del Congreso, 6 del Gobierno en ejercicio de las atribuciones del artículo 
118 de la Constitución, y para ejecutar ú objetar las ordenanzas y resolu- 
ciones de las mismas Diputaciones en los términos que espresa el articulo 
162 de la Constitución. 

Art. 11. Comunicar y circular todas las leyes y los decretos y órdenes 
del Poder Ejecutivo: son responsables de su cumplimiento y para ello exi- 
jirán recibo de las que comuniquen. 

Art. lá! Nombran, sobre las temas que les presente la Diputaefion pro- 
vincial, los Jefes poÚtiood y les eiapleades en la Administración de las 
Rentas provinciales. 

Art 18. Remitirán en el mea de Febrero de cada alio al Poder Ejecuti- 
vo, nm etftadb de los nacidos, casados y muertos en toda la provincia j un 
plan estadístico de ella comprensivo de todas laa netieiai y datos corres- 
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pondientes á la misma. Para ello el Poder EjeoutivQ (fisyárá los foraiula- 
ríos que contengan todos los puntos de que debe darse noticia al Gobierno. 
Art. 14. Oido el informe de la Junta de sanidad tomarán las medidfis 
conyenientcs para atajar cualesquiera epidemias ó enfermedades contajio- 
sas y proporcionar los auxilios necesarios. Con el mismo objeto harán que 
se establezcan cimenterios en todas las parroquias aplicando para esta 
obra los fondos que designe la lei, y promoverán la propagación y conser- 
yacion de la vacuna en todos los pueblos de la provincia. 

Art. 15. Desempeñan en los negocios de patronato eclesiástico, las fun- 
ciones que á ellos y á los Intendentes atribuye la lei de la matexia. 

Art. 16. Pueden jledir á las Cortes de justicia y jueies de primera ins- 
tancia de sus provincias, cuantas noticias estimen convenientes sobre las- 
causas pendientes en los tribunales ó juzgados para dar cuenta al Poder 
Ejecutivo de las dilaciones y defectos que adviertan, ó de que reciban que- 
jas fundadas. , 

Art. 17. Aunque los Gobernadores no deben tomar conocimiento en lo 
contencioso de la Hacienda nacional, ni ejercer autoridad económica guber- 
nativa en ella; sin embargo, como Presidentes de la Junta consultiva de 
Gobierno económico de Hacienda, tendrán en este Iss atribuciones y ejer- 
cerán la vijilancia que se les encarga por la lei orgánica de Hacienda. 

Art. 18. CorresptHMle á los Gobernadores asistir á la subasta de los bie- 
nes confiscados y no ac^judicados, conforme al decreto de la materia de 4 
de Agosto de 1880. 

Art. 19. iieunirán un dia en cada mes el Concejo municipal de la capi- 
tal de su provincia y el Administrador de las Renta^ municipales, para 
informarse del estado y progresos de eUas, los atrasos que Bu&an los pa- 
gos, y acordar las providencias que convenga dar sobre este y otros parti- 
culares de la policía municipal, que dictarán desde luego si ló estimaren 
por conveniente. En un libro destinado al efecto que llevará el Secretario 
del Concejo municipal, se estenderán los acuei-dos de esta Junta, para que 
conste el zelo del Administrador y las medidas adoptadas por el Goberna- 
dor y Concejo. 

Art. 20. Tienen la superior inspección pare el repartimiento de bagajes, 
alojamientos y subsistencia que deban darse á las tropas en marcha por 
el servicio, arreglándose á* la ley de la materia. 

Art. 21. Cuando en virtud de lo dispuesto en la lei orgánica de la mi- 
licia nacional llamaren alguna parte de esta al servicio, bien sea de las d& 
sus mismas provincias, ó también de las vecinas, están facultados poi; la 
lei orgánica de hacienda para mandar pagar del tesoro público los suel- 
dos de los oficiales y tropa, previa la formalidad de revista de comisario, 
y todo con arreglo á ambas leyes. 

Art. 22. Dictarán las órdenes y providencias que crean convenientes 
para que los cuerpos militares que marchen por el territorio de sus pro- 
vincias tengan los auxilios necesarios, y para hacer los gastos que exijan 
estos auxilios, procederán conforme á las órdenes que reciban del Poder 
Ejecutivo. 

Art. 23. Harán los tanteos mensuales de las Administraciones respec- 
tivas de las provincias, así do Hacienda como del tabaco, escepto en Cara- 
cas en que el Contador decano del Tribunal de Cuentas, tiene señalada 
esta atribución. 

Art. 24. Ponen el cúmplase á los títulos y despachos de los empleados 
de 1^ lista civil, para. que se les dé posesión de sus destinos, y se les satis- 
ft^á su renta. 

Art. 2o. Aprueban las causales qi^e los empleados dé sus provincias 
presenten para ausentarse por mas de quince dias, dentro ó fuera de ellas, 
y en su virtud les concederán la licencia necesai;ia, dando cuenta al Poder 
Ejecutivo para que dic^ las providencias coi^venientcs. 

Art. 26. Tendrán las mismas atribuciones que pertenecían á los Inten- 
dentes departamentales en el ramo del tabaco por el decreto de 16 de Junio 
de 1827, escepto en Caracas, en donde por estar las oficinas jeneráles deeem- 
. peñ^ h^ funciones 4^ dire(¿or el Contador decano del Tribunal de Cuentas. 
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Art. 27. ViMm f eliden los pasaportes de las personas que salgan 6 
▼engto de páis estranjero conforme & las ordenanzas de policía, pudiendo 
(lelegar esta facultad á los Jefes políticos de los puertos habilitadcs, si lo 
juzgaren conyeniente. 

Art. 28, Oirán las quejas de los particulares sobre agravio en el repar- 
tíniiento <fe las contribuciones directas, reemplazos del ejército y distri- 
bución de bagajes, y las decidirán de un modo gubernativo, sin dilación 
ni forma judicial, ejecutándose su resolución sin que tenga lugar otro re- 
curso. 

Art. 29. Oirán las solicitudes y denuncios de minas, y practicadas las 
dilijencias necesarias conforme á las leyes, si no haltciren reparo fundado, 
espedirán el correspondiente título, y satisfechos los derechos del rejistro, 
darán cuenta al Poder Ejecutivo por medio de la Secretarla de Hacienda. 

Art. 80. En los casos en que la tranquilidad de la provincia lo requiera, 
llamarán al servicio la milicia nacional con arreglo á la lei de la materia. 

Art. 81. En el caso de que la seguridad del Estado exija el arresto de 
alguna persona deberán espedir ordenes al efecto, del propio modo, que , 
para hacer arrestar á los que se hallen delinquiendo in fragante ; pero en 
ambos casos entregarán los reos á disposición del juez (Competente dentro 
del preciso término de tres dias. 

Art. 82. Los Gobernadores no pueden ejercer funciones judiciales, co- 
nocer de los negocios contenciosos, ni llamar los autos pendientes en los 
juzgados ; pero si pueden pedir á estos los informes que tengan por con- 
veniente sobre las causas, y con el objeto de dar la cuenta prevenida en el 
articulo 16. 

Art 88. Pueden ejecutar gubernativamente las penas impuestas por 
las leyes y ordenanzas de policía, y tienen facultad para imponer y exijir 
coactivamente multas á los que desobedezcan sus órdenes ó les falten al 
debido respeto, pudiendo ser estas desde diez hasta cien pesos, conforme 
á la gravedad de la falta, y arrestos que no pasen de tres dias. Para im- 
poner estas penas precederá una dilijencia breve y sumaria en que conste 
el hecho que las motive, cuya dilijencia se notificará al penado antes de 
ftjecutarla. 

Art. 84. Decidirán por via instructiva y gubernativa las dudas que ocur- 
ran sobre elecciones de Alcaldes y demás oficios de los Concejos munici- 
pales. El que diga de nulidad de cualquiera elección deberá intentarla 
ante el Jefe político, donde no resida el Gobernador, en el preciso término 
de ocho dias siguientes á su publicación, y pasado este, no se admitirá 
queja ni recurso alguno. 

Art. 86. Oirán y resolverán en la misma forma las quejas que promo- 
vieren los vecinos contra las providencias económicas y de pcáieía dadas 
por los Concejos municipaleB. 

Art 86. Cuando los oficiales 6 soldados en marcha, 6 en gnamioioii, 
cometieren escesos contra la seguridad y propiedad de los ciudadanos, re- 
<iuerirán á las autoridades militares para su castigo, sobre lo que se le» 
impone la mas estrecha responsabilidad. 

CAPITULO in. 

DI LOS JVrtB P0LITI008 DI OAIVTONES. 

Art 87. Los Jefes políticos tienen en él cantón que adBiisistrsn Üa au- 
toridad gubernativa y económica : dependen inmediatamente de los Go- 
bernadores que loe nombrarán á propuesta en tema de la Diputación pro- 
vincial, no debiendo ser parientes de aquellos, dentro del ouarto grado de 
eonianguinidad 6 segundo de afinidad. Tendrán las calidades que reqvifr- 
re la (institución para ser elector de cantón, buen concepto público, y^ 
una manifiesta adhesión á la ConstituoioD é independeinflia do roneia/flla. 
Su duradon será por el término de un aSo. * 

Art 88. Los Jefes poKtioos podrin imponer y ezOir ooaotzvnMoto imi- 
tas desde uno hasta veinticinco pesos, y arrestos que no pasen de trea 
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dias, á los que desobedezcan sus órdenes, precediendo la edf>osicion breve 
del motivo conforme al artículo 33. Los Secretarios de los Concejos muni-, 
cipales autorizarán sus proyidencias, y tendrán ademas para el despacho 
un amanuense. 

I único. Las Diputaciones provinciales formarán el reglamento de eetas 
oficinas de gobierno municipal, asignando la cantidad que deba darse á ca- 
da empleado. 

Art. 39. Los Jefes políticos presidirán los Concejos municipales ; pero 
no tendrán voto en sus deliberaciones, sino en caso ae empate ; y les toca 
cuidar inmediatamente de que cumplan con cuanto se les encargue por las 
leyes. Visitarán en eP mes de Enero la arca, libros y archivos de rentas 
municipales, poniendo su visto bueno á los libros de cargo y data bajo su 
responsabilidad. 

Art. 40. Cuidarán que las escribanías y oficinas de anotación de hipote- 
cas estén con el arreglo debido, y los protocolos y procesos con el aseo y 
seguridad convenientes, bajo inventario que examinarán cada aílo, sin 
perjuicio de la obligación que tienen los Alcaldes de velar sobre estos mia- 
mos objetos. 

Art. 41. Cumplirán las órdenes de los Gobernadores* acusándoles el re- 
cibo de las leyes, decretos y providencias superiores que les comuniquen, 
y avisándoles su pronta publicación con certiíicaciop del Secretario que lo 
acredite. 

Art. 42. Cuidarán de que las Juntas de manumisión desempeOen exac- 
tamente sus funciones ; de la enseñanza en las escuelas públicas ; y de q^ie 
los resguardos de los indígenas se distribuyan conforme á lo dispuesto por 
la lei. 

Art. 43. Presidirán la Junta de vacuna arreglándose á ló dispuesto en 
la instrucción de la materia, ó á lo que en adelante se dispusiese, bajo la 
mas estrecha responsabilidad en caso de omisión. 

Art. 44. Cuidarán do averiguar los capitales que haya destinados para 
obras de beneficencia, dotes de huérfanos y educación pública, á fin de que 
se aseguren, y - que verificándose el cobro de réditos, tengan su debida 
aplicación. 

Ai't. 45. Cuidarán de que no se corrompan las buenas costumbres, ni 
se ofenda la decencia pública con estampas lúbricas que perviertan la ino- 
cencia y destruyan por sus cimientos la moralidad que debe promoverse 
de todos modos entre los venezolanos, para cuyo fin recojerún y harán que- 
mar las espresadas estampas, sin desviarse de la olDservancia.del artículo 
191 de la Constitución. 

Art. 46. Los Jefes políticos no pueden mezclarse en asuntos contencio- 
sos entre partes. 

Ait. 47. No permitirán : 

1? Que haya cuestores de limosna en sus parroquias sin espresa licencia 
del Gobernador. 

2° Que haya vagos y mal entretenidos, y al efecto procediendo la justi- 
ficación conveniente, los destinarán al servicio de las armas en el ejér- 
cito ó marina si fueren útiles para él, 6 al de policía del lugar, con ración 
y sin sueldo, por un tiempo determinado que no podrá pasar de tres me- 
ses ; ni que ningún mendigo pida limosna públicamente sin licencia por es- 
crito del juez local, quien deberá concederlas solamente á las personas que 
no puedan ganar el sustento con su trabajo. 

3? Que las diversiones públicas y permitidas nunca sean contrarías á la 
moral, ó que se vicien con juegos de suerte y ^zar, perjudiciales siempre 
al honor y bien de los ciudadanos. 

Art. 48. Los Jefes políticos harán los tanteos mensuales en las Adminis- 
traciones subalternas de Hacienda, y en el ramo del tabaco desempcSaráu 
las funciones que correspondían á los subdelegados de Hacienda, confor- 
me al decreto de 16 de Junio de 1827. 

Art. 49. Las faltas accidentales de los Jefes políticos serín suplidas por 
los Alcaldes primern» municipales, sustituvendo íi optop rn las funciones de 
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<ls el rnann'. ii cii*ru¡w *«;Ti:i«aíJ'«. 'ijei>tri rí-íT^ti TSEtüle la misnu 
Mríbaciun y dtlíer 'juí s/ju'-Iíijí. t iid«i 
bandu* 6 regiamiral'* 'It pujida, p&n i-i 
de clllM OD ejrtnpiíir. 

Art. 65. Ciul« Alcilde onmicipa] Tíalíri fu» reipectiwii cn>rt«lea í. lo 
■éno* un* *ei c«d(t Mmuu. EIJtfepa1il:'Vire«in'>cerí todMloimesislas 
eiuiiclM j CDtrsdM jitiUiesi, pora DoUr !u unü^i'jaeE j desuidiM en qac 
lujuí ÍDcanido loe cncal^wkn de )■ pobcfa t bscer efectÍTa sa respong^ 
U)i4*d. 

CAPITULO V. 



Art. M. Kd V'dal lan i-iiuI:Ld« j liUuj rcflidírilii c«mo ct 
loD C[iDC<}oii BiunicIpaJeii, compaenlus de AlcnlJes, de los mniuoipueB qae 
dcaíipieti Ui Aiamblcaii prcTÍocialeí, ; <ie un Proeursdor municipal. Sna 
irulÍTMuiHi dc1|in-ía t«ner lai mínnnH cualidades que se requieren por la 
t'tinutí lucio» para «leelur. Nombrari el Concejo nn Secretajio de dentro 
b fuera d« nu cuerjm, cuya duracioa eerá la de «a buen desempeño. De- 
tennínart !"■ 'lían y liiiran <Ie biu teúimea ordinarias, dando cuenta al Go- 
bermul'ir pan <|u« recaiga nú aprobación. 

Art, ii7. Li;« Alcalilea y l'rocurador mnnieipalea permanecerán en bob 
denliiiuii liiT un alo, y loa municipales por dos, debiendo estos últímos ele- 
Jlrse por m^M mniHlmcnte. 

\ único. En el prúiimo aflo se el^irá el total «ort«indose loB que deban 

Art. !A. Lon Cnnotjoi municipales sertln nombrados el día Teintiaineo 
de I>iciombre de cada aflo por los electores municipales. 

i único. £n esta primera lei las Diputaciones provinciales deeignartln 
el dia en que deban reoniree los electores municipales, para el nombra- 
miento de los Concejos municipalee de 1831. Loe Alcaldes municipales, j 
parroquiales donde los haya, durarán hasta que sean reemplazados con- 
forme i, este articulo, 

Ar>4(l. Estas elecciones se Ttri&carin de )a manera siguiente : li nn 
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«anton nombra para la Asamblea electoral de p:^ovincia siete ó mas electo- 
res, estos mismos se reunirán el dia designaaía,en el artículo anterior en 
la cabezera de cantón, y elejirán por mayoría absoluta de votos las perso- 
nas que han de componer el Concejo municipal. 

Art. 60. Mas* si ^1 cantón nombrare menos de siete electores pUra la 
Asamblea electoral de provincia, entonces las Asambleas parroquiales que 
nombran los electores que les corresponden para aquella Asamblea, eleji- 
rán en rejistro separado los que falten para completar el número de los sie* 
te que han de componer la Asamblea municipal. 

Arr. 61. Los rejistros parroquiales de las elecciones de electores muni- 
cipales se remitirán al Concejo municipal, se hará en sesión pública el es- 
crutinio ó regulación de los que reúnan la mayoría de votos, y estos serán 
declarados electores municipales, avisándoseles sus nombramientos por el 
Presidente del mismo Concejo. 

§ único. Por esta vez primera en que no hai Concejos municipales, serán 
remitidos |os rejistros de elecciones de electores municipales á las Juntas 
reguladoras. 

Art. 62. Las Asambleas municipales reunidas el dia designado en la sa- 
la del Concejo municipal, elejirán en público y en alta voz : primero, dos 
Alcaldes municipales, la mitad de los municipales y el Procurador jeneral : 
segundo, los juezes de paz y Síndicos parroquiales de todo el cantón. . 

g único. Los individuos de los Concejos municipales no podrán ser reelc- 
jidos sin un intervalo de dos afíos, donde lo permitiere la población. 

Art. 63. Concluidas las elecciones délas Asambleas municipales, su Pre- 
sidente dará aviso á los nombrados por oficio autorizado del Secretario, * 
que servirá de título bastante para que el Concejo municipal ponga en po- 
sesión de sus destinos á los electos el dia 1? de Enero, dando aviso de to- 
do al Gobernador. El Presidente y Secretario serán nombrados por la 
Asamblea municipal de dentro de su seno por mayoría absoluta. 

§ único. El mismo Presidente pasará la acta de elecciones al Concejo 
municipal para que se custodie en su archivo. 

Art. 64. Los individuos que se elijen para juezes de paz, procuradores 
parroquiales y miembros de las Juntas de poUcía de las parroquias, deben 
reunir las cualidades do sufragantes parroquiales, y ademas tener veinti- 
cinco años cumplidos y saber leer y escribir. 

Art. 65. Todo acto en estas elecciones que no sea el de las votaciones, 
será no solamente nulo, sino atentado contra la seguridad pública, y nin- 
guno podrá presentarse armado en las mismas elecciones. 

Art. 66. En caso de vacante en cualquier destino de los Concejos muni- 
cipales, se llenará por elección de los mismos á pluralidad de votos y se 
pondrá al elejido en posesión. 

Art. 67. Los empleos municipales son carga concejil de que nadie podrá 
escasarse sino por causa física ó moral que le imposibilite su desempeSo 
y que sea legalmen te justificada y aprobada por el Gobernador. No se ad- 
mitirá renuncia á los elejidos antes de posesionarse de sus empleos. 

J único. Solo están exentos de ser individuos de los Concejos municipa- 
les, los empleados en la Hacienda pública, los individuos de la fuerza ar- 
mada en actual servicio, los majistrados, jueces letrados y los secretarios 
y oficiales de los tribunales y oficinas. 

Art. 68. Cada Concejo municipal designará el dia 2 de Enero, entre sus 
individuos, los que deben encargarse de la visita de las escuelas de prime- 
ras letras, de la vijilancia y policía de las carches y de las demás funcio- 
nes económicas que les atribuye esta lei, ó les atribuyan otras en adelante. 

Art, 69. En el mismo dia nombrará á pluralidad de votos los municipa- 
les que deben subrogar á los Alcaldes en el procedimiento y determinación 
de tos negocios contenciosos, civiles y criminales, en el caso de recusación» 
ausencia, enfermedad ú otro impedimento de dichos Alcaldes. 

Art. 70. Nombrarán también los Concejos municipales, comisarios de 
policía, encargados en las villas y ciudades de los objetos de mera policía, 
y para facilitar su ejecución bajo la autoridad de los Alcaldes municipales. 
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denguando el niímero de estos comisarios, segun los cuarteles ó barrios 
de los pueblos. 

Art. 71. Los Concejos municipales están encargados de todo lo relatíyo 
á la policía de salubridad, y en consecuencia han de cuidar : 

1? Del aseo y limpieza de las calles, mercados, plazas públicas y de la 
de los nospitales, cárceles y casas de beneficencia. 

2? De la calidad de los alimentos de toda clase. 

3? Del pronto establecimiento de cimenterios en cada parroquia del can- 
tón conyenientemente situados. 

4? De hacer cesar ó dar curso á las aguas estancadas ó insalubres. 

5? De remover todo lo que en los términos del cantón pueda alterar la 
salud pública, y la de los ganados. 

Art. 72. Toca á los Concejos municipales procurar la comodidad de los 
pueblos, y para ello cuidarán : 

1° De la libertad del tráfico de los mercados. 

2? Que se arreglen las pesas, pesos y medidas, sin permitir que se haga 
uso de pesos falsos ó medidas cisadas ó rebajadas. 

3? Que estén bien conservadas las fuentes públicas y con buenas aguas, 
de modo que abimden para el servicio de los habitantes y para uso de los 
animales. 

4? Que estén enlosadas las aceras, empedradas y alumbradas las calles 
en las ciudades y poblados en que pudiere verificarse. 

5? Que estén hermoseados los paseos y parajes públicos, cuando lo per- 
mitan las circunstancias de cada pueblo. 

Art. 73. Para procurar la misma comodidad á todo el cantón cuidarán 
los Concejos municipales : 

1? De la policía rural, acordando la composición de los caminos del ter- 
ritorio, bajo la inspección y responsabilidad de los juezes de paz, con arre- 
glo á lo que disponga la lei sobre el establecimiento y administración de 
rentas municipales. 

2? Cuidarán de todas las obras públicas de utilidad, beneficencia y or- 
nato que pertenezcan al término de su jurisdicción 

3? Darán los informes necesarios y propondrán los arbitrios que esti- 
men oportunos para que se emprendan los caminos y calzadas, acueductos 
ú otras cualesquiera obras públicas pertenecientes á la provincia en je- 
neral. 

Art. 74. Los Concejos municipales cuidarán de todas las escuelas de 
primeras letras y demás establecimientos de educación que se pagan del 
común, celando el buen desempeño de los maestros, conforme á la lei so- 
bre el establecimiento de estas escuelas. 

Art. 75. Fomentarán tembien la agricultura, la industria y el comercio, 
procurando que se remuevan todos los obstáculos y trabas que se opongan 
á su mejora y progreso. Con esta mira, presentarán al Gobernador y á la 
Diputación provincial, todos los planes y proyectos que parezcan mas 
oportunos. 

Art. 76. Remitirán cada año por el mes de Enero á los Gobernadores 
una relación circunstanciada de cuanto hayan ejecutado en el año ante- 
rior, ó quede pendiente en beneficio de su respectivo cantón ó desempeño 
de las funciones de su encargo : igual relación remitirán á la Diputación 
provincial. 

Art. 77. Cuidarán de que los bagajes, alojamientos y demás suministros 
para la tropa, se repartan con igualdad equitativa entre los vecinos, con- 
forme á los reglamentos de la materia, y que se observe la mas exacta 
cuenta y razón para los correspondientes abonos. Harán asimismo entre 
las parroquias del respectivo cantón la distribución de los empréstitos y 
contribuciones estraordinarias, cuyas cuotas haya repartido la Diputación 
provincial entre los cantones. 

Art. 78. Sobre todos estos particulares observarán los Concejos munici- 
pales las instrucciones y órdenes superiores que les comuniquen los Gober- 
nadores, y las ordenanzas de policía que acuerden las respectivas Diputa- 
ciones provinciales. 



APÉNDICE. . 181 

Art. 79. Las leyes, decretos y providencias que los Jefes políticos comu- 
niquen á los mismos Concejos municipales para su cumplimiento, deberán 
tenerlo sin tardanza avisándole su recibo con certificación del Secretario. 

Art. 80. Admitirán los proyectos, peticiones é informes que quieran ha- 
cerle los ciudadanos en los asuntos que por esta lei están cometidcte á es- 
tos cuerpos. Todos los actos y sesiones de los Concejos municipales serán 
públicos, procurando observar el método parlamentario en lo que sea adap- 
dable. * 

Art. 81. En toda parroquia que no sea de las en que se dividen las ciu- 
dades y villas, habrá una Junta de policía compuesta á lo menos de dos 
juezes de paz y de un Síndico ; pero si lo permitiere la población, se au- 
mentarán dos comisarios parroquiales á dicha Junta. Todos sus miembros 
deben tener las cualidades de sufragante. 

Art. 82. La Junta de policía parroquial observará en cuanto á la policía 
de la paiToquia, todo lo que se previene con respecto á los Concejos muni- 
cipales. 

CAAITÜLO VL 

DE LAS JUNTAS DE SANIDAD. 

Art. 83. En la capital de cada provincia se formará una Junta de sani- 
dad, compuesta del Gobernador, del Obispo 6 su Vicario jeneral, y donde 
no los haya, del Cura párroco, del Procurador municipal, de dos munici • 
pales 6 vecinos el ejidos anualmente por el Concejo municipal y del facul- 
tativo 6 facultativos que nombren las Juntas. La de la capital de la pro- 
vincia será la superior de todas las que haya en la misma. 

Art. 84. En las cabezeras de cantón y en las parroquias se formarán 
Juntas de sanidad subalternas, compuestas las primeras del Jefe político 
6 Alcalde 1?, del Cura párroco, del Procurador, de uno 6 dos municipales 
elejidos por el Concejo municipal, y de un facultativo si lo hubiere. En 
las parroquias las compondrán la Junta parroquial y el Cura párroco. 

Art. 85. Las Juntas de sanidad en casos de epidemias ó enfermedad 
contajiosa, informarán al Gobernador de la provincia sobre las medidas 
convenientes que deben adoptarse para atajar el contajio y conservar y 
restablecer la salud pública. 

Art. 86. Las Juntas de sanidad emplearán todo su celo para que inme- 
diatamente se establezcan cimenterios en el lugar y forma mas convenien- 
te. Cuidarán que se propague y conserve la vacuna y observarán los re- 
glamentos sanitarios vijentes, ó que formaren las Juntas superiores de sa- 
nidad. 

Art. 87. Las Juntas de sanidad de parroquia se comunicarán frecuente- 
mente con las de cantón y estas con las de provincia, debiendo depender 
unas de otras. 

CAPITULO VII. 

DE LA BESPONSABILIDAD DE LOS EMPLEADOS EN EL OOBIEBNO POLÍTICO DE 

LA PBOVINCIA. 

• 

Art. 88. Las órdenes y decretos que espidan constitucionalmente los 
Gobernadores en el ejercicio de las funciones que les atribuye esta lei, se- 
rán cumplidas y ejecutadas por los empleadc^ subalternos y ciudadanos á 
quienes toquen, sin apelación escepto el recurso de queja ante la Corte 
superior respectiva, ante el Poder Ejecutivo para los efectos de la atribu- 
ción 17í del artículo 117 de la Constitución, ó ante la Cámara de Repre- 
sentantes para los prevenidos en la 4 í del artículo 67 de la misma Consti- 
tución. 

Art. 89. Los empleados en el Gobierno político de las provincias que á 
sabiendas, por ínteres personal 6 por d^esafecto á alguna peipsona ó corpo- 
ración, 6 en perjuicio de la causa pública ó de tercero interesado, abusen 
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de Bo. oficio en el ejeroieio de sus funciones, son preraxioAdores j perderán 
sus empleos, sueldos y honores y no podrán obtener cargo alguno público. 

Art 90. Si los empleados públicos cometieren prevaricación por sobor- 
no ó cobecho dado ó prometido á ellos ó con su noticia á su familia, direc- 
tfunente 6 por interpuesta persona, sufrirán ademas de las penas espresa- 
das, la del cuadruplo del -valor que hubiesen recibido. 

Art. 91. El empleado público que por ineptitud, abandono 6 negligencia 
use mal de su oficio, será privado del empleo y restituirá los perjuicios 
que haya causado ademas de las penas que prescriban las leyes especia- 
les, ordenanzas y reglamentos del ramo. 

Art. 92. Si los subalternos de cualquiera oficina incurrieren en faltas 
del servicio por omisión ó tolerancia de los jefes, estos serán responsa- 
bles, y también si dejaren de poner inmediatamente remedio sin perjuicio, 
de la responsabilidad en que igualmente incurran los empleados subal- 
ternos. 

Art. 93. La falta de cumplimiento de cualquiera lei 6 decreto del Con- 
greso, sea por lentitud, neglijencia ú omisión culpable, sea por pura ma- 
licia, será castigada en el funcionario público que la cometa, en el primer 
caso, con la privación de su empleo 6 cargo, y resarcimiento de perjui- 
cios ; y en el segundo, ademas de estas penas con la inhabilitación perpe- 
tua para obtener otro cargo público, á no ser que incurran en casos que 
por las leyes vijentes tengan señalada pena mayor. 

Art. 94. £1 funcionario que difiriese ejecutar ó hacer ejecutar cualquie- 
ra reglamento ú orden del Poder Ejecutivo fuera de los casos de los artí- 
culos 186, 186 y 187 de la Constitución, sufrirá la pena de suspensión del 
empleo y renta desde uno hasta cinco años, ademas del resarcimiento de 
perjuicios. Pero quedará libre de estas penas en los dos casos siguientes: 
primero, si la resolución del Poder Ejecutivo fuere obtenida evidentemen- 
te con engaño, ó evidentemente dada contra leí : segundo, cuando de la 
ejecución de la orden resulten ó se teman probablemente graves malea 
que el Poder Ejecutivo no haya podido prever. En estos casos podrá el 
ejecutor suspender bajo su responsabilidad la ejecución para representar 
^1 Gobierno ; pero sufrirá las penas respectivas que van expresadas si no 
hiciese ver en la misma representación la certeza de los motivos que alega. 

Art. 95. Los empleados ó jefes superiores á quienes toque el inmedia- 
to cumplimiento de la lei, ú orden, incurrirán en la misma pena que los 
desobedientes si no la aplicaren á estos según permita la lei. 

Art. 96. Los Gobernadores y jefes municipales que decreten arbitra- 
riamente multas ó arrestos correccionales, quedan sujetos á la devolución 
del importe de la multa y al resarcimiento de los perjuicios que cause el 
ajresto, fuera de la pena que en este último caso deben sufrir por la lei 
como responsables de detención arbitraria. El tribiuial correspondiente 
oirá y decidirá las quejas de los agraviados. 

Art. 97. Cuando el Poder Ejecutivo reciba acusaciones 6 quejas contra 
los empleados públicos, tomará por sí todas las providencias que están en 
sus facultades para evitar y correjir los abusos, y para que no permanez- 
can en sus puestos los que no merezcan ocuparlos. 

Ar^. 98. Todo venezolano que tenga que promover queja en la Cámara 
de Representantes, ante el Poder Ejecutivo ó ante un tribunal competen- 
ta contra el Gobernador ú otro cualquier empleado, podrá acudir ante 
cualquiera autoridad civil de primera instancia que corresponda, para 
que se admita información sumaria de los hechos en que funda su agra- 
vio; y el juez deberá admitirla inmediatamente, bajo la multa de ciento 
hasta quinientos pesos y suspensión de oficio ó inhabilitación para obte- 
nerlo desde uno hasta cuatro anos ; cuya responsabilidad hará efectiva la 
respectiva Corte de justicia por la morosidad, contemplación ú otro defec- 
to que esperimente en este punto el querelloso. 

Art. 99. Los tribunales darán cuenta al Poder Ejecutivo de las causas 
que se formen contra los empleados públicos para los efectos consiguientes. 

Art. 100. Lts edificios, archivos, enseres y todo lo que pertenecía á las 
lifimicipalidades, se restituirán á los Concejos municipales respectivos 
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por formal inTentarlo, comparado con aquel por el cual ie reoibieron ; j 
las Diputaciones proyineiales espedirán las resoluciones conyenientes para 
que tenga su debido cumplimento esta disposición. Las mismas Diputacio- 
nes proyineiales quedan encargadas de hacer que los Administradores de 
policía creados por el decreto de 7 de Octubre de 1828, rindan la cuenta 
respectiya, y de formar las ordenanzas de policía que deben sustituir al 
mencionado reglamento que qu:edará desde entonces sin efecto. 

Art. 101. Desde fa publicación de esta lei cesarán los jefes de policía y 
comisarios establecidos por el decreto de 7 de Octubre de 1828, desempe- 
ñando las funciones de aquellos los actuales Gobernadores y Correjidores 
mientras sean reemplazados por las autoridades que establece la presente 
lei ; entendiéndose que donde existan dos Correjidores, ejercerá el prime- 
ro los deberes de la comisaría. 

Art. 102. Quedan suprimidas las Prefecturas departamentales. 

Art. 103. Comimiquese al Poder Ejecutiyo para su publicación y cum- 
plimiento. 

Dada en el salón de las sesiones del Congreso Constituyente de Vene- 
zuela en Valencia á 12 de Octubre de 1830, año 1? de la Lei y 20? de la In- 
dependencia. — El Presidente, Carlos Soublette. — ^El Secretario, Rafael Ace- 
vedo. 

Valencia, Octubre 14 de 1830, 1? de la Lei y 20? de la Independencia. — 
Cúmplase.— El Presidente del Estado, José A. PXez.— Por S. E.— El Se- 
cretario interino de Estado del Despacho del Interior, Antonio L. Ouzman. 
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mroRB^urDO la del conoexso constituyente sobbe la organuaciov 

T BÉJIMEN DE LAS PBOyiNCIA.S. 

M Senado y Cámara de Representantes de la Rg)ública de Venezuela, reunidos 

en Congreso^ 

considerando: 

Que la lei de 14 de Octubre de 1830 sobre el réjimen político y econó- 
mico de las proyincias, ha presentado en su ejecución inconyeni^itee que 
no pueden continuar sin graye peijuicio de la buena administración del 
Estado, 

DECBETAN. 

CAPITULO I. 

DE LOS 00BEBNAD0BB8. 

Art. 1? Los Gobernadores son aj entes conatitucidnales naturales é in- 
mediatos del Poder Ejecutiyo y como tales, son jefes superiores en sus 
respectiyas proyincias, y en ellas les están subordinados los funcionarios 
y autoridades, así ciyiles como militares y eclesiásticas, sin escepcion nin- 
guna, en todo lo que mira al buen orden y tranquilidad de la proyincia, y 
su gobierno político y económico. 

I Art. 2? Deben residir en la capital de la proyincia y solo podrán salir 
fuera de ella para cumplir con el artículo 8? de esta lei : ó por orden es- 
presa del Poder Ejecutiyo ; ó cuando por algún eyento se yean precisados; 
á eyacuarlas, debiendo en tal caso obtener la aprobación subsiguiente del 
mismo Poder Ejecutiyo. 
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Art. 8? En \m faltaM del Gobernador será' sustituido por el Jefe políti- 
co del cantón capital 6 por la persona que desempeñe las funciones de es- 
te ; mas el Poder £jecativo podrá nombrar á su arbitrio otro sustituto, el 
cual en lo8 casos de vacante desempefiará el destino, hasta que reunida 
1» respectiva Diputación provincial presente al Poder Ejecutivo nueva 
tema. 

Art. 4? Tendrán un Secretario nombrado por elloa. mismos, y que po- 
drán remover á su arbitrio. Al Secretario corresponde el arreglo y buen 
6rden del archivo, que ha de recibirse y entregarse por riguroso inventario. 

i único. Los Secretarios de los Gobernadores no exijirán derecho algu- 
no por los actos que autoricen como tales empleados, 

Art. 5? Cuidarán de la tranquilidad jeneral, del buen orden, de la se- 
guridad de las personas y bienes de los habitantes, de la ejecución de las 
leyes y órdenes del Poder Ejecutivo, y de cuanto pertenece á la policía y 
prosperidad de las provincias. 

Art. 6? Cuidarán asimismo de que se practiquen las elecciones de las 
Asambleas parroquiales el dia 1? de Agosto cada dos años, haciendo que 
se nombren los electores municipales en los cantones á que con*espondan 
menos de siete electores para el Colejio electoral : de que se reúna este el 
1? de Octubre ; y de que se efectúe la reunión de la Diputación provin- 
cial el 19 de Noviembre y se celebren las elecciones de los Concejos muni- 
cipales y juezes de paz conforme á la lei. 

Art. 7.° Harán que los Concejos municipales desempeñen las funciones 
que les atribuye esta Jei, ó que se les encarguen en lo sucesivo. 

Art. 8? Visitarán su provincia por lo niéiios una vez en los dos prime- 
ros aSos del período de su gobierno, con el objeto de informarse por sí mis- 
mos del cumplimiento que se haya dado á las leyes, órdenes y decretos, 
de la conducta y manejo de todos los empleados públicos, oyendo las que- 
jas que se dirijan contra estos : del estado de la policía en todos sus ramos, 
y de los demás asuntos cuya inspección les corresponde. En estas visitas 
y con los conocimientos prácticos que adquieran, tomarán las providencias 
que estuvieren dentro de la esfera de su¿ atribuciones. Los GobenAdore» 
harán estas visitas á su costi, sin gravar en nada á los pueblos y darán 
cuenta del resultado al Poder Ejecutivo y á la Diputación, 

Art. 9? Convocarán estraordinariamente las Diputaciones provincial e.<, 
para dar cumplimiento á alguna resolución del Congreso 6 del Gobierno 
en ejercicio de las atribuciones del artículo 118 de la Constitución. 

Art. 10. Comunicarán y circularán todas las leyes y decretos, y las órde- 
nes del Poder Ejecutivo, siendo responsables de su cumplimiento, y para 
ello exijirán recibo de todo lo que comuniquen. 

J único. La solemnidad debida de que habla el artículo 101 de la Cons- 
titución, consistirá en la publicación por bando en los parajes públicos y 
acostumbrados de las respectivas ciudades, villas y parroquias. Esta pu- 
blicación se hará por el Secretario municipal en las cabezeras de cantón y 
por medio de los juezes de paz 6 sus Secretarios en las parroquias, siendo 
obligación de los Jefes políticos, hacer rejistrar la publicación de las leyes 
en la respectiva oficina de rejistro subalterna, con arreglo á la lei que es- 
tablece las oficinas de rejistro. Mientras se establecen estos oficinas lleva- 
rán dicho rc-j'stro los Jefes políticos en las cabezeras de cantón, debiendo 
pasarlo al ilcjistrador luego que lo haya ; pero en las parroquias lo lleva- 
rán siempre los juezes de paz. 

Art. 11. Nombrarán sobre las ternas que les presenten las Diputaciones 
provinciales, los Jefes políticos y los empleados en las rentas provinciales. 

{ único. Si la Diputación provincial no se reuniere 6 si por algún acon- 
tecimiento imprevisto se disolviere después de reunida, y por esta razón 
no se presentaren al Gobernador las ternas en su oportunidad, podrá este 
elejir á su arbitrio la persona que reuniendo las caudados requeridas se 
encargue del destino provisionalmente, dando cuenta á la Diputación lue- 
go que se reúna. 

Art. 12. Remitirán en el mes de Febrero de cada año al Poder Ejecuti- 
fo un estado de los nacidos, casados y muertos en toda la provincia, y un 
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cuadro estadístico de ella comprensivo de todas las notieiae y datos corres- 
pondientes á la misma. Para ello el Poder íjjecutivo dirijirá los formula- 
rios que contengan todos los puntos de que debe darse noticia al Gobierno. 

Art. 13. Tomarán, oido el infol'me de la Junta de sanidad, las medidas 
convenientes para atajar cualesquiera epidemias 6 enfermedades contajio- 
sas y proporcionar los auxilios necesarios. Con el mismo objeto harán que 
se establezcan cimenterios en todas las parroquias, villas y ciudades, apli- 
cando para esta obra los fondos que designe la lei, y promoverán la propa- 
gación y conservación de la vacuna en todos los pueblos do la provincia. 

Art. 14. Desempeñarán en los negocios de patronato eclesiássico, las 
funciones que á ellos y á los Intendentes atribuye la lei de la materia. 

Art. 16. Los Gobernadores no podrán ejercer funciones judiciales, cono- 
cer de los negocios contenciosos, ni llamar los autos pendientes en los juz- 
gados \ pero sí pueden pedir á las Cortes de justicia de su respectivo dis- 
trito, á los juezes de primera instancia, alcaldes y juezes de paz de sus 
provincias, cuantas noticias estimen convenientes sobre las causas pen- 
dientes en sus tribunales para dar cuenta de las dilaciones á los juezes su- 
periores y aún al Poder Ejecutivo. 

Art. 16. Aunque los Gobernadores no deben tomar cono(!Ímiento de lo 
contencioso de la Hacienda nacional y defectos que adviertan ó de que re- 
ciban quejas fundadas, ni ejercer autoridad económica gubernativa en 
ella; tendrán como Presidentes de la Junta consultiva del Gobierno eco- 
nómico de Hacienda las atribuciones, y ejercerán la vijilaneia que se les 
encarga por la lei orgánica de aduanas. 

Art. 17. Reunirán un día en cada raes el Concejo municipal de la capi- 
tal de su provincia, y el Administrador de las lientas municipales, para 
informarse del estado y progreso de ellas, los atrasos que sufren los pagos 
y acordar las providencias que convenga 4ar sobre este y otros particula- 
res de la policía municipal, que dictarán desde luego, si lo estimaren con- 
veniente. En un libro destinado al efecto que llevará el Secretario del 
Concejo municipal, se estenderán los acuerdos de esta Junta para que 
conste el celo del Administrador y las medidas adoptadas por el Goberna- 
dor y Concejo. Esta Junta la presidirá el Gobernador ó el que desempeñe 
sus funciones. 

Art, 18. Tendrán la superior inspección para el repartimiento de baga- 
jes, alojamiento y subsistencia que deban darse á las tropas en marcha 
para el servicio, arreglándose á la lei de la materia. 

Art. 19. En los casos en que la tranquilidad de la provincia lo requie- 
ra, llamarán al servicio la milicia nacional con arreglo á la lei de la mate- 
ria ; y bien sea la de sus mismas provincias ó bien la de las vecinas, están 
facultados para mandar pagar riel tesoro publico los sueldos de4o8 oficia- 
les y tropa, previa la formalidad de revista de comisario, todo según lo 
dispuesto en la citada lei y en la orgánica de aduanas. ' 

Art. 20. Dictarán las órdenes y providencias que crean convenientes 
para que los cuerpos militares que marchen por el territorio de sus pro- 
vincias tengan los auxilios necesarios, y para hacer' los gastos que exijan 
estos auxilios procederán conforme á las órdenes del Poder Ejecutivo. 
"^ Art. 21. Harán los tanteos mensuales en las Administraciones de Ha- 
cienda en las respectivas provincias, escepto en la de la capital de la Re- 
pública. 

Art. 22. Pondrán él cúmplase á los títulos y despachos de los emplea- 
dos de la lista civil. Eclesiástica y de Hacienda para que se les dé pose- 
sión de sus destinos y se les satisfaga su renta. 

Art. 23. Aprobarán las causales que los empleados de su provincia en 
todos los ramos de la Administración, presenten para separarse de sus des- 
tinos por quince ó veinte días ; y en su virtud les concederán las licencias 
necesarias dando cuenta al Poder Ejecutivo. 

J único. Se esceptúan de esta regla todos aquellos empleados que por 
leyes especiales deban obtener esta clase de licencia de otros funcionario.». 

Art. 24. Visarán y espedirán los pasaportes de las personas que salgan 
ó vengan do pai« rstrnnjero rí>n forme á las ordenanzas de policía, pudien- 
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do delegar esta facultad á los Jefes políticos de los puertos habilitados, si 
lo juzgaren conyeniente. 

^ Art. 25. Oirán las quejas de los particulares sobre agravio en el repar- 
timiento de las contribuciones directas, reemplazo del ejército y distribu- 
ción de bagajes, y las decidirán de un modo gubernativo, sin dilación ni 
forma judicial, ejecutándose su resolución sin que tenga lugar otro recurso» 
^ Art. 26. Oirán las solicitudes y denuncios de minas, y practicadas las 
diligencias necesarias conforme á las leyes, si no hallaren reparo funda- 
do, espedirán el correspondiente titulo, y satisfechos los derechos del Re- 
jistro, darán cuenta al Poder Ejecutivo por medio de la Secretaiia de Ha- 
cienda. 

Art. 27. En el caso de que la seguridad del Estado exijiese que alguna 
persona sea arrestada é interrogada, deberán espedir órdenes al efecto, 
del propio modo que para hacer arrestar á los que se hallen delinquiendo 
infragante ; pero en ambos casos entregarán los reos á disposición del 
juez competente dentro del preciso término de tres dias con las diligencias 
que hayan motivado el procedimiento. 

Art. 28. Podrán ejecutar gubernativamente las penas impuestas por las 
leyes y ordenanzas de policía, y tendrán facultad para imponer y exgir 
coactivamente multas á los que desobedezcan sus órdenes ó les ftüten al 
debido respeto, pudiendo ser estas desde diez hasta cien pesos, conforme 
á la gravedad de la falta, y arrestos que no pasen de tres dias. Para im- 
poner estas penas precederá una dilijencia breve y sumaria en que conste 
el hecho que las motive, cuya dilijencia se notificará al penado antes de 
ejecutarla. 

Art. 29. Decidirán por via instructiva y gubernativa las dudas que ocur- 
ran sobre elecciones de los miembros de los Concejos municipales, Alcaldes, 
Síndicos y juezes de paz. El que diga de nulidad de cualquier elección de- 
berá presentarse ante el Jefe político donde no resida el Gobernador, en 
el preciso término de ocho dias siguientes á su publicación, y pasado este 
no se admitirá queja ni recurso alguno. Este término principiará á cor- 
rer desde el dia en que el electo reciba de la autoridad pública competente 
la comunicación de su nombramiento. El Jefe político pasará el reclamo 
al Gobernador para la decisión correspondiente. 

1 1? El oficio de nombramiento será entregado por medio de la autori- 
dad local, debiendo esta exijir recibo. 

J 2? Cuando los Gobernadores sepan que se ha hecho una elección cono- 
cidamente nula, podrán declararla tal, sin previa petición de un tercero, 
y' aún después de los ocho dias de que habla este artículo, á reserva del 
derecho de la parte que se considerare agraviada. 

¡ 3? Los recursos de queja por nulidad en las elecciones, los decidirán 
los Gobernadores dentro de quince dias, alo mas, después de introducidos 
en su despacho. 

Art. 30. Oirán y resolverán en la misma forma las quejas que promo- 
vieren los vecinos contra las providencias económicas y de policía dadas 
por los Concejos municipales. 

Art. 31. Cuando los oficiales 6 tropa en marcha 6 en guarnición come- 
tieron escesos contraía seguridad y propiedad de los ciudadanos, requeri- 
rán á las autoridades militares para su castigo, sobre lo que se les impo- 
ne la mas estrecha responsabilidad. 

Art. 32. Los Gobernadores ejercerán en la Administración de las Ren- 
tas municipales, en la policía y en los demás ramos sujetos á la delibera- 
ción de las Diputaciones provinciales, aquellas atribuciones que les seSa- 
len las respectivas ordenanzas y resoluciones. 

Art. 33. Los Gobernadores tienen facultad para suspender los Jefes po- 
líticos y juezes de paz cuando infrínjanla Constitución ó las leyes, con ca- 
lidad de ponerlos á disposición de la autoridad del juez competente den- 
tro de tres dias con el sumario ó documentos que hayan dado lugar á la 
suspensión para que se le juzgue. 

2 único. Cuando los Jefes políticos 6 juezes de paz desobedezcan los de- 
eretos y órdenes de los' Gobernadores, podrán estos funcionarios ejercer 
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tobre aquellos la atribución del articulo 28 ; pero si la desol^ediencia fuere 
/tal que merezca un enjuiciamiento, los someterá & la autoridad competente. 
• Art. 34. Cuando por muerte, enfermedad, suspensión judicial ú otro 
caso imprevisto, vabare en las ifspectiyas provincias algún destino depen- 
diente del Poder Ejecutivo y no estuviere determinado por las leyes el mo- 
do de hacerse la sustitución, estarán autorizados los Gobernadores para 
nombrar provisionalmente quien los reemplaze dando cuenta inmediata- 
mente al Poder Ejecutivo para que disponga lo conveniente. 

Art. 36. Los Gobernadores en las capitales de provincia y los Jefes po- 
Ifticos en los demás cantones, estarán obligados á auxiliar y protejer á los 
tribunales en la administración de justicia, cuando estos pidan el auxilio 
de la fuerza pública para la ejecución de sus sentencias. 

CAPITULO II. 

DB LOS JEFES POLÍTICOS. 

Art. 36. Los Jefes políticos son los primeros majistrados civiles en los 
cantones que administren, tienen la autoridad económica y gubernativa, 
y dependen inmediatamente de los Gobernadores. 

Art. 87. Los Jefes políticos serán nombrados, á propuesta en tema de 
la respectiva Diputación provincial por el Gobernador de la provincia. 

Art. 38. Para ser Jefe político se requieren las mismas calidades que 
para ser elector, buen concepto público y acreditada adhesión al sistema 
recoaocido por Venezuela. La duración de estos empleados será la de un 
año, contado desde el día en que por la lei ha debido posesionarse el pro- 
pietario. 

Art. 89. Los Jefes políticos ejercerán en sus respectivos cantones la 
atribución que tienen los Gobernacíores por los artículos 28 y 31 de esta lei, 
salvo que no podrán arrestar á los juezes de paz que estuvieren ejerciendo 
funciones judiciales. 

Art. 40. Los Jefes políticos 6 los que hagan sus vezes presidirán los 
Concejos municipales y tendrán voto en sus deliberaciones. Cuidarán de 
que los Concejos cumplan con cuanto se les encargue por las leyes y por 
las ordenanzas de la Diputación provincial respectiva. 

Art. 41. Los Jefes políticos visitarán en los períodos que designe la Di- 
putación provincial respectiva, el arca, los libros y archivos délas oficinas 
de Rentas municipales de su cantón. 

Art. 42. Cuidarán de que las oficinas de Rejistro estén con el arreglo 
debido y los protocolos y procesos con el aseo y seguridad convenientes ba- 
jo inventario que examinarán cada año ; y si advirtieren alguna falta gra- 
ve de que algún Rejistrador aparezca culpable, anotarán los hechos puni- 
bles en el libro correspondiente de la visita, y para los efectos convenien- 
tes darán cuenta inmediatamente al Gobernador y al Rejistrador principal. 

Art. 43. Cumplirán las órdenes del Gobernador de su provincia acusán- 
dole el recibo de ellas y de las leyes y decretos que les comunique, y avi- 
sándole su pronta publicación por bando en la forma prescrita en el artí- 
culo 10 de esta lei, con certificación del Secretario ó funcionario que la ha- 
ya hecho. 

Art. 44. Trasmitirán á los Alcaldes y juezes de paz las leyes y decretos 
del Congreso, exijiendo el recibo y comprobante de su publicación en ca- 
da parroquia para hacerla anotar en la oficina de Rejistro y dar cuenta de 
dicha publicación á la Diputación provincial respectiva. 

Art. 46. Cuidarán de que las Juntas de manumisión se reúnan mensual- 
mente y desempeñen con exactitud las funciones que les atribuye la lei. 

Art. 46. Presidirán la Junta de vacuna, arreglándosela lo dispuesto en 
Is instrucción de la materia, ó á lo que en adelante se dispusiere, bajo la 
mas estrecha responsabilidad en caso de omisión. 

Art. 47. Cuidarán de la enseñanza en las escuelas públicas y averigua- 
rán los capitales que haya destinados para obras de beneficencia, dotes de 
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huérfanos y educación pública, á fin de que tte aseguren, y que Terifícán- 
dose el cobro de réditos tenga su debida aplicación. 

Art. 48. Cuidarán de que no se corronupan las buenas costumbres, ni se 
ofenda la decencia pública con estampas lubricas que perviertan la inocen- 
cia j destruyan por sus cimientos la moralidad que debe promoverse de 
todos modos entre los venezolanos, para cuyo fin recojerán y harán que- 
mar las espresadas estampas que se hallen en venta pública, previo el re- 
conocimiento que practicará el mismo majistrado asociado de dos miembros 
del Concejo municipal, nombrados por este al principio de cada aüo ; sin 
desviarse de la obseívancia del artículo 191 de la Constitución. 

Art. 49. Los Jefes políticos no pueden mezclarse en asuntos contencio- 
sos entre partes. 

Art. 50. No permitirán : 

J 1? Que haya cuestores de limosna en sus cantones sin espresa licencia 
de la primera autoridad local. 

2 2? Que haya vagos y mal entretenidos, y al efecto precediendo la jus- 
tificación conveniente, los destinarán al servicio de la policía del lugar con 
ración y sin sueldo, por un tiempo determinado que no podrá pasar de 
tres meses. Cuando los Jefes políticos procedan contra los vagos, darán á 
los acusados de tales una lijera audiencia ; y sus fallos antes de ejecutar- 
los los consultarán con los Gobernadores, quienes podrán reprobarlos si 
los hallaren injustos. 

I 3° Que ningún mendigo pida limosna públicamente sin licencia por es- 
crito de la primera autoridad local, quien deberá concederlas solamente á 
las personas que no puedan ganar el sustento con su trabajo. 

^ 4° Que las diversiones públicas y permitidas, jamas sean contrarias á 
la moral, ó que se vicien con juegos de suerte y azar, perjudiciales siempre 
al honor y bien de los ciudadanos ; pudiendo por consecuencia examinar 
las piezas dramáticas, á fin de prohibir la representación de las que estí.- 
' masen perjudiciales á las buenas costumbres. Este examen 6 censura se 
practicará dentro de ocho días por el Jefe político y dos ó cuatro indivi- 
duos de los mas instruidos del lugar que nombrará el Concejo municipal, 
quienes procederán por mayoría absoluta de votos en la calificación ; y si 
pasare dicho término sin haberse evacuado el examen, podrá representar- 
se libremente la pieza. 

Art. 61. Los tfefes políticos harán los tanteos mensuales en las Admi- 
nistraciones de Hacienda nacional en sus respectivos cantones con las for- 
malidades prevenidas en el artículo 11 de la lei sobre réjimen de aduanas 
de 28 de Mayo de 1837. 

Art. 52. Tienen en el cantón que administran la níisma atribución que 
confiere á los Gobernadores el artículo 23 de esta lei, siempre que las li- 
cencias á que este se refiere sean por menos de quince dias, dando la cuen- 
ta respectiva al Gobernador de la provincia. 

Art. 53. En las faltas del Jefe político le sustituirán los concejales por 
el orden de su nombramiento, dando cuenta al Gobernador para que nom- 
bre otro interino, si lo estima conveniente, 

Art. 64. Ejercerán en sus respectivos cantones, respecto de los juezes 
de paz, la atribución que tienen los Gobernadores por el artículo 83 de 
/ ests lei. 

CAPITULO III. 

DE LOS JUEZES DE PAZ. 

Art 55. Habré juezes de paz en cada una de las parroquias y en los 
caseríos y lugares del distrito donde convenga los haya, á juicio de la 
Asamblea municipal, y todos serán elejidos anualrnente como en la presen- 
te lei se dispone. 

Art. 56. Los juezes de paz deberáii promover el orden y tranquilidad, 
la decencia y moralidad pública, cuidando de la observancia de la Consti- 
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tucion, de las leyes y de las órdenes superiores que les comunique el Je- 
fe político ¿ quien están inmediatamente suborcfeíados en estas materias. 

Art. 67. Cuidarán de todo lo que mira á la salubridad, comodidad y or- 
nato, ó á la policía de sus respectivos distritos : y ademas tendrán la in- 
mediata ejecución de los bandos 6 reglamentos de policía, para cuyo fin 
se comunicará á cada uno de ellos un ejemplar. 

Art. 68. Podrán imponer multas hasta por doce pesos, 6 arrestos hasta 
por cuarenta y ocho horas á los que desobedezcan sus órdenes 6 les falten 
al debido respeto. 

CAPITULO IV. 

DE LAS ASAMBLEAS MUNICIPALES. 

Art. 59. La Asamblea municipal se compondrá de los electores nombra- 
dos para el Colejio electoral. Si un cantón nombrase para dicho Colejio 
siete 6 mas electores, estos mismos compondrán la Asamblea municipal, 
mas si el cantón nombrare menos de siete electores, entonces las Asam- 
bleas parroquiales elejirán en rejistro separado los que faltan para com- 
pletar el número de los siete que han de componer la Asamblea munici- 
pal. Esta podrá instalarse y practicar las elecciones con las dos terceras 
partes de sus miembros, con tal que no bajen de siete. 

Art. 60. Estas Asambleas se reunirán en la sala del Concejo municipal 
el dia 25 de Diciembre de cada aflo, y elejirán en público y en alta voz :. 
1? la mitad de los concejales y el Procurador municipal : 2? los Alcaldes ; 
y 3? los juezes de paz y Síndicos parroquiales de todo el cantón. 

J Vi Si por alguh accidente imprevisto no se pudiere reunir la Asam- 
blea municipal el dia señalado en este artículo,* se tendrá la reunión el mas'* 
inmediato posible^ 

J 2? Los individuos de los Concejos municipales, juezes de paz y Sín- 
dicos parroquiales, podrán ser reelejidos pero no serán obligados á acep- 
tar sin el intervalo de un año por lo menos, donde lo permita la pobla- 
ción, ajuicio de la Asamblea municipal ó del Concejo en su caso. 

Art. 61. Las Asambleas municipales elejirán los Alcaldes con arreglo & 
lo que se dispone en la lei orgánica de tribunales. 

Art. 62. Los rejistros parroquiales de las elecciones de electores muni- 
cipales se remitirán al Concejo municipal, se hará en sesión pública el es- 
crutinio ó regulación de los que reúnan la mayoría de votos, y estos s^rán 
declarados electores municipales, avisándoseles su nombramiento por el 
Presidente del mismo Concejo. 

2 único. Los electores municipales que resulten con impedimento ñsico 
ú otro grave y fundado á juicio del Concejo municipal, serán reemplaza- 
dos por este con los que tengan mas votos en los rejistros. 

Art. 63. Concluidas las elecciones do las Asambleas municipales, su 
Presidente dará aviso á los nombrados, por oficio autorizado del Secreta- 
rio que servirá de título bastante para que el Concejo municipal ponga en 
posesión do sus destinos á los electos el dia 1? de Enero, dando aviso de 
todo al Gobernador. El Presidente y Secretario serán nombrados por la 
Asamblea municipal de dentro de su seno por mayoría absoluta. 

§ único. El mismo Presidente pasará el acta de elecciones al Conceja 
municipal para que se custodie en su archivo. 

Ari. 01. Los individuos que se elijan para juezes de paz. Síndicos par- 
roquiales y miembros de las Juntas de policía de las parroquias, deberán 
reunir las cualidades de sufragantes parroquiales y ademas tener veinti- 
cinco años de edad cumplidos ; y saber leer y escribir. 

Art. 65. Todo acto en estas /.samblcas que no sea el de las elecciones, 
será no solamente nulo, sino atentatorio contra la seguridad pública, y 
niuguno podrá presentarse armado en el local en que se halle reunida la 
Asamblea. 

Áxt. 66. Cuando por algún accidente los individuos de un Concejo mu- 
nicipal quedaren reducidos á miónos do tres, el Gobernador convocará es- 
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iraordinariamense la Asamblea muuioipal respectiva ; y esta nombrari 
los que han de reemplazar á los que hayan faltado. Las demás yacanteg 
en cualquiera de los destinos que se ejercen por nombramiento de la 
Asamblea municipal se llenarán por los Concejos municipales á pluralidad 
absoluta de votos, y se pondrá al elejido en posesión. En las faltas acci- 
dentales del Procurador municipal ó concejales, el mismo Concejo podrá 
encargar las funciones del ausente á cualquiera otro de sus miembros. 

CAPITULO V. 

DE LOS CONCEJOS MUNICIPALES. 

Art. 67. En todas las cabezeras de cantón habrá Concejos municipales 
compuestos de los concejales que designen las Diputaciones provinciales, 
y de un Procurador municipal. Sus individuos deberán tener las misma» 
cualidades que se requieren por la Constitución para ser elector. Nombra- 
rá el Concejo un Secretario de dentro ó fuera del Cuerpo, cuya duración 
será la de su buen desempeño á juicio del mismo Cuerpo, y determinará 
con aprobación del Gobernador los dias y horas de sus sesiones ordinarias. 

J 1? El Secretario municipal será sustituido en las faltas temporales ó 
absolutas, por la persona que nombrare el mismo Concejo. 

2 2° El Secretario municipal tendrá el sueldo que le señale la Diputa- 
ción respectiva, sin mas emolumentos. 

Art. 68. Mientras las Diputaciones provinciales cumplen con lo preve- 
nido en el articulo anterior, y las Asambleas municipales practican el nom- 
bramiento de los concejales, pontinuarán los Alcaldes municipales, y serán 
los que sustituyan á los Jefes políticos. 

Art, 69. Los Procuradores municipales permanecerán en sus destinos 
por un año y los concejales por dos, debiendo estos removerse por mitad 
anualmente. 

§ único. Cuando por algún accidente se elija á la vez el total, se sortea- 
rán los que deban cesar al fin del primer año. 

Art. 70. Los Procuradores municipales, juez es de paz. Síndicos parro- 
quiales, lo mismo que los concejales, aunque hayan cumplido el término 
de su duración, continuarán en el ejercicio de sus atribuciones, hasta que 
sean reemplazados por los que deben subrogarlos. 

Art. 71. Los destinos de Jefes políticos, concejales, Procuradores mu- 
nicipales, juezes de paz, Síndicos parroquiales y comisarios de policía, 
ion cargo concejil de que nadie puede escusarse sino por una causa física 
que le imposibilite para su desempeño, y que sea legalmente justificada 
y aprobada por el Gobernador, oido previamente el informe del Concejo 
municipal respectivo. No se admitirá renuncia á los electos antes de po- 
sesionarse de sus empleos. Solo están exentos de cargos concejiles los Se- 
nadores, Representantes y Diputados provinciales principales, los Secre- 
tarios del Despacho y sus oficiales, los de los Gobiernos de las provincias, 
los jefes de las oficinas de Hacienda y los dependientes de estas, los em- 
pleados en los resguardos, los Administradores de rentas municipales, los 
individuos de la fuerza armada actual en servicio, los de las planas mayo- 
res veteranas de la milicia, los majistrados, los juezes de primera instan- 
cia, los Rejistradores, los secretarios y oficiales de los tribunales y juzga- 
dos y los boticarios en ejercicio, siendo únicos en el lugar. 

Art. 72. Los Jefes políticos serán compelidos á posesionarse de sus des- 
tinos con una multa desde cien pesos hasta quinientos ; y los concejales, 
los Procuradores municipales, los juezes de paz y Síndicos parroquiales 
con la de cincuenta á trecientos pesos ; sin que por la exhibición de dichas 
multas queden exentos de tomar la posesión espresada y continuar en el 
ejercicio del destino respectivo sopeña de nueva multa. En igual pena in- 
currirá el que después de posesionado rehusare servir sin causa justa y 
legalmente aprobada, ó se ausentare sin permiso. 

Art. 73. Cada Conc^io municipal elejirá entre sus individuos, los que 
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deban encargarse de las visitas de las escuelas de primeras letras, de la yí- 
jilancia y policía de las cárceles j de las demás fiinciones económicas, que 
les atribuye esta lei ó les atribuyan otras en adelante. 

Art. 74. Nombrarán también los Concejos municipales comisarios de 
policía en las poblaciones y lugares que á su juicio los necesiten, y estos' 
ejercerán sus funciones bajo la autoridad del Jefe político y juezes de paz. 
Art. 75. Los Concejos municipales están encargados de todo lo relativo 
á la policía de salubridad, y en consecuencia han de cuidar : 

1? Del aseo y limpieza de las calles, mercados, plazas públicas, y de la 
de los hospitales, cárceles y casas de beneficencia. 

2? Del establecimiento de mercados públicos : que " estos estén debida- 
mente abastecidos ; y de la calidad de los alimentos de toda clase. 

3? Del pronto establecimiento de cimenterios en cada parroquia del can- 
tón convenientemente situados. 

4? De hacer cesar 6 dar curso á las aguas estancadas 6 insalubres. 
5? De remover todo lo que en los términos del cantón pueda alterar la 
salud pública y la de los ganados. 

Art. 76. Toca á los Concejos municipales procurar la comodidad de lo» 
pueblos y para ello cuidarán : 

1? De la libertad del tráfico de los mercados. 

2? Que se arreglen las pesas, pesos y medidas, sin permitir que se ha- 
ga uso de pesos falsos, ó medidas cisadas ó rebajadas. 

3? Que estén bien conservadas las fuentes públicas y con buenas aguas, 
de modo que abunden para el servicio de los habitantes y para el uso de 
los animales, cuidando que no se talen los bosques que están en las cabe- 
zeras de dichas aguas. 

4? Que estén enlosadas las aceras, empedradas y alumbradas las calles 
de las ciudades y poblados en que pudiere verificarse. 

5? Que estén hermoseados los paseos y parajes públicos, cuanto lo per- 
mitan las circunstancias de cada pueblo. 

Art. 77. Para procurar la misma comodidad á todo el cantón, cuidarán 
los Concejos municipales : 

1? De la policía rural, acordando la composición de los caminos del ter- 
jritorio bajo la inspección y responsabilidad de los juezes de paz, con arre- 
glo á lo que disponga la lei ó las ordenanzas municipales sobre el estable- 
miento y administración de rentas municipales. 

2? Cuidarán de todas las obras públicas de utilidad, beneficencia y or- 
nato que pertenezcan al térmico de su jurisdicción. 

3? Darán los informes necesarios y propondrán á las Diputaciones pro- 
vinciales los arbitrios que estimen oportunos para que se emprendan los 
caminos y calzadas, acueductos ú otras cualesquiera obras públicas perte- 
necientes á la provincia en jeneral. 

4? Informarán á la Diputación provincial acerca de la conveniencia de 
erijir en parroquia un territorio cuando contenga quinientas almas por lo 
menos ; y sobre la localidad en que deba establecerse la parroquia. 

Art. 78. Los Concejos municipales cuidarán de todas las escuelas de 
primeras letras y demás establecimientos de educación, que se pagan del 
común, celando el buen desempeño de los maestros, conforme á la lei so- 
bre establecimiento de estas escuelas, ó á las ordenanzas que sobre el 
particular acuerde la Diputación respectiva. 

Art. 79. Cuidarán asimismo de los hospitales y demás establecimientos 
de beneficencia y utilidad pública que haya en el cantón y sean pagados 
del común ; y solicitarán de las Diputaciones provinciales que se resta- 
blezcan los que antes existían. 

Art. 80. Fomentarán también la agricultura, la industria y el comercio, 
procurando que se remuevan todos los obstáculos y trabas que se opongan 
á su mejora y progreso. Con esta mira presentarán al (gobernador y á 1* 
Diputación provincial, todos los planes y proyectos que parezcan mas 
oportunos. 

Art. 81. Remitirán cada afio por el mes de Enero á los Gobernadores 
una relación drconstanciada de cuanto hayan ejecutado en el afio ante- 
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rior y quede pendiente en beneficio de 8u respectivo cantón, ó desempeño 
de laB funciones de su encargo ; igual relación remitirán á la Diputación 
provincial. 

^t. 82. Cuidarán de que los bagajes, alojamientos y demás suminis- 
tros para la tropa, se repartan con igualdad equitativa entre los vecinos, 
conforme á los reglamentos de la materia, y que se observe la mas exacta 
cuenta y razón para los correspondientes abonos. Harán asimismo entre 
las parroquias del respectivo cantón la distribución de los empréstitos y 
contribuciones estraurdinarias, cuyas cuotas haya repartido la Diputa- 
ción provincial entre los cantones. 

Art. 83. Sobre todos estos particulares observarán los Concejos muni- 
cipales las instrucciones y órdenes superiores que les comuniquen los Go- 
bernadores, y las ordenanzas de policía que acuerden las respectivas Dipu- 
taciones provinciales. 

Art. 84. Las leyes, decretos y providencias que los Jefes políticos co- 
muniquen á los mismos Concejos municipales para su cumplimiento, debe- 
rán tenerlo sin tardanza, avisándole su recibo con certificación del Secre- 
tario. 

• Art. 86. Admitirán los proyectos, peticiones 6 informes que quieran ha- 
cerles los ciudadanos en los asuntos que por esta leí están cometidos á es- 
tos cuerpos. Todos los actos y sesiones de los Concejos municipales serán 
públicos, procurando observar el método parlamentario en lo que sea 
adoptable. 

CAPITULO VL 

D£ LOS FKOCÜBADORBS MUNICIPALES. 

Art. 86. Son funciones del Procurador municipal : 

1* Promover ante las autoridades competentes lo que crea necesario 6 
útil á su cantón. 

2? Representar por los Concejos municipales respectivos en los negocios 
judiciales en que aquellos sean parte. 

8^ Desempeñar dentro de su cantón las funciones que les atribuyen las 
leyes. 

4í Promover el nombramiento de tutor ó curador de los menores, re- 
presentando por ellos hasta que se les nombren ; y también representarán 
por los siervos dentro de sus cantones, en Ihs causas sobre libertad y de 
sevicia ó maltrato. 

6? Reclamar ante las autoridades competentes el cumplimiento de las 
leyes y de las ordenanzas municipales. 

CAPITULO VII. 

D£ LAS JUNTAS COMUNALES. 

Art. 87. En toda parroquia que no soa de las en que se dividen las ciu- 
dades y villas, habrá una Junta comunal compuesta á lo menos del juez ó 
juezes de paz. Síndico y de los comisarios que permitiere la población. 
Todos sus miembros deben tener las cualidades de sufragante. 

Art. 88. La Junta comunal observará en cuanto á la policía de la par- 
roquia, todo lo que se previene con respecto á los Concejos municipales. 

CAPITULO VIII. 

DE LAS JUNTAS DE SANIDAD. 

Art. 89. En todas las ciudades, villas y parroquias de la República, se 
establecerán Juntas de sanidad. 
Art. 90. Las Juntas de las capitales de provincia serán las superiores 
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de todas las demás de la misma, y se o(Hapondrán : del Gobernador que 
las presidirá, del Obispo ó su Vicario jenenJ^ ó del Cura párroco en don- 
de no los haya, del Procurador municipal, de dos concejales elides anual- 
mente por el Concejo y' de dos 6 mas facultativos, donde los haya, á juicio 
de la Junta. 

Art. 91. Las de las cabezeras de cantón se compondrán del Jefe políti- 
co que las presidirá, del Vicario ó del Cura párroco, del Procurador mu- 
nicipal, de uno ó dos concejales elejidos anualmente por el Concejo, y de 
un facultativo, si lo hubiere. 

Art. 92. Las Juntas de las parroquias, que no sean de las en que se di- 
viden las ciudades y villas, se compondrán del primer jues de paz, si hu- 
biere dos, que las presidirá, 6 en su defecto del segundo, del Cura párro- 
co, del Süidico parroquial, de un vecino nombrado por dicho juez, y de un 
facultativo, si lo hubiere. 

An. 98. Los Secretarios.de estas Juntas serán: en la capital de la pro- 
vincia el de Gobierno : en las demás cabezeras de cantón el Secretario mu- 
nicipal ; y en las parroquias, el que elija la Junta de entre sus miembros. 

Airt. 94. Las Juntas de sanidad, en casos de epidemias ó enfermedad 
contajiosa, informarán al Gobernador de la provincia, sobre los medios 
convenientes que deben adoptann para atibar el cont%jio, y conservar 6 
restablecer la sabid pública. x 

Art. 96. Las juntas de sanidad emplearán todo su celo para que inme- 
diatamente se establezcan cimenterios en el lugar y forma mas conveniente. 
Cuidarán que se propague y conserve la vacuna, y observarán los regla- 
mentos sanitarios v\}entes que formaren las Juntas superiores de sanidad. 

Art. 96. Las Junta» de sanidad de parroquia se comunicarán frecuen- 
temente con las de cantón y estas con las de provincia, debiendo depender 
unas de otras por su orden. 

CAPITULO IX. 

nS LA RESPONSABILIDAD DB LOS SMPLSADOS SN BL OOBIBBJIO POLÍTICO DE 

LA PBOTIHCIA. 

Art. 97. Las órdenes y decretos que espidan constítucionalmente los 
Gobernadores en el ejercicio de las fondones que les atribuye esta lei, se- 
rán cumplidas y ejecutadas por los empleados subalternos y ciudadanos 
á quienes toquen, sin otro recurso que el de queja ante la Corte Superior 
respectiva, ante el Poder Ejecutivo para los efectos de la atribución 17! 
del urtículo 117 de la Constitución, 6 ante la Cámara de Representantes 
para los prevenidos en la 4f del artículo 67 de la misma Constitución. 

Art. 98. Los empleados en el Gobierno político de los provincias que á 
sabiendas, por interés personal 6 por desafecto á alguna persona ó corpo- 
ración, ó en perjuicio de la causa pública, 6 de tercero interesado, abusen 
de su oficio en el ejercicio de sus ñu^ciones, son prevaricadores y perderán 
sus empleos, y aún podrán ser inhabilitados temporalmente para obtener 
cargo alguno público, según la gravedad de la falta. 

Art. 99. Si los empleados públicos cometieren prevaricación por sobor- 
no -6 cohecho dado 6 prometido á ellos, 6 con su noticia á su familia <ürec- 
tamente 6 por interpuesta persona, sufrirán, ademas de las penas espre- 
sadas, la del cuadruplo del valor que hubieren recibido, ó se les hubiere 
ofrecido. 

Art. 100. £1 empleado público que por ineptitud, abandono 6 neglijen- 
cia use mal de su oficio, sufrirá una suspensión temporal de su empleo y 
renta, y aún la privación absoluta, según la gravedsd del caso, restituyen- 
do siempre los peijuicios que haya causado, ademas de las penas que 
prescriban las leyes, ordenanzas y reglamentos del ramo. 

Art. 101. Si los subalternos de cualquier oficina incurrieren en faltas 

15 
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del séi^oio por onñsioA ó toleMinoia d« los jefes, estos serán responsa- 
ble, "jf tftmtiden si deinreta de potter ibmediatomente remedio, sin peijni- 
cio'de Ift rcépoiisabiÚdad en que igualmente incurrirán los empleados su- 
balternos. 

Art. 102. La falta de cumplimiento de cualquiera lei 6 decreto del Con-» 
^eso, sea por lentitud, »egiijeneia ú omisión cul^Mble, sea por pura mali- 
ciíA, serár castigada en el funcionario público que la cometa, en el primer 
casó, coin la suspensiori tefmporal del empleo y renta, 6 con una multa de 
cincuenta á quinientos pesos y aún con la privación de su empleo 6 cargo 
y resarcimiento de peijuieios ; y en el segundo ademas de estas penas, 
con la de inhabilitación perpetua para obtener otro cargo público, á no 
ser que incurra en casos que por las leyes vij entes tengan seSalada pena 
mayor. 

^: Art. 103. El funcionario que difiriese ejecutaí- 6 hacer ejecutar cual- 
quiera reglamento ú orden del Poder Ejecutiro ftMra de los casos de los 
artículos 186, 186 y 187 de la Constitución, suftírá la pena de suspensión 
del empleo y renta desde uno hasta cinco aflos, ademas del resarcimiento 
de perjuicios. Pero quedará libre de estas penas en los dos casos siguien- 
tes : 1? Si la resolución del Poder Ejecutivo fuere obtenida evidentemen- 
te eon engailo, 6 evidentemente dada ^ntra la lei : 2? Cuando de la eje- 
cución de la orden resulten ó se teman probablemente gñwes males que 
el Poder Ejecutivo no haya podido prever. En estos casos podrá el ejecu- 
tor suspender, bajo su responsabilidad, la «^ecueion para representar al 
Gobierno, pero sufrirá las penas respectivas que van espreeadas si no hi- 
ciere ver en la misma representación la certeaa de los mo^Uvos que alega. 

Att. 104. Todo diputado provincial que á sabiendas infringiere los aHi- 
culos 167 y 168, 6 incurriere en- los esoesos á que se contrae el 169 de la 
Constitución, sufrirá una multa de cincuenta á quinientos pesOs, ademae 
de la deposición de su destino, y aún de la inhabilitación para obtener 
otrps, y del resarcimiento de los perjuicios, debiendo aquellas penas ser 
impuestas por las Cámaras con arreglo á los artículos 57 y 69 de la Cons- 
titución. 

Art. 106. En las mismas penas incnirirá el^Oobemador que no objeta- 
re una resolución de la Diputación provincial, librada con infracción de 
los artículos 167 y 168 de la Constitución, debiendo seguirse el juicio pa- 
ra su imposición eu los términos prevenidos en el artículo anterior. 

Art 106. El Gobernador que sin causa l^ítíma y justificada á juicio 
del Poder Ejecutivo no haga la visita de la provincia que le prescribe el 
artículo 8? de esta lei, dejará do percibir la mitad del sueldo de un afío, 
quedando esta suma á favor de las rentas municipales. El Poder Ejecuti- 
vo dictará las órdenes mas eficaces para que esta disposición tenga todo 
su cumplimiento, 

Art' 107. Los Gobernadores y demás empleados á quienes toque el in- 
mediato cumplimiento déla lei ú orden, incurrirán en la misma pena que 
los desobedientes, si no la aplicaren á estos, según lo prescribe la lei. 

Art, 10^. Los Gobernadores, Jefes políticos y demás funcionarios de 
policía que decreten arbitrariamente multas ó arrestos correccionales» 
quedan sujetos á la devolución del importe de la multa y al resarcimiento 
de los perjuicios que cause el arresto, fuera de la pena que en este último 
caso deban sufrir por la lei como responsables de detención arbitraria. El 
tribunal correspondiente oirá y decioUrá las quejas de los agraviados. 

/Vrt, 109. Cuando el Poder Ejecutivo reciba acusaciones ó quejas con- 
tra los empleados públicos en el orden político de la provincia, tomará 
por sí todas las providencias que están en sus facultades para evitar y 
con-ejii* los abusos, y para que no permanezcan en sus puestos los que no 
merezcan ocuparlos. 

Art. 110. Todo venezolano que tenga que promover queja en la Cáma- 
ra de Representantes, ante el Poder Ejecutivo ó ante un tribunal compe- 
tente contra el Gobernador ú otro cualquier empleado en el orden político 
de la provincia, podrá acudir ante cualquier juez ordinario para que so le 
admita información sumaria de los hechos en que funda su agravio ; y el 
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juez deberá admitirla inmediatamente bajo la multa de veintieinco hasta 
doscientos pesos, y suspensión de oficio é inhabilitación para obtenerlo 
desde uno hasta cuatro afios ; cuya responsabilidad hará efectiYa el tribu- 
nal competente, por la morosidad, contemplación ú otro defecto que espe- 
rimente en este punto el querelloso. 

Art. 111. Los tribunales darán cuenta al Poder Ejecutivo 6 al Gober- 
nador respectiyo en su caso, de las causas que se formen contra los em- 
pleados públicos para los efectos consiguientes. 

Art. 1 12. El funcionario público de los comprendidos en esta lei, que 
continúe en el ejercicio de sus funciones, cuando el lugar de su destino 
esté ocupado por fuerzas enemigas del Gobierno constitucional sometido 
á ellas, bien sea por efecto de una invasión esterior, ó de una conmoción 
interior en que, de cualquier modo y bajo cualquier pretesto, se niegue la 
obediencia, ó se ataque al Gobierno lejítimo, perderá por este solo hecho 
su destino y quedará inhábil para optar á otro empleo de honor y, de con- 
fianza en la República ; y ademas de dicha pena, si el tal funciouari(* tu- 
viere á su cargo existencias pertenecientes á las rentas nacionales ó mu- 
nicipales ó provinciales, y dichas existencias fueren gustadas por los ene- 
migos del Gobierno, responderá de su valor con su fianza y bienes, sin 
perjuicio de sujetarse igu •cimente á las demás penas á que se 'luya Vecho 
acreedor por las leyes comunes. 

CAPITULO X. 

SOBBE LAS REUNIONES DE LAS DIPUTACIONES Pi^^" ! . A^ S * :'^ t'. 

JURAMENTO DE LOS EMPLEADOS EN "^.1 i" . •• •- 'í ,-')■ .. ;.•., 

Art. 113. Las Diputaciones provinciales se arre.: 'i: li . . .o á 

lo dispuesto para las Cámaras lejislativas en los artícui js 7- y 7o de la 
Constitución. * 

Art. 114. Los Presidentes de las Diputaciones provinciales prestarán 
juramento en presencia de la misma corporación al acto de instalarse, y 
los demás miembros en manos del Presidente, de sostener la Constitución 
del Estado, observar las leyes, y cumplir fiel y exactamente los deberes de 
su empleo. 

Art. 116. Igual juramento prestarán los jefes políticos y Administra^ 
dores de rentas municipales ante el Gobernador ó ante la persona ó auto- 
ridad á quien él cometa esta función. Los individuos de los Concejos mu- 
nicipaleB, juezes de paz, Síndicos parroquiales y comisarios de policía, lo 
prestarán ante aqueUa corporación ó ante la persona á quien ella cometa 
esta ñincion en las parroquias distantes de la cabezera. 

Art. 116. Se derogan la lei de 14 de Octubre sobre el réjimen j)o- 
lítico 7 económico de las provincias y la resolución de 16 de Marzo de 
1832, declarando que los Jefes políticos son los primeros majistrados ci- 
vOes de los cantones. 

Dada en Caracas á 14 de Abril de 1838, afio 9? de la Lei y 28? de la In- 
dependencia. — El Presidente del Senado, An^el Quintero. — El Presidente 
de la Cámara de Representantes, M, Huizi. — El Secretario del Senado, J. 
A, Freiré, — ^El Diputado Secretario de la Cámara de Representantes, J. 
Qardía, ^ 

SalA del Despacho.— Caracas Abril 24 de 1838, año 9? de la Lei y 28? de 
la Independencia. — ^Ejecútese. — CXrlos Soublbttb.— Por S. E. — El Se- 
cretario de Estado en los Despachos del Interior y Justicia, D. B. Urb aneja. 
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